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ADVERTENCIA. 



Dedicado á la enseñanza del Derecho hace al- 
gún tiempo, he podido conocer las dificultades 
con que tropiezan los alumnos, hoy que nuestra 
legislación ha sufrido reformas tan radicales. Al- 
gunos discípulos de mi Academia me indicaron, 
la conveniencia de imprimir las csplicaciones 
que les habia dado sobre procedimientos, y acce- 
diendo á sus deseos doy á la estampa este trabajo, 
cuyo objetó no es otro, que facilitar á los alumnos 
el estudio de las leyes procesales; para lo cual he 
extractado tanto como me ha sido posible las dis- 
posiciones vigentes. 

Deseando corresponder al favor con que el pú- 
blico ha recibido las ediciones anteriores de este 
libro, he procurado ampliar la presente, sin que 
la obra deje por ello de ser elemental. También 
he variado algo el método ocupándome en la pri- 
e de lo relativo i las disposiciones co- 
los procedimientos civil y criminal, con 
imitar repci ¡cienes inútiles ocasionadas a 
játoeptnamtc aquellos principios y r ■>- 
muñes á ambos procedí - 
ífue era preferible tratar- 



* \ i ogle 



los separadamente v señalando las diferencias qt ** 
los separan, las cuales, aun cuando pequeñas • 
veces, no deben dejarse de indicar. 

Sin tener la pretensión de haber escrito u 
tratado elemental de práctica forense, he coloca 
do al ünal los formularios de más uso enls 
cátedras, con objeto de que los alumnos se acos 
tumbren á la aplicación de la teoría, á la práctic.» 
de los procedi mientós . 

Conozco que esta obrita, á pesar de su índole 
dejará de satisfacer los deseos de alguno; pero ía 
condiciones . con que se publica y el fín que s 
propone el autor, dan derecho á éste para espera 
indulgencia. 
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TITULO PRELIMINAR. 



idea de los procedimientos y noticla histórica 
He nuestra legislación, procesal. 

Liámanse procedimientos judiciales, á las formas solem- 
nes con que se proponen, discuten y resuelven las pretensión 
nes deducidas ante los tribunales. Bentham llamó leyes ad- 
jetivas á las procesales, y aun cuando no tydos los autores 
opinan de la misma manera, son muchos los que siguen al 
jurisconsulto antes citado; pues sin un orden riguroso en 
las actuaciones, seria muy fácil la arbitrariedad, y por falta 
de medios de aplicación las leyes civiles y penales vendrían 
á ser una letra muerta (1). 

El origen de las inátituciortes judiciales es tan antiguo 
como la familia y la sociedad. El hombre, ai nacer, tiene de- 
rechos que van creciendo y desarrollándose; para conser- 
varlos íntegros, le bastaba no violar el derecho de sus seme- 
jantes; pero con bastante frecuencia olvida que, si tiene de- 
rechos, también tiene deberes que cumplir, y para que res- 
peten los suyos, es preciso que haga lo mismo con los de los* 
; demás. El individuo que se vé atacado, procura defenderse 



(1) lA-Sexná.—Proceditnientos Judiciales. 
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y surge de aquí uáa contienda. tPara decidir y terminar esta 
«controversia, los sére$ faltos de instrucción, envilecidos por 
i» la ignorancia, no reconocerían otro medio que el de la 
•fuerza física, si no acudieran á restablecer el imperio de la 
•justicia y Se la razón la ancianidad con el auxilio de su au* 
ttorldady de su receto; el parentesco con la influencia de 
*ta sángrelo la amistad con el apoyo de sus consejos. Nada 
»más natural, pues,*en elprincipio de las sociedades que la 
»interyencion de los padres, de los patriarcas, de los parten- 
*tes, amigos ó vecinos, para calmar los ánimos de los con- 
tendientes, persuadiéndoles á dirimir sus diferencias por 
•medios pacíficos de conciliación. * 

Por desgracia, no siempre era posible esto, y entonces 
buscaban los litigantes una persona que, revestida de hon* 
radez é imparcialidad, dierala razón á aquel de los conten- 
dientes que la tuviera. Los arbitros son consultados para que 
<xm arreglo í su leal saber y entender resuenan 1$ cuestión 
pendiente; pero tampoco bastaba en muchos casos el arbitra* 
ge, y fué preciso elegir una persona que, teniendo la capaci- 
dad é instrucción suficientes, resolviera los pleitos, ejerciendo 
la potestad judicial, amparando él derecho de* todos, y ha- 
biendo cumplir las sentencias, y^lióndpse. hasta de la fuerza 
en casos necesarios. Hé aqtii al juez llenando su misión, 
cumpliendo su sagrado deber. Pero establecida la autoridad 
judicial, fué preciso un método, se bicieron necesarias cier- 
tas reglas para acudir á los tribunales- # 
En las sociedades primitivas, 4 el procedimiento debió s^r 

^tan sencillo como correspondía á la pureza de costumbres. 

.^§n autor muy notable (1) cree que el procedimiento antiguo % 



«, (1) Sr. Vicente y Caravantes. 
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a VILES Y CRIMINALES. . 11 

debió reducirse á lá demanda, contestación^ pruebes y senten- 
cia. De este modo se comprende que los antiguos patriarcas 
pudieran administrar justicia en el intervalo de algunas ho- 
ras, y que los buenos Reyes pudieran decidir las diferencias 
suscitadas entrg los subditos. Aumentadas las necesidades y 
riqaeas, fué preciso dar más reglas," ampliar las leyes pro- 
cesales; y siguiendo por este camino, se llegó á una época en 
qac bubo necesidad de establecer personas conocedoras del 
derepfeo, prácticas en los tribunales, para que dirigieran á los 
que iban al juez pidiéndole justicia. 

Los egipcios, los hebreos, los griegos, y sobre todo los 
romanos, tuvieron reglas y principios por los cuales se guia- * 
bañen la tramitación de los juicios, reglas que recibimos de 
estos últimof cuando pasó España á formar parte de aquella 
nacionalidad. Las dimensiones de este libro no nos permiten 
hacer un estudio tan detallado como quisiéramos de las ins- 
tituciones judiciales que debimos á los romanos, limitándo- 
nos 4 <br una idea muy sucinta de lo establecido en los Có- 
digos españoles. 

Sabido es que los visigodos, al establecerse e% nuestra pa- 
tria, adoptaron una política de tolerancia y atracción, permi- 
tiendo á los vencidos continuaran rigiéndose por sus leyes y 
costumbres, á la vez que los vencedores observaban las su- 
yas, lo cual dio origen á la legislación de castas contenida en 
el Código de Eurico ó de Totosa, y el de Alarico ó Breviario 
de Amano. Formaban el primero los usos y costumbres de 
los gemíanos que dominaban en España, mientras el segun- 
do estaba compuesto de las leyes romanas adoptadas por los 
españoles, y aun cuando ambos Códigos contienen pocas le* • 
yes de procedimientos, el Breviario de Aniano ha venido á 
tener en nuestros tiempos una gran importancia histórica,^ 
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pues.algunos autores sostienen que en dicho Código se esta 
tolecia el juicio por Jurados. 
*•$ El Fuero Juzga acabó con la legislación de las castas, r: 

^ ^ • giendo unas mismas leyes para godos y romajiós. El Ubi 
2.°, que trata de ios procedimientos judiciales, contier^ 
sabios principios, declarando, entre otras cosas, qu& Ijt le 
obliga á todos, lo mismo á los reyes que á los pueblos, si 
que á nadie le excuse alegar ignorancia; y hace á los jueoí 
recomendaciones muy oportunas , imponiendo graves, peni ; 
á los efue faltaren á ellas. En los demás títulos se dan reglj 
para la sustanciacion de los pleitos; de los emplazamientos 
obligaciones de venir al juicio tanto el actor como el dema 
dado; de los abogados y procuradores; de los medios. < 
pruebaque pueden utilizar los litigantes, en especial la < 
testigos é instrumental, expresándose en una y otra las co? 
diciones que deben reunir los testigos para que se crea \ 
dicho, así cómo los requisitos que deben llenar los documen 
tos públicos y privados para que produzcan fé en jpiqio. £ j 
el libro 6.° se encuentran disposiciones relativas al procedi 
miento crin^nal, modo de sustanciar las acusaciones, de 1 
pruebas, y aun cuando es sensible que admita el torment* 
. lo.hace con tantas precauciones, exigiendo tan gran respo: 
• sabilidad ai acusador, que puede asegurarse se aplicar 
muy pocas veces. El libró 7.° trata del robo y del hurto, i 1 - 
la prisión preventiva y derecho de carcelage , indicando 
que llamamos hoy libertad bajo fianza, estableciendo una < 
las últimas leyes de este libro penas pecuniarias al juez qi 
por ruego ó soborno dejare de imponer la pena de muerte 
. 4*eo que la mereciere, mientras al juez que sentenciare 
muerte á un inocente, le condena á morir de la misma mué? 
Jíe que hubiere impuesto, disposición conservada «á través > \ 
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CIVILES Y CRIMINALES. . 13 

los siglos, y consignada en el art. 361 del Código penal vi- 
gente. El libro 8.° también contiene algunas leyes de proce- 
dimientos relacionados con el despojo, servidumbres y daños 
'en la propiedad agena. El libro 11, que entre otras cosas ha- 
bla de los comerciantes extranjeros, dispone que éstos sean 
juzgados por sus tribunales, aplicando á sus pleitos las leyes 
de sumís. El libro 12, por último, exhorta á los jueces á 
que obren siempre en justicia, sin ceder á influencias de nin- 
guna especie, y que si alguna vez hubiere lugar á la miseri- 
cordia, sea ésta para los pobres y desvalidos. 

La invasión de los árabes cambió por completo el régi- 
men político y judicial de nuestra patria. Las necesidades 
de la reconquista y el auxilio que para lograrla prestaban 
los nobles, son el origen de los llamados señoríos ó facultad 
de exigir á Íqs pueblos ciertas prestaciones de carácter per- 
sonal ó pecuniario, juntamente casi siempre con el derecho 
de ejercer jurisdicción civil y criminal; privilegio del cual 
gozaron también los superiores de los conventos como pre- 
mio á los buenos servicios que prestaban las comunidades 
religiosas en la campaña contra los moros; y la que si había 
mucho espíritu de independencia era mayor aún el fervor, ó 
si se quiere, fanatismo religioso. Dividíase, por tanto, el ter- 
ritorio ocupado por los cristiauos, en tierras sujetas unas á 
señorío y otras á abadengo; llamándose las demás de realengo 
por ejercer sobre ellas el Rey la jurisdicción. 

El abuso de los señores, y más especialmente el deseo 
natural en" los Monarcas de afirmar su poder combatiendo el 
predominio de la nobleza, fué el origen de los privilegios^ 
que concedieron á los municipios, consignados en los cua- 
dernos de leyes llamados Fueros municipales, eh loa que no 
sólo se trata de la organización política de los pueblos, sino 
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también de su régimea económico y judicial; y aún cuando 
pocas leyes de procedimientos prodriamos indicar que mere- 
cieran estudio, algunas notables contienenlos fueros de León, 
Sepúlveda, Logroño, Toledo y Cuenca. * 

Ei Fuero de los /jjosdalgo que en 1138 sancionó Alfonso 
Viren las Cortes de Nájera, precisaba los privilegios de la no- 
bleza y sus relaciones con los vasallos y el Monarca, y era á 
ia vez una compilación de las fazañas y ajbedrios que ea 
aquella época venia á formar una jurisprudencia, muy acep- 
table porque indicaba ya la tendencia á la unidad de Ta le- 
gislación. , ..''i 

Más importancia quael anterior tiene el Fuero viejo S 
Castilla, mandado formar por Alonso VIH en 1213. Ea el lj- ; 
bro 2.° de este Código, que trata de Jos delitos, se encuenraÉi" 
algunas xeglas sobre el procedimiento criminal. El libro & 4 
se ocupa casi exclusivamente del procedimiento civil, esta 1 - 
Meciendo las re¿las que han de observarse tanto por Jos 
alcaldes y arbitros como por los abogados, demandantes y 
demandados, indicando lo necesario para juzgar acerca de 
la legitimidad de las pruebas suministradas por las partes J 
d$ las sentencias. - > 

En 1254 se publicó El Espéculo, cuyos libros 4.° y 5.° tra- 
tan de los procedimientos judiciales, se expresan cuáles soa 
las personas encargadas de la administración de justicia, 
cualidades de que deben estar adofnadas, y orden gerárquieo 
dejas mismas, señalando los trámites que deben seguirse 
en la sustanciados de los pleitos, juntamente con el modo 
de utilizar y seguir el recurso de apelación. 

El Fuero Real^ publicado por Alfonso X en 1255, contiene 
muy notables disposiciones en materia procesal. Ea los li- 
bros 1.° y-2,° de dicho Código se determina eloücio de los 
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alcaldes, previniendo qne sólo pudieran sylo los nombrados 
gor eí Rey; permitió los jaeces avenidores nombrados por las 
partes, reconoció la institución de los escribanos públicos, 
determinando sus derechos y obligaciones; autorizó la inter- 
vención de los procuradores, creándose en el titulo 9.° los 
abogados con el nombre de voceros; trazó el orden judicial, 
se ocupó de las demandas, plazo par% contestarlas, señalan - 
. do los dias feriados en que no debia haber actuaciones judi- 
ciales En los mismos libros se indican los medios de prueba 

dequepodian valerse los litigantes, modo de apreciarlos, 

< 

formalidades con que debian pronunciarse las sentencias, 
tratando, por último, del recurso de apelación que concedió 
al condenado. En el libro 4/ del Fuero Real, que se ocupa de 

, los delitos y las penas, se encuentran algunas leyes relativas 
al procedimiento criminal. 

En las Partidas hallamos más desarrollados los principios 
que estableció el Fuero Real. La tercera Partida es un tratado 

* completó de procedimientos, tanto en lo relativo á la prime- 
ra instancia, como en alzada; fijó reglas sobre las deman- 
das y contestaciones, citaciones, aplazamientos y rebeldías; 
trazó las pruebas admisibles en juicio; determinó la manera 
de sustanciar las apelaciones que procedían contra los fallos 
de todos los jueces* excepto los pronunciados por los Adelan- 
tados mayores, aunque contra éstos podía recurrirse al Rey, 
en lo cual se encuentra el origen de los recursos de segunda 
suplicación. La misma Partida desenvuelve la institución de 
los abogados, exigiendo que los que hayan de ejercer tan 
noble profesión sean elegidos legalmente, y después de acre- 
ditar sus conocimientos, juren el fiel desempefio.de sus obli- 
.gaciones, inscribiéndose en la matrícula de los demás abo- 
gados, ampliando á la vez lo dicho en el Fuero Real sobre 
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procuradores y escribanos. La Partida sétima se ocupa del 
derecho penal y del procedimiento que debe seguirse para 
la averiguación de los delitos y castigo de los culpables; res- 
tableció el tormento de un modo absurdo, prodigándolo 
como no lo habia hecho la legislación visigoda. 

Las Leyes del Estilo, publicadas en 1310, contenian las 
prácticas autorizadas p¿r los tribunales de la Corte, y sirvie- 
ron como de aclaración á las dudas originadas por la obser- 
vancia del Fuero Real, pasando muchas de sus disposiciones 
á la Novísima Recopilación. 

El Ordenamiento de Alcalá, publicado por Alfonso XI en 
. 1348, introdujo algunas modificaciones en las leyes de proce- 
dimiento, de las cuales se ocupan los quince títulos primea 
ros, y sus disposiciones se dirigen á subsanarlas faltas que 
se notaban en las Partidas, fijando plazos para contestar á 
las demandas, oponer excepciones, pronunciar sentencias y 
practicar otros actos judiciales, cuyos términos, , con alguna, 
modificación, son los mismos que rigen todavía por haber 
pasado á la Ley de Enjuiciamiento. En el título 20, y con el 
objeto de evitar toda influencia ilegítima en la administra- 
ción de justicia, se prohibe á los jueces recibir regalos, im- 
poniendo graves penas á los contraventores. El título 28 Qjá 
el orden de prelacion de Códigos, mandando se observe ef 
Ordenamiento en todos los pueblos del Heino, incluso los de 
señorío y abadengo. 

El Ordenamiento de Montalvo, que este jurisconsulto coiñ- ' 
puso por encargo de los Reyes Católicos y empezó á regir en 
1485, contiene disposiciones muy importares en materia 
procesah En el libro 1.° se prohibe á los jueces conservado- 
res entender en los negocios propios de la Real jurisdiccionr 
en el 2. a se determinan las funciones de los jueces de pro- 
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Tioáa y demás oficiales de justicia, facultades de los adelan- 
tados, merinos, abogados, procuradores y escríbanos. Los 
9 ÍS títulos del libro 3.° se ocupan de los procedimientos ju- 
diciales, dáudose reglas sobre los emplazamientos, deman- 
das, contestaciones, recusaciones de jueces, pruebas, apela- . 
dones, suplicaciones y pago de costas. En el libro 8.° se en- 
cuentra lo relativo al procedimiento criminal. 

Las Ltyes de Toro no tienen para nuestro estadio impor- 
tancia, suficiente, porque apenas hacen ligeras indicaciones 
sobré enjuiciamiento. La Nuevi Recopilación dedica los libros 
2.° y 3.* á la organización y atribuciones del Consejo Real, 
delasChanciüerías, Audiencias, Juzgados de primera instan- 
cia y jurisdicciones especiales. El libro 4.° contiene muchos 
detalles sobre el modo de proceder en los juicios, manera 
de pedir y probar las partes, decidir los jueces y pago de 
costas. 

Xa Novísima Recopilación en sus cinco libros primeros 
organiza los tribunales, determinando la jurisdicción del 
Consejo Real, Chancillerias, Audiencias, ocupándose el li- 
bro 11 de los juicios civiles, asi como el 12 lo hace de los cri- 
minales. 

En 1811 se abolieron por completo todos los señoríos Ju- 
risdiccionales, de cualquier clase y condición que fueran , esta- 
bleciendo luego la Constitución de 1812 y las leyes que fue- 
ron su consecuencia, novedades muy importantes en proce- 
dimientos. En 1835 se publicó el Reglamento provisional para 
la administración de justicia; 1837 la Ley sobre notificacio- 
nes; en .1838 se estableció un procedimiento breve y sencillo 
Jpara los juicios d(? menor cuantía, y se publicó el importante . 
decreto de 4 de Noviembre sobre recursos de nulidad; en 
1844 se circuló el Reglamento de los juzgados de primera J 

2 
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instaqcia, y en Í8i5 se organizó ia jurisdicción administrativa 
con total independencia de lo judicial; pero como no bastaba 
legislar en detalle, se pensó en la formación de un Código de« 
procedimientos civiles, á cuyo fin se dio la Ley de 13 de Mayo 
de 1855, mandando ordenar y compilar las leyes y reglas de 
enjuiciamiento con sujeción á las bases que en la misma se 
establecian. 

• Las Cortes querian que se respetaran las reglas cardinales 
de los juicios consignada» en nuestras antiguas leyes, refor- 
mándolas con arreglo á lo que la ciencia y la práotíca acon- 
sejaran; que se procurara en la tramitación de los juicios la 
brevedad, sin más dilaciones que las absolutamente necesa- ; 
riaspara la defensa y el acierto en losiallos, todo lo cual de-' 
bia conseguirse con la mayor economía posible. También se 
establecía la prueba pública, las sentencias fundadas, sólo 
dos instancias; facilitando, sin embargo, el redurso de nuli- 
dad para que alcanzaran cumplida justicia todos los litigan- 
tes y se uniformara la jurisprudencia en todos los tribuna- 
les (1). Tales fueron las bases á que se sometió el Gobierno,, 
y habiendo llenado su cometido á satisfacción de la Corona, 
se mandó por un Real decreto (2) que la Ley de Enjuicia- 
miento civil principiara á regir desde 1.* de Enero de 1856. 

Ninguna reforma de importancia se llevó á cabo hasta q^ie 
la Revolución de Setiembre introdujo las que vamos á indi- 
car. El Gobierno provisional modificó la jurisdicción conten- 
cioso-administrativa, pasando el conocimiento de estos asun- 
tos al Tribunal Supremo y á las Audiencias; por decreto de 6 
* de Diciembre de 1868 se suprimen los fueros, dejando única- 



(1) Ley de 13 Mayo 1865. 
* (2) Real decreto de 5 de Octubre 1865. 
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mente el militar y eclesiástico, j>ero sólo por razón de las co- 
sas. Como consecuencia de dicho decreto, desaparecieron 
los tribunales de comercio, encargándoselos negocios mer- 
cantiles á los jaeces de primera instancia, derogándose á la 
^ vez el libro 5.° del Código de comercio, menos los títulos 5.° 
y 8.°, que tratan de las quiebras y procedimiento de apremio, 
y continúan vigentes. En 1870 se introdujeron modifica- 
ciones éb el procedimiento criminal, se reformó la casación 
civil 3r se estableció la criminal, se publicó la Ley orgánica 
del Pbder judicial, y la que re^la todavía el ejercicio de la 
gracia de indulto. En 1872 se promulga la Ley de Enjuicia- 
miento criminal, que creó el juicio oral ante los tribunales 
de derecho y el Jurado, y aun cuando dicha ley está vigente, 
en 1875 se derogó todo lo relativo al juicio oral y al Jurado, 
restableciéndose la ley de 18 de Junio de 1870. En nuestros 
dias ha sido modificado el título 12 de la Ley de Enjuicia- 
miento civil que se ocupa del desahucie?, y se ha aprobado por 
el Senado una nueva ley de casación civil. 



Digitized by VjOOQ IC 






• I 



• 



/ 



Digitized by LjOOQ IC 



LIBRO PRIMERO. 



DE LA JURISDICCIÓN Y DE LOS JUECES. 

Antes de indicar la serie de tribunales encargados de 
aplicar las leyes civiles y criminales, creemos muy oportuno 
hablar de la jurisdicción y, después de los jueces y magis- 
trados en general. 

TITULO I. 

DE LA JURISDICCIÓN EN GENERAL. 

Llámase jurisdicción, la potestad pública de conocer de ios 
asuntos civiles y criminales y sentenciarlos con arreglo á las 
leyes (1). Esta palabra se deriva de la. expresión latina: jus 
diccere, no d&juris dittione como quieren algunos; porque no 
envuelve la facultad de establecer el derecho, sino solamente 
ia de declararlo y aplicarlo. A la jurisdicción va anejo el tro- 
prío, ó sea la facultad de mandar y hasta usar la coacción, 
pues sin ella serian inútiles las resoluciones de los tribuna- 
¥ les. Divídese el imperio en mero y mixto; consistía el primero 



(1) Sr. Vifcentt y Ga rayantes. 

y Google 
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en el poder de administrar y cumplir la justicia en las causad 
en que se imponia pena de muerte, mutilación ó destierro; 
llamándose imperio mixto, la potestad de ejecutar las seia-« 
teucias en los pieitSs civiles ó en los asuntos criminales, 
cuando la pena que ge imponia f ra menor que las indicadas. 
Esta clasificación de las Partidas (1) ha perdido hoy su im- 
portancia; pero nos ocupamos de ella por lo mucho qué solifle 
este punto han escrito los antiguos. 

Toda jurisdicción emana del Rey, en cuyo nombre se 
administra la justicia; por eso desigua los funcionarios éfiL 
Poder judicial, sujetándose á lo que establécela Ley orgániasi. 

La jurisdicción puede dividirse en ordinaria y privilegia ~ 
da; en voluntaria y contenciosa; en propia, delegada y prorit*/ 
.gada; en acumulativa y priyativa. Jurisdicción ordinariáiljf . • 
la que reside coü toda amplitud en los jueces y tribuna^ 
establecidos. por las leyes para administrar justicia, ó seak 
que por derecho ejerce el juez ó tribunal con las personas 
que le están sometidas (2). Jurisdicción privilegiada: en opo- 
sición á la anterior, es aquella que está limitada aciertas . 
causas y personas, con inhibición de jurisdicción ordinaria 6 
común, y como basada en un privilegio, debe interpretarse de 
un modo muy estricto. Jurisdicción voluntaria: es la que se 
ejerce ínter volentes, ,es decir, entre personas que están $' 
acuerdo y que buscan ó deben hacer intervenid la autoridad* 
judicial para dar mayor solemnidad á sus actos: esta jura* 
dicción se convierte en contenciosa en el momento que hay* 
resistencia por una de las partes. Jurisdicción contenciosa: w 
la que se ejerce sobre los que no estando de acuerdo tieaei 



(1) Ley 18, tít. IV, Part. 3.* 
(fc) Ley 1.», Id. id. 
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que acudir al jaez para que, apreciando lo alegado por cada 
una de las partes, dirima la contienda por medio de una sen- 
tencia adversa para uno y favorable para otro. 

Jurisdicción propia, llamada también ordinaria: es la que 
ira aneja al cargo público que se desempeña (1). Jurisdicción 

* delegada: es la que se ejerce por comisión ó encargo del que 
la tiene propia (2); pero la jurisdicción no puede delegarse sino 
con arreglo á lo que prescriben las leyes, como sucede con 
los jueces municipales, que practican las primeras diligencias 
en tis abintestados, testamentarías y causas criminales, cuan- 
do el juez ordinario no puede hacerlo por sí mismo. Jurisdic- 
don prorogada: es aquella que siendo incompetente, se hace 
competente por la voluntad de los litigantes (3), f esto puede 
ser de un modo expreso ó tácito, según se dirá en el lugar 
oportuno. Jurisdicción acumulativa, á la (|ue se dá también 
el nombre de preventiva: es aquella por la cual puede un 
juez conocer ¿í prevención de las mismas causas que otro; 
esto es, la que feside'á un mismo tiempo en dos ó más jue- 
ces, de tal suerte, que se considera competente el primero 
que empezó á conocer del negocio controvertido. Llámase ju- 
risdicción privativa: la que se confiere á aquellos á quienes 
se comete una causa de cierto género, privando á los demás 
jueces del conocimiento de la misma. Hay, por último, otra 
jurisdicción, que se denomina contencioso-administrativa^ y 
tiene por objeto el examen y resolución da las cuestiones so- 

# bre derechos y obligaciones de interés público ó que afecten 
á la administración (4). 



(1) Ley 1. a , tít. IV, part. a.* 

(?) Id. id. 

(3) Ley 32, tít. n, part. 3.* 

JA) Ortíz de Zúñiga.— Práctico forei'se. 
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CAPITULO I. 

De la jurisdicción ordinaria. 

La jurisdicción ordinaria es la competente para conowr 
délos negocios civiles que se suscitan en territorio espadía*^ 
entre españoles, entre extranjeros, y entre españoles y exr* 
tranjeros. Exceptúase únicamente la prevención de los jiM£ 
cios de testamentaría y abintestato de los militares y marmajr 
muertos en campaña y navegación, pasa lo cual serán com* 
petentes los jefes y autoridades de guerra y de marina; pei^ ■ . 
esta prevención se limitará á las diligencias necesarias parar -. 
que se dé sepultura al cadáver, formación del inventario y 
depósito de sus bienes y á su entrega á los instituidos here-* ■ 
deros ó á los que lo sean abintestato dentro del tercer grado- 
civil, no habiendo quien lo contradiga, practicándose las di- . 
ligencias con acuerdo de asesor siempre que s#t posible. 

Cuando no se presente el heredero instituido, ó en su de- 
fecto el legítimo dentro del tercer grado, 6 se moviese opo- 
sición sobre, la entrega de los bienes, se inhibirán las auto- 
ridades militares, pasando los antecedentes ai juzgado ordi- 
nario á quien corresponda conocer de la testamentaría ó del 
abintestato. 

Corresponde también á la jurisdicción ordinaria el cono- 
cimiento de las causas criminales, cualquiera que sea lá 
penalidad señalada por las leyes, sin más excepciones que • 
aquellas de que luego nos ocuparemos (1). El conocimiento ; 
de las causas por delitos en que aparezcan culpables personas 
sujetas á la jurisdicción ordinaria y otras aforadas, corres- 



(1) Art. 267 al 269, Ley orgánica del, Poder judicial. 
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pondera exclusivamente á la ordinaria, y ésta también, en 
• caso de no hacerlo el juez especial, podrá instruir las prime- 
. ras diligencias en averiguación de los delites que cometan 
los aforados, poniendo después á los detenidos y efectos ocu- 
pados á disposición del juez que hubiese de conocer de la 
causa con arreglo á las leyes. La jurisdicción ordinaria será 
la competente, con exclusión de toda otra, para juzgar á los 
reos de delitos conexos, siempre que alguno esté sujeto á ella, 
aun cuando los demás sean aforados, á no ser que alguno de 
los delitos conexos fuese por su índole y naturaleza de la 
competencia exclusiva de otra jurisdicción, pudiendo conocer 
ésta del que le corresponda y la ordinaria de las demás (1). 

CAPITULO II. 

Jurisdicción de guerra y. marina. 

Esta jurisdicción, muy extensa con anterioridad al decre- 
to de 6 de Diciembre de 1868, ha quedado reducida, en mate- 
ria civil, á juzgar las contiendas que promuevan las personas 
residentes en las plazas de África (2), y á practicar, en las tes- 
tamentarias y abintestatos de militares y marinos, las dili- 
gencias indicadas en el capítulo anterior. . 

En materia criminal, la jurisdicción de guerra y marina 
es la competente para conocer respectivamente, con arreglo 
á las Ordenanzas militares del ejército, y de la armada, de las 
causas por delitos coftietidos por militares y marinos de to- 
das clases en servicio activo del ejército ó de la armada* 
.comprendiéndose bajo la denominación de servicio activo el 



(1) Art. 3» al 33&, Ley orgánica del Poder judicial. 

(2) Real orden del 17 de Octubre de 1S75. 
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que prestan, no sólo el ejército permanente, la guardia ciftt 
y los carabineros, sino cualquiera otra fuerza organizada 
militarmente y que dependa en este concepto del ministerio 
<le la Guerra ó del de Marina (1). 

No están sujetos á la jurisdicción de. guerra sino á la ar- 
-dinaria: los retirados, sus mujeres, hijos y criados; las n»- 
jeres, hijos y criados de los que^stán en activo servicio; Ifc 
gente de mar por delitos comunes cometidos en tierra; lo* 
operarios de los arsenales y parques por los delitos comea- 
dos fuera de estos establecimientos; los reos de delitos contra 
la seguridad interior del Estado y el orden público, cuau# 
la rebelión no tenga carácter militar; los reos de atentad* 
. contra las autoridades civiles y judiciales; los reos de delftft 
contra el honor, contrabando, defraudación y susconexo%¿ 
iro haberse hecho resistencia armada á la fuerza pública; J 
por último, los que hubieran delinquido antes de pertenecer 
á la milicia, ó estando dados de baja, desempeñando algito 
empleo ó cargo púbüco que no sea militar, ó habiendo jfe- 
sertado. 

Las jurisdicciones de guerra ó de marina en sus caaes 
respectivos, serán las únicas competentes para conocer de las 
asuntos siguientes: 1.° De las causas por delitos cometidos 
por militares ó marinos en servicio activo, á excepción de 
los expresados en el párrafo anterior, 2.* De los delitos de 
traición que tengan por objeto Ja entrega de* una plaza, ba- 
que, arsenal ó pertrechos de guerra. £.° De los delitos de i*-* 
4uccion de tropas de tierra ó de mar para que. en tiempo de 
guerra se pasen al enemigo ó deserten, aun cuando sea en 
tiempo de paz. 4.° De los delitos de espionaje, insulto á cea- 

„ *v 

• * 

<1) Arts. 347 y 318 de la Ley orgánica del Poder judicial. 

. » 
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tíñelas, atentado 6 desacato á la autoridad militar. 5.* De los 
delitos de robos de armas, pertrechos y municiones de boca 
■y guerra pertenecientes al ejército ó la marina. 6.° Délos 
detitos cometidos en plazas sitiadas por el enemigo, así como 
de las infracciones de los bandos dictados por los generales 
en jefe de los ejércitos ó almirantes de las escuadras. 7.* De 
los delitos cometidos por los prisioneros de guerra y perso- • 
lias que sigan al ejército en campaña ó que conduzcan los 
buques del Bs'.ado, y de los asentistas del ejército ó la mari- 
na. 8. # De las causas por delitos cometidos á bordo de los 
buques mercantes nacionales ó extranjeros, dentro de los 
puertos ó zona marítima del Reino, ó por los piratas en alta 
mar, y de las represalias, contrabando marítimo, naufragios, 
abordajes y arribadas. Cuando los delitos cometidos á bor- 
do de los buques mercantes extranjeros lo fueren por los 
individuos de las tripulaciones contra otroS de las mismas, 
se entregarán los delincuentes que no sean españoles á los 
agentes consulares, ó diplomáticos de la nación cuyo pabe- 
llón llevase el buque en que se cometió el delito, si fueren 
reclamados oficialmente, á no disponer otra cosa los trata- 
dos. También conocerá la jurisdicción de marina de las in- 
fracciones de las reglas de policía en las naves, puertos, pla- 
yas y zonas marítimas, y reglamentos de pesca en el mar (t). 

Además conocerá la jurisdicción de guerra de las causas 
contra los secuestradores de una ó más personas con objeto 
<le robarla, delito cas'tigado con merecida severidad por una 
disposición reciente (2). . 

Bn todos los casos en que deben entender las jurisdiccio- •» 



(1) Arf 350^ Ley orgánica del Poder judicial. 

(2) Ley ele 8 de Eneró 1877. 
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nes de guerra ó marina, los militares y marinos en servicio 
activa serán penados con arreglo á las Ordenanzas, y los i& 
más sólo estarán sujetos á esta penalidad cuando el delito <&% 
metido no estuviere castigado en el Código penal, que estt 
ley que deberá aplicarse (l). * " 

CAPITULO III. 

De la jurisdicción eclesiástica. 

Corresponde á la jurisdicción propia de la Iglesia, el cono- 
cimiento de las causas sacramentales y beneficíales coa 
arreglo á lo que disponen los Sagrados Cánones, siendo tam^ 
bien de su competencia el conocer de las causan de divorcio 
y nulidad de los matrimonios canónicos, según loprevenüfr 
en el Concilio de Trento; pero sin mezclarse en las incidea* 
cías relativas al depósito de la mujer casada, alimentos, li- 
tis expensas y demás asuntos temporales cuyo conocimiento 
corresponde á la jurisdicción ordinaria (2). 

La jurisdicción eclesiástica es competente también paia 
conocer de los delitos puramente eclesiásticos, como son los 
de apostasía, herejía, simonía, profanación de los santos sa- 
cramentos, quebrantamiento del sigilo sacramental y otros 
semejantes. Los delitos comunes cometidos por los clérigos 
son juzgados por los tribunales ordinarios, pero esto no es 
inconveniente para que los tribunales y autoridades eclesiás- 
ticas corrijan disciplinariamente las faltas de respeto y obo** 
diencia que cometan sus subordinados. 

Dentro de la jurisdicción especial de la Iglesia, existen la • 



(1) Art. 351, Ley orgánica del Poder judicial. 
^ (2) Decreto 9 Febrero 18T5 é Instrucción del 9 del mismóV 
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llamada ordinaria y las exentas. La primera corresponde á 
los Arzobispos y Obispos, quedando únicamente de las se- 
rondas: 1." la del Pro-Capellan deS. M.;2. a la castrense; 
' 3.1 la de las órdenes militares; 4. a la de los prelados regula- 
res; y 5." la del Nuncio deS. S.; habiéndose suprimido las 
dornas jurisdicciones exentas en los términos que expresa el 
artículo 11 del Concordato de 1851. 

capitulo iv: 

De la jurisdicción en lo relativo á los países 
y [subditos extranjeros. 

El decreto dé 6 de Diciembre de 1868 suprimió el fuero dé 
• extranjería, disposición confirmada después en la Ley orgá- 
nica del Poder judicial, según hemos visto en el cap. 1.° de 
este título; pero como en lo relativo al procedimiento crimi- 
nal existen algunos detalles que no deben olvidarse, hemos 
creido conveniente dedicarles un estudio especial. 

Por el principio general, la jurisdicción ordinaria es la 
competente para conocer de los asuntos civiles en que esté 
ioteresado un extranjero, así como de los delitos cometidos 
por éstos en España; exceptuando á los Príncipes de las fami- 
lias reinantes, jefes de otros Estados y representantes diplo- 
máticos, los cuales, cuando delinquieren, serán puestos á 
disposición de sus . Gobiernos respectivos (1). Para hacer re- 
damaciones á los diplomáticos en el terreno puramente civil, 
es indispensable esperar á que terminen su misión, pues por 
. el principio de exterritorialidad no están obligados á compa- 
recer ante nuestros tribunales. 



(1) Art. 33J y 334, Ley orgánica del Poder judicial. 
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El conocimiento de los delitos comenzados á cometer «o 
España, y consumados y frustrados en países extranjeros,, 
corresponde á los tribunales y jueces españoles, en el cako de 
que los actos perpetrados en España constituyan por sí delito 
y sólo respecto de éstos. Serán juzgados por los jueces y Xj¡r¿ 
buñales del Reina los españoles ó extranjeros que fuera <fei 
territorio de. la nación hubiesen cometido alguno de los &e%r* 
tos siguientes: contra la seguridad exterior del Estado, lesá^ 
Majestad, rebelión, falsificación de la firma del Rey, del Re* 
gente, de los Ministros ó de otros sellos públicos, falsificóla*- 
nes de billetes de Banco ó de documentos que afecten alcifc» 
dito nacional, y los cometidos en el ejercicio desús función» 
por empleados públicos residentes en territorio extranjero. 
Si lo» reos délos delitos expresados hubieren sido absueltq| 
ó penados en el extranjero, no se abrirá de nuevo la causa. -í 

El español que cometiere un delito en país extranjeflfc 
contra otro español, será juzgado en España si se querella^ 
el ofendido, se hallare en nuestro territorio el delincuente 
y no hubiere* sido absuelto ó penado en el extranjero. Lo& 
españoles que delincan en el extranjero y sean entregados ¿ 
los cónsules de España, serán juzgados por las leye3 españo- 
las, examinando la sentencia que pronuncie el cónsul el tri- 
bunal español competente más próximo al consulado; pero 
esta aprobación no será necesaria cuando el cónsul baya, co- 
nocido de una simple falla. 

Todo lo dicho en este capítulo, se entiende sin perjuicio 
de los tratados vigentes ó que en adelante se celebren con 
t potencias extranjeras (1). 



<1) A&t. 885 al 346, Ley orgánica del Poder judicial. 
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CAPITULO V. 
Jurisdicción de imprenta. 
A este jurisdicción especial corresponde conocer de los 
abusos que en el ejercicio de la libertad de imprenta come- 
tan los periódicos, siempre quesean de los siguientes: 1.°" 
• Hacer alusiones ofensivas ó irrespetuosas al Rey ó familia 
Real, sea de un modo directo ó indirecto. 2.° Atacar directa ó 
indirectamente el sistema monárquico liberal 3.° Injuriará 
los Cuerpos colegisladores ó á cualquiera de sus miembros 
por la opinión ó votos emitidos. 4.° Dar noticias,que puedan 
por cualquier medio quebrantar la disciplina militar ó com- 
prometer las operaciones de guerra. 5.° Publicar noticias 
que* puedan comprometer el órdén ó el crédito público. 6. a 
Provocar á la desobediencia de las leyes, ó aconsejando ó ha- 
lieto la apología de acciones calificadas de delitos ó faltas 
por las leyes, ó injuriar á la autoridad. 7.° Ofender á sobera- 
nos reinantes, ó á los poderes constituidos en otras naciones, 
asi cómo á sus representantes acreditados en esta Corte, siem- 
pre que el delito esté penado en la nación respectiva (1). 
Los demás delitos ó faltas que se cometan por medio de 
la imprenta, ya en el periódico ó en el libro, serán juzgados 
por los tribunales ordinarios, aplicando la penalidad común 
del Código. 

CAPITULO VI. 

De la jurisdicción contencioso-administrativa. 

Recibe este nombre, la facultad de examinar y resolver ^ 
# tas contiendas que promueven los particulares cuando se 

0) Real Decreto de 31 de Diciembre de 1815. 
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. consideran perjudicados por un acto de la administración 
pública; no siendo propio de un libro elemental como el - 
.presente, tratar de los caracteres de locontencioso-admiois- 
trativo, ni de quién tiene razón, si los que opinan porque 
exista como jurisdicción especial con tribunales propios» ó^ A 
los que sostienen que la competencia de los ordinarios debía ¿** 
extenderse á estos litigios en los quq, según aOrman, s&de- * # 
ciden siempre puntos de derecho. 

Lo contencioso-administrativo supone: 1.° Una coatro-, 
versia entre el interés público y el derecho particular,^ ¡p^ 
cuestión en que sean partes el individuo y la sociedad... %* 
Un acto ó un hecho particuTar de la administración orígep 
del agravio verdadero ó presunto, y causa de la controversia. 
Y 3.* Una reclamación particular fundada en un*derepho ad- 
quirido que la administración conculca, es decir,^ lesión de 
un derecho perfecto y absoluto, apoyado en uú titulo forna^J 
y positivo que la administración está obligada á respetar (IJ, 

CAPÍTULO VII. 

De la jurisdicción disciplinaria. 

Recibe este nombre la facultad de castigar y corregir k>á ^ 
actos ú omisiones censurables, que siendo conocidos ó públi- * 
eos, no constituyan sin embargo delitos.ni faltas. Están su- 
jetos á la jurisdicción disciplinaria: los jueces y magistrados, 
los auxiliares de los. juzgados y tribunales, los abogados y ' 
procuradores. (2) 

La jurisdicción disciplinaria sobre los jueces y raagistra- 



(1) Colmeiro.— Derecho administrativo. 

<2) Arts. 731 y 133, Ley orgánica del Poder judicial. 
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dos será ejercida: por los tribunales de partido respecto á loa 
jaeces municipales y de instrucción; por las Salas de gobierno 
¿áe las Audiencias respecto á los jueces de tribunales de par- 
tido, y por la Sala de gobierno del Supremo respecto á los ma- 
gistrados, constituyendo aquellas y, ésta,* Salas de justicia. 

Los jueces y magistrados serán 'correjidos dísciplinaria- 
metíte: cuando faltaren de palabra, por escrito ó por obra á 
sus superiores, ó gravemente á sus compañeros; cuando abu- 
saren de su autoridad respecto á las personas que acudan á 
ellos'ó .que estén sometidos á sus órdenes; cuando fueren ne- 
gligentes en el cumplimiento de sus deberes ó por sus gastos 
excesivos á su fortuna, vicios ó mala conducta, comprometie- 
ren el decoro de jsu ministerio; cuando recomendaren negocios 
pendientes en los tribunales, ó de otro n^odo faltaren á lo pres- 
crito en la Ley orgánica del Poder judicial. Sólo podrán pro- 
mover las correcciones disciplinarias las autoridades á quienes 
correspondiere la jurisdicción y á los fiscales respectivos, 
siempre que resulte probada la falta cometida, y después de 
, oir á la parte interesada se impondrá ó no la corrección (1). 

A. los jueces municipales sólo se les correjirá disciplina- 
riamente con reprensión simple ó multa. A los demás jueces 
y magistrados se les castigará: con reprensión simple, cali- 
ficada, postergación para ascensos, privación de sueldo y 
suspensión de empleo y sueldo. 

Lo dicho respecto á los jueces y magistrados es aplicable 
tambien^á los individuos del Ministerio fiscal, que por las 
nüsmas causas podrán ser correjidos disciplinariamente por 
sos superiores respectivos (2). 



(i) Arts.734al T89, Ley orgánica del Poder judicial. 
(2) Arte. «0 al 854, Id. id. 
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•Los auxiliares de los juzgados y tribunales podrán ser cor- 
rejidos disciplinariamente % por los jueces de primera instan- 
cia y por las Salas de gobierno de las Audiencias y delSupre- # 
mo, siempre que falten á sus deberes sin llegar á cometer 
delito, ó tuvieren mala conducta ó vicios que les hagan des- 
merecer' en. el concepto público. 

Serán correjidos disciplinariamente los abogados y pro- 
curadores: cuando en el ejercicio de sít profesión faltaren de 
palabra ó por escrito al respeto debido á los tribunales; 
cuando en la defensa de sus clientes €e descompusieren 4e 
una manera grave é innecesaria; y Cuando llamados al or- 
den en alegaciones orales no obedecieren al que presidiere 
el tribunal; si bien en este último caso podrán esplicar las 
palabras para dejar satisfecho al tribunal. Contra las correc- 
ciones impuestas á los abogados y procuradores por ios jue- 
ces municipales, de instrucción ó de primera instancia, po&rá 
apelarse á la Audiencia; contra las que impusieren las Salas 
de justicia de las Audiepcias ó del Supremo, sólo habrá recur- 
so de súplica ante la misma Sala que las hubiere impues- 
to (t). 

TITULO II. 

BE LOS JUECES EN GENERAL. 

Llámase juez la persona que, revestida de autoridad, ad- 
iñinistra justicia á los particulares, aplicando las leyes en ios 
juicios civiles y en los crhpinaies. Los juzgadores han nom- 
bre de jueces, que quiere tanto decir como «homes bonos, 

(I) Arts. 756 al 762, Ley orgánica del Poder judicial. , 
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que son puestos para mandar 6 facer derecho (!).• Bajo la 
denominación de juez comprendemos á todos los individuos 
encangados de administrar justicia, sin embargo que las 
personas que forman los tribunales superiores reciben el 
nombre de magistrados; pero como las condiciones de capa- 
cidad son las mismas en unos que en otros, cuanto digamos 
con Respecto á los primeros es aplicable á ios segundos. 

Nosotros, aceptando en parle lo consignado en el Código 
" dé D. Alfonso el Sabio, dividimos los jueces en ordinarios y 
árbitfos] los primeros son aquellos que, colocados en un de- 
terminado territorio, administran justicia de un modo per- 
manente, llamando arbitros á aquellos jueces escogidos por 
las partes para dirimir sus controversias. * 

Dqben los funcionarios del poder Judicial ser independien- 
tes en el ejercicio de sus cargos; y para que nada influya en 
la administración de justicia, se ha declarado que los jueces 
son inamovibles, y sólo serán destituidos, suspensos ó trasla- 
dados cuando concurran las circunstancias que expresa- 
mente "exige la ley, oyendo el Gobierno ai Concejo de Estado 
en el primer .caso (2). 

Pero está garantía podria originar abusos, si no estu- 
viera contrapesada con la responsabilidad á que quedan su- 
jetos por las infracciones de ley que puedan cometer. Los 
jueces son responsables ciyil y criminalmente. La respon- 
sabilidad criminal podrá exigirse á los jueces y magistra- 
dos cuando infringieren leyes relativas al ejercicio de sus 
funciones en los casos expresamente previstos en el Código 
.penal y en otras leyes especiales (3). El juicio de responsabi* 



- O) Ley 1.», tít. IV, Partida, 3.» , 

C¿) Art. 80, Constitución de 1876, y 221 Ley del Poder judicial. 

(3) Art. 245* ídem, id., id. - + 
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iidad drimioal contra los jueces y magistrados sólo podrá in- 
coan: 1.° Ea virtud de provideacia de tribunal competente. 
2.° A instancia del ministerio fiscal. Y 3.° A instancia de 
persona hábil para comparecer en juicio. 

Los jueces y tribunales de partido se limitarán á poner 
en conocimiento del fiscal de la Audiencia á cuyo territorio 
pertenezcan los hechos y los antecedentes que tengan, para 
que éste pueda ejercitar la acción criminal correspondiente 
y la misma manifestación harán losjueces y tribunales al 
presidente de la Audiencia, expresando que ya lo han puesto 
en conocimiento del fiscal. 

Las Audiencias conocerán de la§ causas formadas contra 
los jueces municipales, do instrucción ó de tribunales de 
partido. El Tribunal Supremo será, competente para juzgar á 
los magistrados, bien que la acusación se haga por un par- 
ticular ó por el ministerio público. Para que pueda incoarse 
causa con el objeto de exigir responsabilidad criminal á jue- * 
Ges ó magistrados, deberá preceder- un antejuicio y la de^ 
claracion de haber lugar á proceder contra ellos. 
. La responsabilidad civil de los funcionarios del poder ju- 
dicial estará limitada al resarcimiento de los daños y perjui- 
cios estimables que causen á los particulares, corporaciones 
ó al Estado, cuando en el desempeño de sus Tunciones i^* 
frinjan las leyes por negligencia ó ignorancia inexcusa- 
bles (1). Se entenderá que son. perjuicios estimables aquellos 
que puedan ser apreciados en metálico, y se tendrán por 
inexcusables la negligencia ó la ignorancia cuando, aunque 
sin intención, se hubiere dictado providencia manifiestamen- 
te contraria á la Ley. 



(1) Art. 260, L«y orgánica del Poder judicial. 
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La responsabilidad civil solamente podrá exigirse á ins- 
tancia de la parte perjudicada ó de sus causa-habientes en 
•juicio ordinario y ante el tribunal inmediatamente superior 
al que hubiere incurrido en ella. Guando se entablare contra 
los magistrados de una Sala del Supremo, se exigirá ante to- 
dos los demás que compongan el tribunal, constituidos en 
SaJa de justicia, siendo Presidente el .que lo sea del tri- 
bunal. 

Al Rey corresponde nombrar á los jueces y magistrados; 
y aun cuando el ingreso en la carrera judicial debe ser por 
oposición, puede el Monarca nombrar hasta la cuarta parte de 
los magistrados de las Audiencias y del Supremo sin sujetarse 
á ese requisito, pero siempre con audiencia del Consejo de 
Estado y dentro de las categorías que para estos casos esta- 
blece la Ley orgánica del Poder judicial . 

Para ingresar en el cuerpo de aspirantes á la judicatura, 
se necesita: ser español, tener 23 años cumplidos y ser licen- 
ciado en derecho civil por Universidad costeada por el Estado; 
debiendo además no estar comprendidos en ninguna de las 
incapacidades que para obtener cargos judiciales establece 
la ley (1). Con éstos datos debe el Gobierno formar un expe- 
diente á cada interesado y remitirlo á la Junta calificadora 
para proceder á la oposición. Esta debe consistir en ejercicios 
teóricos y prácticos; terminados los cuales, la Junta formará 
una lista de los que considere aptos, numerándolos por el 
orden del mérito de cada uno. El Ministro de Gracia y Justicia 
admitirá en el cuerpo de aspirantes á los examinados y apro- 
bados por el orden de numeración que tengan en las listas* 
formadas por la Junta calificadora. Los aspirantes cxamina- 



(1) Art.*88, Ley orgánica del Poder judicial. 



yGoosIe 



Digitizedby VjOOQl 



38 ' PROCEDIMIENTOS 



^ 



dos y aprobados que no ingresaren en el cuerpo por no alean- • 
zar á su número el de las vacantes que hubieren de proveer- 
se en el año, no podrán optar á las de años siguientes sin « 
nueva oposición (1;. 

Guando ocurra alguua vacante, correrá la escaía del cuer- 
po; y para ello publicará la Gaceta todos los años el escala- 
fon de aspirantes. Si á pesar de esto alguno se cree perjudica- 
do, podrá recurrir contra la resolución del Gobierno, por la 
via contenciosa. ' • 

i* Los aspirantes, aunque no hayan cumplido 25 años, serán 
nombrados con preferencia á otros letrados: 1.° Jueces mu- 
nicipales. 2.° Suplentes de los mismos y de los de instrucción. 
3.° Sustitutos de jueces de tribunales de partido. Y 4.* Susti- 
tutos de fiscales de tribunales de partido ó de abogados fisca- 
les de Audiencia, cuando no. hubiere dentro del distrito de 
las mismas aspirantes al ministerio fiscal de que pueda dis- 
ponerse. Por estos nombramientos no se entenderán sepa- 
rados los elegidos del cuerpo de aspirantes á que corres- 
pondan. 

Los aspirantes no podrán ejercer empleo ni cargo público, 
pudiendo excusarse de los obligatorios, pero les está permiti- 
do el ejercicio de la abogacía.. 

Para ser juez ó magistrado, cualquiera que sea la clase ó 
denominación del cargo,, se requiere: ser español, haber 
cumplido 25 años, no estar incapacitado y reunir las condi- 
ciones que exige la ley. No podrán ser nombrados: los impe- 
didos física ó intelectualmente, los que estuvieren procesados, 
^los que hubieren sufrido pena aflictiva ó correccional, los 
quebrados y § concursados, los deudores á fondos públicos y 



(1) Art. 92, Ley orgánica del Poder judicial. ^ 
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losxjue hubieren ejecutado actos ú omisiones que aunque 
no punibles, los hagan desmerecer en concepto público. 
- Los cargos de jueces y magistrados, son incompatibles 
con el ejercicio de todo^ofieií, íargo, industria y profesión; 
entendiéndose que renuncian á sus destinos los que contra- 
unieren esta disposición. Esta prohibición no comprende á 
los jueces municipales ( 1 ) . 



(1) Arts. 111 y 112 de la Ley orgánica del Poder judicial. 
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ORGANIZACIÓN DEL PODER JUDICIAL. 

Mucho se ha hablado sobre si la potestad dé aplicar la» 
leyes constituye un poder separado ó es una rama del ejecuti- 
vo; la mayor parte de los autores sostienen esto último, y así 
parece aceptado la Constitución vigente, pues ha suprimida 
el título que la de 1869 consagraba^al Poder judicial. El Código 
fundamental dice que á los Tribunales y Juzgados pertenece 
exclusivamente la potestad de aplicar las leyes en los juicios 
civiles y criminales, sin que puedan ejercer otras funciones 
•que las de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, administrando 
la justicia en nombre del Rey (1). 

Al consignar cómo se encuentra organizado el Poder ju- 
dicial, diremos primero, cuáles son los tribunales ordinarios 
ó del fuero común, tratando después de los especiales, cuya 
importancia es mucho menor desde la publicación del decre^ 
to de 6 de Diciembre de 1868 sobre unidad de fueros. 



(1) Art. li y 7$, Constitución de 1876. 
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TITULO I. 

TRIBUNALES DEL FUERO .COMÚN. 

Según la Ley orgánica, los. tribunales ordinarios forman 
la escala siguiente: Juzgados municipales, Juzgados de ins- 
trucción, Tribunales de partido, Audiencias y Tribuaal Su- 
premo, de cada uno de los cuales nos ocuparemos separa- 
damente. 

CAPITULO I. 

Juzgados Municipales. 

Deseando los antiguos reformar la administración de jus- 
ticia, fijaron su atención *en lo recargados que estaban los 
jueces orfanarios; y p^ra aliviarlos un poco, se establecieron 
delegados en las pequeñas^ localidades, con objeto de actuar 
«ntodo lo de poca importancia, bien fuera civil ó criminal. 
A principios del siglo correspondía esto 4 los alcaldes, basta, 
que el Reglamento provisional para la. administración de 
justicia dio el nombre de jueces de paz á los alcaldes que* 
intervenían en la conciliación (l). 

Esta, denominación, sin embargo, no indicaba el cargo 
público de una clase de funcionarios; limitábase á señalar 
las funciones que ejercían en los juicios de avenentía ó con- 
ciliación los llamados por la ley á decidirlos. Gayó muy luego 
en desuso la frase, cuando restablecida en Agosto de 1836 la 
Constitución de la Monarquía de 1812, revivieron también 



(1) Art. 22, Reglamento de 26 de Setiembre 1835. ^ 
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ios juicios de conciliación que liabian nacido á su sombra ( 1 ) . 
La ley de Enjuiciamiento civil volvió á l'amarlos jueces 
4p paz, pero con mayor importancia; pues se establecían 
verdaderas autoridades locales en el orden judicial, echando 
las bases para la separación completa de los poderes. Se que- 
da dejar al ejecutivo completamente libre é independiente 
dentro de su esfera- y para ello, se quitó á los alcaides toda 
intervención en los asuntos civiles, si bien continuaron co- 
nociendo de los juicios de faltjs. La revolución de Setiembre 
tenia compromiso de tirar la línea divisoria entre el Poder 
judicial y ejecutivo; por eso, inspirándose en sus principios. 
ha creado la Ley orgánica los jueces municipales que reúnen 
las atribuciones de los alcaldes y jueces de paz. 

En cada término municipal hay por lo menos un juzgado 
M misnío nombre, el cual se compone del juez, fiscal muni- 
cipal y un secretario con los auxiliares que necesite; además 
tienen un suplente el juez y otro el secretario, para sustituir- 
los en las ausencias y enfermedades. 

Para ser juez municipal se necesita: ser español, vecino, 
mayor de edad y saber leer y escribir; debiendo ser preferi- 
dos los letrados. El cargo es bienal, obligatorio, y sólo está' 
retribuido con los derechos que señala el arancel. 

Los jueces, municipales, y ^us suplentes son nombrados 
$or los Presidentes de las Audiencias, en virtud de propuesta 
en terna que hacen los Presidentes de los tribunales de par- 
tido durante los quince dias primeros del mes de Mayo, en 
los años en que debe verificarse la renovación (2). 

A los jueces municipales corresponde conocer: de los jui- 



(1) La-Serna,— Procedimientos judiciales . 

(2) Art. 147, Ley orgánica del Poder, judicial. 
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oíos verbales, actos dé conciliación, juicios ée faltas; inter- 
vienen en la celebración de los matrimonios aviles y llevan: 
los cuatro libros del registro civil. Dictan á prevención 1^ 
primeras providencias en las testamentarías ó sucesiones in~ 
tentadas, cuando proceda según las leyes, en los pueblos 
donde no residiere tribu Bal departido, basta que éste tome 
conocimiento de ellas; entendiéndose por primeras providen- 
cias para los efectos de la ley, las que tengan por objeto poner 
en seguridad los bienes par% que no sufran menoscabo. 
También instruirán á prevención las primeras diligencias en 
las causas criminales, y en este caso, como en el anterior^ 
darán cuenta inmediatamente al tribunal de partido (1). 

Por una ley reciente se ha encargado á los jueces muni- 
cipales el conocimiento de las demandas de desahucio, cuan- 
do se funden en la falta de pago, haber cumplido el término 
del arriendo, ó haber espirado el plazo del aviso que de- 
biera darse con arreglo á la ley ó costumbre d# cada locali- 
dad (2). 

CAPITULO II. 
Juagados de instrucción. 

Una novedad digna de aplauso es la creación de los jue- 
ces instructores, tan reclamados por la ciencia y la opinión 
pública (3). Su misión principal es formar los sumarios, y 
terminados, pasarlos al tribunal de partido para que, apre- 
ciando el delito, exija responsabilidad al delincuente. 



(1) Arts. 270 y-27i, Ley orgánica del Poder judicial. 
(2« Ley de 18 de Junio 18T7. 

(3) Aun cuando la Ley orgánica no está en vigor respecto á estofe 
funcionarios, hemos creído muy oportuno ocuparnos de ellos. 
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Todos sabemos que las primeras diligencias conducen á 
la averiguación del delito y sus autores; pero si se pierden 
Hpfticias qüt una persona inesperta estimaría insignificantes, 
se liega rara vez á obtener un resultado positivo. Por eso las 
lejes prevenían que los jueces dirigieran el sumario y oyeran ♦ 
las declaraciones de los reos y testigos; pero este precepto np 
siempre tenia debido cunjplimiento, ya por prácticas abusi - 
vas, ya porque $1 demasiado trabajo que pesaba sobre los 
jueces impedia á estos eumplir con su deber, delegando sus 
facultades en un escribano más ó menos instruido, que solía 
ala vez confiarse en el oficial de su escribanía. Esto sólo 
bastaba para justificar la creación de los jueces instructores; 
pero aún había otra razón más poderosa. Oigamos lo q^ en 
ocasión solemne decia un gran jurisconsulto al primer 
tribunal de la nación: oPor grande que sea la rectitud del 
»JHez instructor, la frialdad con que ejerza sus funciones y el 
«buen deseo del acierto que le anime, será muy difícil que 
«conserve durante la sustanciacion de la causa el espíritu 
atan abstraído de todo lo que pasa ante él, que no prejuzgue, 
«desde las primeras diligencias tai vez, la culpabilidad ó la 
•inocencia de ios acusados; y como juez de pesquisa, busca 
»con más afán las pruebas de culpabilidad que los descargos 
•del inocente, ai cual deja expedito el camino para que 
* »oportunamente exclarezGa su conducta. Cierto es que este 
•peligro no tiene hoy tanta gravedad como en los tiempos en 
«que existia la confesión con cargos; fijémonos en el estado 
«actual de los procedimientos, y consideremos si el juez ins- 
tructor, con las atribuciones que aún conserva y con la . 
«gran intervención qué tiene en el sumario, podrá despren- 
•derse siempre de las primeras impresiones que haya recibi- 
do, y si np hay riesgo de que carezca algunas veces de al 
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«imparcialidad, que es requisito esencial eir todos los qtse 
«juzgan. Ni se olvide que en Jos procedimientos del sumario 
wpuede haber el juez incurrido en faltas dignas de censar^ 
»lo cual, haría #ue tuviera el carácter de interesado en & 
. «causa, circunstancia que podría comprometer la justicia 
«posibilidad que aconseja sean separadas y completamente 
»independientes las funciones del juez instructor y de! ju« 
»que pronuncia la sentencia (1).» 

Nada hay que añadir á frases tan elocuentes como auto~ 
rizadas. Cuantos actúan en los tribunales de justicia "com- 
prenden y aplauden esa reforma, cuyos resultados respon- 
derán, sin duda, al buen deseo del legislador. 

^responde á los jueces de instrucción, en lo civil: des*' 
empeñar las funciones que expreáamente les atribuyan lafr. 
leyes, y las comisiones que para la práctica de determinad^» 
diligencias les confieran ios respectivos tribunales de partiy 
do. En lo criminal: instruir los sumarios de las causas y laí - 
demás diligencias que les encarguen los jueces de partido* > 
En lo civil y criminal: desempeñar las comisiones auxíliato^ 
rias que por conducto del tribunal de partido les dirijan otro» 
jueces ó tribunales. Auxilian á los jueces instructores los se*, 
cretarios que se creai? indispensables.. '. 

CAPITULO III. 
Tribunales de partida. 

Siguiendo el órdeíi que nos hemos propuesto al dar 
t cuenta de la organización de los tribunales; hemos llegado 



• * 

• (1) Discurso leido por el Sr. La-Serna en la solemne apertura [de * 

V ios Tribunales, 15 Setiembre 1871. t 
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á los departido, cuya historia, muy larga por cierto, procu- 
raremos reducir todo lo más que sea posible. 

Los romanos, al conquistar la Península, procuraron asi- 
milar toda su organización á la que tenia el Pueblo-Rey, na' 
sólo bajo el punto de vista político, sino también en lo reía-» 
tivo á la administración de justicia. Monumentos antiguos 
nos dicen que se.conocian los jueces decuriales, decenvirales y 
otros, al estilo del sistema seguido en la Capital del Imperio. 

Los visigodos conservaron la organización romana, pero 
coa algunas pequeña^ reformas. A los duques y condes es- 
taba encargada la administración de justicia, tanto en lo 
civil cómo en lo criminal; pero como las grandes ocupacio- 
nes de aquellos funcionarios les impedían asistir con pun- 
tualidad ai tribunal, se les autorizó para nombrar sustitutos 
llamados, vicarias, que en calidad de jueces ordinarios admi- 
nistraban justicia (1). Además de éstos habia otros jueces 
extraordinarios que recibían sus facultades inmediatamente 
del Rey. 

Bespjuep de la desgracia de Guadalete, los árabes, para 
atraerse á los cristianos, siguieron una política de tolerancia. 
Consuscostjimbres y cultura, trajeron sus autoridades, en- 
tre éstas los cadis ó alcadis r funcionarios cuyo recuerdo no es 
odioso para ios «españoles. La palabra alcadis es el origen del 
nombre de alcalde con que después se designaron los indivi- 
duos encargados de funciones administrativas y judiciales. 
A 'la gloriosa época de la Reconquista corresponde el desar- 
rollo de esta institución. Los fueros de Quenca, León, Náge- 
ra, nos hablan de ellos; Alonso VI, además de los jueces para 
los moros tomados de su secta, nombró dos alcaldes, una 



(1) \iso.— Historia del Desecho español. 
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para los musárabes y otro para los castellanos, á los cuales 
correspondía la jurisdicción civil y criminal. Aquel Monarca 
nombró también un alcalde mayor, conocido con los nombres 
úejuez vericKcQy prepósito (1). Tanto el Fuero-Real como las 
Partidas, los consideran jueces ordinarios encargados de la 
administración de justicia, y se limitan á fijar sus deberes y 
derechos. Su nombramiento correspondía al p$jncipio á los 
Reyes; pero cuando el feudalismo se bizo poderoso, hubo al- 
. caides de tres clases: realengos, nombrados por el Monarca; 
señoriales, por los señores, y forero^ por los cencejofc, á los 
cuales correspondía todo lo civil y criminal unido á las fun- 
ciones administrativas. 

La anarquía que siguió al sistema feudal no podía conti- 
nuar desde el instante en que los Reyes tuvieron elementos 
de fuerza. Empezaron llevando su influencia á lps consejos, 
designando muchas veces los individuos que habían de en- 
trar eja ellos; instituidos los merinos, y muy especialmente 
los corregidores, se preparó el terrenp para la centralización. 
Los Reyes Católicos comprendieron cuánto valia tener estos 
funcionarios puestos por el Monarca, cuyas atribuciones se 
han repartido después entre los alcaldes y jueces de primera 
instancia. Estableciéronse además alcaldes mayores con ju- 
risdicción dvil y criminal; y para el desempeño de sus (ar- 
gos, se insertó una instrucción en la Real cédula de 15 de 
Mayo de 1788, que les concedió cierta inamovilidad. 

Continuaron así las cosas hasta principios del siglo, en 
<jue las ideas de libertad invadieron la Península. Las Cortes 
de Cádiz declaran abolidos los señoríos jurisdiccionales, últi- 
mo resto que aun quedaba del poder de la nobleza. Los al- 



(1) Arrazola.— Enciclopcdi* de Derecho* 
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caldes se nombraban por elección popular, y según decían 
los legisladores, su objeto era reprimir la autoridad del Go- 
bierno. Todos recordamos con horror la ingratitud de Per- 

.oando Vil; y cuando dejó sin efecto lo heche por las Consti- 
tuyentes del año 12, los alcaldes volvieron á ser nombrados 
por el Rey. , 

El año de 1820 se restableció la Constitución, y con ella 
volvieron los alcaldes á sus funciones populares, hasta el 21 
de Abril de 1834, en que se dispuso cesaran en el ejercicio del 
pode? judicial, remitiendo los expedientes á los jueces letra- 
dos, quedándoles solamente atribuciones económicas y ad- 
ministrativas. El Reglamento provisional para la administra- 
ción de justicia dejaá los alcaldes y sus tenientes el conoci- 
miento: de las demandas verbales, actos de conciliación, de 
los negocios criminales sobre injurias ó faltas livianas, y 
como jueces ordinarios entendían en las diligencias judiciales 
sobre asuntos civiles hasta que llegaban á ser contenciosos, 
encovó caso los reqjítian al juez de primera instancia. En 

. las causas graves debían practicar las diligencias para ase- 
gurar el descubrimiento del delito y sus autores- (1). La Ley 
de Enjuiciamiento aumentó la ^competencia de los jueces de 
primera instancia tanto comd era de desear, dejando sólo á 
los alcaldes el conocimiento de los juicios de faltas. Desde 
1856 no ocurre nada notable, hasta que la Ley orgánica del 
Poder judicial, aceptando los principios de cierta escuela, ha 
sustituido los tribunales unipersonales con los colegiados. 
Esta reforma tropieza en la práctica con grandes inconve- 
nientes, principalmente la falta de recursos y lo malo de 
nuestra división territorial; pero como la ley está en' Vigor, 



(1) Arts . 8 J, 32, 33 y 34 del Reglamento provisional . 
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diremos lo que dispone. Los tribunales de partido se com- 
pondrán de tres jueces, de los cuales uno tendrá el carácter y 
nombramiento de Presidente; sin embargo de qué en casos # 
especiales podrá» las Audiencias designar magistrados que 
presidan los tribunales de partido. 

Corresponde á los tribunales departido en material civil r 
1.° Decidir las competencias entre los jueces municipales 
cuando correspondan ambos á su territorio. 2.° Ejercer la 
jurisdicción voluntaria con arreglo á las leyes. 3.° Conocer 
en primera instancia de los juicios, á excepción de aqtfeiios 
que son de la competencia dejas Audiencias ó del Supremo. 
De las recusaciones de los jueces de instrucción de su parti- 
do. De las demandas de responsabilidad civil contra los jue-. 
ees municipales y de instrucción. 4.° Conocer en segunda 
instancia de los juicios verbales y ele los de desahucio en 
que hayan entendido los municipales (1). 

Corresponde á los tribunales de partido en materia penal: 
i.° Decidir las competencias entre jueceynunicipales. 2.° De- 
clarar á quién corresponde actuar cuando estén discordes los . 
jueces de instrucción. 3.° Conocer de todgs los delitos come- * 
tidos dentro de su demarcación, excepto aquellos cuyo cono- 
cimiento este reservado á otros tribunales. 4.° Conocer en 
segunda instancia de los juicios de faltas. Y 5.° Desempeñar 
ó hacer desempeñar las comisiones auxiliatorias que otros - 
tribunales les confieran, tanto en lo civil como en lo cri- 
minal (2). 

Auxilian á los tribunales de partido: un fiscal, los secre- 
«• tarios (que tendrán funciones parecidas á las de los actuales 



(1) Art. 278, Ley del Poder judicial y Ley 18 Junio 1877. 

(2) Art. 2*73 y 274, Ley orgánica del*Poder judicial. 
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escribanos); los peritos y alguaciles; y como hasta hoy no se 
ha podido cumplir por completo la ley que reforma el Poder 
judicial, se ha mandado que los jueces de primera instancia 
tengan todas las atribuciones que en su dia han de corres- 
ponder á los tribunales de partido (1). 

CAPITULO IV. • 
De las Audiencias. 

Las mejora* introducidas por San Fernando y su hijo, no 
dieron todo el resultado que los Monarcas se proponían; y 
ann cuando en tiempo de Alonso XI se habia mejorado bas- 
tante la administración de justicia, aún quedaba mucho por 
hacer. Por grandes condiciones que concurran en la persona 
encargada de aplicar la ley, nunca serán tan respetables sus 
sentencias comQ las dictadas por una reunión de individuos 
igtuilmente dignos. Esta idea fué aceptada por D. Enrique II, 
el cual, para llevar á la práctica el principio enunciado, creó 
los tribunales colegiados ó Reales Audiencias; y aun cuando 
algunos quieren conceder esta gloria á Alonso XI, la verdad 
es que la crítica, depurando los hechos, ha reconocido que la 
creación de las Audiencias se debe á Enrique II. 

Componíanse estos tribunales, parala parte civil, de siete 
oidores, tres obispos y cuatro letrados. Para las causas cri- 
minales se nombraron ocho alcaldes ordinarios de la Corte, 
¿los cuales se les concedian grandes honores y mercedes, 
pues de este modo se procuraba evitar el soborno, que tanto 
perjudicaba la buena administración de justicia. 



j 0) Circular de 30 de Setiembre de 1870. y Real decreto de 22 de Di- 

! cieiubre de 1872; 
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Don Juan l, en las Cortes <le Briviesca, creó el oficio de 
procurador fiscal, aumentó el número de oidores y mandó 
que el Tribunal residiese por espacio de tres meses, alterna- 
tivamente, en Medina del Campo, Olmedo, Madrid y Alcalá; 
pero estas traslaciones perjudicaban mucho, y en su conse- 
cuencia dicho Monarca fijó el Tribunal en Segovia. Conti- 
nuaron así las cosas hasta 1489, en cuya época, deseando los 
Reyes Católicos atender á las quejas de los subditos, desig- 
naron la ciudad de Valladolid para residencia del Tribunal, 
que desde esta época se dividió en dos Salas. Poco tiempfc des- 
pués se creó la Audiencia de Ciudad-Real, trasladada, por ra- 
zones fáciles de comprender, á Granada en 1505. 

No fueron suficientes los esfuerzos de los Reyes Católicos, 
por el cúmulo de negocios que iban á las Chancillerias, y 
abrumadas estas, tuvo Carlos 1 que aumentar el número de 
magistrados y dividir el tribunal en cuatro Satas; pero ni 
aun esta reforma fue bastante, y para que los pleitos se fa- 
llaran con prontitud, se establecieron siete tribunales cole- 
giados en diferentes puntos de la Monarquía. 

En 1812, las Cortes, queriendo atender á la pronta admi- 
nistración de justicia, no sólo dejaron los tribunales que 
existían, sino que aumentaron su número hasta trece. Los 
trastornos políticos afectaron á la organización de los tribu- 
nales, y después de mucha incertidumbre, en 1834 se crea- 
ron dos' Audiencias más, completando el número dé quince 
que son las que hoy existen. 

Comprendida la> utilidad de dichos tribunales, no podian 
dejarse de establecer en Ultramar, donde, después de haber 
llegado su número á trece, sólo quedan hoy los cuatro que 
existen en la Habana, Santiago de Cuba, Puerto-Rico, y 
Manila. 
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En 23 de Junio de 185í se publicó un Real decreto estable- 
ciendo el Tribunal correccional de Madrid, como ensayo de 

^juicio oral y público en asuntos criminales, como un paso 
para separar enteramente la administración de justicia en lo 
civil y en lo criminal, y se aspiraba con dicha reforma á dar 
mayor rapidez á los procedimientos. Aun cuando este decreto 
limitó la jurisdicción del tribunal al conocimiento de las cau- 
sas correccionales instruidas por los diez juzgados de Madrid, 
se publicó el decreto de 2 de Enero de 1S57 ampliando esta 
jurisdicción, y en concepto de Sala cuarta conocia de todos 
ios delitos correccionales cometidos no sólo en la Corte, sino 
en el territorio de su Audiencia. 

Consecuencia de esta variación fué desnaturalizar el De- 
creto orgánico del Tribunal correccional. Lejos de abreviar 
el procedimiento se hizo muy largo por el número excesivo 

. de causas que venían á la Sala, y porque no se perdió la 
costumbre de escribir mucho, y á veces innecesario, siendo 
frecuentes los casos de haber sufrido los reos sujetos á pri- 
sión preventiva doble y triple tiempo de condena, aun antes 
de haberse dictado la sentencia. ¡Resultado doloroso que 
hiere á la justicia, menoscaba su prestigio y amengua su 
autoridad! (1) 

Todos estos inconvenientes y el deseo que cesara un pri- 
vilegio irritante, decidieron al Gobierno á publicar'el decreto 
de 10 de Marzo de 1874, por el que se deroga todo lo relativo 
á la organización y atribuciones del tribunal correccional, 
mandando que todas las causas pendientes en los diez juzga-* 
dos de Madrid se fallaran poi\los respectivos jueces, teniendo" 

t ca cuenta las disposiciones de la Ley de Enjuiciamiento cri- 

v (I) Preámbulo del decTeto de 10 de Marzo de 1874. * 
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minal. Esta es, por tanto, la legislación vigente sobre la ma- 
teria, de la cual nos ocupamos extensamente en la tercera 
parte de esta obra. m 

La Ley orgánica del Poder judicial conserva el número 
de Audiencias que existia desde el año de 1834, si bien lia 
alterado su composición. En cada distrito judicial debe ha- 
ber un tribunal colegiado, y para el mejor despacho de los 
negocios se dividen en Salas de justicia, unas para lo civil y 
otras para lo criminal. Las Audiencias de Madrid y Barcelo- 
na tienen tres Salas y dos las demás, exceptuando las de Las 
Palmas, Palma y Pamplona, en cada una de las cua';e^ hay 
una sola Sala para lo civil y lo criminal. 

Corresponde á las Salas de lo civil: .1.° Decidir las com- v 
petencias en materia civil entre los jueces municipales que 
correspondan á diferentes partidos. 2.° Decidir las compe- 
tencias en materia civil entre los tribunales de partido de su 
distrito. 3.° Conocer de los recursos de fuerza contra los jue- 
ces eclesiásticos, sufragáneos ó metropolitanos en materia 
civil. 4 o Conocer en única instancia de los incidentes en 
asuntos civiles 'cuando versen sobre recusación de sus ma- 
gistrados y de los promovidos contra jueces de partido, 
cuando fuese más de uno el recusado.. 5.° Conocer en segun- 
da instancia de los juicios y negocios civiles de que hubieren 
conocido en primera los tribunales de partido, y auxiliar á 
la administración de justicia en lo civil siempre que sean re- 
queridos al efecto por otros jueces y tribunales (1). 
# Corresponde á las Salas de lo criminal: 1.° Decidir las 
xompetehcias en materia criminal entre tribunales de parti- 
do cuando correspondan á su territorio. 2.° Conocer de las 



\l) Art. 275, Ley orgánica del Poder judicial. 
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«causas criminales que hayan sido falladas por los jueces de 
primera instancia, bien se le remitan en consulta ó en ape- 
Jacion. 3.° Conocer también de los autos de sobreseimiento 
que acuerden los jueces de primera instancia. 4.° De las 
causas contra los jueces municipales, de instrucción, de los 
tribunales de partido y eclesiásticos por los delitos que co- 
metan y de las formadas á los funcionarios del orden admi- 
nistrativo, excepto los que son de la competencia del Su- 
premo. * 

El personal de las Audiencias se compone: de un presi- 
dente, un presidente por Sala, cuatro magistrados por Sala, 
un fiscal, un teniente fiscal y los abogados fiscales necesa- 
rios, un 1 secretario de gobierno, varios secretarios por Sala y * 
el número de oficiales de Sal* que se necesitan (1). 

CAPITULO V. 

Del Tribunal Supremo. 

Por muy buenos deseos que tenga el legislador, no siem- 
pre es posible resolver por leyes escritas las cuestiones que 
surgen entre los particulares. Para llenar este vacío ba exis- 
, tido siempre la interpretación, y entre sus clases es sin dispu- 
ta la práctica de los tribunales la que dá mejores resultados, 
y esto es natural, porque para la verdadera aplicación de las 
leyes no es fácil encontrar otro criterio más justo, imparcial 
y autorizado. 



(1) Arts. 512 y 540, Ley orgánica del Poder judicial. Los secretarios 
t de Sala desempeñarán las funciones que hoy corresponden á los relato- 
res, y los oficiales de Sala las que pertenecen á los escribanos de Cá- 
mara; y tanto unos como otros, en lugar de cobrar derechos, tendrán 
un sueldo fijo. >» 
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La interpretación judicial ha tenido grande importancia 
«iempre, y el mi-mo D. Alfonso el Sabio aceptaba la práctica 
de los tribunales como una fuente de derecho. tEs una ver» 
»dad umversalmente reconocida, que los fallos dados una y 
•otra vez sobre un mismo punto, son los que mejor indican 
»el rumbo que debe tomar el juez para no exponerse á co- 
» meter errores en la necesidad que tiene de suplir la (alta 
»de una ley, ó de buscar su sentido verdadero al través de 
*las palabras impropias, ambiguas, oscuras ó tal vez contra- 
»dictorias en que el legislador envolvió su pensamiento (i).* 

Aun después de establecidos no sólo los tribunales infe- 
riores, sino las Audiencias y Cnancillerías, era imposible^ 
encontrar esa uniformidad de sentencias que buscamos, 
porque cada uno de estos tribunales era igual á los demás, y 
por consiguiente ningún superior común resolvia las dife- 
rencias. Creado el Consejo de Castilla tampoco encontramos 
resuelta la dificultad, porque este cuerpo, á la altura que se 
encontraba colocado, solia algunas veces olvidarse que sólo 
era intérprete de la ley, y saltando los límites de su compe- 
tencia adoptaba resoluciones contrarias á la ley escrita, pero 
que consideraba más prudente, más conciliadora, ó tal vez 
pena merecida para un litigante cuya mala fé llegaba á des- . 
cubrir. Visto esto por los legisladores, procuraron el re- 
medio creando un tribunal digno de toda consideración, cu- 
yos fallos, dictados con ciertas solemnidades, formaran la Ju- 
risprudencia civil. 

Estableció la Constitución de 1812 el Tribunal Supremo,, 
sucesor del antiguo Consejo Real, aunque no con tantas atri- 



(1) La-Serna.— Introdv.cdon histórica al repertorio do la Jumpru- 
deneia civil. « 
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bodones como éste en materias económicas y administrati- 
vas. Suprimido en 1614, vuelve á aparecer en 1820, y su 
existencia duró hasta la terrible reacción de 1623, que dejó 
án efecto cuanto babia hecho el Gobierno constitucional. En 
1634 reaparece con el nombre de Tribunal de España é In- 
dias, basta que dos años después recobra el nombre que to- 
davía conserva. 

Bn la época que venimos refiriendo se dividía el tribunal 
en tres Salas: dos para ios negocios de la Península y una 
para los asuntos de Ultramar, La Ley orgánica del Poder 
judicial varió esta organización estableciendo cuatro Salas, 
dos de ellas para la casación criminal; pero un decreto re- 
ciente ha vuelto á dividir el Supremo en tres Salas, cada una 
de las cuales se compone de un presidente y ocho magistra- 
dos (i). 

No puede el Tribunal Supremo considerarse como de apela- 
ción, porque no todas las sentencias se someten á su examen; 
pues sólo conoce de los fallos dados contra el espíritu ó letra 
de la ley, y para que no se abuse de este derecho por los li- 
tigantes, se han tomado precauciones que en el lugar opor- 
tuno expondremos. 

El Tribunal Supremo, único de este nombre en toda la 
Xadon, se compone: de un presidente, tres presidentes de 
Sala, veinte y cuatro magistrados, un fiscal, un teniente fis- 
cal, siete abogados fiscales, un secretario de gobierno y los 
secretarios y oficiales de Sala que se consideran indispen- 
sables. 

La Sala primera del Supremo conoce: de \qs recursos de - 
t «acción por infracción de ley ó de doctrina legal en mate- 



di Decreto de 27 de Enero 1875. • 
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ria civil, y de los de queja contra los autos de las Audiencias 
en que se deniegue el testimonio de la sentencia pedido para 
interponerlos (1). • 

La Sala segunda conoce: 1.* De los recursos de casación 
por infracción de ley ó doctrina legal en materia criminal. 
2.° De los que se consideran admitidos por ministerio de la 
ley. Y 3.° De los de queja contra los autos de las Audiencias 
^n que se designe el testimonio déla sentencia pedido para 
intentarlos. 

La Sala tercera conoce: 1.° De los recursos de casación 
,por quebrantamiento de forma, así eji materia civil ¿orno en 
materia criminal, y de los de queja contra los autos de las' 
Audiencias en que se designe su admisión. 2.° De las com- 
petencias en materia civil ó criminal que se susciten entre 
jueces y tribunales que no tengan un superior común. S.° De 
los recursos de fuerza contra el Tribunal de la Rota de la . 
Nunciatura, en materia civil y criminal. 4.° Del cumpli- 
miento de sentencias pronunciadas por tribunales extranje- 
ros, con arreglo á los tratados y á las leyes vigentes. 5/ De 
los juicios de residencia de los funcionarios de Ultramar, que 
sean de la competencia del Supremo con arreglo á las leyes. 
6. De las apelaciones de las causas contra los alcaldes mayo- ' 
res de las provincias ultramarinas, por los delitos que come- 
tieren durante el ejercicio de sus funciones. 7.° De las causas 
contra los Cardenales, Arzobispos, Obispos y Auditores de la 
Rota. 8.° De las causas contra los consejeros de Estado, mi- . 
nistrosdel Tribunal de Cuentas, subsecretarios, directores,- 
«gobernadores de provincia, embajadores y ministros pleni- 
potenciarios, por delitos cometidos mientras estuvieren en 



<1) Deopeto de T¡ de Enero de 18T5. 
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activo servicio. 9." De las causas contra magistrados de Au- 
diencia ó del Supremo, fiscales de Audiencia, tenientes y 
•abogados fiscales del Supremo y de las Audiencias. 10.° De 
Jas causas por delitos cometidos en el ejercicio de sus funcio- 
nes por los auxiliares del Tribunal Supremo (1). 

El Tribunal Supremo en pleno, constituido en Sala de 
justicia, conoce en única instancia y eu juicio oral y público, 
de las causas: 1.° Contra los Príncipes de la familia real. 
2.° Contra los Ministros de la Corona por los delitos comunes 
comefidos en activo servicio, cuando no deban ser juzgados 
por el Senado. &° Qontra los presidentes del Congreso y del 
Senado. 4.° Contra el presidente ó presidentes de Sala ó fiscal 
M Supremo. 5.° Contra los magistrados de una Audiencia ó 
del Tribunal Supremo cuando sean juzgadas todos, ó al me- 
nos la mayoría de los que constituyen una Sala de justi- 
cia (2). 

Conocerá además el Tribunal Supremo en pleno, consti- 
tuido en Sala de justicia, de los incidentes de recusación que 
versan sobre la del Presidente del Tribunal ó de los presiden- 
tes de Sala, ó de más de dos magistrados de una Sala de jus- 
ticia. 

CAPÍTULO VI. . 
Del gobierno y régimen de los Tribunales. 

El gobierno de las Audiencias y del Tribunal Supremo 
está á cargo de sus presidentes. • 

Corresponde á los presidentes de las Anuencias y del Supre- 



(1) Decreto de Ti de EBero de 18*75. 

(2) Art. 281, Ley orgánica del Poder judicial. 
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mo: l.° Cumplir y hacer cumplir la ley. 2.° Hacer guardar el 
órdea debido en los tribunales á los magistrados, auxiliares 
y subalternos. 3.° Exponer al Gobierno lo que estimen nece- 
sario para la más cumplida administración de justicia 4.° Re* 
ribir y despachar la correspondencia oficial. 5.°Dai eutso 
con su informe á las solicitudes que los magistrados, auxi^ 
liares y subalternos eleven ai Ministro de Graeia-y Justicia - 
6.° Reunir y presidir el Tribunal pleno y la Sala de Gobierno/ 
7.° Recibir las excusas de la asistencia de los magistrados^ 
auxiliares y subalternos. 8.° Presidir, cuando les parezca» 
cualquier Sala de justicia, llevando en estos casos la palabra» 
sin que ningún otro pueda usarla sin su permiso. 9.° Cuidar 
de que todos los magistrados, auxiliares y subalternos Heneo 
cumplidamente sus deberes, amonestando privadamente á 
los que se muestren poco diligentes en el cumplimiento de 
sus cargos. 10.° Llamar al Fiscal para hacerle las indicación^* 
que considere oportunas para la mejor administración de 
justicia relativas á él y á sus subordinados, sin qye se entien- 
da directamente con estos, ni coartar la libertad de accio» 
que corresponde al Ministerio fiscal. 11.° Dar cuenta al Go- 
bierno de las vacantes que ocurran. 12.° Oir las quejas que 
le den los interesados en causas ó pleitos por el retraso de lo* 
negocios. 13.° Nombrar, además de los subalternos cuya elec- 
ción les corresponda, los dependientes de la Secretaría qifó 
se satisfagan del material, darles licencia para ausentarse y 
separarlos libremente. 14.° Avisar, cuando no pudieran asis- 
tir, á los que deban hacer sus veces (1). 

Tiene el Presidente del Supremo, además de las atribuciones 
que dejamos consignadas: 1.° La facultad de pedir por sí di- 



(1) Art. 581, Ley orgánica del Poder judiriel. t 
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rectamente á las Audiencias, Tribunales de partido y Juzga- 
dos municipales, los pleitos, causas ó expedientes que estuvie- 
ren terminados cuando interese á la administración de justi- 
cia ó al Estado, devolviéndolos al tribunal ó juzgado de que 
procedan tan luego como esté hecho el examen que hubiere 
motivado su reclamación. 2.° La facultad de disponer visitas 
de inspección para examinar el estado déla administración 
ele justicia en determinada Audiencia ó tribunal, cuando ha- 
ya motivos fundados para hacerlo, después de oir á la junta 
de gobierno .del Supremo (1). 

Los Presidentes de las Audiencias tienen las mismas atribu- 
ciones señaladas en el párrafo anterior, pero limitadas: la 
primera á los pleitos, causas y expedientes terminados y lle- 
vados á ejecución en los juzgados municipales de su distrito, 
y la segunda á los tribunales de partido y juzgados munici- 
pales, después de oir á la junta de gobierno (2). 

Ningún juez, magistrado, Sala ó tribunal puede elevar di- 
rectamente solicitudes al Ministro de Gracia y Justicia, refe- 
rentes á su cargo ó á asuntos del tribunal á que corresponda, 
sino por conducto de los superiores gerárquicoá. Exceptúanse 
las 'exposiciones que se dirijan al Gobierno en queja de algu- 
no de lossuperiores, en cuyo 'caso se omite aquel requisito. 
En las vacantes de la presidencia del Supremo y de las Au- 
diencias, y en los casos de enfermedad, ausencia ú otro impe- 
dimento justo v ejercerá este cargo el Presidente de Sala más 
aafiguo. ■ , 

Corresponde d los Presidentes de Sala de las Audiencias y 
del Supremo: cumplir y hacer cumplir las leyes que se refle- 



(1) Art. 585, Ley orgánica del Poder judicial. 

(2) Art. 586, ídem, id., id. 
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ran al cargo que desempeñáis; presidir las Salas á que cor- 
respondan; llevar en ellas la palabra, sin que ningún otro, 
sin su permiso, pueda usarla; hacer que en las mismas sg- 
guarde el orden debido, y poner enr conocimiento del Presi- 
dente todo lo que estime oportuno para la buena administra- 
ciou de justicia. En las vacantes y ausencias del Presidente de 
Sala, hará sus veces el magistrado más antiguo de la mis- 
ma (1). 

Las Audiencias y el Tribunal Supremo se reunirán en pleno: 
1/ Para constituirse en Salas de justicia. 2. 9 Para actos que 
no tengan carácter judicial. Se constituirán las Audiencias en 
pleno, como Salas de justicia * para decidir los incidentes de 
recusación que se promovieren sobre la de sus presidentes y 
presidentes de Sala ó de más de dos magistrados de una Sala 
de justicia. El Tribunal' Supremo se reúne en pleno para 
juzgar al Principe de Asturias, según hemos dicho arriba, y 
para entender en las recusaciones de sus presidentes y ma- 
gistrados. 

También se reúnen en pleno para evacuar los informes 
que pida el Gobierno, j?ara deliberar sobre algún asunto 'gra- 
ve cuando así lo acuerde la Sala de Gobierno. 

El fiscal ocupará en el pleno el lugar que le corresponde 
y tendrá voz y voto. El teniente fiscal ó el abogado fiscal que 
lo sustituya tendrá voz, pero no voto. Los negocios que se lle- 
ven al tribunal pleno, irán preparados con informe escrito del 
ministerio fiscal; exceptuando aquellos que por su urgencia 
no lo permitan, ó por su facilidad ó sencillez no lo requieran, 
^á juicio del Presidente. El dictamen fiscal será, cuandtf lo hu- 
biere, el objeto dé la discusión. 



(1) Arts. 592 y 593, Ley orgánica del Poder judicial. 
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Bl secretario de gobierno dará cuenta de los negocios que * 
se eleven al pleno; estará presente á su discusión y votación; 
redactará las actas, en que se bará mención de todos ios 
Cuerdos, refiriéndose á,Jos expedientes en que se insertaren: 
anotará al margen los apellidos de los que- estén presentes á 
la sesión; custodiará el libro de actas, y dará las certificacio- 
nes correspondientes (1). El presidente, espontáneamente (> 
por excitación del fiscal ó de algún magistrado, podrá mandar 
que el secretario se retire cuando lo aconsejen las circuns- 
tancias especiales del negocio ó el buen nombre de la magis- 
tratura. En este caso, el magistrado más moderno hará d$ 
secretario. 

Habrá dos libros de actas: uno se denominará libro gene- 
ral, y estará á cargo del secretario de gobierno; el otro se 
denominará libro reservado de actas, en que se escribirán 
los acuerdos que tengan este carácter, y estará bajo la cus- 
todia del presidente. 

Las Salas de Gobierno de las Audiencias y del Supremo» 
se compondrán: del presidente, presidentes de Sala y el fis- 
cal. Corresponde áeá tas Salas: 1.° Velar por la administrador* 
de justicia. 2.° Despachar los negocios que estén atribuidos 
á las Audiencias ó al Supremo y que por su índole no cor- 
respondan á las Salas de Justiciai 3.° Evacuar ios informe* 
que les pidan el Gobierno, y los presidentes. 4.° Proponer al 
Gobierno las reformas que crean oportunas. 5.° Decidir las 
cuestiones relajivas al repartimiento de negocios entre las. 
Salas. 6.° Ejercer la jurisdicción disciplinaria. 7.° Constituirse 
en tribunal de justicia en los casos que previene la ley, y 



07 Art. 6J3, Ley orgánica del Poder judicial. , 
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entonces no formará parte el fiscal, el cual se limitará á ejer- 
cer las funciones especiales de su cargo. 

Las Salas de Gobierno se reunirán por lo menos una vez 
por semana, en el día que al efecto se señale, y extraordina- 
riamente cuando el Presidente del tribunal lo juzgue necesa- 
rio, y siempre, antes ó después de las horas de audiencia. 
Sólo podrá dejarse de celebrar la sesión semanal cuando rm 
haya asuntos pendientes. 

. ' CAPITULO VII. 

Del orden de la Audiencia y policía 
de los Estrados, 

El despacho ordinario y la vista délos pleitos y causad 
se harán en audiencia pública, á no ser que la moral ó el de- 
coró exijan que se celebren dichos actos á puerta cerrada, 
pudiendo acordarlo los jueces sin ulterior refcurso (1). 

Los secretarios darán cuenta del despacho por el orden 
<le presentación de las peticiones en sus respectivas secreta- 
rias. Las vistas de los negocios civiles y de las causas crimi- 
nales se señalarán por el orden de su conclusión, exceptuán- 
dose las cuestiones de alimentos provisionales, competencias,- 
interdictos, juicios ejecutivos, denegaciones de justicia ó de 
prueba, causas en que haya presos, y demás asuntos que 
por las leyes tengan preferencia, que serán antepuestos á los 
«lemas, cuyos señalamientos aun no ss hubieren hecho. 

Los pleitos y las causas se verán en el dia señalado; si al 
concluir las horas de la audiencia no hubiere finalizado la 
vista de algún acto, pleito ó causa, podrá suspenderse para 



^1) Ai ts. 649 y siguientes, Ley orgánica del Poder judicial. 
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continuarla en el día ó dias siguientes, á no ser que el pré- 
ndente prorogue la audiencia. La vista de los asuntos civiles 
y criminales sólo podrá suspenderse en el dia señalado, ale- 
gándose justa causa, y volverá á señalarse para el dia más 
próximo cuando haya desaparecido el motivo de la suspen- 
sión, cuidándose en lo posible de no perjudicar el orden en 
que estuvieren señaladas las vistas de los demás asuntos; ad- 
virtiendo que si la suspensión se hubiere acordado por falta 
no justificada de alguno délos interesados en el asunto ó 
.testigo importante, el aumento de gastos que ocasione la sus- 
pensión, será siempre de cuenta del que los haya origina- 
do (1). Guando el letrado que faltare á-la defensa en causa 
criminal sin justa causa, hubiese sido nombrado de oficio, 
será.correjido disciplinariamente. 

Cuando empezado á ver algún negocio , enfermare, ó de 
otro modo se inhabilitare alguno de los jueces ó magistra- 
dos para continuarlo, y no hubiere probabilidad de que el 
iiápedido pueda concurrir dentro de pocos días, se procederá 
i nueva vista, reemplazándose al ausente . 

Los quesean parte en los pleitos y causas podrán, con 
la venia del presidente, exponer lo que juzguen oportuno 
para su defensa en el acto de la vista, ó cuantíase dé cuenta 
de cualquiera solicitud que les concierna, siempre que se re- 
fieran sólo á hechos y guarden el decoró debido. Los concur- 
rentes á los estrados de los juzgados y tribunales, guardarán 
silencio y compostura, y los que de cualquier modo inter- 
rumpieren la vista de algún proceso ó perturbaren el orden, 
serán expulsadosdel local, y si se resistieren serán arrestados 
y multados,, sin que contra la resolución del tribunal exista 



(1) Arts. 653 al 657, Ley orgánica del Poder judicial. 

5 

y Google 



Digitized by * 



66 PROCEDIMIEMOS. 



recurso. Si los actos ejecutados llegasen á constituir delito 6 », 
üalta se procederá á la formación de la causa, imponiéndose 
al culpable la pena correspondiente. 

Serán nulos todos los actosr judiciales practicados bajo la 
influencia de intimación ó de fuerza. Los jueces, tribunales- 
y Salas que hubieren cedido á la intimación ó á la fuerza, 
tan luego como se vean libres de ellas, declararán nulo todo 
lo practicado y promoverán al mismo tiempo la formación 
de causa contra los culpables. 

CAPITULO VIII. 
* 
De las vacaciones, licencias y apertura 
de tribunales* 

Los juzgados y tribunales vacarán: en los días de fiesta . 
entera; en los del Rey, Reina y Príncipe de Asturias; el jueves 
y viernes santo; y en los dias de fiesta nacional. Los días Se- 
ñalados serán hábiles para las actuaciones del sumario en 
causas criminales, sin necesidad de habilitación especial, y 
podrán habilitarse para cualesquiera otras civiles ó crimi- 

' nales en qife baya urgencia (1). \ 

Los magistrados de las Audiencias y del Supremo vaca- 
rán, además de los dias señalados,- desde el 15 de Julio af 15 
de Setiembre de cada año; y durante este "período se formará 
en cada Audiencia y en el Supremo una Sala que se llamará 
de vacaciones. Esta se compondrá en las Audiencias de sei& 
magistrados, y uno de ellos el presidente ó un presidente de 

<* Sala; y en el Tribunal Supremo de nueve, tomados unos y 
otros de todas las Salas del respectivo tribunal. El presidente 



(1) Art. 889 y 890 v Ley orgánica del Poder judicial. 
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y ios presidentes de Sala turnarán para la presidencia de la 
Sala de vacaciones, con la facultad de permutar, exceptuan- 
te al presidente del Supremo. 

También gozarán de vacaciones los individuos del Minis- 
terio fiscal y los auxiliares de las Audiencias y del Supremo. 
No gozarán de vacaciones los subalternos de los tribunales, 
pero los presidentes podrán dar prudencialmente licencias ú 
los que la soliciten, sin que pueda exceder de la tercera parte 
de los que componen la dotación del tribunal. 

La Sala de vacaciones reasumirá las atribuciones del tri- 
bunal pleno, de las Salas de gobierno y de las de justicia, y 
despachará los negocios que por su carácter de urgencia pu- 
dieran causar graves perjuicios á los litigantes ó procesados. 
Coando circunstancias extraordinarias lo exigieren, podrá 
la Sala de vacaciones convocar, para que la auxilien, al tri- 
bunal, 6 á cualesquiera de sus Salas, ó llamar á algunos de 
.los magistrados que se bailen en la misma población, y si no 
los hubiere, á los que estuvieran en los Jugares más cerca- 
nos, y para ello todos los magistrados, fiscales y auxiliares 
que gocen de vacaciones, indicarán el punto donde se propo- 
nen residir ó el pais por donde piensen viajar (1). 

Los jueces, magistrados, fiscales, auxiliares y subalternos 
de los tribunales no podrán ausentarse del punto de su des- 
tino sin haber obtenido licencia de su jefe ó superior respec- 
tivo, exceptuando á los jueces municipales y fiscales muni- 
cipales, que podrán ausentarse por un término que no pase 
de ocho dias, encargando del despacho de los asuntos, á los 
suplentes respectivos. Los procuradores necesitarán también 
licencía^para ausentarse por más de quince dias,,dejando en- 



(1) ATt. 901 al 905, Ley orgánica del Poder judicial. 
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cargado siempre qoe salgan de su residencia, un compañero 
que les sustituya (1). 

El día 15 de Setiembre de cada año, ó cuando éste fuere 
festivo, en el siguiente, se «verificará la solemne apertura de 
los tribunales en el Supremo, á cuyo acto concurrirán todos 
los que en Madrid desempeñen cargos judiciales ó del minis- 
terio fiscal y representaciones de los abogados, procuradores 
y notarios. Presidirá el acto de la apertura el Ministro de 
Gracia y Justicia, cuando asistiere, y en su ausencia el presi- 
dente del Tribunal Supremo, leyendo el que presida el dis- 
curso inaugural. Seguirá la lectura de un cuadro sinóptico 
de los trabajos ejecutados por los tribunales en el año judi- 
cial anterior, que se hará por el secretario de gobierno, y 
concluida la lectura, el que presida declarará abierto el nue- 
vo año judicial, reanudando al diá siguiente sus tareas los 
tribunales que hubieren tenido vacaciones. 

. TITULO II. - 

TRIBUNALES ESPECIALES. 

Hemos dicbo en el lugar oportuno, que el Decreto de 6 de 
Diciembre de 1868 dio un gran paso para conseguir por com- 
pleto la unificación de fueros, pues abolió muchos tribun^lesN 
y juzgados especiales, cuya existencia estaba sólo basada en 
un privilegio que, como todos, era muy odioso. Las jurisdic- 
ciones de Guerra y Marina disminuyen muclio su competen- 
cia;* se someten á la jurisdicción ordinaria muchos asuntos 
en que intervenían los tribunales eclesiásticos; se suprime 

(1) Art. 906 al 932, Ley orgánica del Poder judicial. 
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el fuero de extranjería, y los tribunales de Comercio, y Ha- 
cienda desaparecen para aumentar la jurisdicción ordinaria. 

CAPITULO I. 
Tribunales de Guerra. 

Creados los ejércitos permanentes, fué preciso someter 
estas ma^as de hombres á leyes especiales, casi siempre muy 
duras, pero indispensables para cQnservar la disciplina, alma 
de los ejércitos. Los tribunales comunes, aun conociendo 
perfectamente la legislación militar, no darían resultado* 
porque la lentitud con que se siguen los procedimientos, im- 
pediría imponer el castigo inmediatamente* después de la 
felta. 

Los tribunales de guerra unos son permanentes, y otros 
se forman en casos especiales. Los tribunales permanentes 
son, en primera instancia, el de capitán general del distrito, 
y el del gobernador militar en algunos casos. En campaña 
se constituye también el tribunal del general en jefe del 
ejército. 

Tribunales de los capitanes generales. — Los capitanes ge- 
nerales ejercen su jurisdicción por medio denlos auditores, 
funcionarios que, teniendo todas las condiciones de los ma- • 
gistrados, disfrutan también de sus derechos en cuanto á la < 
inámoYilidad. Los auditores son los únicos responsables de 
las providencias que dicten, arreglándose á las leyes genera- 
les en asuntos civiles, al Código penal en las causas por deli- 
tos comunes, y á las Ordenanzas por los delitos militares (l)„ 



(1) Base 3. a de la Lev de 13 de Mayo de lff}5, y R. O. de 5 de Julio 
4el8?5. ~ 
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Los capitanes generales pueden separarse del dictamen de 
sus auditores, dando cuenta al Consejo Supremo de la Guer- -. 
ra de los motivos que tuviesen para ello; y en este caso cesafcr 
la responsabilidad del auditor. Estos decretan por sí todo tcí " * 
que es de pura tramitación; pero los autos definitivos y loa " *^ 
interlocutores se firman por los jefes en lugar preferente, j~ . 
se encabezan con su nombre (1). Al auditor le auxilian un- • 
fiscal y los escribanos necesarios. £' 

Juzgados de los gobernadores. — Las atribuciones de estos - 
se reducen á formar los sumarios sobre delitos comunes, co- 
metidos por los aforados de sus respectivas plazas, no pasan- 
do su graduación de la de teniente coronel; pues si pasare ' 
deben dar cuenta inmediatamente al capitán general cuando* t *, 
no haya riesgo en la detención (2). : ;-? 

Los gobernadores militares sólo pueden ejercer su juris- -/** 
dicción en las capitales diferentes de las de los distritos, v 
porque en estas, todas las actuaciones se practican por el juz- * . 
gado dé la capitanía general, que no debe tener delegado al- '\\ 
guno en el punto de su residencia (3). El juzgado del gober- : '. \ 
nador se compone de un asesor, nombrado por el capitán ge- *v* 
neral, sin sueldo y sin consideración de empleo del Gobierno, - 
de un fiscal que lo suele ser el sargento mayor de la plaza ó : 
> provincia, y de un escribano de guerra. ' 

El Genwal en jefe ejerce su jurisdicción por medio de un " 
auditor general, y su competencia se extiende á todos los ca- 
sos de justicia xi vil y criminal que ocurran en el ejército so- 
metido ¿sumando .' 



(1) Arts. 3 o y 4.° de la Real cédula de 8 de Junio de 1774. 
(&) Tit. IV, tratado 8.° de las Ordenanzas del ejército. 
(3) Circular de 6 de Enero de 1800. * ' ' 
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Los antiguos consejos de guerra ordinario, extraordina- 
' rio y de oficiales generales han quedado reducidos á uno 
fiplo, que se liama Consejo de guerra, y es el único tribunal 
militar de primera instancia, y se compondrá de vocales de 
los empleos que correspondan, según que el acusado sea, 
individuo de tropa ú oficial subalterno, capitán ó coman- 
dante, teniente coronel, coronel ú oficial general (i). El pre- 
sidente y los vocales del Consejo de guerra de las armas é 
institutos militares, serán del regimiento del acusado; en su 
defecto de la misma arma ó instituto, por lo menos dos de 
los vocales, sustituyéndose los demás por los de otras armas. 
El Consejo de guerra conocerá de todos los delitos, salvo los 
de desafuero, cometidos por los individuos que dependan de 
la jurisdicción militar y de los que las leyes vigentes atribu- 
yen á dichu jurisdicción, aunque cometidos por individuos 
sujetos al fuero común, como ocurre con los secuestradores 
tle Andalucía, según hemos dicho anteriormente. 

Los tribunales militares no conocerán sino de la acción 
pública ó criminal, pero podrán ordenar.la restitución, á fa- 
vor de los dueños ó perjudicados, de los objetos cogidos ó 
instrumentos de convicción cuando no deban ser decomisa- 
dos. La acción civil sólo puede ejercitarse ante los tribunales 
ordinarios, después que se haya decidido definitivamente so-* 
bre la acción criminal, intentada antes ó durante el segui- 
miento de la acción civil. Los fallos del Consejo de guerra 
serán ejecutorios si los aprueba la autoridad militar compe- 
tente, con acuerdo de su auditor, teniente auditor ó asesor 
letrado, consultándose con el Consejo Supremo de la Guerra „ 



(1) Real excreto de 19 de Julio de 1875. 
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las sentencias que por falta de esta aprobación no 6ean eje- 
cutorias. 

El Consejo Supremo de la guerra es el tribunal superior ei* 
asuntos militares y se compone de un presidente y diez con- 
sejeros ó ministros, siete de la clase de generales y tres de la 
de togados, un fiscal militar y otro togado, y los secretarios 
ó relatores y subalternos que son necesarios. El Consejo Su- 
premo de la Guerra podrá formar dos Salas cuando el presi-> 
dente lo crea necesario, ó el número de causas y expedientes 
ordinarios así lo exija; en este caso se dividirá el número de 
ministros presentes en ambas Salas, sin que pueda bajar de 
tres en cada una, presidiendo la segunda #1 vice-presidente. 
La Sala de que formen parte dos ó tres ministros togados, 
conocerá de las causas falladas en Consejo de guerra, y e»: 
segunda instancia de los asuntos civiles y criminales 'de las 
personas residentes en las plazas fuertes de África (1). 

Al Consejo Supremo de la Guerra corresponde: 1.° Diri- 
mir las competencias entre autoridades militares; 2.? Cono- 
cer de las causas falladas en Consejo de Guerra que se le so- 
metan en consulta, y acordar el sobreseimiento de las suma- 
rias instruidas contra oficiales del Ejército; 3° Conocer e» 
.pletoo de las causas contra los ministro^ de la Corona que. 
pertenezcan al ejército activo, cuando no deban ser juzgados 
por el Senado; de las causas contra los Capitanes generales 
de Ejército, de las causas contra uno ó más ministras del 
mismo Consejo y auditores de guerra en ejercicio, de las 
causas por delitos cometidos por los jefes de Negociado del 
«. Ministerio de la Guerra, y por los empleados subalternos del 



(1) Art. 5.°, Real decreto de 24 Julio ÍS^S, y Real orden de 16 de Oc- 
tubre 18T£. 
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mismo Consejo; y como Cuerpo; consultivo evacuar cuantos 
informes se le reclamen por el Ministerio de Ja Guerra (1). 

V 

CAPITULO II. 
Tribunales de Marina. 

La jurisdicción contenciosa de Marina se ejerce en primer^ 
grado por lo? comandantes de Marina que residen en los de- 
partamentos, asistidos del auditor correspondiente, ayuda- 
dos por un fiscal y 4in escribano. En casos previstos en la 
Ordenanza de la Armada, se forman también cousejos de 
guerra, compuestos de la misma manera que hemos dicho 
anteriormente; pero en lugar de ser oficiales del ejército 
tienen que serlo de la Armada. 

El Consejo Supremo de la Armada tiene atribuciones pare- 
cidas y los mismos honores y consideraciones que el de la 
Guerra, siendo á la vez tribunal de alzada y cuerpo consulti- 
vo en los asuntos relativos á la Marina. Compónese el Con- 
sejo de un presidente, que lo es el almirante; un vicepresiden- 
te, siete consejeros natos, cuatro de continua asistencia, un 
togado, un fiscal militar con un ayudante, uno togado con si> 
auxiliar, un secretario y relator con los auxiliares y subal- 
ternos necesarios. El Consejo se reunirá en pleno y en Salas, 
éstas son dos: una de gobierno y otra de justicia (2). 

Corresponde ai Consejo Supremo de la Armada: conocer 
en grado de consulta, apelación ó de revisión, con arreglo á 
las leyes, de los procesos y sumarios por delitos que sean dev 
la competencia de los consejos de guerra, tribunales y auto^ 



(1) Arts. 6, 1 y 10, Real decreto 24 Julio 18TC. 
# $) Arts. i al 6, Real decreto de 13 de Mayo de 1877. 
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ridades de Marina; dirimir las competencias entre estas auto- 
ridades y evacuar las consultas que el Gobierno le pide sobre 
asuntos gubernativo», económicos ó administrativos de I3 
Marina. Conocerá también en grado de apelación, revisión, 
ó de consulta, de las causas de.presas de buques enemigos, 
contrabando de guerra, represalias y buques náufragos en- 
contrados en la mar, ó que arriben abandonados á nuestras 
costas, sin perjuicio de la audiencia del Consejo de Estado 
sobre la validez de las presas marítimas (1). 

CAPITULO III. 
Tribunales eclesiásticos. 

No es este lugar oportuno para discutir la potestad judi- 
, cial de la Iglesia. Esta tiene sus tribunales establecidos con 
arreglo á los Cánones, y su competencia se extiende á todas 
las causas sacramentales, beneficiales y á los delitos eclesiás- 
ticos con arreglo á lo que disponen los Sagrados Cánones-, se- 
gún beinos esplicado al bablar de esta jurisdicción (2). 

Los tribunales de la Iglesia son ordinarios y exentos; en- 
tre ios primeros están los diocesanos, metropolitanos .y Tri- 
bunal de la Rota. De los segundos, existen los tribunales 
eclesiástico-castrense y el de las Ordenes militares. EstQ últi- 
' mo fué suprimido á raiz de la revolución de Setiembre, pero 
el decreto de 14 de Abril de 1874 ba vuelto á restablecerlo. 
Componen este tribunal: un decano y tres ministros, que 
deben ser caballeros de cualquiera de las Ordenes militares. 
v Además existen ios auxiliares que marca ol mismo decreto. 



(Ü Arts. 19. y 2Q, Real decreto de 13 de Mayo de 1877. 
<2) Decreto G de Diciembre 18G8. 
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Los obispos tienen la facultad de nombrar vicarios ó pro- 
visores, que constituyen en realidad el tflbunal del prelado, 
ajudando á dicha autoridad en el ejercicio de sus funciones 
un fiscal eclesiástico, los escribanos y auxiliares que se ne- 
cesiten. Los metropolitanos tienen- sus tribunales organiza- 
dos de la misma manera, pero su jurisdicción es más exten- 
sa, pues no sólo conocen en primera instancia de los negocios 
<de su diócesis, sino también de las apelaciones contra las 
sentencias de los sufragáneos, á no ser que éstos procedan 
como delegados de la Santa Sede. 

Bl Tribunal de la Rota, establecido á fines del siglo pasa- 
do, tiene por objeto conocer de las apelaciones contra las 
sentencias dictadas por los prelados. La jurisdicción ecle- 
siástíca-castrense pertenece al Patriarca de las Indias, vica- 
rio general de los ejércitos, quien la ejerce por medio de un 
auditor, general que reside en Madrid, de subdelegados en 
las provincias y de los obispos en Ultramar (1). Nada más * 
decimos sobre los tribunales eclesiásticos, porque su estudio 
corresponde á una asignatura especial. 

CAPITULO IV. 
Tribunal de imprenta. 

La jurisdicción especial de imprenta se ejerce por los tri- 
bunales del mismo noiíibre que actúan en las capitales don- 
de hay Audiencia, y lo^ forman tres magistrados de dicho 
tribunal nombrados expresamente para dicho cargo. 

En Madrid hay un fiscal de imprenta con los auxiliares - 
necesarios para el desempeño de este servicio, nombrados 

J[i) Brev$ di Pió VII, 16 Diciembre 1803.. 
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uno y otros por el Ministerio de la Gobernación; en las de- 
más Audiencias desempeñará este cargo el teniente fiscal & 
un abogado fiscal designado por el mismo Ministerio. * 
Ayudarán al tribunal de imprenta los auxiliares y subal- 
. temos de la Audiencia.que sean nombrados al efecto, satis- 
faciendo el Ministerio de la Gobernación, tantos las gratifica- 
ciones de los iq^ivíduos del tribunal de Madrid, como los de- 
más sueldos y gastos que en la Corte y en provincias ocasio- 
ne dicho servicio (1). 

CAPITULO V. 

Tribunales administrativos. 

La juirisdiccion contencioso-administrativa de que hemos 
hablado, se ejerce en primera instancia por las Comisiones 
provinciales y en segunda por el Consejo dé Estado (2). 

En las provincias en cuyas comisiones ño hubiere dos le- 
trados por lo menos, nombrará el gobernador los que falten, 
escogiéndolos entre los diputados provinciales, y en Su de- 
fecto entre los abogados residentes en la capital. Los letrados 
que se nombren sustituirán á ios individuos de la Comisión 
provincial que el gobernador designe; pero sólo para el efec- 
to de constituir el Tribunal contencioso-administrativo. En 
los juicios ante las referidas Comisiones provinciales repre- 
sentarán: á la Administración general del Estado, un aboga- 
do fiscal en las capitales donde hay Audiencia» y un promo- 
tor fiscal én las demás designado por el Ministerio de Gra- 
* cia y Justicia; á la provincia, un diputado provincial ó el le- 



(1) Real decreto de 31 de Diciembre 18*75. 

(2) Decreto de 20 Enero 1875. 
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trado á quien éstk dé poder; y á los Ayuntamientos, un letra- 
do de su nombramiento (1). 

La sección de io cpntencioso del Consejo de Estado, com- 
puesta de cinco consejeros abogados, entiende en los trámi- 
tes previos para la admisión de las demandas, práctica de las 
pruebas y demás incidencias que ocurran en los litigios ad- 
ministrativos. Para la resolueion final de los negocios con- 
tencioso-administrativos, forman la Sala de lo contencioso 
la sección dé este nombre, dos consejeros de la sección que 
entiende especialmente en los asuntos del Ministerio á que 
corresponda la reclamación y otro de cada una de las otras 
seis secciones, no pudiendo haber acuerdo sin la asistencia 
de once consejeros (2). Interviene en estos asuntos, represen- 
tando á la Administración pública, el fiscal de S. M. que tie- 
ne á sus órdenes cuatro tenientes fiscales; será secretario de 
la Sala, el que lo sea del Consejo, ayudado de los oficiales y 
subal temos que se consideran necesarios. 

CAPITULO VI. 
Del Senado como Tribunal. 

Las pocas voces que este alto Cuerpo se erige en tribunal 
de justicia, lo componen los Senadores del estado seglar que 
hayan sido proclamados con anterioridad al hecho que mo- 
tive el procedimiento. Será presidente el que lo fuere del Se- 
nado, auxiliándole en el ejercicio de su cargo los comisarios 
que el tribunal crea conveniente elegir entre los individuos 
de su seno. En cada proceso desempeñará el cargo de fiscal 



(1) Orden de 24 Enero 1875 

&) Art. 19, Ley del Consejo de Estado, y Decreto de 26 Enero 1875. 



Digitized by 



Google 



78 PROCEDIMIENTOS 






un comisario nombrado por el Gobierno, asistiéndole en (¡a- 
lidad de abpgados fiscales los letrados que el fiscal nombra. 
Los porteros del Senado harán el oficio de porteros de esta- 
dos del tribunal, á las órdenes del presidente. . 

Para que el Senad<^e constituya en tribunal, debe prece- 
der acusación formulada por el Congreso de los diputados, y 
rste nombrará una comisión de su seno encargada de sostener ■ 
la acusación ante el tribunal. Los procesados tienen el dte~ 
recho de nombrar los defensores que más les convinieren (!)* 



TITULO III. 



DEL MINISTERIO FISCAL. 



La creación del Ministerio público es una necesidad pafi 
los gobiernos representativos. Separados los poderes judicial 
y ejecutivo, no tendria éste cómo intervenir directamente éfr 
la administración de justicia, y necesita por lo tanto de ufi 
funcionario encargado de llevar la voz del Gobierno y liac$£ 
valer los derechos del Estado, cuando alguno, bien sea corpc¿ 
ración ó particular, trata de violarlos. La Ley orgánica man* 
da á los fiscales velar por la observancia de las leyes, pro* - 
mover la acción de la justicia y representar al Gobierno ea 
sus relaciones con el Poder judicial. 

CAPITULO I. 
Historia y carácter del Ministerio fiscal. 

Cuando se busca el origen de alguna institución jurídica, 
todos procuramos ver si tiene sus antecedentes en Ronia; pem 

(1) Ley de 11 de Marzo de 1849. 
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naconoció él pueblo-rey la institución de los fiscales, porque 
ni lagjercian los qüestores, como algunos quieren, |ni los de- 
fensor civitatis, cómo quieren otros. Para conservar la patria 
en el estado de pureza que constituye el primer elemento de 
felicidad pública, creyeron loa romanos que bastaba la acción 
popular, pues ningún ciudadano dejaría de denunciar ai 
criminal. Creado el Tesoro público, los emperadores nombra- 
ion individuos engprgados de apremiar el pago de los tribu- 
tos que debian ingresar en el fisco, y á estos funcionarios, 
pe representaban en los tribunales al Emperador, ó mejor 
dicho, al fisco, se les tiene por los primeros fiscales. Aun cuan- 
do no todos los autores opinan de este modo, la mayor par- 
te creen que la palabra fiscal debe tener sd origen en estos 
tiempos. m 

Los escritores que no encuentran el origen del ministe- 
rio público en Roma, creen hallarlo en España. Conocíanse 
.en tiempo de- los visigodos unos funcionarios llamados sayo- 
nes, que intervenían en los juicios civiles y criminales, pero 
sus cargos se reducían más bien á ejecutar que á pedir jus- 
ticia. El Fuero-Juzgo reconoce á los Reyes, Obispos J demás 
clases elevadas, et derecho de nombrar personeros que los 
representasen en los actos judiciales, porque seria censura- 
ble que, dada la categoría de esas personas, acudieran por 
si á los litigios,, influyendo su poderío en el fallo del tribu- 
nal (1). Pero estos procuradores del Rey no son todavía 
nuestros fiscales, porque sólo representan los intereses par-* 
tieulares del Monarca. 

Los Fueros municipales autorizaron á los pueblos para 
nombrar funcionarios que inspeccionaran la administra- 



(1) Ley L a , tít. III del Fuero-Juzgó. 
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<rioo de justicia, ayudando á la averiguación de los delitos 
graves. \ 

En las Partidas se conservan los perspúeros para el Rey 
y los Obispos, los cuales debían tomar parte en la gestión de 
todos los asuntos que afectaran á la Corona. - 

El ministerio público, con más ó menos atribuciones, se 
estableció cuando los tribunales permanentes. D. Juan II 
mandó crear un fiscal, y los Reyes Católicas ios establecieron 
en las Chancherías. Continuaron los Reyes posteriores nom- 
brándolos para los tribunales que se creaban, pero su orga- 
nización no era uniforme, ni sus atribuciones las mismas. 

Felipe V procuró organizar el ministerio público creando 
4in jefe, del cual dependieran los abogados fiscales que hi- 
cieran falta píra el despacbo de los negocios, fin primera 
instancia ejercitaban la acción pública todos lo que tenian 
^aptitud legal para presentarse en el foro. «El cargo de pro- 
motor fiscal lo desempeñaba cualquiera de los procuradores 
•del juzgado, auxiliado por un letrado. Este sistema era no- 
toriamente vicioso, porque cosa sabida es que los cargos 
•que gratuitamente tienerr que servirse, no se desempeñan 
•con esmero, con interés, ni con celo; y fwrque además de 
«esto, la corrupción, las afecciones y toda clase de títulos 
•que puedan ejercer su influencia para con los encargados 
i>de desempeñar una misión pública, son más eficaces, cuan- 
do el interés individual no constituye un freno que conten- 
•ga en los casos de extravío.» (1) 

A la gloriosa época constitucional, corresponde la verda- 
dera organización del Ministerio público. El Código de 1812 
establecía uno de estos funcionarios en cada tribunal de la 



1) El Ministerio fiscal, por D. Vicente H. de la Rúa. 
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Nación, dependiendo todos de un Superior común; desgra- 
-ciadamente los trabajos de aquellas Cortes fueron perdidos 
por la reacción de 1814. Las vicisitudes políticas por que ha 
afravesado nuestra patria, afectaron á la organización de los 
fiscales, y no se llegaban á fijar de un modo terminante ni 
«os deberes ni sus derechos. En 1844 se dio cierta organiza- 
don al ministerio público, aunque muy incompleta, seña- 
lando (pe pudieran cobrar derechos en cada uno de los ne- 
gocios en que intervenían. Pronto se conoció que esta mane- 
ra de retribuirlos era ocasionada á abus03.de consideración; 
por eso se les señaló sueldo en época posterior, permitiendo 
á dichos foncionarios al mismo tiempo el ejercicio de la abo- 
gacía, cosa que después se ha quitado por los inconvenientes 
que presentaba. 

En 9 de Abril de 1858 se organizó de nuevo el ministerio 
fiscal, y en Reales decreto's y Reales órdenes posteriores se 
ba procurado señalar todas las atribuciones y derechos de 
€3tos funcionarios. La Ley orgánica del Poder judicial fija de 
un modo muy conveniente la línea de separación, y los vín- 
culos que unen á los funcionarios del Poder judicial con los 
-del ministerio fiscal. Las leyes de los demás paises se sepa- 
ran bastante de lo que tenemos nosotros establecido. La or- 
ganización que los pueblos latinos han dado al ministerio 
público, está tomada de Francia, donde dicha institución 
apareció y se desarrolló en época anterior á la primera re- 
pública. Dichos funcionarios recibieron el nombre de comi- 
torios, y su misión era procurar el cumplimiento de las leyes 
y el castigo de los delincuentes. Durante el mando del Terror J 
desaparecieron los fiscales; pero vuelven luego con su anti- 
guo nombre y una organización parecida á la nuestra. 

No todos tienen una idea exacta de lo que representan 

6 
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los fiscales en la administración de justicia. Unos creen que 
son obstáculos que sólo sirven para originar gastos inútiles,, 
matando la iniciativa particular, única que Jebia procurar la 
persecución de los delitos y defensa de los intereses sociales;, 
otros ven en los fiscales, individuos despojados de todo sen- 
timiento generoso, que sólo procuran acusar siempre; por- 
que sospechan de cuanto les rodea. Pero son muy equivoca- 
dos todos estos juicios, porque el ministerio público, aboga-, 
do de la ley, no tiene más norte que la misma; y si unas ve- 
ces se vé obligado á pedir castigos muy duros, en otras- 
muchas ocasiones es defensor de la víctima á quien se quería, 
sacrificar, por satisfacer venganzas privadas. «El ministeria 
«fiscal debe ser inflexible en el cumplimiento de su deber; 
mo tiene gracias que conceder, no existen para él agravios 
»que vengar; la ley le prohibe la indulgencia, la ley le veda 
»la severidad; Ni el temor, ni las lágrimas, ni las amenazas* 
»ni las ofertas, deben separar á tos funcionarios del ministe- 
»rio público de la senda trazada por las leyes, y así es que v 
»ni el llanto de la madre desconsolada, ni de la esposa tier- 
t>ná, deben excitar su compasión, ni las amenazas del san- 
Dguinario asesino producen el temor, ni la influencia del 
«poderoso deben inclinar al ministerio público á la indulgen- 
»cia ni á la severidad (1).» Tales condiciones concurren en 
los fiscales, y en honor á estos funcionarios podemos decir 
con orgullo, que nunca se han separado de su deber, sir- 
viéndoles de norma la ley; y sean cuales hayan sido las cir- 
cunstancias en que se hayan encontrado, siempre ha escuda- 
do al inocente y al desvalido. 



(1) D. Vicente H. de la Rúa. 
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CAPITULO II. 
** De los aspirantes al Ministerio fiscal. 

Por las razones que al hablar de los jueces dejamos con- 
signadas, dispone la Ley orgánica que haya *un cuerpo de 
aspirantes al ministerio fiscal, y son extensivas al cuerpo de 
aspirantes al ministerio fiscal y á los que lo compongan, las 
disposiciones que hemos indicado al tratar de los aspirantes 
á la judicatura (1). Tendrán que sufrir una oposición con 
ejercicios teóricos y prácticos; con los examinados y aproba- 
dos se formarán escalafones con objeto de cubrir las vacan- 
tes que ocurran en el año, y tendrán las mismas prohibi- 
ciones que hemos consignado en lugar oportuno. Las únicas 
excepciones á las reglas establecidas son: l.°Que el Presi- 
dente del Tribunal Supremo no formará parte de la junta 
calificadora, la cual será presidida por el fiscal del mismo 
Tribunal. 2.° Que las atribuciones y deberes que se refieren 
á los Presidentes de las Audiencias, se entenderán dadas é 
impuestos á los fiscales de las mismas. 3 o Que los aspiran- 
tes al ministerio fiscal serán nombrados por los fiscales de 
las Audiencias, sustitutos de fiscales de tribunales de partido 
ó de abogados fiscales de la Audiencia respectiva, con pre- 
ferencia á los aspirantes á la judicatura. 4.° Que sólo podrán 
los aspirantes al ministerio fiscal ser nombrados jueces mu- 
nicipales, suplentes de los mismos y de jueces de instruc- 
ción y suplentes de los de partido cuando no hubiere aspi- 
rantes á la judicatura para desempeñar estos cargos. Y 5.° La 
aceptación del desempeño de los cargos confiados á los aspi- 



(1) Véase la pág. 35. 
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ranles del mismo orden en el pueblo en que residan, es 
obligatoria; no así la de los cargos correspondientes al orden 
judicial (1). 

CAPITULO III. 

i 
Organización y atribuciones del Ministerio fiscal. 

El orden gerárquico de los funcionarios (tel ministerio 
fiscal es: í.* Bl fiscal del Tribunal Supremo. 2.° Fiscales de 
las Audiencias. 3.° Fiscales de los tribunales de partido. 4.* De 
los juzgados municipales. Los tenientes y abogados fiscales 
son considerados sólo como auxiliares. Se aplica á los que 
ejercen cargos del ministerio fiscal* cualesquiera que sean 
su gerárquta y categoría, lo que respecto á las condiciones, 
incapacidades é incompatibilidades hemos dicho al tratar 
de los jueces y magistrados (2¡. Los que obtuvieren cargos 
del ministerio fiscal, no podrán ejercer la abogacía; excep- 
tuándose solamente los fiscales municipales y los suplentes 
en los demás tribunales. ' * 

Para ser fiscal municipal, se necesita: ser español, mayor 
de edad, vecino y saber leer y escribir, siendo preferidos 
los abogados aun cuando no tengan veinticinco años. Cor- 
responde el nombramiento de fiscales municipales á los que 
lo sean de la Audiencia respectiva, á propuesta, en terna, 
que harán los fiscales de tribunales de partido. Los fiscales 
municipales están retribuidos con los honorarios que seña- 
lan los aranceles. 

Las fiscalías de los tribunales *de partido sé proveerán en 



(1) Arts . 769 y 770, Ley orgánica del Poder j udicial. 

(2) Véase la pág. 38. 
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aspirantes al ministerio fiscal, por medio de una Real orden. 
Los fiscales de tribunales de partido desempeñarán en su 
dia las obligaciones que hoy corresponden á los promotores 
fiscales, y por sú trabajo tienen un sueldo fijo que está con- 
signado en la Ley. Estos funcionarios tienen el deber de ins- 
peccionar á los fiscales municipales, sirviendo de medio de • 
comunicación para con los superiores respectivos. 

Los fiscales de Audiencias son jefes de los funcionarios que 
ejerzan en sus respectivos destinos; así es que, además de 
Ja vigilancia que bemos dicho, son óiganos de comunica- 
ción é instrumentos de ejecución para los mandatos superio- 
res, los fiscales de las Audiencias nombrarán fiscales su- 
plentes de partido para las vacantes y para reemplazar á los 
propietarios en los casos en que éstos, por inhabilitación físi- 
ca 6 legal, por ausencia ó por otra causa, no pudieren ejercer 
su cargo, prefiriendo á los que correspondan al cuerpo de 
aspirantes al ministerio fiscal, y después á los que lo sean 
dfcl cuerpo de aspirantes á la judicatura; dando cuenta de 
estos nombramientos al fiscal del Supremo. 

Como son muchos los negocios en que intervienen los 
fiscales de Audiencia, en cada tribunal superior hay un nú- 
mero de abogados fiscales que, nombrados por el Rey, auxi- 
lian á su jefe, que es el responsable de lo que hagan sus 
ayudantes. Los abogados fiscales asisten á los informes ora- 
les, á las diligencias de prueba que ocurran, y firman sus 
, dictámenes con la advertencia de que lo hacen por delega- 
ción; pues como hemos dicho, sus funciones no son propias. 
Loa abogados fiscales tienen un sueldo consignado en los, 
presupuestos. 

El fiscal Supremo es el jefe del ministerio fiscal de toda la 
Monarquía, bajo la inmediata dependencia del Ministro de 
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Gracia y Justicia. El Gobierno nombra con entera libertad -al 
fiscal del Supremo (1). Este funcionario, en cumplimiento de 
su deber, debe excitar el celo de sus subordinados, aperci- 
biendo á los negligentes, y proponiendo la separación del 
que lo merezca; como debe también reclamar ascenso para 
los funcionarios que se hagan acreedores á alguna recom- 
pensa por su celo ó servicios importantes. Ai fiscal del Su- 
premo le auxilian siete abogados fiscales, y cuanto be- 
mos dicho al tratar de los de las Audiencias es aplicable á 
este caso. Antes de empezar á ejercer sus funciones, debe -ei 
fiscal del Supremo prestar juramento de ser fiel al Rey, 
guardar la Constitución y. las leyes, y todo lo referente al 
ejercicio de su cargo. Este es un deber impuesto á todos los 
funcionarios del ministerio público; cada uno debe jurar en 
mano del Presidente del tribunal respectivo, y el fiscal del 
Supremo lo hará ante el tribunal en pleno, tomando pose- 
sión en el mismo acto. 

De los fiscales de imprenta y de los que intervienen en lo 
contencioso -administrativo, hemos hablado al tratar de estos 
tribunales. 

Corresponde al ministerio fiscal: 1.° Vigilar, por el cum- 
plimiento de las leyes, reglamentos y disposiciones de carác- 
ter obligatorio que se refieran á la administración de justi- 
cia, y reclamar su observancia. 2.° Dar á sus respectivos su- 
bordinados las instrucciones generales ó especiales para el 
cumplimiento da sus deberes y la posible unidad de la acción 
fiscal. 5.° Sostener la integridad de las atribuciones y com- 
, petencia de los juzgados y tribunales en general; defender- 
las de toda invasión, ya provengan del orden judieial, ya. 



(1) Arts. 787 y 811, Ley orgánica del Poder judicial. 
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del administrativo, promoviendo cuestiones de competencia, 
recursos de fuerza en coaocer, 6 impugnando las competen- 
cias que indebidamente se promuevan contra el juzgado ó 
tribunal en que ejerzan sus funciones. 4.° Representar al 
Estado, á la Administración y á los establecimientos públicos 
de instrucción y beneficencia, en las cuestiones en que sean 
parte, ya demandante ya demandada. 5.* Intervenir en los 
pleitos que versen sobre el estado civil de las personas. 6.° Re- 
presentar y 'defender á los menores, incapacitados, ausentes 
ó impedidos para administrar sus bienes, hasta que se les pro- 
vea de tutores ó curadores. 7.° Promover la formación de las 
cansas criminales ejercitando la acción pública, sin más ex- 
<íepdon que aquellas que según las leyes sólo pueden ser pro- 
movidas á instancia de parte agraviada. 8.° Asistir á las vis- 
tas de los negocios civiles en que sean parte y de los crimi- 
-nales, sin más excepción que las de aquellas en que no se 
pueda ejercitar la acción pública. 9.° Velar por el cumpli- 
miento dé las sentencias, para lo cual tiene el derecho de vi- 
sitar los establecimientos penales. 10.° Poner en conoci- 
miento del Tribunal Supremo y del Gobierno los abusos é 
irregularidades que notaren en los juzgados y tribunales, 
cuando no puedan alcanzar de otro modo su remedio. 11.° Re- 
querir el auxilio de las autoridades, de cualquiera clase que 
sean, para el desempeño de su ministerio, siendo responsa- 
bles éstas, con arreglo á las leyes, de las consecuencias que 
resultaren poi* falta del auxilio pedido. Y 12.° Cumplirlas 
demás obligaciones que les impongan las leyes (1). 

Podrá exigirse á los funcionarios del Ministerio fiscal la 
responsabilidad, tanto civil como criminal, en los casos y en 



(1) Art. 838, Ley orgánica del Poder judicial. 
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la forma que liemos dicho al tratar de ios jueces (1), sin más 
alteraciones que las siguientes: !.* Sólo podrá establecerse 
el juicio de responsabilidad criminal eu virtud de providen- 
cia del tribunal competente ó á instancia del Ministerio fiscal- 
2.* Antes de procedewle oficio los tribunales á decretar pro- 
cedimientos contra los funcionarios del ministerio fiscal, de- 
berán oir á su inmediato superior gerárqmco, á quien comu- 
nicarán los antecedentes en que se haya de basar la cau- 
sa (2). , 

Además pueden los fiscales ser correjidos disciplinaria- 
mente según hemos dicho al tratar de esta jurisdicción. 



TITULO IV. 

DE LOS ABOGADOS Y PROCURADORES. 

Algunos autores tratan la materia de este titulo consi- 
derando á los abogados, y principalmente á los procuradores,, 
como axiliares de los tribunales; otros se ocupan de ellos al 
tratar de los litigantes; pero nosotros lo hacemos en este lu- 
gar, porque deseamos ajustamos cuanto sea posible al méto- 
do seguido en la Ley orgánica del Poder judicial. 

CAPITULO I. 
Historia, deberes y derechos de los abogados. 

Llámase abogado, el profesor de jurisprudencia que con 
titulo de licenciado en derecho, se dedica á defender en jui- 



<1) Véanse las págs. 35 y 96. 

(2) Arts. 835, 836 y 837, Ley orgánica del Poder judicial. 
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ció pop escrito ó de palabra, los intereses y causas de los liti- 
gantes (1). * " ' 

. La palabra abogado viene de la frase latina advocalus t 
que significa llamado; porque entre los romanos, en los ne- 
gocios difíciles llamaba cada cual á su socorro á los que ha- 
cían un estudio particular del derecbo. También eran desig- 
nados con ios nombres de patronos, oradores y voceros, como 
loe llaman las Partidas. 

El origen de la abogacía es tan antiguo como el mundo» 
porque como en todas las épocas ha sido la ignorancia el pa- 
trimonio de la mayor parte de los hombres y la injusticia ha 
procurado ejercer su tiranía, se ha debido recurrir á perso- 
nas que, revestidas de conocimientos y con celo por sus clien- 
tes, defiendan los derechos de los mismos. La organización 
de Ja abogacía no es de fecha tan remota, como veremos 
después. 

Entre los hebreos no existían los abogados, porque en el 
Sanhedrim. después de oir las pretensiones del actor y el de- 
mandado, se hacia entrar á los testigos, uno después de otro, 
y previo el juramento de decir verdad, se les examinaba so- 
bre la cuestión controvertida. 

Entre los griegos adquirió gran importancia la oratoria 
con aplicación á los juicios. Allí fué donde se conquistó este 
noble ejercicio una existencia aparte é independiente, lle- 
gando á ser una profesión verdadera, pudiendo decirse que 
Atenas fué la primera escuela del Foro y Perícles se nos pre- 
senta como el primero que hizo pasar la elocuencia al ejerci- 
cio de la profesión. El hecho de hacerse asistir por oradores* 
ejercitados, se introdujo ya ante el Areópago, ya ante ios de- 



(1) Escriche.— Diccionario de Legislación. 
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más tribunales (l). SoIoq reglamentó la abogacía, dándole 
grande importancia hasta considerarla de carácter religioso. 

En los primeros tiempos de Roma, la defensa de las par- 
tes no era entonces atributo de una profesión especial, pues 
el patronato era un institución política que se confundía con 
la organización judicial de los romanos. 

Por esta época las mujeres desempeñaban el oficio de abo- 
gado con lucimiento y aplauso; pero Calfurnia, mujer de- 
masiado viva, dio lugar, con el furor de sus declamaciones, 
á que se las alejase del Foro y no se las permitiese abogar 
sino por sí mismas. m 

Aumentado el poder de la República, se admitieron los 
plebeyos al ejercicio de la abogacía, y nació el Foro con sus 
derechos y deberes. Los oradores, en Roma como en Grecia, 
defendian los intereses de los particulares, y el brillo de.sus 
discursos les facilitaba el camino para los primeros puestos 
de la Nación. Los Emperadores procuraron disminuir la im- 
portancia de los abogados; pero lo que más perjudicó á éstos 
fué la introducción de los prudentes, dedicados á la interpre- 
tación de las leyes; y sin embargo de las vicisitudes por que 
pasó tan digna profesión, siempre se les consideró mucho y 
algunas leye3 mandaban elegir los Pontífices entre los indivi- 
duos dedicados á la abogacía. 

Ya hemos dicho que según el Fuero Juzgo, el Principe y 
los Obispos necesitaban ser representados por otros, para que 
no desfallezca la verdad por miedo del poderío. El Código 
visigodo establecía los defensores, mandando que el poderoso 
, .que litigaba con pobre tenia que nombrar defensor que no 
excediera de, la fortuna del contrario, y el pobre que litigaba 
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con rico podia nombrar por defensor á persona tan poderosa 
como aquel (1). 

El Fuero viejo de Castilla permite á los litigantes elegir 
abogados, cuyos nombramientos debían hacerse ante el al- 
calde. El Fuero Real (2) organiza la abogacía, haciendo nece- 
saria la intervención de los voceros, á los cuales señala sus 
deberes, disponiendo que no exigieran por su trabajo mas 
que la vicésima parte del capital objeto de la demanda. Las 
Partidas (3) elevan ai ejercicio de la abogacía hasta conside- 
rarte oficio público, y además de consignar los deberes y de- 
rechos de los mismos, se les prohibia llevar más de cien ma- 
ravedí >es por su trabajo; y se amenazaba con la pérdida del 
oficio al que celebrara el pacto de cuota-litis. Don Alfonso el 
Sabio prohibe á las mujeres abogar por otri, porque no es 
-decoroso tomen oficio de varón, y porque cuando pierden la 
vergüenza, es fuerte cosa de oirías el de contender con ellas (4). 

Los Códigos posteriores á las Partidas nada nuevo dicen 
sobre los^bogados. Por varias leyes y decretos del presente 
siglo se ha procurado señalar las atribuciones de los anti- 
guos voceros, fijando los estudios y títulos que debían ador- 
' narlos, hasta que la Ley orgánica del Poder judicial ha dicho 
la última palabra (5). 

Los que fueren parte en. juicios civiles ó criminales tie-' 
nen que ser dirigidos por letrados, habilitados para el ejerci- 
cio de la profesión en los tribunales en que actúen, y no se 
proveerá solicitud que no lleve la firma del abogado. No es 



(1) Ley 9.*, tít. III del libro 2.°, Fuero Juzgo. 

£) Tít. IX, libro 1.° 

(3) Tít. VI, Partida 3.* 

*<4) Ley 3.*, tít. VI, Partida 3. a 

<5) Tít. XXI de la Ley orgánica. 
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necesaria la intervención de letrados: l.°Bn los actos dé 
jurisdicción voluntaria. 2.° En los de conciliación* 3.° Ea los 
juicios verbales: 4. 9 En los pleitos de menor cuantía. 5.° En 
Jos juicios de desahucio de que conozcan ios jueces munici- 
pales. Y 6.° En los juicios de faltas. Pero sin etíibargo de que 
no son indispensables, los litigantes pueden valerse de ellos 
en cualquiera de Jos seis casos; y si fuere condenado en costas 
el que no se valió de abogado, no se computarán los honora- 
rios de éste. 

En los pueblos en que hay Audiencia, debe haber un co- 
legio de abogados, cuyo principal objeto es la equitativa dis- 
tribución de las cargas, la fraternidad y disciplina de los co- 
legiados. Pueden establecerse colegios de abogados en las 
capitales de provincia donde no hubiere Audiencia y en la» 
poblaciones donde hubiere veinte ^bogados en ejercicio (1). 
El número de los que componen estos colegios es ilimitado* 
debiendo ser admitidos todos los que lo pretendan, con tai 
que acrediten que tienen aptitud legal para ejerctr la pro- 
fesión. > 

Nadie puede ejercer simultáneamente las profesiones de 
abogado y procurador; y el que estando en ejercicio de una 
de ellas optare por el de la otra, cesará en la que tenia y será 
dado de baja en la lista del respectivo colegio. Los abogados 
están en la obligación de defender gratuitamente á los pobres* 
y los nombramientos se hacen por el decano del colegia 
guardando turno riguroso, debiendo ser preferidos los que 
voluntariamente se presten á ello. Antes de ejercer la profe- 
sión, deben los abogados prestar juramento de ser fieles al 



ñ\ Art. 858, 859, 860, Ley orgánica del Poder judicial. 
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Rey, guardar la Constitución y cumplir bien y lealmente las 
obligaciones de su cargo ( 1 ) . 

Para ejercer la abogacía se requiere: 1.° Haber cumplido 
. 2l.años. 2.° Ser licenciado en Derecho civil. 3.° No estar pro- 
cesado criminalmente. 4.° No* haber sido condenado á penas 
aflictivas. Y S.° Pagar la contribución de subsidia indus- 
trial. No pueden ejercer la abogacía los que desempeñen car- 
gos judiciales ó del Ministerio fiscal, (exceptuándose los jue- 
ces y fiscales municipales), los que están empleados en el Mi- 
nisterio de Gracia y Justicia, ó en la Sección de Estado y Gra- 
da y Justicia del Consejo de Estado. 

Los abogados que no estén inscritos ni paguen contribu- 
ción pueden, sin embargo, defender de palabra ó por escrito 
sus negocios civiles, sus causas criminales y las de sus pa- 
rientes dentro* del cuarto grado. 

Los honorarios de los letrados no están sujetos á arancel; 
fas partes podrán impugnarlos por excesivos, en cuyo caso 
el tribunal ó juzgado, después de oir al letrado contra quien 
se dirija la queja, pasará los antecedentes al colegio de abo- 
gados y se reformarán, si se estima oportuno, sin ulterior 
recurso. 

CAPITULO II. 

Historia, deberes y derechos de los procura- 
! dores. 

Se llama procurador: ía persona que con poder bastante 
representa los derechos de otro en juicio. Aquel que «recabda . 
¡ d tace algunos pleitos ó cosas ajenas por mandado del due- 

i — 

(l) Art. 870, Ley orgánica del Poder judicial. 
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no de ellas» (1). Antiguamente se llamaban personeros, por- 
que se presentan en juicio en nombre de otro. 

Los griegos no conocieron los procuradores, ni tampoco 
los romanos en los primeros tiempos, porque en el sistema 
de acciones de ley, nadie podia representar á otro. Sin em- 
bargo, el pueblo, las ciudades y personas morales tenia» 
que ser representadas por agentes ó síndicos. Sustituido el 
sistema de acciones de ley por el de las fórmulas, fué posible 
la representación. Los procuradores tenian todos los- deberes 
y derechos del mandatario, pero no intervenian en los actos 
de jurisdicción voluntaria, ni en las causas criminales. En 
Roma nadie estaba obligado á valerse de procurador; era un 
favor que las partes podian admitir ó rechazar, según sus 
intereses. 

Los visigodos tenian casi la misma legislación Romana; 
sólo el Príncipe y los Obispos estaban obligados á hacerse 
representar, pues los particulares tenian derecho de compa- 
recer en juicio á sostener sus pretensiones. Cuando habia 
procurador, estaba obligado á presentar el poder de su 
diente por escrito, pactando de antemano lo que ganaría por 
su trabajo. 

El Fuero Real, y principalmente las Partidas, se ocupan 
de organizar este oücio, estableciendo las condiciones .que 
deben tener los procuradores, sus deberes, derechos, modo 
de concederles la representación y de concluir ésta. 

La Novísima Recopilación hace indispensable el nombra- 
miento de procurador para comparecer en los tribunales su- 
periores, mas no en los inferiores, donde las partes podian 
hablar y hasta se les entregaban los autos cuando daban • 



(1) Ley 1. a , ti tV M Partida 3.» 
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suficientes garantías (1). La ley de Enjuiciamiento mercantil 
en su art. 35, manda que el que no tenga domicilio en el 
lugar del juicio, nombre procurador que io represente, sin 
lo cual no se le prestará audiencia. En el art. 40 se sujeta á 
las partes, cuando litigan en tribunales superiores, á enta- 
blar sus recursos y dirigir sus defensas valiéndose de aboga- 
do y procurador de número. Aun cuando no se obligaba ge- 
neralmente á nombrar procurador, eran tantas sus ventajas 
por la práctica y conocimiento de los negocios judiciales, 
que la Ley de Enjuiciamiento civil dispone que la compare- 
cencia en juicio será siempre por medio de procurador, con 
poder declarado bastante por un letrado (2). En los nego- 
cios contencioso-administrativos representan los abogados á 
las partes, sin que puedan valerse de procuradores. 

La Ley orgánica del Poder judicial no altera lo estableci- 
do en la de Enjuiciamiento. No es necesaria la intervención 
de procurador en los mismos casos que tampoco se requiere 
abogado (3). Los escritos que tengan por objeto personarse 
al juicio, acusar rebeldías, pedir términos, apremios y cua- 
lesquiera otras diligencias de mera tramitación, necesitan 
sólo la firma del procurador, á no ser que se refieran espe- 
cialmente á los letrados (4). Debe baber colegios de procura- 
dores en los mismos puntos que los haya de abogados, y 
como éstos, están obligados á defender gratuitamente á los 
pobres. Antes de empezar á ejercer su profesión deben jurar 
los procuradores ser fieles al Rey, guardar la Constitución y 



(1) Ley 1. a , tít. 31, lib. V, Nov. Rec, y Ley 1. a , tít. 3, lib. II. Novísi- 
' na Recopilación. 

(2) Art. 13. 

(3) Véase la página 91. 

(4) Art. 857, Ley orgánica del Poder judicial. 
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cumplir los deberes que las leyes y las disposiciones regla- 
mentarias les impongan. 

Para ser procurador se requiere: 1.° Haber cumplida %l 
años. 2.° No estar procesado criminalmente. 3.° No haBer 
sido condenado á penas aflictivas. 4.° Acreditar pericia en el 
orden y tramitación de los juicios y en las obligaciones que 
las leyes imponen á au profesión. 5.° Constituir como garas- 
lía un depósito en metálico ó papel del Estado, de cinco mil 
duros en Madrid, y menos en los demás puntos. Estas fiaa- 
^as responderán de las maltas que se les impusieren y de 
las cantidades que entreguen los clientes para gastos* Guan- 
do un procurador cesare en su cargo, cualquiera que sea la 
causa, se anunciará en el Boletín oficial de la provincia y e» 
los periódicos oficiales, para que en el término de seis meses 
puedan hacerse las reclamaciones que contra él hubiere, y 
pasado dicho término se devolverá el depósito (i). . 

Los procuradores que pretendan ejercer su profesión en 
las poblaciones donde haya Audiencia, además de todo lo di- 
cho, deberán tener el título de bachilleres en artes (2). 

Es obligación de los procuradores: 1.° Presentar oportu- 
namente el poder que tengan para ¡comparecer en juicio, ó 
devolverlo, si no lo aceptaren,-tan pronto como sea posible» 
para que no sufra perjuicio el poderdante. 2.° Seguir el juicio 
mientras no hayan cesado en su cargo. 3.° Trasmitir al abo- 
gado todos los documentos é instrucciones que se les remitas*, 
haciendo cuanto conduzca á la defensa de su poderdante, 
bajo la responsabilidad que las leyes imponen al mandata- 
rio. 4,° Pagar los gastos que se causaren á su instancia. 



(1) Art. 884, Ley orgánica del Poder judicial. 

(2) R. Decreto de 16 Noviembre 1871, y K. 0, 30 Marzo;lg77. 
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5.° Oír y firmarlos emplazamientos, citaciones y notificacio- 
nes de cualquiera clase, inclusas las de sentencias, teniendo 
estas actuaciones la misma fuerza que si interviniere en ellas 
directamente el poderdante. 6.° Llevar un libro de conoci- 
mientos de negocios pendientes y otro de cuentas con los li- 
tigantes, con los abogados y con los auxiliares y subalter- 
nos que devenguen honorarios ó derechos. Y 7.° Dar á sus 
clientes cuentas documentadas de los gastos judiciales é in- 
versión de las cantidades recibidas (1). 

La aceptación del poder se tiene por hecha en el acto de 
presentarlo el procurador. Cesa su representación: l.°Por 
revocación del poder, tan luego como conste en autos, ya sea 
expresa, ya tácitamente, por el nombramiento posterior de* 
otro procurador para el mismo negocio. 2.° Por el desisti- 
miento voluntario del procurador, haciéndolo saber al po- 
derdante judicialmente ó por acta notarial. 3.° Por separar- 
se el poderdante de la acción ó de la oposición que hubiere 
formulado. 4.° Por haher trasmitido el mandante á otro sus 
derechos sobre la cosa litigiosa. 5.° Por haber terminado la 
personalidad del poderdante. 6.° Por la terminación del acto, 
del pleito ó de la causa para que se dio el poder. Y 7.° Por 
muerte del poderdante ó del procurador. En el primer caso, 
desde que se pueda suponer, atendida la distancia y medios 
de comunicación, que se ha sabido la muerte del poder- 
dante (2). 



(1) Art. 885, Ley orgánica del Pode r j udicial . 
<2) Art. 887, 10. id. id. 
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TITULO Y. 

' BE LOS AUXILIARES Y SUBALTERNOS DE LO£ JUZGADOS- 
Y TRIBUNALES. 

Bajo la denominación de auxiliares de los juzgados ^tri- 
bunales, comprende la Ley orgánica: los secretarios judicia- 
les, los archiveros judiciales y los oficiales de Sala. Los su- 
balternos son: los porteros, alguaciles, mozos de estrado y 
mozos de oficio. Los secretarios judiciales desempeñarán en 
su dia las funciones que hoy están repartidas entre los rela- 
tores y escribanos de cámara y de actuaciones. 

. . CAPITULO I. 

* De los secretarios judiciales. 

Para ser secretario judicial, cualquiera que sea su deno- 
minación ó clase, se requiere: 1.° Ser español, mayor de 
edad y eslar dentro de las condiciones que para cada clase 
. de cargos exige la Ley. 2.° No estar incapacitado, física inte- 
lectual ó legalmente. 3.° No tener, cargo ó empleo de los 
que son incompatibles con las funciones judiciales. Y 4.°. Ser 
de buena conducta moral (1). Los secretarios judiciales, an- 
tes de tomar posesión, prestarán juramento de gjtardar la 
Constitución del Estado, ser .fieles al Rey, y de cumplir con 
diligencia las leyes que se refieren al ejercicio de su cargo. 
Es obligación de los secretarios judiciales: 1.° Auxiliar * 
- los jueces, á las Salas y á los tribunales, según sus respecti- 
vos cargos, en todo lo que se refiere al ejercicio de la juris- 



Cl ) Art . 474, Ley orgánica del Poder judicial. 
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dicción voluntaria ó, contenciosa. 2.° Guardar secreto en to- . 
dos los casos que lo exigieren. 3.° Anotar en los autos los 
dias y las lloras, en los casos en que los términos sean fata- 
les, cuando se les presenten los escritos. 4.° Dar cuenta de to- 
das las pretensiones que se les presenten en los negocios en 
que actúen. 5.° Extender fielmente y autorizar éon su firma 
las actuaciones, providencias, autos y sentencias que pasen 
ante ellos. 6. a Custodiar y conservar asiduamente los proce- v 
sos y los documentos que estuvieren á su cargo. 7.° No dar 
copias certificadas ó testimonios sino en virtud de providen- 
cia del juzgado ó tribunal. Y 8. a Ser imparciales con todos 
los que tengan negocios pendientes en sus secretarías (1). 

Los secretarios de los tribunales de partido y los de Salas 
de justicia de las Audiencias y del Supremo, además de las 
obligaciones prescritas en el párrafo anterior, cumplirán las 
siguientes: 1.° Dar cuenta de palabra, cuando se t/ate de 
providencias de tramitación que no necesiten antecedentes 
complicados para resolver, y lo harán por escrito cuando la 
.importancia delekso lo exija. 2.° Formar los apuntamientos 
pararlas vistas de los pleitos y causas, manifestando si los 
autos se hallan en estado de poderse fallar ó si hay algún de- 
fecto grave que deba subsanarse; 'por poder ser su omisión 
dfosa de nulidad. 3.° Poner al margen de las providencias 
los apellidos de los jueces y magistrados que hubieren asis- 
tido, y al de los autos y sentencias, los nombres y apellidos 
de los mismos. 4.° Extender *en las diligencias de las vistas 
log dias de su duración, las horas empleadas en cada dia y 
los nombres y apellidos de los defensores que hubieren asis- 
tido á ellas. 5,° Cuidar de que no quede ninguna providencia 



(1) Art. 481, Ley orgánica á*¡\ Poder judicial. 
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sin rubricar por el Presidente de la Sala, ni ningún auto 6 
sentencia por los que asistan á ella. 6.° Extender y refren- 
dar las reales provisiones, cartas ó despachos cuando las ha- 
ya firmado el presidente del tribunal y los magistrados que 
deban ejecutarlo. 7.° Regular las costas según arancel, en* 
los casos de que hubiera sido alguno condenado á satisfacer- 
las, incluyendo las notas de loa letrados . Y 8.° Cumplir las 
demás obligaciones que les impongan las leyes y reglamen- 
tos (1). 

Secretarios municipales. En cada juzgado municipal hay 
un secretario que autoriza todos sus actos, y un suplente 
para los casos de yacante, ausencia, enfermedad ó recusa- 
ción. Son preferidos para desempeñar estos cargos los qué 
tengan algunos conocimientos jurídicos. Los secretarios 
y suplentes de secretarios de los juzgados municipales, son 
nombrados por los presidentes de los tribunales de partido, 
á propuesta, eu terna, hecha por los jueces municipales.; Su 
dotación consiste en lps derechos que le están señalados en 
ios aranceles judiciales. El cargo de secretaño municipal es 
compatible con todo empleo y cargo público en las pobla- 
ciones que no lleguen á 500 vecinos. • . 

Secretarios de los juzgados de instrucción y de tribunales de 
partido. Los juzgados de instrucción y los tribunales de paT-* 
tido tendrán el número de secretarios que para cada nho de 
ellos fije el Gobierno oyendo á ios respectivos jueces. El 
nombramiento de estos secretarios corresponde ai Gobierno. 
Para ser nombrado'secretário de juzgado de instrucción ó de . 
tribunal de partido, además de las condiciones generales, se 
exigirá: 1.° Ser licenciado en derecho, en Universidad cos- 



(1) Art. 482, Ley orgánica del Poder judicial. 
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teadapor el Bfetado. 2.° Ser perito en taquigrafía. Y 3.° Ha- 
ber obtenido la plaza por oposición. No percibirán los secre- 
tarios de los juzgados de instrucción y de partido otra retri- 
bución que la que Jes corresponda con arreglo á los arance- 
les judiciales. 

Secretarios de las Audiencias y del Supremo. En cada Au- 
sencia y en el Supremo hay un secretario de gobierno que 
loes del Tribunal pleno, de la Sala de gobierno y de la Presi- 
dencia. Además de las obligaciones de los demás secreta- 
rios, corresponde á los de gobierno: 1.° Conservar el sello 
del tribunal. 2.° Sellar y registrar las Reales provisiones, 
cartas y despachos que mandare librar el Tribunal jyara las 
partes interesadas ó de oficio. 3.° Llevar un registro exacto 
en que estén copiados literalmente los documentos expresa- 
dos en el número anterior, y no dar copia de ninguno de 
ellos, sin orden escrita del tribunal. 4.° Estar al frente del 
archivo ea los tribunales en que no hubiere archivero espe- 
.cial. Y 5.° Estar al frente de la biblioteca en los tribunales eh 
que no hubiere archivero. En el Tribunal Supremo estará 
también á cargo de la secretaría, la dirección de la Colección 
legislativa. 

Cada Sala de justicia tendrá el número de secretarios que 
^Gobierno señale, después de oir á la Sala de gobierno del 
. Bosnio Tribunal. Las secretarías de las Audiencias se pro- 
veerán siempre por oposición; las del Tribunal Supremo se 
T>Püv&e»án alternativamente por concurso y oposición. Los 
secretarios de las Audiencias y del Tribunal Supremo sólo 
percibirán un sueldo fijo, y tienen asignada una cantidad, 
para pagar, los auxiliares y escribientes que necesiten (1). 



; tf) Arte. 521, 527, 533 y 534, Le$ orgánica del Poder judicial. 
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CAPITULO H. 
De Los archiveros judiciales. 

En el Tribunal Supremo y en las Audiencias en que el 
Gobierno lo estimare necesario ó conveniente, atendida la 
importancia y extensión t de sus archivos, habrá un archive- 
ro con los dependientes necesarios para la custodia, conser- 
vación y arreglo de los documentos* Para ser Archivero se 
necesitará reunir las condiciones que las disposiciones gene- 
rales de la Administración señalen para esta clase de desti- 
nos, y tener además la circunstancia de ser abogado. Los ar- 
chiveros serán propuestos, en terna, por la Sala de gobierno 
del tribunal respectivo, y nombrados por el Ministro de 
Gracia y Justicia. 

Los archiveros de los tribunales tendrán fé publica en los 
certificados que expidan, relativos á antecedentes que obsen 
* en sus oficinas, y no podrán 1 expedirlos sino en virtud de pro- 
videncia judicial, ó por orden del Presidente del tribunal. En 
los tribunales en que hubiere bibliotecas, estarán al cuidado 
de los archiveros. Estos funcionarios tendrán dotación fija, y 
los derechos de las certificaciones que expidan se cobrarán 
en papel é ingresarán en el Tesoro (1) , m 

CAPITULO III. 

De los oficíales de Sala. 

En los tribunales de partido en que el Gobierno lo consi- 
dere conveniente, en todas las Audiencias y en el Tribunal 



(1) Arts. 538 al 541, Ley orgánica del Poder judicial. ^ ' 
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Supremo, habrá oficiales de Sala. Estos auxiliares están obli- 
gados á hacer los emplazamientos, citaciones, recogidas de 
■autos y demás diligencias que deban pr^pticarse fuera de la 
presencia judicial; cumplir las órdenes que reciban, relativas 
al servicio tjfe desempeñan, y asistir á ios estrados, haciendo 
'^pe los concurrentes guarden la debida compostura $). 

Para ser oficial de Sala se requiere: 1.° Ser español, ma- 
yor <Ie edad, no estar incapacitado física, intelectual ó legal - 
, «tente, y tener buena conducta . 2.° Tener conocimiento de 
las prácticas judiciales relativas al oficio que ha de desempe-^ 
ñar: Los oficiales de Sala de las Audiencias y del Supremo, 
serán de nombramiento Real; los de los tribunales de parti- 
do serán nombrados por ios presidentes de las Audiencias. 
El Gobierno, oídas las Salas de Gobierno, señalará el número 
<Ieo6ciales que debe haber en cada tribunal (2). 

Nombrados los oficiales de Sala, acreditarán, antes de en- 
erar en sus cargos, que reúnen los conocimientos necesarios, 
y acreditada su idoneidad, prestarán juramento de guardar 
la Constitución y las leyes, y cumplir bien sus obligaciones. 

Los oficiales de Sala de las Audiencias y del Supremo es- 
tarán dotados con un sueldo fijo, incluido en los presupues- 
tos, y los derechos que les señalen los aranceles se cobrarán 
^n papel é ingresarán en el Tesoro. Los oficiales de Sala en 
los. tribunales de partido no tendrán dotación fija, percibien- 
do solamente los derechos de arancel (3). 



(1) Art. 543, Ley orgánica del Poder judicial. 

(2) Arls. 544, 545 y 546, Id. id. 
<3) Arte. 548 al 555, Id. id. 
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' CAPITÜ^ IV. 
De los subalternos de los juzgados y tribunales. 

Bajo la denominación de subalternos de tP juzgados y 
tribunales, se comprenden los porteros, alguaciles, mozos de 
estrados y mozos de oficio. - 

En cada juzgado municipal debe haber, por lo menos, un 
subalterno con el nombre de alguacil, que desempeñará las 
obligaciones impuestas á los mismos. £1 Gobierno señalará 
el número y la clase de subalternos que hayanse tener lo* 
juzgados de instrucción, los tribunales de partido, las Audien- 
cias y el Supremo. En este no hay alguaciles; cuando los ne- 
cesite, los pedirá álá Audiencia de Madrid 

Para ser subalterno de juzgado ó tribunal se requiere: 
ser español, mayor de edad, saber leer y escribir, ser de 
buena conducta y no haber sufrido penas correccionales ni 
aflictivas. Una tercera parte de los subalternos de cada clase» 
se proveerá en licenciados del ejército ó <ie la armada que 
tengan buena conducta. Los jueces de instrucción y los pre- 
sidentes de los tribunales harán el nombramiento de los res- 
pectivos subalternos, y si fuere nombrado^lguno que no re- 
uniese las condiciones exigidas, quedará sin efecto el nom- 
bramiento (t). 

Los porteros y alguaciles cumplirán todas las obligaciones 
que les impongan las leyes y reglamentos;- obedecerán las 
órdenes que reciban de sus jefes; auxiliarán á los secretarios 
de gobierno y de justicia, y á los oficiales de Sala, en la prác- 
tica de las diligencias judiciales y en los cargos que para 



(1) Arts. 570 y ¿71 , Ley orgánica del Poder judicial. 
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cumplir los acuerdos délos tribunales les correspondan, y na 
jpodrán excusarse de obedecerlos, 6in perjuicio de acudir en 
queja á los superiores gerárquicos respectivos por los agra- 
vios que reciban (1). 

Los subalternos de los juzgados municipales no tienen 
otra retribución que la señalada en los aranceles. El Gobier- 
no fijará la cantidad que sea necesaria para dotar á los su- 
balternos de tos juzgados de instrucción y de los tribunales,, 
cuando no bastare la que les estuviere señalada como de- 
rechos en los aranceles judiciales (2). 



(1) Art. 574, Ley orgánica del Poder judicial. 

(2) 'Arts. 569 y 560. Id. id. 
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LIBRO TERCERO 



DISPOSICIONES COMUNES A TODOS LOS JUICIOS. 

Dedicamos este*libro á tratar de las reglas comunes á 
todos los procedimientos chiles y criminales, y especial- 
mente nos ocuparemos de las actuaciones en general, re- 
soluciones de los tribunales, competencias, recusaciones y 
defensa por pobre, dejando los artículos ó incidentes para 
sus lugares respectivos. 

TITULO I. 

.DE LAS ACTUACIONES JUDICIALES Y MODO DE COMU- 
NICAflSE ENTRE SÍ LOS TRIBUNALES. 

Las actuaciones judiciales, para que tengan validez, nece- 
sitan practicarse en los términos que previenen las leyes, 
pue3 evitar el atíuso y la arbitrariedad es el objeto principH 
de los procedimientos; que lo mismo ligan á los jueces que 
á los litigantes y procesados, sin que nadie pueda infringir 
impunemente los principios y reglas establecidas para el 
bien común, y ya veremos más adelante los recursos conce- 
didos á los particulares contra las disposiciones ilegales de 
los jueces, así como los medios que tienen éstos para obligar 
á aquellos á que cumplan con lo que está prevenido. 



^ 
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Las actuaciones judiciales deben practicarse en ios dias 
y horas hábiles, bajo pena dé nulidad, entendiéndose que 
son hábiles todos los dias del año, menos ios domingos, 
fiestas enteras religiosas ó civiles y en losqueasté maridado 
ó se mandare que vaquen los tribunales. Se entienden fcioras 
hábiles las que median desde la salida hasta la puesta del 
sol, si bien tienen los jueces la facultad de habilitar los días 
y horas inhábiles cuando a9i lo exigiere algún asunto ur- 
gente, pero este requisito no hace falta para 1» actuaciones 
del sumario de las causas criminales,* para cuyas diligencias 
son hábiles todos los dias y todas las horas (1). : 

Las actuaciones judiciales en lo civil <}oben escribirse 
en el papel sellado que corresponda (2), exceptp cuando se 
trate de un litigante declarado pobre, pues éstos tienen la 
ventaja de usar papel de oficio. Se usará también papel de 
oficio en los juicios sobre faltas y causas criminales, sin per- 
juicio del correspondiente reintegro, si hubiere condenación 
de costas (3). 

Las sentencias y los autos se dictarán ante, escribano y 
se firmarán por el juez con firma entera, y % con media firma 
las providencias. En el Tribunal Supremo y en las Audien- 



(1) Arte. 880, 890 y 891 , Ley orgánica del Poder judicial. 
• (2) Hasta 600 reales, papel de 2 reales; de 601 Hasta 1Q.000, 4 rs.; de 
10.001 hasta 50.000, de 6 rs.; de 50.001 hasta 100000, de 8 rs.; de 1OO.001 
en adelante, de 10 rs. 

Se usará papel de 6 rs. en todos los pletyos que no se pueda deter- 
minar cuantía, en los actos de jurisdicción voluntaria y los asuntos 
contencioso-admirfistrativos. R. Decreto 12 Setiembre 1861. 

Todo papel sellado tiene como impuesto de guerra el cincuenta por 
ciento de recargo sobre los tipos indicados. 

(3) El reintegro se hará á razón de 6 rs. por cada pliego de papel 
de oficio que se haya usado en la causa, siendo preferente dicho rein- 
tegro á todo otro crédito por costas. Art. 32, Real Decreto 12 Setiem- 
bre 1861. 
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cías, toáoslos magistrados pondrán firma entera en los autos 
y sentencias: las providencias las rubricará el Presidente de 
Ja Sala.Las notificaciones se firmarán por el escribano y por 
^persona á quien se hicieren; y si ésta no supiere ó no pu- 
xHete firmar, lo hará á su ruego un testigo. Si no quisiere 
-fiMar 6 presentar testigo, firmarán dos testigos requeridos 
M efecto por el escribano. Si á la primera diligencia que se 
practique en busca no fuere habida la persona á quien se va 
4 notificar, se hará la notificación por cédula, expresando á 
<fuién se le entrega, para lo cual se hará constar en la mis- 
ma papeleta. L3s notificaciones que se hicieren en otra for- 
ma son nulas, é incurrirá el escribano que las autorice en 
una multa y pago de dahos y perjuicios. Sin embargo, si la 
persona notificadas^ hubiere manifestado enjuicio sabedora 
de la providencia, la notificación surtirá desde entonces sus 
efecto», pero no por esto quedará relevado el escribano de la 
'responsabilidad ^tahlecida (1). 

Los jueces y tribunales se auxilian mutuamente para la 
práctica de todas las diligencias que ocurran en los negocios 
aviles y criminales, valiéndose de los suplicatorios, exhor- 
tos y mandamientos. Se empleará el suplicatorio cuando se 
dirija la comunicación á un juez ó tribunal de categoría su- 
perior ala del que la firma;, el exhorto cuando se dirija á 
un igual; y el mandamiento cuando se dirija á un subor- 
dinado; y si el inferior no estuviere sometido á su autoridad, 
se dirijirá el ¿nanflamiwito por conducto del superior de 
aquel. 

Cuando el suplicatorio, exhorto ó mandamiento se expi- 
dieren de oficio, reenviarán directamente para su cumpli- 



(1) Arts. 20*1 24, Ley Enjuiciamiento civil. 
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miento por el juefc y tribunal que los hubiere librado^ ha- 
biéndose expedido á instancia de parte, sé entregarán á és- 
ta con el mismo objeto. Los exhprtos, suplicatorios y man- 
damientos se deben cumplir con preferencia á toda otra 
ocupación, y una vez cumplimentados, devolverlos por el 
conducto recibido. Si se retrasase un suplicatorio, se recor- 
dará; si fuese un exhorto, erfvez de recuerdo se dirijira su- 
plicatorio $1 superior inmediato del exhortado; si se tratare 
de un mandamiento, se expedirá otro con prevención de 
castigar al inferior moroso. 

Los jueces y tribunales se dirijirán en forma de exposi- 
ción, por conducto del Ministro de Gracia y Justicia, á los 
Cuerpos Colegisladores y á I03 Ministros de la Corona, tanto 
para que auxilien á la Administración de justicia en sus 
propias funciones, como para que obliguen á las autorida- 
des, sus subordinadas, áque suministren los datos oque 
presten ios servicios que se les hubieren pedfto. 

Los exhortos que se dirijan al extranjero se enviarán por 
conducto del Ministerio de Estado, y éste remitirá á Gracia 
y Justicia los que se reciban del Extranjero para cumpli- 
mentar en España, á fin de que por conducto debido lleguen 
al juez español exhortado. 

TITULO II. 

. DE LAS RESOLUCIONES DE LOS TRIBUNALES. . 

Sin perjuicio de ampliar en el lugar oportuno lo relativo 
á las sentencias, diremos en este títulocuáles s#n lasdistintas 
formas con que los tribunales deciden las pretensiones de los 
interesados en los juicios civiles y criminales. 

• * ' *D,g,t¡zedby GoOgle 
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CAPITULO 1. . 

D? los acuerdos, providencias, autos y sentencias. 

Las resoluciones de los tribunales en pleno, cuando no 
estén constituidos en Salas de justicia, y las de las Salas de 
Gobierno,, se llaman acuerdos, y la misma denominación se 
dará á las advertencias ó correcciones disciplinarias que se 
impongan en las sentencias ó en otros actos judiciales, con 
las frases á lo acordado. 

Las resoluciones dp los juzgados y tribunales que ten- 
gan carácter judicial, se denominarán: providencias, autos y 
sentencias (1). 

Providencias, se llaman á los mandatos del juez ó tribunal 
sobre puntos de mera tramitación, y no llevarán más funda- 
mento ni adiciones que la fecha en que se acuerden, la rú- 
brica del. juez ó del presidente de la Sala y la íirma^ del se- 
cretario. 

Los autos se* emplean para resolver incidentes 6 puntos 
que determinen la personalidad combatida de alguna de las 
partes, la competencia del juzgado ó tribunal, la procedencia ó 
improcedencia de la recusación, la adm^ion ó inadmisión de 
las excepciones, ó de la reconvención, la reposición de algu- 
na providencia, la denagacionde la reforma, la prisión ó sol- 
tura, la admisión ó denegación de pruebas, y para, las demás 
resoluciones que según las leyes deban fundarse. La fórmula 
de los autos será fundándolos en resultandos y consideran- 
dos, concretos y limitados, unos y otro3, á la cuestión que 
se decide. -, ' , 



(] ) Art. 668 y siguientes, Ley orgánica del Poder judicial. 
S 
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La sentencia se emplea para decidir «definitivamente la. 
cuestión civil ó criminal en una instancia, ó un recurso ex- 
traordinario, y también recibiese nombre la resolución que, 
recayendo sobre un incidente, ponga término á lo principa^ 
objeto del pleito, haciendo imposible su continuación; y á la 
que declare haber ó no lugar á oir á un litigante ó reo de- 
clarado en rebeldía; formulándose con resultandos y consi- 
derandos, según veremos después. 

Se llama sentencia firme á aquella contra la cual no quepa 
recurso alguno, ya por su naturaleza, ya por haber sido 
consentida por las partes; y ejecutoria %\ documento público 
y solemne en que se consigne una. sentencia firme. 

El juez único, para dictar sentencia, verá por sí los autos; 
é los tribunales colegiados se dará cuenta de ell03 por los res- 
pectivos secretarios, formando apuntamieto en los casos que 
lo ordenen las leyes de Enjuiciamiento, El número de magis- 
trados para fallar pleitos y causas será siempre impar, sin 
que puedan bajar del necesario para celebrar audiencia ni 
exceder del que baste para dictar sentencia'définitiva, según 
las leyes. 

En cada pleito ó causa que penda en las Audiencias ó en 
el Supremo habrá un jaagistrado ponente, turnando en este 
encargo todos los individuos de la Sala, menos el presidente. 
Corresponde á los ponentes: informar á la Sala sobre las adi- 
ciones al apuntamiento que hayan solicitado las partes; exa- 
minar la prueba propuesta, practicando la que se haya 
acordado y proceda según las leyes; proponer los autos y 
las sentencias que hayan de someterse á la discusión del tri- 
bunal y redactarlas definitivamente, conformándose con lo 
acordado; y leer en audiencia pública Ja sentencia. 

Redactado por el ponente el proyecto tle sentencia lo 
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someterá á la deliberación de sus compañeros, siendo nece- 
sario, para la aprobación, que reúna mayoría absoluta de vo- 
tos. Todo el que tome parte en la votación de una sentencia 
v firmará lo acordado,* aunque hubiese disentido de la mayo- 
ría; pero podrá en este caso salvar su voto, extendiéndolo, 
fundándolo é insertándolo con su firma al pié, dentro de las 
veinticuatro horas siguientes, en. el libro de votos reser- 



Los jueces y tribunales no podrán variar las sentencias 
<jue pronuncien después de firmadas, pero sí aclarar algún 
concepto oscuro ó suplir cualquiera omisión que contengan, 
dentro del dia hábil siguiente al de la notificación; pudien- 
# hacerse dichas aclaraciones de oficio, ó á instancia de 
parte ó del ministerio fiscal en su caso (1). 

Contra los acuerdos no hay otros recursos que los indi- 
cados al tratar de la- jurisdicción disciplinaria. Contra las 
providencias y la mayor parte de los autos de los jueces, pro- 
cede pedir su refofma ó reposición ante el mismo juez que los 
hubiere dictado, y si no accediere se apelará para ante el su- 
perior inmediato; pero cuando el auto tenga carácter defini- 
tivo, podrá apelarse sin haber solicitado la reforma. Contra 
las providencias y autos que pronuncien las Audiencias sólo 
existe el recurso de súplica ante la misma Sala; más si el 
auto tiene carácter definitivo, procederá el recurso de casa- 
don. Contra las sentencias definitivas de los jueces procede 
la apelación pite ante el superior inmediato; contra las que 
pronuncien las audiencias, el recurso de casación; y contra 
las del Supremo no existe ningún recurso. 



fl) &rt. 695, Ley orgánica del Poder judicial. 
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CAPITULO II. 
De las discordias* 

Cuando en la votación de una sentencia definitiva, auto 
ó providencia que recayere en acto, pleito ó causa criminal 
do resultare mayoría de votos sobre cualquiera de los pro- 
nunciamientos de hecho ó de derecho que deban hacerse ó 
sobre la decisión que haya de dictarse, volverán á discutirse 
y votarse los puntos en que hayan disentido los votantes. 
Cuando en los negocios civiles tampoco resultare del segun- 
do escrutinio mayoría, se dictará ¡providencia declarando la 
discordia y mandando celebrar nueva vista con más magia* 
trados (1). 

La nueva vista se celebrará con los magistrados que hu- 
biesen asistido á la primera, aumentándose dos más cuándo 
los discordantes fueren tres, y cuatro más si fueren cinco 6 
más los discordantes. Asistirán á dirimir las discordias: ,i f * El 
Presidente del tribunal. 2.° Los magistrados de la Sala res- 
pectiva que no hayan visto el pleito. Y 3.° Lps magistrados 
más antiguos del tribunal, con exclusión de los presidentes 
de Sala. S*' 

Señalada la nueva vista, se hará -saber á las partes el 
nombre de los magistrados que hayan de dirimir la discor- 
dia, para que puedan utilizar la recusación si fuere proce- 
dente. Cuando en la votación de una sentencia por la Sala de 
discordia no se reuniere tampoco mayoría absoluta de vo- 
tos sobre los puntos discordados, se procederá á nuevo es- 
crutinio, pobiendo solamente á votación los dos pareceres 



(I) Art. 696, Ley orgánica del Poder judicial. 
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que hayan obtenido mayor ^número de votos en la preceden- 
te. Todo lo dicho es aplicable á las discordias que resulten 
en el Tribunal Supremo ál fallar en asuntos civiles ó compe- 
tencias (1). * 

- En las causas criminales, cuando en la segunda votación 
insistieren los discordantes en sus respectivos pareceres, se 
someterán á nueva deliberación los dos votos más favorables 
al procesado, excluyendo los demás, y entre aquellos opta- 
ran precisamente todos los votantes de modo que resulte 
aprobado cualquiera de ambos, á inenos que convenga la 
mayoría en otro distinto, poniendo en este caso en el lugar 
oportuno de la sentencia las siguientes palabras: Visto el re- 
sultado de la votación, la ley condena. 

"En las sentencias que pronunciare el Tribunal Supremo 
ea Ids recursos de casación, en los de revisión ó en causas 
criminales, no habrá discordia, quedando al efecto desecha- 
dos los resultandos y considerandos que no reúnan mayoría 
absoluta de votos. 

TITULO III. 

DE LAS COMPETENCIAS. 

La palabra competencia tiene dos acepciones. en lo ju- 
dicial: 1. a Facultad exclusiva, ó derecho para conocer de 
determinados asuntos. 2 * Conflicto ó choque de atribucio- 
nes que resulta uñando dos ó más tribunales ó autoridades 
se empeñan en intervenir en un negocio dado. De los dos 
aspectos nos vamos á ocupar en este título, tratando de 



U) Arts. "ÑA y "705, Ley orgápica del Poder judicial. 
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las cuestiones de competencias ó modo de resolver los indi- 
cados coaflictos. 

CAPITULO l. - 

Disposiciones comunes & los negocios civiles 
y criminales. 

Para que los jueces y tribunales tengan competencia, se 
requiere: 1 • Que el conocimiento del pleito, de la causa ó de 
los actos en que intervengan, estén atribuidos á la autoridad 
que ejerzan con arreglo á ley. 2.° Que dicho conocimiento 
les corresponda con preferencia á los demás jueces ó tribu- 
nales de su mismo grado (1 ) . 

La jurisdicción civil podrá pi*6rogarse á juez 6 tribunal 
que por razón de la materia, de la cantidad objeto del litigio 
y de la gerarquía que tenga en el orden judicial, pueda co- 
nocer del negocio que ante él se prorogue. La jurisdicción 
criminales siempre improregable. 

Los jueces municipales del domicilio, y en sú defecto los 
de la residencia del demandado, serán los únicos competen- 
tes para autorizar los actos de conciliación "que ante ellos se 
promuevan en los casos que con arreglo á derecho corres- 
ponda celebrarlos. En las poblaciones en que haya más de 
un juez municipal, el primero por cuya orden se haga la ei- 
tacion, será el competente. 

Los jueces y tribunales que tengan competencia para co- 
nocer de un pleito ó causa determinada, la tendrán también 
para las- excepciones que en ellas se propongan, para la 
reconvención en los casos que proceda, para todas sub inci- 



(1) Art. 298, Ley orgánica del Poder judicial. 
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dencias, para llevar á efecto las providencias de tramitación 
y para la ejecución de la sentencia. 

CAPITULO 11. 
De la competencia en lo civil. 

El juzgado ó tribunal á que los litigantes se sometieren 
expresa ó tácitamente, será el competente para conocer de 
los pleitos y actos á que dé origen el ejercicio de las acciones 
civiles, siempre que la sumisión se haga en quien tenga ju- 
risdicción para conocer de la misma clase de negocios y en 
el mismo grado. Se entenderá por sumisión expresa la hecha 
por los interesados, renunciando clara y terminantemente á 
su fuero propio, y designando con toda precisión aquel á que 
se sometieren. Se entenderá hecha la sumisión tácita: 1.° Por 
el demandante en el hecho de acudir al juez interponiendo la 
demanda. 2.° Por el demarcado en el hecho de hacer, después 
de personado en juicio, cualquiera gestión que no sea la de 
proponer la declinatoria (1). 

Fuera délos casos de sumisión expresa ó tácita, se segui- 
rán las reglas siguientes de competencia en los negocios ci- 
viles: 1.* En loa juicios en que se ejerciten acciones persona- 
les, será juez competente el del lugar en que deba cumplirse 
la obligación, y á falta de éste, á elección del demandante, 
el deí domicilio del demandado, ó el del lugar del contrato, 
si hallándose en él, aunque incidentahnente, pudiere hacerse 
el emplazamiento. Cuando la demanda se dirija contra dos ó 
más personas que residan en pueblos diferentes, será juez 
competente el del domicilio de cualquiera de los demandados, 



til Art. 305, Ley orgánica del Poder judicial. 
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á elección del demandante. 2.' En los juicios en. que se ejer- 
citen acciones reales sobre bienes muebles ó semoviente?, 
será juez competeute el del lugar en que se bailen ó el del 
domicilio del demandado, á elección del demandante. 3. a *£n 
los juicios en que se ejerciten acciones reales sobre bienes' 
inmuebles, será juez competente el del lugar en que esté sita 
la cosa litigiosa. 4.' En los juicios en que se ejerciten acciones 
mixtas, será juez competente el del lugar en.que se hallen 
las cosas ó el del domicilio del demandado, á elección del 
demandante (1). 

En los pleitos en que se ejerciten acciones respecto á la 
gestión de los guardadores, será juez competente el del lugar 
en que se hubiere administrado lo principal, y en todo caso 
ei del domicilio del menor. 

En los juicios de testamentaría ó abintestato, será compe- 
tente el fuero del lugar en que hubiese tenido su último do- 
micilio el finado. Si este hubie^ tenido su domicilio en el 
extranjero, será fuero competente el del lugar en que hu- 
biese tenido el finado su último domicilio en España, ó ¿el del 
lugar donde estuviere la mayor parte de sus bienes. No obs- 
tará esto á que los jueces municipales y tribunales de partido 
del lugar donde alguno falleciere, adopten las medidas nece- 
sarias para el enterramiento, exequias del difunto, seguridad 
de los bienes y papeles, remitiendo las diligencias practica- 
das á los jueces á quienes corresponda conocer de la testar 
mentaría ó abintestato, y dejándoles expedita su jurisdic- 
ción. 

Todo lo dicho sobre competencias comprenderá á los ex- 
tranjeros que acudieren á los juzgados y tribunalqg españo- 



(1) Art. 309, Ley orgánica del Poder judicial. 
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les promoviendo actos de* jurisdicción voluntaria, intervi- 
niendo en ellos, ó compareciendo en juicio como demandan- 
tes ó como demandados, contra españoles ó contra otros ex- 
tranjeros, cuando proceda que conozca la jurisdicción espa- 
ñola, con arreglo a las leyes del reino ó á los tratados con 
otras potencias. 

CAPITULO III. 

Be la competencia en lo criminal. 

Con arreglo á lo establecido en* la Ley orgánica del Poder 
judicial, la jurisdicción ordinaria conocerá de todas las cau- 
sas criminales, á excepción de las que estuvieren reservadas 
al Senado y de lasque expresamente se atribuyen por la 
misma á las jurisdicciones de guerra y de marina, según he- 
mos indicado anteriormente ( 1 ) . 

Fuera de los casos reservados al Supremo, ó á otros tribu- 
nales, óá las jurisdicciones de guerra y marina, serán com- 
petentes para la instrucción de las causas y castigo de las fal- 
tas y de los.delitos, los jueces y tribunales de la demarcación 
en que se- hayan cometido, según su respectiva competencia. 
Guando no conste el lugar en que-ee cometió una falta ó un 
delito, serán jueces y tribunales competentes para instruir y 
conocer de las causas: 1.° fil de la demarcación en que se 
hayan descubierto pruebas materiales del delito. 2.° El de la 
ílomarcacion en que el reo presunto haya sido aprehendido. 
3 ° Eide la residencia del reo presunto. 4.° Cualquiera que 
hulriese tenido noticia del delito. Si se suscitaré competencia ■ 
entre estos jueces ó tribunales, se decidirá dando la prefe- 



^ 0) AtL 321 y siguientes, Ley del Poder judicial. 
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renda por el orden con que están expresados; pero tan lue- 
go como conste el lugar en que se hubiese cometido el deli- 
to, se remitirán las actuaciones al juzgado ó tribunal de 
aquella demarcación, poniendo á su disposición á los deteni- 
dos y efectos ocupados (1). „ 

El jue* ó tribunal competente para la instrucción ó cono- 
cimiento de una causa, k> será también para conocer de la 
complicidad en el delito que se persiga, de su descubrimiento- 
.y de las incidencias de aquella. 

Un solo juez ó tribunal de los que sean competentes, co- - 
nocerá de los delitos que tengan conexión entre sí, y se con- 
sideran delitos conexos: 1.° Los cometidos simultáneamente 
por dos ó más personas reunidas. 2.° Los cometidos por dos 6 
más personas en distintos lugares ó tiempos, si hubiese pre- 
cedido concierto para ello. 3.° Los cometidos como medio dfe 
perpetrar otros ó facilitar su ejecución. \.° Los cometidos 
para procurar la impunidad de otros delitos. 

Son jueces y tribunales competentes, por su orden, para 
conocer de las causas por delitos conexos: 1.° El del territo- 
rio en que se haya cometido el delito á que esté señalada pe- 
na mayor. 2° El que primero comenzare la causa, en el caso 
de que á los delitos esté señalada 'pena igual. 3.° El que la- 
Sala de gobierno designe cuando las causas hubieren empe- 
zado al mismo tiempo, ó no conste cuál comenzó primero, 
siempre que los juzgados ó tribunales correspondieren al 
territorio de la misma Audiencia. 4.°, El que designe la Sala 
de gobierno del Supremo si los juzgados, en el caso anterior, 
. correspondieren á Audiencias distintas (2). 



(1) Arte. 325 y 320, Ley del Poder judicial. 

(2) Art.332,Id.'id. 
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CAPITULO IV. 
De las cuestiones de competencia. 

Los tribunales deben entendgr únicamente en los asuntos 
que les son propios, según dejamos dicho; pero pueden ocur- 
rir choques de atribuciones, y en este caso es necesario que .- 
el tribunal ó autoridad que se sale de las suyas, vuelva á co- 
locarse en el lugar que le corresponde, tal es el objetode las 
llamadas cuestiones de competencia. 

Podrán promover y sostenerlas cuestiones de competen- 
cia: los juzgados municipales; los tribunales de partido, hoy 
jueeesde primera instancia; y las Audiencias. No podrán 
promover competencias: los jueces de instrucción ni el Tri- 
bunal Supremo (1). 

Cuando jueces de instrucción que correspondan á un 
mismo partido no estuvieren conformes acerca de quién debe 
actuar, sin entablar competencia, darán cuenta á su supe- 
rior común, el cual resolverá de plañe y sin ulterior recurso. 
El Tribunal Supremo no formará competencias, y ningua 
juezó tribunal podrá promoverla contra él. Cuando algún 
juzgado ó tribunal entendiere en negocios que sean de laa 
atribuciones y competencia del Tribunal Supremo, se limita-' 
rd éste a ordenar que se abstenga de todo procedimiento el 
que indebidamente ejerciere funciones que no son suyas, y 
que le remita los antecedentes. 

Las competencias entre tribunales pueden promoverse 
por inhibitoria ó declinatoria. La inhibitoria se intentará ante , 
el juez que se considera competente,' para que requiera de 



t (l) Art. 3S2, I/*y del Poder judicial. 
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inhibición al que está conociendo, le pida deje de hacerlo en 
el asunto y le remita los autos. El juez que recibe este escri- 
to, después de oir al promotor fiscal y á la parte, ó bien 
accede á lo que le piden, ó si lo cree injusto, sostiene la com- 
petencia; y en este último cgiso, si tienen un superior común, 
remitirán los autos á lá Audiencia del territorio para que re- 
suelva; y si son de Audiencias distintas, al Tribunal Su- 
premo. „ 

La declinatoria se propone al juez que está conociendo 
indebidamente de un asunto, para que deje de hacerlo y 
remita los autos á quien corresponda. Oido el promotor fis- 
cal y la parte en la forma sobredicha, se niega ó accede á lo 
solicitado. 

Es indiferente usar la inhibitoria ó la declinatoria; pero 
después de haber ejercitado una, no se puede emplear la otra 
forma; y si alguien lo hace, aun cuando gane el pleito, pa- 
gará las costas. El escrito en que se promueva la competen- 
cia debe ir firmado por el abogado, el procurador y la par- 
te; advirtiendo que si se presenta otro escrito que no sea 
proponiendo la competencia, después no podrá intentarse. 

Las cuestiones de jurisdicción promovidas por ios jueces 
ó tribunales seculares contra los eclesiásticos, se decidirán 
con sujeción á las reglas establecidas para los recursos de 
fuerza en conocer. Guando los jueces ó tribunales eclesiásti- 
cos estimaren que les corresponde el conocimiento de una 
causa en que entiendan los jueces ó tribunales seculares, 
podrán requerirles de inhibición, y si no se inhibieren, re- 
currir en queja al superior inmediato de éstos, el cual, des- 
pués de oir al ministerio fiscal, resolverá lo que- creyere 
procedente, y contra su resolución no se dará recurso al- 
guno. 



Digitized by 



Google 



CIVILES Y CRIMINALES. 123 

Las inhibitorias y las declinatorias propuestas en las 
causas criminales durante el sumario, no suspenderán su 
curso, el cual continuará hasta su terminación. Las inhibi- 
torias y declinatorias en los negocios civiles y causas crimi- 
nales durante el pienario, suspenderán los procedimientos 
hasta que se decida la competencia, y sólo podrán practicar- 
se aquellas actuaciones que sean absolutamente necesarias, 
bien de oficio ó á instancia de parte. 

, CAPITULO V. 

De las competencias administrativas y de los 
recursos de queja. 

Los gobernadores de provincia serán las fínicas autori- 
dades que podrán suscitar, en nombre de la Administración, 
competencias positivas ó negativas á los juzgados y tribuna- 
, les por esceso de atribuciones, en el caso de-que éstos inva- 
dan las que corresponden al orden administrativo, y el pro- 
cedimiento que se sigue es el siguiente: (l) El Gobernador 
que crea debe provocar la competencia dentro de la ley, por 
tratarse de uu asunto puramente administrativo, requiere de 
inhibición al juez ó tribunal que esté conociendo del ne- 
gocio, éste suspende toda tramitación, y oídas las partes y el 
Oscai, provee auto declarándo3e ó no competente; si lo pri- 
mero, exhorta al Gobernador para que le deje expedita su 
jurisdicción, ó de lo contrario tenga por formada la compe- 
tencia; y si lo segundo, le remite los autos dentro de dos 
días. r 

El Go}>ernador de la provincia, cuándo se formaliza la 



(l) . Art. 286 y siguientes, Ley del Poder judicial. 
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competencia, oida la Diputación Provincial, dirije nueva co- 
municación al juez ó tribunal requerido, insistiendo ó no en 
declararse competente. Si insiste, ambos contendientes re- 
miten el expediente y autos de competencia al presideate del 
Consejo de ministros, quien los .pasa al Consejo de Estada 
que consulta la decisión motivada conforme á justicia. La 
decisión aprobada por el Rey, á propuesta del Consejo de mi- 
nistros, es irrevocable, y se publica en la Gaceta de Madrid 
en forma de Real Decreto (1). 

Los juzgados y tribunales no pueden suscitar cuestiones* 
de competencia á la Administración; pero se quejaran al Go- 
bierno contra los excesos de las autoridades administrativas^ 
bien á instancia de partes, por excitación fiscal óde oficio (2}; 
más sólo las Audiencias y el Tribunal Supremo podfrán re- 
currir en queja al Gobierno contra las invasiones de la Ad- 
ministración en las atribuciones judiciales. 

Los jueces*municipales y de primera instancia, cuando 
sean invadidas sus atribuciones por autoridades del orden 
administrativo, lo pondrán en conociíniento de las Audien- 
cias para que éstas, en vista de los antecedentes, puedan fon- 
mular el recurso de queja cuando proceda. Las Audien- 
cias, y el Tribunal Supremo en sil caso, oido el parecer del 
fiscal, acordarán si se debe ó no elevar la queja, y lo hará» 
en una exposición fundada, ano ser que aceptaren elidictá- 
men fiscal sin adición alguna. Recibido por el Gobierno el 
expediente, después deoir á la autoridad administrativa que 
haya dado lugar al recurso, remitirá todos los antecedentes al 
Consejo de Estado, el cual informará* en pleno, resolviendo 



(1) Colmeiro.— Dtrtcbo administrativo. 

(2) Arts. 290 y 291 , Ley del Poder judicial. 
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el Gobierno lo que proceda, insertando su resolución en la 
Gaceta de Madrid y en la Colección legislativa. 

CAPITULO VI. 
De los recursos de fuerza. 

Aun cuando la ley orgánica del Poder judicial no habla 
>Baas que de los recursos de fuerza en .conocer, diremos algo 
<te los otros dos, tomándolo de la ley de Enjuiciamiento ci- 
&B; pies habiendo vuelto á los tribunales eclesiásticos el 
conocimiento de las causas de divorcio y nulidad de los ma- 
.trimonk>3 canónicos, podrá ocurrir hoy hacer uso del recur- 
«o de,faerza en el modo de proceder y en no otorgar, que no 
(abiapkdentro de la legislación que sólo daba efectos lega- 
les al matrimonio civil, y mandaba se sustanciaran el divor- 
cio y nulidad de los mismos ante los tribunales ordinarios. 

El recurso de fuerza en conocer procederá cuando un juez 
é tribu naí eclesiástico conozca ó pretenda conocer de una 
causa no sujeta á su jurisdiedon, ó llevar á ejecución la sen- 
tencia que hubiere pronunciadlo en negocio de su competen- 
cia, procediendo por embargo y venta de bienes, sin impe- 
trar el auxilio de la jurisdicción ordinaria (1). 

Podrán promover el recurso de fuerza en conocer: 1 ,° Los 
que se consideraren agraviados por la .usurpación de atribu- 
ciones hecha por un juez ó tribunal eclesiástico. 2.° Los fis- 
cales de las Audiencias y del Tribunal Supremo. Los fiscales 
municipales, los de tribunales de partido, los jueces y los 
tribunales de la jurisdicción ordinaria, no podrán promover 
directamente recursos de fuerza en conocer. Cuando supie- 



(1) Art. 899, Ley del Poder judicial. 
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ren que alguna autoridad judicial eclesiástica se haya en- 
trometido a entender en negocios ajenos á su jurisdicción, 
se dirigirán á los fiscales de las Audiencias 6 al del Supremo, 
según sus atribuciones respectivas, dándoles las noticias y 
datos que tuvieren, para que puedan promover el recurso si 
lo eslimaren procedente. 

Los que considerándose agraviados por un juez ó tribu- 
nal eclesiástico quieran promover el recurso de fuerza en co- 
nocer, lo propondrán en los términos que prescribe la ley.. El 
Ministerio fiscal promoverá el recurso directamente sin pre- 
paración. 

El agraviado preparará el recurso ante el juez ó tribunal 
eclesiástico, solicitando en petición fundada que se separe 
del conocimiento del negocio y remita los .autos y las dili- 
gencias practicadas al juez ó al tribunal competente, protes- 
tando, si no lo hiciere, impetrar la Real protección contra la 
fuerza. Cuando el juez ó tribunal eclesiástico denegare esta 
pretensión, podrá el agraviado pedir testimonio de la provi- 
dencia denegatoria, y obtenido, se tendrá el recurso por pre- 
parado. » 

En el caso que el juez ó tribunal eclesiástico denegare, el 
testimonio expresado en el párrafo anterior, ó no diere pro- 
videncia, separándose del conocimiento de la causa, podrá el 
•agraviado recurrir en queja á la Audiencia en cuyo territorio 
ejerce aquel su jurisdicción, ó al Tribunal Supremo, según 
sus respectivas atribuciones. 

El tribunal ante quien se interpusiere la queja r si fuere 
competente para conocer del recurso,, ordenará al juez ó tri- 
bunal eclesiástico que facilite el testimonio al recurrente en 
el término de tercer dia, desde aquel en* que reciba la Real ' 
provisión que al efecto se le dirija. 
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Cuando no cumpliere el juez ó tribunal eclesiástico con 
lo ordenado en la provisión de que trata el párrafo anterior» 
se le dirigirá segunda Real provisión conminándole con la * 
peía establecida para este caso en el Código penal (1). Si no 
obedeciere á la segunda Real provisión, el tribunal que co- 
noica del recurso mandará ai tribunal de partido jen cuya 
jurisdicción residiere el juez ó tribunal eclesiástico, que re- 
coja los autos, se ios remita, y que proceda desde luego á la 
tóflmcion de la causa criminal correspondiente. En este 
ca$( t el recurso de fuerza quedará preparado con la remesa 
¡te los autos. 

Presentado el testimonio ante el tribunal á quien corres- 
ponda conocer del recurso, se dictará auto admitiéndolo ó de- 
clarándolo haber lugar á admitirlo. Procederá la admisión 
cuando haya motivos que induzcan á estimar que el juez 6 
tribunal, eclesiástico ha salido de ios limites de sus atribu- 
ciones y competencia. En. la misma providencia en que el 
tribunal admita el recurso, mandará por medio de una Real 
provisión que el juez 6 tribunal eclesiástico, dentro del ter- 
cer dia, remita los autos, á no ser que ya estuviesen efi el tri- 
bunal; ordenando también que se haga el, emplazamiento á 
las partes. 

Guando los citados y emplazados comparecieren, serán 
parte en el recurso. Si no lo hicieren, se sustanciará el recur- 
so sin su concurrencia, parándoles perjuicio del misma 
modo que si estuvieran presentes. Los jueces ó tribunales 



(U El eclesiástico que, requerido por el tribunal competente, rehu- 
sóle remitirle los autos pedidos para la decisión de un recurso de fuer- 
za interpuesto, será castigado con la pena de inhabilitación temporal 
especial. La reincidencia se castigará con la de inhabilitación perpetua 
«special. Art. 392 del Código penal. 
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eclesiásticos podrán citar á sus respectivos fiscales para que 
comparezcan como partes ante lá jurisdicción ordinaria y sos- 
tengan los actos y competencia de aquellos. 

Sea cualquiera la forma en que se reciban los autos en la 
Audiencia ó en el Tribunal Supremo, se sustanciará el recur- 
so en la forma establecida en la Ley de Enjuiciamiento civil 
respecto á las apelaciones de los incidentes. El ministerio fis- 
cal será también parte en los recursos que no haya promovi- 
do, y en todo caso concurrirá necesariamente á la vista. Kl 
tribunal dictará auto, limitándose á las declaraciones siguieu- 
tes: i.* No haber lugar al recurso, condenando en costas al 
<jue lo hubiere interpuesto, y mandando devolver los autos 
al juez ó tribunal eclesiástico para su continuación con anre- 
glo á derecho. 2. a Declarar que el juez ó tribunal eclesiástico 
hace fuerza en conocer, y ordenar que levante las censura» 
si las hubiere impuesto. Se podrá en este caso imponer las 
costas al juez 6 tribunal eclesiástico, cuando hubiere por su 
parte temeridad notoria en atribuirse facultades ó competen- 
cia que no tenga. Esta providencia se comunicará al juez 6 
tribunal .eclesiástico por niedio de oficio. 

De todo auto en que se declare que un juez ó tribunal 
eclesiástico hace fuerza en conocer, se dará cuenta al Gobier- 
no, acompañando copia del mismo auto. 

Cuando se declare no haber lugar al recurso, se devolve- 
rán los autos al tribunal eclesiástico, se tasarán y regulará» 
las costas y se procederá por la Audiencia ó por el Tribunal 
Supremo á disponer lo que corresponda para hacerlas efecti- 
vas, empleando para ello la vía de apremio (1). 

Si se declarase que él juez ó tribunal eclesiástico ha$$ 



(1) Art. 424, Ley del Poder judicial. 
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faena, se remitirán los autos, con citación de las partes que 
«hayan personado en el Tribunal, al juez competente, y _& 
4prá noticia de la providencia al juez ó tribunal eclesiástico 
Mt mecüo de ofició. 

^Ú Los recursos en el modo de proceder y en no otorgar, se 
ararán pidiendo reposición al juez eclesiástico de la pre- 
cia en que se creyere haberse cometido la fuerza, ape- 
> subsidiariamente y protestando; si no se admite la " 
fefcion, impetrar el Real auxilio contra la misma fuerza, 
f loa casos en que el eclesiástico negare la reposición y la 
an, se procederá en la forma que queda prevenida en 
curso de fuerza en conocer, hasta que vayan los autos 
ribunal Supremo ó á la Audiencia. 
1 ¡La adelante la sustanciacion de estos recursos se acornó* 
i igualmente á los trámites señalados para el de conocer; 
MÍ ministerio fiscal sólo intervendrá en los recursos de 
.__._.._; en el modo de proceder y en no otorgar, cuando los 
•f_nmales estimen conveniente oirlo. 

* Dentro de los ocho dias siguientes al en que la vista hu- 
yere terminado dictará el Tribunal sentencia, limitándose á 
ttaa de estas do3 declaraciones: 1.* No haber lugar ai recur- 
so, condenando en las costas al que lo interpuso, y mandan- 
tío devolver los autos. 2. a Que el juez eclesiástico, procedien- 
do del modo que procede, ó no otorgando la apelación hace 
'ferza, devolviéndole los autos, con prevención de que los 
Hjjobga al estado que tenian antes de cometerla, y de que 
afee las censuras si las hubiere impuesto. Dictada la senten- 
cia, tasadas y reguladas las costos cuando haya habido con- 
#Hade ellas, se devolverán los autos al juez eclesiástico, 
con certificación de la misma sentencia y de la tasación en 
su caso. . 

9 
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TITULO IV. 

DB LAS ACCIONES EN GENERAL, Y DE LA ACUMULACIÓN 
DE ACCIONES Y AUTOS. ^ 

Entendemos por acción: la facultad dé perseguir enjuicio 
nuestro^ derechos, deduciéndose de esta definición que para 
que haya acción es indispensable: 1.° Que exista un derecto. 
Y 2. ü Que este derecho sea lesionado por parte de otro. El que: 
perjudica á otro en su derecho viene á ser deudor de la obli- 
gación de respetárselo, tomando el que reclama el carácter $¿ 
acreedor, derivándose de aquí, según opinión de un sabio es- 
critor, la definición que de la acción dio Justiniano dieiendor 
que era el derecho de perseguir en juicio lo que se ítos de- 
bia; definición estrecha sin duda en el sentido jurídico rigu- 
roso, porque sólo contiene las acciones personales; pero que 
tomando el verbo deber en una acepción más extensa, puede 
ser justificada (1). La violación de derecho puede estar conte- 
nida dentro de la esfera civil ó llegar á constituir un delito 6 
falta, de aquí que la división principal de las acciones sea enr 
civiles y criminales, de cada una de las cuales nos ocupare- 
mos extensamente en los lugares respectivos. 

Por acumulación de acciones entendemos: la deducción 
en un mismo juicio de dos ó más acciones, con el fin de que 
todas se decidan en un sólo fallo. Las acciones ó están acu- 
muladas por la ley ,como ocurre en los juicios universales y 
en los criminales, según veremos después, ó el actor la» 
reúne proponiendo en la demanda varias reclamaciones 
contra una ó muchas personas, siempre que no se trate de 



(1) La-Serna.- -Procedimientos judiciales. 



CIVILES Y CRIMINALES. 131 



acciones en la que una dependa de la otra, ni de las prejudi- 
áaks, ó sean aquellas en que el fallo dado sobre una produce 
ó puede- producir excepción de cosa juzgada en otra. 

la acumulación de autos tiene por objeto, reunir en un 
661o proceso para que se sustancien á la vez y se decidan 
por uoa sola sentencia todas las cuestiones promovidas, ya 
m «ají esfera civil ó criminal, evitándose el peligro de que 

" >un asunto igual i*ecaigan sentencias contradictorias. 



ado también de ese modo que disminuyan los gas- 
tó del juicio. En la acumulación de autos correspondientes 
"4dí{&reütes juzgados ó tribunales, cuando proceda según las 
i será competente el que conociere del más antiguo; ex- 
i los autos de testamentaría, abintestato, concursos 
fe acreedores y quiebras, en los cuales la acumulación se 
b$A siempre á ellos; pero lo dicho no es aplicable á los au- 
tc&pe^stu vieren en diferentes instancias, y en los conclu- 
sos para sentencia, ios cuales no serán acumulados (1). 
. "fía asuntos civiles se podrá acordar . la acumulación de 
autos en cualquier estado del pleito; pero sólo á instancia de 
parte legftima (2). Si se creyere procedente la acumulación, 
el juez que haya recibido el escrito mandará oficio al que co- 
nozca del pleito que deba acumularse; y otorgada la acumu- 
lación, se remitiráa los autos al juez que los haya* pedido. 
Desde que se pidiere la acumulación quedará en suspenso la 
sustanciacion de los platos á que se refiera, advirtiendo que 
ekmás adelantado debe detener su curso hasta que los otros 
lleguen á la misma altura. Por la acumulación, además de 
seguirse los autos -en un solo juicio y terminarse con una 



(1) Regla 20dcHrt. 309, Ley del Podfer judicial. 

(2) Art. 156 y siguientes, Ley de Enjuiciamiento civik 
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sola sentencia, se permite que todos los litigantes puedan te- 

/ ner un mismo abogado 6 cada uno el suyo. Las causas por 

• que debe decretarse la acumulación, son: 1." Cuando la sen- 

* ( tencia que haya de dictarse en uno de los pleitos produzca 

excepción de cosa juzgada en el otro. 2. a Cuando en juzgado 

* competente haya pendiente pleito sobre lo mismo que sea 
objeto del que después se haya promovido. 3. a En los concur- 
sos y quiebras. 4.* En las testamentarías ó abintestados. Y 5.* 
Cuando de seguirse separadamente en los "pleitos, se divida 
la continencia de la causa. 

En las causas criminales proceden también la acumular 
cion, pues ya hemos dicho en las páginas anteriores que tín 
solo juez ó tribunal debe conocer del delito principal, de sus 
incidencias y de los conexos; más para la acumulación en lo 
criminal, no es necesario que la pidan las partes, puede acor- 
darla el juez de oficio ó á excitación del ministerio fiscal. 

TITULO V. 

DE LAS RECUSACIONES. 

Se llama recusación la facultad de privar á un juez fr ma- 
gistrado que intervenga en un asunto civil ó criminal, cuan- 
do por existir algún motivo de ley, se pueda presumirque 
no obrará con imparcialidad absoluta. Los jueces, magistra- 
dos, asesores y auxiliaría de los juzgados y tribunales, cu^^J 
quiera que sea su grado y gerarquia, sólo podrán ser rvtKNF 
dos por causa legítijfna. Los representantes del ministerio 
fiscal no podrán ser Recusados (1). j 

Podrán utilizar la recusación los que sean parte en los 

(1) Arts/&G, 55?y 845, Ley del Poder judicial. 
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juicios civiles y criminales, cuando á los jueces, magistrados, 
asesores ó auxiliares les comprendan algunas de las causas 
siguientes: i.° Parentesco dentro del cuarto grado civil con 
cualquiera dejos que sean partes en el negocio. 2.° Paren- 
tesco dentro del segundo grado, con el letrado de alguna de 
las parces. 3.° Estaró haber sido denunciado ó acusado por al- 
guna de las partes, como autor, cómplice ó encubridor de un 
delito, ó autor de una falta. 4.° Haber sido defensor de una 
de las partes, emitido dictamen como abogado sobre el asun- 
to, ó intervenido en él como fiscal, perito ó testigo. 5.° Ser 
ó haber sido denunciador ó acusador del que recusa. 6.° Ser 
.fibai^r sido tutor ó curador, ó haber estado sometido á la 
tutela ó cúratela de alguno que sea parte en el asunto. 7.° Te- 
aeiípleito pendiepte con el recusante, ó estar interesado di- 
recta ó indirectamente en el pleito ó causa. Y 8.° Amistad ín- 
tima ó enemistad manifiesta con alguno de los interesa* 
.dos(d). 

Los jueces, magistrados, asesores y auxiliares á quienes 
les comprenda alguna de las causas citadas, se inhibirán del 
conocimiento del negocio sin esperar á que se les recuse, y 
contra esta inhibición no habrá ningún . recurso. La recusa- 
ción en los negocios civiles se propondrá en el primer escri- 
to que presente el recusante, cuando la causa en que se fun- 
de fuere anterior al pleito y tengtn de ella conocimiento; si 
fuere posterior ó la ignorase el recusante, la deberá propo- 
ner lan pronto como llegue á su noticia. En lo criminal po- 
drá proponerse la recusación en cualauier estado de la cau- 
sa; pero ni en lo civil ni en lo criminad podrá hacerse recu- 
sación después de comenzada la vistsX del pleito ó causa. 



(1) Art. 428, Ley del Poder judicial. 
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En los pleitos de mayor y menor cuantía y en las causas 
por delitos, set hará la recusación en escrito firmado por le- 
trado, por el procurador y el recusante, si supiere y estuviere 
en el lugar del juicio, ratificándose ante el juez* Cuando el re- 
cusante no estuviere presente, firmarán sólo el letrado y el 
procurador, si estuviere éste autorizado expresamente para 
recusar, expresándose en todo caso el motivo de la recusa- 
ción. Los procesados que estuvieren incomunicados podrán 
proponer la recusación verbalmente en el acto de recibirles 
la declaración, ó podrán llamar al juez por conducto del al- 
caide para recusarle, consignándose en diligencia él motivo 
de recusación que alegue el reo. 

Guando el recusado estimare procedente la causa alegada, 
«iendo de las de ley, se inhibirá del conocimiento del asunto, 
pasando las diligencias á quien corresponda, y contra este au- 
to no habrá recurso alguno. Cuando el recusado no estimare 
procedente la recusación, la denegará por auto fundado, 
mandando en este caso formar pieza separada que contendrá 
el escrito original de recusación y el auto denegatorio de in- 
hibición, poniendo nota de uno y otro en el -proceso, y du- 
rante la sustanciacion de la pieza separada, no podrá el re- 
cusado intervenir en el pleito ó causa, ni en el incidente de 
recusación, y será sustituido por aquel ,á quien corresponda 
con arreglo á ley, sin que por este incidente se detenga el 
curso del pleito ó causa.,pero la vista no sé celebrará hasta 
que se haya decidido la recusación. 

Formada la pieza separada, se oirá á las partes que hu- 
biere en el pleito ó causa, y después de practicadas Jas prue- 
bas, si la cuestión fuere de hechos, sé decidirá el incidente 
por un auto 'fundado. íaos autos que dicten los tribunales de 
partido, accediendo á la recusación, no serán apelables, pero 

; / ' 

/ . 
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«í lo serán aquellos en que se deniegue; contra los autos d* 
las Audiencias en uno ú otro sentido no habrá más recurso 
que el de casación; y contra I03 del Supremo, no habrá re- 
curso alguno. En todos los autos en que se denegare la re- 
«osaqpn, se condenará en costas y á una multa al que la 
hubiere propuesto, no siendo el ministerio fiscal (1). Cuan- 
tito el recusado se inhibiere del conocimiento de un negocio 
lo comunicará á su superior inmediato, y se le impondrá una 
corrección disciplinaria si hubiere accedido sin motivo, 6 
hubiere dejado de hacerlo existiendo justa causa. 

En los juicios verbales y de falta, la recusación se propon- 
drá en el mismo acto de la comparecencia, y si se fundare en 
alguna de las causas de ley, el juez municipal se dará por 
«cusado pasando el conocimiento de los autos á un suplen- 
te. Cuando el recitado no considerase legítima la recusación, 
pasará el conocimiento del incidente á su suplente, hacién- 
dolo constar en el acta, y contra este auto no habrá ulterior 
recurso. El suplente del juez municipal, en el caso anterior, 
hará comparecer á las partes, y en el mismo acto recibirá las 
pruebas que .ofrezcan, cuando la cuestión sea de hecho3. # 
Practicada la prueba, resolverá el juez suplente sobre si há 
ó no lugar á la recusación, en el mismo acto si fuere posible, 
y nunca más tarde del segundo dia. Contra el auto del juez, 
suplente declarando haber lugar á la recusación, no se dará 
recurso alguno; contra el en que la denegare, habrá apela- 
ción para ante el juzgado de primera instancia, la que se in- 
terpondrá verbalmente en el mismo acto en que se notifi- 
que la resolución del juez. Si se apela, se enviarán los ante- 
cedentes al juez de primera instancia, el cual, oyendo á los 



(i) Arts. 414 al 457, Ley del Poder judicial. 
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interesados, resolverá lo que crea justo, y contra su resolu- 
ción no habrá recurso alguno. 

Hemos dicho que los representantes del ministerio fiscal 
no pueden ser recusados; deberán, sin embargo, excusarse 
de intervenir en los actos judiciales cuando concurra egello» 
algunas de la3 causas de recusación para los jueces. Gúaádo 
los representantes del ministerio fiscal no se excusare», & ; 
pesar de comprenderles alguna de las causas expresadas, po- 
drán los que se consideren agraviados recurrir en queja at 
superior inmediato, el cual, después de oir al subordinada 
que hubiere sido objeto de la queja, decidirá ó no su susti- 
tución, sin que contra lo que resuelva exista recurso alr? 
guno(l). 

TITULO VI. 

DE LA DEFENSA POR POBRE. 

El principio de qué la justicia debe ser igual para todos* 
seria una vana expresión si sólo se admitiera en juicio á lo* 
* ricos que pueden sufragar los gastos de un litigio. Los po- 
bres que justifican su necesidad obtienen el privilegio de la 
defensa gratuita, sujetándose á lo que prescriben las leyes. 

En las sociedades primitivas se administraba gratuita*- 
mente la justicia. En la República romana el litigante teme- 
rario era el único obligado á pagar los gastos que ocasiona* 
ba, los viajes de testigos, la inspección de lugares y el reco- 
nocimiento de documentos. Aumentados los tribunales en 
tiempo del imperio, fué preciso que los litigantes contribu- 
yeran á su sostenimiento pagando las costas procesales; y 



(1) Art 845 y siguientes, Ley ¿el Poder judicial. 

y QoogIe 
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época hubo en que los Emperadores tomaron bajo su protec- 
ción á la clase proletaria. • 

En la Monarquía visigoda encontramos disposiciones muy 
notables, colocando á los pobres bajo la protección de los 
Okispos; y ya en otro lugar hemos dicho la prohibición que 
tenia éi 'rico de nombrar procurador más acaudalado que su ^ 
«tetrario. 

D. Alfonso el Sabio, aceptando las disposiciones de los 
Emperadores romanos, establece que están obligados á res- 
ponder ante el Rey los demandados por pobres, porque el 
Bey, qoe está encargado á hacer justicia á todos sus subditos* 
debe proteger á los desvalidos que de otro modo no podrian 
soportar los gastos de un litigio. Las leyes recopiladas san- 
cionan el beneficio que yenian gozando los pobres, y el Re- 
. glamento para la administración de justicia dice en su arti- 
culo segundo, que los jueces deben, bajo su más extricta res* 
ponsabilidad, administrar cumplida justicia á los que según 
tas leyes, estén en la clase de pobres, lo mismo que á los 
que paguen derechos, cuidando también de que en sus plei-^ 
tos y causas los defiendan y ayuden como deben ios aboga- 
dos y curiales. La Ley de Enjuiciamiento civil ha definido la 
pobreza legal, exigiendo ciertas condiciones para gozar del 
beneficio de la pobreza; disposiciones que ha ratificado la. re- 
ciente Ley del Procedimiento criminal, que nada nuevo aña- 
de á la de Enjuiciamiento civil (í). 

Como muchos litigantes, escudados con su pobreza, inten- 
tarían pleitos temerarios, la Ley ha tenido que decir que sólo 
gozarán de los beneficios concedidos á los pobres, los que 
sean declarados tales por los tribunales; estos son: l.°Loa 



(1) Arts. 18 al 39, Ley de Enjuiciamiento criminal de 18T2. m 
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que viven de un jornal 6 salario jeventual. 2/ Los que vivem 
de un salario permanente ó sueldo fijo que no exceda de| 
doble de lo que gana un bracero en cada localidad. 3.° Lo 
que viven de rentas, cultivo de tierras ó cria de ganado 
cuyos productos sean menores á ios equivalentes al jora 
de dos braceros' en cada localidad. 4.° Los que viven del ef 
cicio de cualquier industria 6 productos jle cualquier con 
ció, por los cuales paguen menos de' 200 reales en las G^pifc 
les de provincia dé primera clase, 160 en las de segund 
120 en las de tercera y cuarta, 100 to las cabezas de par 
y 80 en los pueblos (1). No se otorgará la defensa por pol 
á los comprendidos en cualquiera de los casos expresado 
cuando se infiera, á juicio del juez, del número.dejcr 
del alquiler de la casa ó de otros cualesquiera signos exte 
res, que tienen medios superiores al jornal doble de un bra^ 
cero en cada localidad. 

Los que sean declarados pobres disfrutarán de; los bene* 
ficios siguientes: 1 .° El de usar para su defensa papel del 30* 
lio de pobres. 2.° El de que se les nombren abogado y procu* 
rador, sin obligación de pagarles honorarios ni derechos*. ■ 
3.° La exención del pago de toda clase de derechos á los sü% 
balternos de los tribunales y juzgados. Y 4.° El de dar cau^. 
cion juratoria de pagar, si vinieren á mejor fortuna, en vea 
de hacer los depósitos necesarios para la inCerposicion de 
cualesquiera recursos. 

Cuando el que solicite ser defendido como pobre, tenga 
por objeto entablar una demanda, se esperará para dar curso 
á ésta á que sobre el incidente de pobreza*haya recaido eje- 
cutoria; los jueces, sin embargo, practicarán todas aquellas 



(1) Art. 182, Ley de Enjuiciamiento civil. t 
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actuaciones cayo aplazamiento pueda ocasionar perjuicios 
irreparables al actor. Cuando el que solicite ser defendido 
k pobre fuere el demandado, quedará ai arbitrio del actor 
i continuación 6 suspensión del curso del pleito, mientras 
jdecída sobre la pobreza; si optare por la continuación del 
¡>, de formará sobre la pobreza pieza separada, defendién- 
> desde luego como pobre el que hap ofrecido la justifi- 
i f fcin perjuicio de lo que en definitiva pueda resolverse. 
\ reglas que quedan establecidas tendrán aplicación, tanto 
£íí solicitare el despacho por pobre al principio del pleito, 
> si se pidiera durante su curso (1). 
B litigante que no se haya defendido por pobre en la pri- 
i instancia, si pretende gozar de este beneficio en la se- 
, deberá justificar que con posterioridad ha venido á 
•obrera; y esto mismo debe aplicarse cuando se trate de in- 
terponer el recurso de casación. 

m - De toda pretensión de pobreza, se dará traslado á la per- 
lOoa contra quien se proponga litigar el que la solicite, ó si 
s é$te el demandado, ai actor, siguiéndose el procedimien- 
) establecido para los incidentes, condenando en costas al 
* haya solicitado la defensa por pobre si no prueba su in- 
4?encia. La declaración hecha en un pleito no puede utiii- 
fcse en otro, si á ello se opusiere el colitigante. 
t ! Venciendo el declarado pobre en el pleito que hubiere 
tromovido,. deberá pagar las costas causadas en su defensa, 
- iempre que no excedan de la tercera parte de lo que en él 
taya obtenido; si excediere, se reducirán á *lo que importe 
dicha tercera parte. Estará además el declarado pobre en la 
obligación de pagar las costas, si dentro de tres años después 



(1) Arts. 188 y 190, Ley de Enjuiciamiento civil. 
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dé fenecido el pleito viniere á mejor fortuna. Se entiende 
que ha venido á mejor fortuna: 1.° Por haber adquirido sa- 
lario permanente, sueldo, rentas ó estar dedicaíio al cultivo 
de tierras ó cria de ganados, cuyos productos sean ó estén 
graduados en una cantidad superior al jornal de cuatro bra- 
ceros en cada localidad. 2.° Por pagar de contribución <lft 
subsidio cuotas dobles á las que ya quedan designadas ()> 

TITULO VIL 

DE LOS JUICIOS EN GENERAL. 

Juicio es: la controversia ó discusión solemne seguida a%- 
te juez competente y que debe terminar por su sentencia» 
Siempre que se promueve un juicio, existen intereses en- 
contrados, y se supone una violación de derecho, que ea 
precisamente lo que se, ventila en los debates judiciales; si 
el juez condena, declara con el acierto que cabe en lo hu- 
mano, que la perturbación jurídica ha existido y que é 
autor de ella está obligado á repararla de modo qqe, mlp 
posible, desaparezca el agravio; si absuelve al reo ó deman- 
dado, afirma con su fallo que no existió la infracción de de- 
recho que se supuso, y que no hay por lo tanto reparación 
que acordar. 

La división principal de los juicios es: en civiles y crimi- 
nales, según se trate sólo de la sanción del derecho desco- 
nocidc^por uno de los litigantes, ó se procure averiguar un 
dehto para imponer al culpable el castigo que merezca; en 
los primeros el interés particular es el móvil casi exclusivo 
de la controversia suscitada, y aun cuando á la Sociedad im- 



(1) Arts. 199 y 200, Ley de Enjuiciamiento civil. 



CIVILES Y CRIMINALES. 441 

porta mucho que no se cause daño á los particulares lesio- 
nando sus derechos civiles, esc interés ó intervenciones más 
directo y casi siempre útrieo, cuando se trata de procesos 
criminales, puesto que son muy .pocos los delitos de carácter 
prirado que sólo pueden perseguirse á instancia de parte. 
Pot esta razón, en los pleitos, el juez se limita á acordar ó 
negar lo que pidan los litigantes, según lo crea ó no justo, 
pero no puede tómar iniciativa de ninguna clase; en las cau- 
sas .criminales, por el contrario, el juez puede y debe dirigir 
el proceso, dictando de oücio cuantas resoluciones conside- 
re necesarias, sin esperar la excitación de ninguno de los 
interesados en pro ó eñ contra del reo, y lo único que le 
está piohibido es penar en la sentencia un delito más grave 
qne el que haya sido objeto de la acusación (1). En los plei- 
tos, el juez no tiene mas remedio que>entenciar declarando, 
absolviendo ó condenando, apoyándose en las leyes citadas; 
¡en defeeto de éstas se atendrá á lo que establezcan la doctri- 
na, la jurisprudencia, ó la costumbre, y á falta de todos esos 
<ífgénesde derecho, debe resolver con arreglo á la equidad, 
pues incurre en pena el juez que se negare á juzgar, so pre- 
tktcl.de oscuridad, insuficiencia ó silencio de la ley (2), mien- 
tras en lo criminal le está mandado que se abstenga de todo 
procedimiento, cuando tuviere noticia de un hecho que, esti- 
mándolo digno de represión, no se hallare expresamente de- 
finido y penado por la ley. 

Hasta por'el modo de concluir, existe una marcaba dife- 
renda entre los juicios civiles y criminales. En los primeros, 
tan pronto conio el interés privado queda satisfecho, cesa 



(1) Caso 3.°, art. 804, Ley de Enjuiciamiento criminal . 
Í2) Art 368, Código penal. 
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la intervención judicial, mientras en casi todas las causas 
criminales, el perdón de la parte ofendida no extingue la 
acción penal, que seguirá sosteniéndola el ministerio público; 
en los pleitos cabe que las partes, cediendo algo de «us exi- 
gencias recíprocas, lleguen á encontrar una fórmula de arre- 
glo llamada transacción; en lo criminal no existe éste medio 
de concluir las causas, como no sean aquellas de carácter 
privado. % 

Tanto en los juicios civiles como en los criminales, se ne- 
cesita que los que intervengan en ellos tengan la capacidad 
suficiente para que sea legal el compromiso que con traigaa, 6 
proceda la penalidad que se les imponga; así es que la mujer 
casada no puede comparecer en el juicio sino repreientada 
por su marido, excepto en los casos de que nos ocuparemos 
oportunamente (1), y al menor de edad se le exige se pre- 
sente asistido de la persona que ejerza la patria potestad, ia. 
tutela ó cúratela, según los casos. En todos los juicios exis- 
ten como partes esenciales: fijación de la cuestión, pruebas 
y sentencia, según podremos detallar más adelante; y ha- 
biendo dado una idea general dQ los juicios, vamos á ocupar- 
nos de los civiles y criminales, á los que dedicamos las dos 
partes siguientes. 



{!) Véase el título Habilitación para comparecer en juicio. 
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DISPOSICIONES GENERALES. 

En este libro vamos á tratar de la3 reglas comunes á to- 
dos los juicios civiles, tanto singulares como universales, to- 
mándolas de lo que dispone la Ley de Enjuiciamiento civil, 
<pie es la fuente de derecho más importante en la materia, 
aun cuando no la única , porque muchos de sus artículos es- 
tán derogados ó ampliados por leyes posteriores, especial- 
mente por la orgánica del Poder judicial y la Hipotecaria. 
Además de las leyes referidas es fuent$ de derecho en ma- 
teria de procedimientos civiles, la jurisprudencia que esta- 
blece el Tribunal Supremo al decidir los recursos de casación 
interpuestos por quebrantamiento de forma. 

TITULO I. 

DE LAS COSAS COMUNES Á LOS JUICIOS CIVILES. 

Ya hemos dado una idea general de los juicios, y al ocu- 
parnos de los civiles especialmente, nos limitaremos á recor- 
dar lo consignado, advirtiéndo que en los pleitos, tan pronto 
tomo el demandado contesta, surge entre los litigantes y sus 

10 
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herederos el compromiso de seguir el litigio hasta su termi- 
nación, que puede Ser por sentencia judicial ó arbitral, como 
no convengan en transigir sus cuestiones en el Taso de que 
esto sea posible. 

CAPITULO I. 

División de los juicios civiles. 

Hemos dicho que la división de capital de los juicios 
es en civiles y criminales, los civiles se subdividexi: 1.* Por 
razo%de los medios que se adoptan para conseguir las partes 
su derecho, en juicio de arbitro y contencioso. 2.° Por razón 
de la entidad de la materia ó cosa litigiosa, en juicio verbal? 
de menor y de mayor cuantía. 3.° Por razón del objeto en pe- 
titorio y posesorio. 4.° Por el modo de proceder, en ordinario r 
extraordinario, ejecutivo, sumario, plenario y sumar ¡simo. 
5.° Por razón de las personas interesadas en él, en doble y 
sencillo. Y 6.° Por razón de su extensión, en universales y 
particulares, y por razón del fuero, en secular, eclesiástico r 
militar, etc. 

Algunos añaden § los juicios que llevamos enumerados^ 
ei de conciliación. Nosotros creemos que los que así piensan 
incurren en un error, porque cuando las partes van ai juez, 
en el acto de conciliación, no puede pronunciarse una sen* 
tencia, sino que lo único de que se trata es de conciliar in- 
tereses opuestos, y si no se consigue, se dá por terminado ei 
v acto, y entonces es cuando principia el verdadero juicio. 

CAPITULO II. 
De los términos judiciales. 
Para que la administración de justicia no pueda ser elu- 
dida por la mala fé de la parte interesada en* retrasar el piel* 



Digitized by 



Google 



CIVILES Y CRIMINALES. 147 ' 

to, la ley ha establecido términos, dentro de los cuales están 
obligados los litigantes á usar de su derecho. Los términos 
Judiciales empiezan á correr desde el dia siguiente al en que 
se hubiere hecho el emplazamiento, citación ó notificación, 
y^e cuenta en ellos el dia del vencimiento; pero en ningún 
término se contarán ios dias en que no puedan tener lugar 
tasaciones judiciales. 

>. á¿ait4ndonos á lo que previene la Ley de Enjuiciamiento 
í, <fivfcliremos los términos en prorogables é improro- 

^ [prorogables aquellos cuya próroga no está exprésa- 
la^ prohibida. Esta próroga no depende del capricho de 
Jf$ gigantes, sino que para otorgarla es necesario: 1.* Que 
#jj$a antes de vencer el. término. Y 2,° Que se alegue justa 
eatta, ajuicio del juez, sin que sobre la apreciación que ha- 
ga de ella se dé recurso alguno. La próroga ó prórogas que 
se^concedan, en ningún caso podrán exceder de los dias se- 
ñalados por regia general para el termino que se prorogue. 
Trascurridos los términos prorogables ó las prórogas otorga- 
das en tiempo hábil, se recogerán los autos ai primer apre- 
mio, á costa del apremiado,, y seguirá adelante la sustancia - 
cion de éstos según su estado (1). 

Son improrogables los términos señalados: 1.° Para com- 
parecer en juicio. 2.° Para' proponer excepciones dilatorias. 
3.° Para pedir reposición de los autos y providencias délos 
juzgados de primera instancia. 4.° Para pedir aclaración de 
alguna sentencia ó [que se supla la omisión que en 'ella se 
hubiese cometido. 5.° Para apelar. 6.° Para presentarse ante 
• los Tribunales Superiores en virtud de emplazamiento hecho 
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á consecuencia de haberse admitido una apelación, y remiti- 
dos Jos autos. 7.° Para suplicar de los autos y providencias 
de los Tribunales Superiores. 8.° Para imponer ' recurso de* 
casación. 9.° Para apelar de la providencia denegatoria del 
recurso de casación. 10.° Para presentarse en el Tribunal 
Supremo á consecuencia de haberse admitido recurso de ca- 
sación ó apelación de providencia denegatoria de él y remi- 
tídose los autos. Y 11.° Cualesquiera otros, respecto á los 
cuales haya prevención expresa y terminante de que pa- 
sados no se admitan en juicio la acción, excepción, recur- 
so á derecho para que estuvieren concedidos. Los términos 
improrrogables no pueden suspenderse, ni abrirse después de 
cumplidos, por vía de restitución ni por otro motivo alguno. 
Trascurridos que sean los términos improrogablcs y acu- 
sada una rebeldía, se declarará, sin más sustanciácion, per- 
dido el derecho que hubiere dejado de usar la pírte á quien 
haya sido acusada (1). 

CAPITULO -III. 

De los«artíeulos ó incidentes. 

Llámase incidente la cuestión ó contestación que sobre- 
viene entre los litigantes durante el curso de la acción prin - 
cipal. Los incidentes son de Hos clisés; unos detienen-el jui- 
cio hasta que se terminan, y se llaman de previo y especial 
pronunciamiento, y otros no estorban ia cuestión principal, 
pues se siguen en pieza separada. 

Promovido el incidente y formada la pieza separada, se 
dará traslado al colitigante por término de seis dias; de lo . 



(1) Arts. 31 y 32, Ley de Enjuiciamiento civil. 
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que expusiere se facilitará copia al que lo hubiere promovi- 
do. Caso de haber convenido las partes en que se reciba á 
prueba, ó de haberlo pedido una sola, se recibirá el incidente 
á prueba por un término que no podrá bajar de ocho dias 
ni exceder de veinte. 

Si do hubiere prueba ó trascurrido el término de la mis- 
ma, se señalará dia para la vista y se oirá á los letrados de 
las partes, paralo cual se pondrán las pruebas de manifiesto 
en la escribanía para instrucción de las mismas. El ju$z dic- 
tará sentencia dentro de tres dias, y procede la apelación en 
ambos efectos, interpuesta la apelación, se admitirá sin sus- 
tanciacion ninguna, y se remiürán los autos ó la pieza sepa- 
rada al Tribunal Superior con citación y emplazamiento de 
las partes (1). . 

TITULO II. 

DE LA CONCILIACIÓN. 

Los que tienen que acudiré los tribunales para pedir que 
seles haga justicia, sólo deben emplear este recurso cuando 
no tengan otro medio de conseguir la reparación del daño 
causado. Los pleitos siempre son ruinosos, y para evitarlos 
se debe acudir á medios amistosos, procurando conciliar los 
opuestos intereses. 

El origen de la conciliación es muy antiguo, pues natu- 
ralmente debia procurarse por los jefes de familia impedir á 
toda costa los litigios. Los hebreos, los griegos y los roma- 
nos tenían leyes encaminadas á este ñqi pero á la Iglesia 
cristiana se debe el acto de conciliación con todas sus conse- 



0) Arts.312 al 350, Ley Me Enjuiciamiento civil. 

Digi*edbyG00gk 



150 PROCEDIMIENTOS 



cuencias. EJ Salvador, al indicar qué camino se debia seguir 
para la reparación de las injurias, marca tres actos: 1.° Que 
se pida la reparación t solas. 2.° Si esto no bastare, que le 
reconvenga ante dos testigos hombres buenos: 3.* Si ante 
ellos no diera esplicacion, entonces puede principiar el plei- 
to sometiéndose á la jurisdicción de la Iglesia (1). La mayor 
parte de I03 paises adoptaron la conciliación como el único 
medio de evitar los pleitos; pero como los mismos jueces que 
debi^p entender en el litigio eran también los encargados de 
la conciliación, no se obtenia el resultado que se deseaba, y 
para conseguirlo fué menester que se crearan funcionarios 
exclusivamente dedicados á # conseguir la avenencia de las 
partes. Lo sancionó la Asamblea francesa en 1790, y de allí 
lo tomaron nuestra legisladores en 1812. La Constitución 
de aquel año mandaba expresamente que nadie pudiera in- 
tentar un pleito, sin haber, procurado la conciliación,. desig- 
nando á los alcaldes como jueces encargados de conseguirla. 
Abolido todo lo de las Constituyentes de Cádiz, reaparece el 
acto de conciliación en 3 de Junio de 1821, donde se le lla- 
maba inexactamente juicio de conciliación. Anulada esta ley 
por la reacción del 23, reaparece en el Reglamento provisio- 
nal para la administración de justicia. El decreto dé 22 de 
Octubre de 1855, crea los jueces de paz encargados princi- 
palmente del difícil y honroso cargo de conciliadores. La Ley 
de Enjuiciamiento civil exige que proceda la conciliación á 
la mayor parte de los juicios, é indispensablemente ai ordi- 
nario. * 



(1) Si peccaverit in te frater tuus, vade et corripe eum interte et 
¡psum solum. Si autera te non audierit, adhibe tecum unum reí áu^s, 
ut in ore duorum vel trium testium stet omne Yerbum. Quod si no a 
audierit eos, dic Ecclesia?. Matt. y. 15, 16 y 17. » 
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Ski embargo de las ventajas tan grandes que se procura- 
ba obtener con la conciliación, no todos los autores admiten 
la necesidad. Bentham dice: que nada hay más inútil que el 
acto de conciliación, y para demostrarlo presenta un dilema 
con el cual quiere probar que el conciliador, ó no hace nada, 
4 hace las veces del tribunal de justicia. Por muy respetable 
que sea la opinión del jurisconsulto inglés, es digna de todo 
aplauso la reforma establecida en el título VI de la Ley de 
Enjuiciamiento, cuyas disposiciones vamos á reseñar. 

Antes de promover un juicio, debe intentarse la concilia- 
ción ante el juez municipal competente, 

Exceptúanse: 1.° Los juicios verbales. 2.° Los juicios eje- 
cutivos. 3.° Los interdictos. 4.° Los juicios de testamentaría 
y abintestato. 5*° Los concursos y quiebras. 6.* Los juicios 
en que estén interesados la Hacienda pública, los pueblos ó 
las provincias. 7.° Los juicios en que estén interesados los 
menores é incapacitados. Y 8.° Los juicios contra ausentes 
(1). No será necesario el acto de conciliación, para la inter- 
posición de las demandas de tanteo, de retracto y de cual- 
quiera otra que sea urgente y perentoria por su naturaleza* 
Mas si hubiera do seguirse pleito, se exigirá el acto de con- 
ciliación, ó la certificación de haberse intentado sin efecto. 

El juez no admitirá demanda sin que se llene esta forma- 
lidad en los casos en que por derecho corresponda; serán no 
obstante válidas y subsistentes las actuaciones que se hayan 
practicado sin*este requisito, salva la responsabilidad en que 
el juez haya incurrido, pero se procederá á la celebración del . 
acto en cualquier estado del pleito en que se note su falta. 

Fuera de los casos de sumisión expresa ó tácita, el juez 
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municipal competente será á prevención el del domicilio del 
demandado, ó el de su residencia. 

El que intente celebrar la conciliación acudirá al juez 
municipal, presentando dos papeletas firmadas por él ó por 
un testigo á su ruego. Estas papeletas deben contener los 
nombres y apellidos del demandante y demandado, domici- 
lio de ambos, objeto de la demanda y la fecha en que se pre- 
senta al juzgado. 

JS1 juez municipal, el mismo dia que recibe las papeletas 
ó al siguiente, mandará citar al demandado, señalando dia y 
hora para que comparezcan, acompañado cada uno de s* 
hombre bueno, que puede ser cualquier español mayor do- 
edad. Llegado el dia señalado por el juez, y presente el ie- 
cretario, expondrá el demandante sus razones, .replicará eí 
demandado, y sino hubiera avenencia entre ellos, los hom- 
bres buenos y el juez municipal procurarán avenirlos; y si no 
pudieren conseguirlo, se dará el acto por terminado. 

Se extenderá sucesivamente el acta de conciliación en un 
libro que llevarán los secretarios municipales, cuya acta será 
firmada por todos los concurrentes; y por los que no sepan 
ó no puedan firmarla, lo hará un testigo á su ruego. Los de- 
mandantes y demandados están en la obligación de compa- 
recer en el dia y hora señalados, y si alguno de ellos no lo 
luciere, ni manifestare causa justa para no concurrir, se 
dará el acto por terminado, condenándole en las costas y una 
multa de 6 á 60 rs., que hará efectivos el juez municipal (1). 

Los gastos que ocasione ia conciliación serán de cuenta 
del que la promueva: los de las certificaciones, del que las 
pidiere. Contra lo convenido en el acto de conciliación, sólo 
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se admitirá la demanda de nulidad, que procede en los mis- 
mos casos en que se auulan los contratos. Esta demanda se- 
guirá la tramitación del juicio ordinario. 

Lo conveoido en el acto de conciliación se llevará á efec- 
to por el juez municipal, si no excediese déla cantidad prefi- 
jada para los juicios verbales. Si excediere, el juez de prime- 
ra instancia será el encargado de ejecutarlo. 

TITULO III. 

DE LAS ACCIONES Y EXCEPCIONES. 

Justiniano definió la acción diciendo que era el derecho de 
m 
perseguir en juicio lo que se nos debía; defiuicion que no sa- 
tisface por lo estrecha en sentido jurídico. Nosotros admiti- 
mos la del Sr. La-Serna: acción es la facultad de perseguir en 
juioio nuestros derechos. 

Gomo toda acción es consecuencia de un derecho y éstos 
pueden ser en 6 día cosa, de aquí la principal división de las 
accionerén reales yjjersonales. El derecho en la cosa no su- 
pone persona obligada y se puede ejercitar contra cualquier 
poseedor, séanos ó no conocido; mientras <jue la acción per- 
sonal sólo podemos ejercitarla contra el que nos está obliga- 
do. Llámase acción mixta la que participa dé la naturaleza 
de, las reales y personales. Las acciones que se pueden pro- 
poner promiscuamente por cualquiera de las partes en cali- 
dad de actor ó promotor, se llaman dobles, como sucede, por 
ejemplo, respecto á la división de bienes comunes; y sencillas 
son las que desde luego designan y determinan quién es el 
que puede ejercitarlas, y contra qué persona (1). Algunos 
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autores dividen también las acciones en perpetuas y tempora- 
les; pero no es exacta esta nomenclatura, porque las accio- 
nes fenecen en más ó méoos tiempo. 

CAPITULO I. 
De las acciones reales. 

Llámase acción real, aquella por la que pedimos como 
nuestra una cosa corporal, ó vindicamos un derecho real 
que nos compete sobre una cosa ajena. Gomo ios derechos 
en la cosa son el dominio, la posesión, las servidumbres, la 
hipoteca, el censo, el derecho dyjaperficie y el derecho he- 
reditario, para repetirlos nos competen diferentes acciones» 
que son reales, aunque algunas participan también á las ve- 
ces del carácter de las personales por concurrir el derecho 
á la cosa con el derecho en la cosa, como aparecerá oportu- 
namente al recorrerlas con separación . 

Acción reivindicatoría. Esta es la principal de las acciones 
reales; dimana del dominio, y se dirige á recuperar una co - 
sa de nuestra pertenencia, que por cualquier motivo está 
otro poseyendo con sus frutos, productos y renta. El que 
ejercita esta acción tiene que probar el dominio de la Cosa 
que reclama, pues no basta el titulo de adquisición. Como de 
esta acción surge la restitución de frutos, conviene consig- 
nar las reglas siguientes: 1.* Todos indistintamente se deben 
restituir desde la contestación de la demanda. 2.* El poseedor 
<de mala fé ha de devolver los existentes, los percibidos y los 
que pudo percibir. 3.* El de buena fé sólo está obligado á 
restituir los existentes y no todos los percibidos, aunque se 
hubiere lucrado con ellos. 4. a El poseedor de buena fé puede 
cobrar las expensas necesarias y útiles que hubiere hect\o 
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en la cosa, y llevarse las voluntarias ó de comodidad, adorno 
y recreo, si el dueño tío se presta á satisfacerlas. Y 5." El po- 
seedor de mala fé pierde los gastos voluntarios; pero puede 
-cobrar los necesarios y llevarse los útiles, si el dueño de la 
cosa no se los quisiere pagar . 

Acción publiciana: es aquella que compete al que perdió 
4iaa cosa qué poseía con buena fé, sin haberla prescrito to- 
davía contra cualquiera que la detuviese, á no ser el verda- 
dero dueño. Se introdujo e9ta acción por un pretor llamado 
Pabüeio, fundado en la equidad, revistiendo de la calidad de 
4aeño al tjue todavía no lo era, pero que tenia más derecho 
£ la cosa que eLterceroj^la detenta. 

Acción resctsoriq: es aquella por la que pedimos que se 
^rescinda la prescripción de k). que era nuestro, ganado por 
otro cuando nos hallábamos ausentes, por razón del servicio 
público, de estudios ó de otra causa justa (1). El término para 
«ejercitar esta acción es de cuatro años, que se empiezan á 
<x>otar desde que regresó el ausente. Los menores pueden 
pedirla rescisión de un contrato durante el cuadrienio legal 
<flie dura hastarfos veintinueve años. 

Acción confesoria: es la que tiene el dueño del predio do- 
minante, á cuyo favor está constituida una servidumbre, 
para obligar al poseedorde una finca sirviente á que sufra 
«aquel gravamen. Pueden usar de esta acción, no sólo el que 
tenga el dominio pleno, sino también el enfiléuta, el super- 
íciario y el usufructuario. 

Acción negatoria: es la que tiene á su favor el que niega 
■que su heredad esté sujeta á servidumbre, y pide la declare 
•el juez libre y condene al reo á que desista del uso de la ser- 
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vidumbre, prestando caución de no molestar al actor ea 
adelante, además de pagarle ios daños y perjuicios. El dueño 
de la finca libre no tiene que baccr prueba de la libertad; al 
de la otra es á quien toca demostrar que existe la servidum- 
bre (1). 

Acción hipotecaria: es aquella establecida á favor 4el acree- 
dor para seguridad de su crédito, y por ella puede hacer 
vender la finca que le está, hipotecada. Como acción real se 
dirige contra la cosa, pero si el demandado no fuere el deu- 
dor, sino un tercero en cuyo poder está la linca hipotecada,, 
podrá éste obligar al demandante á que requiera judicial- 
mente ó por notario al deudor^|M^s romanos conocían 
esta acción con los nombres d JIRgma y cuasiserviana, no- 
menclatura inútil entre nosotros. 



CAPITULO II. 
De Xas acciones personales. 

Llámase acción personal aquella que corresponde para 
exigir de otra el cumplimiento de cualquiera obligación, 
bien provenga de un contrato, ó de un cuasicontrato, y el 
que la entabla pide que se condene al demandado al cum- 
plimiento de la obligación, y en su defecto al resarcimiento 
de daños y perjuicios. De los contratos bilaterales nacen doa 
acciones, por las que quedan obligados ambos contrayentes; 
en los unilaterales nace sólo una obligación, y por lo tanto 
una sola acción contra uno de los contratantes; en los inter- 
medios ó bilaterales imperfectos nacen dos acciones: una di- 
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recta y otra contraria. La primera nace inmediatamente del 
contrate, la segunda sirve para pedir el resarcimiento de los 
. gastos ocasionados para la conservación de la cosa ó cum- 
plimiento del contrato. 

Donde quiera que hay una obligación, bien se funde en 
el consentimiento expreso ó en el presunto, allí nace una 
aecion que ponga en ejercicio nuestro derecho; y como las 
dimensiones de nuestro trabajo no nos permiten estudiar de- 
talladamente cada una de las acciones personales, hablare- 
mos únicamente de las principales. 

Acción redhibitoria: es la que puede intentar en el térmi- 
no de seis meses el conutt^r de una cosa mueble ó raíz, en 
que sedescubra algín W vicio, tacha ó defecto no ma- 
nifestado por el vendS Ha volver á éste la cosa y reco- 
brar el precio con los danos y menoscabo que se le hubieren 
causado. Si el vendedor ignorase la carga ó vicio, estaría 
obligado á satisfacer el precio, pero no los daños y perjui- 
cios ocasionados. Esta acción no procede por los vicios pos- 
teriores al contrato. 

Acciofcestimatoria, llamada también quanti minom: es la 
que compete al comprador engañado y á sus herederos con- 
tra el vendedor y los suyos, para que éste lerestituya la par- 
te de precio que valia de menos la cosa vendida con un vicio 
oculto, que por dolo ó ignorancia no manifestó el vende- 
dor (1). En esta acción no se trata, como en la anterior, de 
rescindir el contrato, sino únicamente conseguir que se de- 
vuelva el precio q\ie se dio de más; y para usar de dicha 
acción tiene el comprador un año, contado desde que se ce- 
lebró la venta ó desde que supo el vicio de la'cosa. 



(1 ) La-Serna .— Procedí m ien tos. 
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Acción rescisoria por leñan: es la que compete al compra* 
dor ó al vendedor que ha sido perjudicado eo más de la 
mitad del justo precio, bien para que se rescinda el contrato, 
ó se indemnice al perjudicado. Dura esta acción cuatro años 
después de celebrado el conlpjflr 

Acción in rem verso: es la que está establecida, en favor- 
de los que contratan con hijos de familia para reclamar con- 
tra el padre, extinguido el peculio, en cuanto se hubiere 
convertido en su utilidad ó entrado en su patrimonio. Esta 
arción, fundada en el principio que nadie debe enriquecerse 
con perjuicio de otro, se conoci6 en Roma, y de allí pasó á 
nuestro derecho (1). 



"W 



CAPITt 

De las acciones mixtas. 

Ya, hemos dicho que acciones mixtas son aquellas que 
participan de la naturaleza de las reales y personales. 

Acción familicB erciscundae ó de división de herencia: es la 
que compete á cualquier heredero contra los demás para 
partir los bienes de la herencia. Pueden usar esta acción, no 
sólo los herederos que vienen por voluntad del testador, sino 
aquellos que son llamados por la ley. 

Acción de communi dividundo: es la que tiene un socio 
contra los demás para dividir el capital común ó exigir el 
cumplimiento de ciertas prestaciones personales. 

Acción de finium-regundorum ó de apeo: es la que corres- 

4 ponde á los dueños de predios colindantes para que se des- 

inden perfectamente; bien que nunca lo hayan estado, ó que 



(1) Leyes 5.*, 6. a y 1*, tít. I, Part. 5.« 
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un caso fortuito haya hecho desaparecer las señales, fia la 
Le; de Riyuiciamiento se conoce esta acción con el nombre 
de deslinde y amojonamiento. 

, Acción pauHana: es la que usa el acreedor perjudicado 
para revocar las enajenaciones hechas eu fraude suyo. Para 
que proceda, es menester que exista la marcada intención 
de defraudar, pues si el deudor vendió la cosa creyendo que 
con el resto de sus bienes podría pagar, entonces no hay lu- 
gará la acción pauliana. Esta acción dura un año, contado 
desde el dia en que ios acreedores supieron la enajenación, 
y nunca se dá contra el comprador de buena fé, pero sí con- 
tra el que participó del fraude (1). 

Acción ad exhibendum: eá la que compete al que, tenien- 
do que demandar una cosa ó cantidad, desea que anjes se le 
exhiba ó muestre la cosa misma, ó bien el documento en 

• que funda su derecho, para cerciorarse de si aquella es, en 
efecto, la que cree corresponderle, ó para averiguar sí le 
compete ó no (2). Limítase esta acción á las cosas muebles; 
pues como las raices no pueden ocultarse, no es necesaria 
dicha acción. Las leyes autorizan al juez para obligar, hasta 
por la fuerza, á que exhiba la cosa el que se niega á ello, 
quedando además responsable de los gastos, daños y per- 
juicios. 

Acción noxal: es la que corresponde ai que ha sido perju- 
dicado por un animal, contra el poseedor de éste, para que 
resarza el daño causado ó pierda el animal á beneficio del 
perjudicado (3). El que por^alta de cuidado dá lugar á que 



(1) Ortiz de Zúñiga.— Práctica forense, 

(2) Ley 7.*, 9.* y 12, tit. XV, Part 5. a 

(3) La-Sema.— Procedimientos Judiciales, 
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un animal cause un daño, debe pagarlo; pero si el animal 
causó el mal instigado por alguno, éste debe ser el respon- 
sable. , 

Acción de peculio: es la que compete contra el padre que 
dio al hijo un peculio para negociar por los contratos que 

celebró, en cuanto qftepá en el peculio. 

*• " f 

C1PITULO IV, 
Délas excepciones. 

Hemos dicho que el actor usa de la acción para ejercitar 
su derecho; el demandado usa las excepciones para dilatar 
la contestación. Es, pues, la excepción: la contradicción ó re- 
pulsa con que el demandado procura diferir, destruir ó enef* 
var la pretensión ó demanda del actor (1). Algunos admite* 
cinco clases de excepciones; nosotros sólo hablaremos de 1» 
perentorias y dilatorias. 

Excepciones perentorias, son las que destruyen la accioa 
entablada. A esta clase pertenecen la cosa juzgada, el pagé 
de la deuda que se reclama, la transacción, el dolo ó miedo 
que intervino en el contrato. En la contestación á la demaa- 
da deberá hacer uso el demandado de las excepciones peren- 
torias que tuviere y de las dilatorias no propuestas anterior- 
mente. 

% Excepciones dilatorias, son las que retardan ei fallo déte 
cuestión principal, y por eso sollaman también de previo i 
especial pronunciamiento. SóIq son admisibles como excep- 
ciones dilatorias: 1." La incompetencia de jurisdicción. 2. a la 
falta de personalidad en el demandante 6 su procurador* 



(l) Escrictie.— Diccionario de jurisprudencia y legislación. 
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3.* La litispendencia en otro juzgado ó tribunal competente. 
Y i' Defecto legal en el modo de proponer la demanda. Si el 
demandante fuere extranjero, será también excepción dila- 
toria la de arraigo del juicio, en ios casos y en la forma que 
«n la Nación á que pertenezca se exigiere á ios españoles (1). 

Las excepciones dilatorias sólo pueden proponerse dentro 
<te seis dias, contados desde el siguiente al de la notificación 
ie la providencia en que se mandaren entregar los autos 
fara contestar la demanda. Trascurrido dicho término, de- 
berán alegarse contestando, y no producirán el efecto de 
suspender el curso de la demanda. Del escrito en que se pro- 
ponga la excepción dilatoria se dará traslado por tres dias al 
actor, y de lo que éste dijere se dará copia ai demandado. 
Recibido á prueba el artículo por ocho dias improrogables, 
J concluido el término, se pondrán de manifiesto las prue- 
bas en la escribanía del actuario. 

Enteradas las partes, mandará el juez traer los autos á la 
vista, y oidas las defensas, se dictará la sentencia dentro del 
fercer dia, á contar desde el siguiente al de la vista. La sen- 
tencia es apelable en ambos efectos, y si se apelase, se remi- 
tirán los autos al Tribunal Superior citadas y emplazadas 
fas partes. 

TITULO IV. 

DE LAS PRUEBAS. 

Prueba es: averiguación que se hace eu juicio de una cosa 
dudosa; ó bien el medio en que se muestra y hace patente la 
verdad ó falsedad.de alguna cosa. Algunos jurisconsultos de 



(l) Arts. 237 y 238, Ley de Enjuiciamiento civil. 
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de los tiempos modernos, entre ellos J. Bentham, dicen: que 
el procedimiento no es masque el arte de suministrar las 
pruebas; en efecto/ salvo aquellas cuestiones en que se ven- 
tila sólo el sentido de la ley, las demás tienen por objetóla 
justificación de hechos dudosoá que deben fijarse para que el 
fallo no sea ajusto (1). 

El Sr. La-Serna, al definir la prueba, dicerque unas ve- 
ces significa la justificación de hechos dudosos alegados en 
juicio por cada uoa de las partes, y otras aplicamos el nom- 
bre de prueba á los medios de hacerla; así por ejemplo decir 
mos, prueba instrumental, testifícamete. Dedúcese de aquí 
que en toda prueba se comprenden dos hechos diferentes; d 
uno es el que se trata de probar, y se puede llamar htck* 
principal: el otro^s el medio de probarle, que recibe el nom- 
bre de heclío probatorio. 

A cada una de las partes corresponde probar los hechos 
que alega, y la negativa del contrario no tiene que ser justi- 
ficada^ á no ser que contenga alguna afirmación, por €¡jem- 
plo: niego la deuda que se me reclama, porque en tal ó cual 
tiempo hice entrega de la suma á mi acreedor. 

Las pruebas se dividen en plenas y semiplenas; las prime- 
ras son aquellas que no dejan lugar á duda, é instruyen su- 
ficientemente al juez para que pueda dar sentencia condena- 
toria ó absolutaria; semiplena ó imperfecta, es aquella que 
deja duda sobre los hechos controvertidos. Además de estos 
medios de justificar los hechos, existen las presunciones, ó sea 
la consecuencia que saca la ley ó el magistrado de un hecho 
conocido, para averiguar la verdad de uno desconocido ¿rin* 
cierta La presunción es de dos clases: legal ó de derecho y de 
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hombre. La primera comprende la llamada juris etjure, y tie- 
ne tal fuerza que contra ella no se admite prueba, y la juris 
tantaro, que acepta como ciertos los hechos aducidos mien- 
tras no se pruebe lo contrario. Las presunciones de hombre, 
sod aquellas que forma el juez por las circunstancias ante- 
cedentes, concomitantes ó subsiguientes ai hecho principal 
que se examina. 

El juez recibirá el pleito á prueba en el caso de que los 
litigantes 4o hayan solicitado; pero si convienen en que el 
pleito se falle definitivamente sin necesidad de prueba, man- 
dará traer los autos á la vista y dictará sentencia.. Si después 
de recibido el pleito á prueba ocurriere algún hecho que tu- 
viere relación con la cuestión que se ventile, ó hubiere lle- 
gado á noticia de las partes alguno de que juren no haber te- 
nido antes conocimiento, podrán alegarlo, formulando un 
escrito que se llama de ampliación. Del escrito de ampliación 
se dartkpor tres dias traslado ala otra parte, que podrá tam- 
bién alegar nuevos hechos si lo creyere conveniente. La 
prueba que se ejecute será extensiva á los hechos expuestos 
cq la demanda, contestación, réplica, duplica y Jos escritos 
de ampliación. * 

k El término ordinario de prueba será de sesenta dias, den- 
tro de los cuales fijará el juez el tiempo que le parezca con- 
veniente; y podrí, prorogarlo, pero sin salirse nunca de los 
sesenta dias. El término extraordinario de prueba se otorga- 
rá cuando hubiere de ejecutarse alguna fuera de la Penínsu- 
la,Mas adyacentes y*posesiones de África, y varía desde cua- 
tro meses, seis, ocho y doce, según que la prueba haya de 
ejecutarse en Europa, Antillas españolas, América, Filipinas 
ó cualquiera otra parte del mundo de que no se lia ya hecho 

expresión. Para que pueda otorgarse el término extraordi- 
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nario de prueba, se requiere que se pida dentro de tres dias 
siguientes á la notificación del auto de prueba, que se indi- 
que la residencia de los testigos que hayan de ser examina- 
dos, cuando la prueba fuere testifical, y caso de ser instru- 
mental, que se expresen los archivos donde se hallen los do- 
cumentos que deban testimoniarse. 

El litigante á quien se hubiese concedido término extraor- 
dinario, y no ejecutare la prueba que haya propuesto, será 
condenado á pagar á su contrario una multa, que.no podrá 
bajar de 2.000 reales ni exceder de 20.000, á juicio del juez 
que conozca de los autos, salvo si apareciere que no ha sido 
por su culpa. Esta multa se impondrá en la sentencia defi- 
nitiva. 

Ni el término ordinario ni el extraordinario de prueba 
podrá suspenderse, sino por justa causa á juicio del juez y 
bajo su responsabilidad. Los jueces repelaráu de oficio las 
pruebas impertinentes ó inútiles que se propongan. Para la 
prueba de cada una de las partes deberá formarse pieza se- 
parada, y no se practicará ninguna sin previa citación del 
contrario. 

Los medios de prueba de que puede hacerse uso en los 
juicios civiles son: documentos públicos y solemnes, docu- 
mentos privados, correspondencia, confesión enjuicio, jui- 
cio de peritos, reconocimiento judicial y testigos. 

CAPITULO I. 

m * 

Documentos públicos. 

Ningún medio de prueba es tan firme y eficaz como el 
que consiste en los instrumentos públicos, mucho más des- 
de el establecimiento de personas destinadas á extender y 
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conservar los documentos en que se consignan el estado ci- 
yíI de las personas y los contratos que celebran los particu- 
lares. Bajo la denominación de documentos públicos y so- 
lemnes se comprenden: las escrituras públicas otorgadas con 
arreglo á derecho, los documentos, libros de actas, estatutos, 
registros y catastros que se hallen en los archivos públicos y 
las copias estén sacadas y autorizadas por los secretarios y 
archiveros por mandato de la autoridad competente; las par- 
tidas de bautismo, matrimonio y defunciones dadas con 
arreglo á los libros de los párrocos ó por los que tengan á su 
cargo el Registro qvil. 

Para que los documentos públicos y solemnes sean efi- 
caces en juicios, deberán observarse las reglas siguientes: 
!.• Que los que hayan venido al pleito sin citación, sé cote- 
jen con sus originales, á no ser que la persona á quien per- 
judiquen haya prestado á ellos asentimiento expreso. 2.* Que 
los que hubieren de traerse de nuevo, vengan' en virtud de 
mandamiento compulsorio, previa citación de la parte á 
quien hayan de perjudicar. 3.° Que si el testimonio que se 
pida fuere de parte de un documento solamente, se adicione 
á él lo que el coligante señalare. Y 4.° Que las certificaciones 
sean dadas por el encargado del archivo, oficina ó registro 
en que se bailen los documen toa. 

Las escrituras públicas sólo pueden autorizarse por nota- 
rio público con la asistencia de dos ó tres testigos varones, 
debiendo el notario expresar al fin de la escritura que co- 
noce personalmente al otorgante y testigos. Las escrituras 
se han de extender en idioma español, sin blancos, enmien- 
das ni raspaduras, y si después de extendido el documento 
se quiere añadir, quitar ó mudar algo, el notario debe sal- 
varlo al fin del escrito y antes de la firma. La primera copia 
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de una escritura hace completa prueba en juicio, y estas co- 
pias se conocen porque así lo consigna el notario que auto- 
rizó la matriz, y porque al final del documento aparece la 
fórmula presente fui á w otorgamiento. 

Los documentos otorgados en otras naciones tendrán 
igual fuerza que los que lo sean en Espafta, si retinen todas 
las circunstancias que se requieren para su autenticidad. 
Antes de admitirse en-juicio, se remitirá por el juez á la otí- 
cinade interpretación de lenguas para su traducción, sin 
que pueda hacerse en ninguna otra forma; pero si los litjgaa- 
tes convienen sobre su inteligencia, se estará y pasará por 
la que le dieren. 

Las escrituras públicas pueden ser redargüidas como fal- 
sas civil ó criminalmente. Lo primero cuando les falte algu- , 
no de los requisitos que la ley exige para que produzcan 
prueba; tal seria que el otorgante ó testigos fueran ijcapa- 
ces para otorgar el instrumento. Se redarguye criminalmente 
de falsa: cuando se pruqba que el otorgante se hallaba al 
tiempo del otorgamiento en un lugar lejano, mientras en la 
escritura se le menciona como presente; cuando ios testigos 
instrumentales niegan el otorgamiento, si el notario és de 
mala fama y el instrumento reciente; pero faltando una de 
estas circunstancias y concordando aquel con el protocolo, 
deberá creerse al escribano, y por último, cuando éste niega 
que sea suya la firma que existe en el documento . 

La distancia de los juzgados y de las oficinas públicas del 
punto donde se ha otorgado el instrumento, es causa de qitf 
frecuentemente sean desconocidos el signo y la firma del 
notario ó de la persona que lo ha autorizado." Es necesario, 
pues, que otros notarios certifiquen acerca de su autentici- 
dad, para que las escrituras presentadas se consideren W' 
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timas y hagan fé. Este acto recibe el nombre de legalización. 
Cuando el documento se lia de presentar en un país extran- 
jero* basta por lo general que vaya legalizado por la autori- 
dad superior de la provincia y el cónsul de aquella nación ( 1 ) . 
Cuando los documentos que vengan del extranjero procedan 
de cónsules que no sigan correspondencia directa con el Mi- 
nisterio de Estado, deben ser legalizados por el jefe de la le* 
paliación y la urina de éste reconocida y legalizada por aquel 
Ministerio. 

CAPITULO II. 

Documentos privados. 

Bajo la denominación de documentos privados se com- 
prenden: los vales, pagarés, recibos, libros de cuentas, etc. 
Los documentos privados se exhibirán y unirán á los autos, 
pero sólo hacen prueba plena cuando la firma es reconocida 
por el otorgante, Si los documentos privados que hayan de 
testimoniarse obran en poder de un tercero, se exhibirán at 
escribano de los autos, y éste pondrá copia en los mismos. 
Nadie está obligado á exhibir documentos de su exclusiva 
propiedad no siendo litigante; pero-la parte que tos necesite, 
podrá usar de su derecho en el juicio correspondiente. Siem- 
pre que se ponga en duda fa autenticidad de un documento 
público ó privado, se cotejará con los indubitados que seña- 
le la persona que pida el cotejo; el juez hará por sí mismo 
lo comprobadon, después de oir á los peritos revisores, y no 
tendrá que sujetarse á su dictamen. Si una de las partes sos- 
tiene la falsedad del documento y entabla la acción crimina- 
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en descubrimiento del delito y de su autor, se suspenderá el 
pleito en el estado en que se halle, hasta que recaiga ejecu- 
toria en la causa criminal. 

La correspondencia constituye una de las clases de Ios- 
documentos privados, y cuanto queda dicho con relación á 
éstos, es aplicable á aquella. 

CAPITULO III. 
Confesión enjuicia 

Confesión en juicio es: el reconocimiento que uno de lo$ 
litigantes hace en perjuicio propio del hecho que alega su 
adversario. Este medio de prueba produce más resultados 
que ningún otro, y hace inútiles y redundantes los demás 
(1). Por eso se dice á confesión de partes t relevo de pruebas. 

La confesión puede ser expresa ó tácita, simple ó califica- 
da, judicial ó extrajudicial. 

Confesión expresa es: la que se hace contestando de un 
modo afirmativo ó negativo, pudiendo agregar el que la dé 
las esplicaciones que estime convenientes ó las que el juea 
le pida.. Si se negare á declarar, se le apercibirá de tenerle 
por confeso si persiste en su negativa; si responde con evasi- 
vas, se le apercibirá igualmente de tenerle por confeso sóbre- 
los hechos, respecto á los cuales sus respuestas no fueren ca- 
tegóricas y terminantes. La confesión ampie tiene lugar 
cuando se confiesa lisa y llanamente, y calificada es aquella 
en que no se niega el hecho, pero se le añaden circunstancias 
que lo modifican. Confesión extrajudicial es la' que se ha he- 
cho delante de testigos y de la parte contraria ó de su procu- 
rador! 



(1) La-Serna y Montalvaa. 
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Todo litigante efcti obligado á declarar bajo juramento,, 
en cualquier estado del juicio, cuando lo exigiere el contra- 
rio. Estas declaraciones podrán hacerse á elección del que 
las pidiere, bajo juramento decisorio ó indecisorio; en el pri- 
mer caso, harán prueba plena, no obstante cualesquiera otras; 
en el segundo no perjudicarán más que al que declare. 

Juramento decisorio es el que se presta por una de las 
partes á petición de la otra, obligándose ésta á pasar por la 
que jure aquella para terminar de esta suerte la cuestión li- 
tigiosa (1). Es muy espue6to usarlo, porque queda uno á 
merced de Ja parte contraria, y sólo se acostumbra diferirla 
por necesidad, cuando no hay posibilidad de otra prueba y 
se apela á la conciencia del coligante. De toda confesión ju- 
dicial §e dará vista al que la hubiere pedido, que podrá soli- 
citar se repita para aclarar algún punto dudoso. 

El que haya sido llamado á declarar deberá firmar su de- 
claración, después de leerla por sí mismo; y si no quisiere 6 
*no pudiere hacerlo^ después de leérsela íntegramente el es- 
cribano (2). ; 

CAPITULO IV. 
Juicio de peritos. 

% Guando ^íara la decisión de un asunto litigioso se necesi- 
ten conocimientos especiales, han de nombrarse peritos qua 
bagan un examen concienzudo, y presten declaración con 
arreglo á su leal saber y entender. Los peritos que han de 
nombrarse no pueden ser personas ignorantes en la materia 



U) Ley 21, titulo XI, Part. 3.» 
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sobre la que deben manifestar su opinión, sino inteligentes 
y capaces, y cuya suficiencia se halle garantida por el ejer- 
cicio de su profesión, y en gran número de casos por un títu- 
lo obtenido, previos especiales exámenes (1). No pueden los 
peritos delegar á otro su comisión, porque habiendo sido ele- 
gidos por sus cualidades personales y jurando que desempe- 
ñarán el encargo, es claro que ellos, y no otra persona, soa 
los que deben ejecutarlo. Aun cuando ei/üctánien periciales 
muy importante, no están obligados los jueces á conformar- 
se con él, y con el objeto de que baya estricta imparcialidad, 
cada una de las partes puede nombrar un perito, á no mt 
que se pusieren todos de acuerdo respecto al nombramiealp 
de uno solo. Los peritos nombrados practicarán unidos la di- 
ligencia, las partes pueden concurrir al acto y hacer cuantía 
observaciones quieran á los peritos; pero deberán retirarse 
para que discutan y deliberen solos. Si el objeto del juicio pe- 
ricial permitiere que los peritos den inmediatamente su dte- 
támen, lo darán antes de separarse de la presencia del juez;. 
si no fuere posible por la importancia del dictamen, se les 
dará el tiempo necesario para que formen y emitan su juicio, 
el cual se consignará en los autos. Los peritos que estén 
conformes, extenderán su dictamen en una sola declaración 
firmada por todo3; los que no lo qstuvieren, lo pondrán por 
separado. Guando discordaren los peritos, se hará saber á 
las partes para el nombramiento de un tercero que dirima 
la discordia. 

Sólo- este tercer perito puede ser recusado, con justa cau- 
so, como son: parentesco, tener interés directo ó indirecto en 
el pleito ó en otro semejante, enemistad manifiesta ó amistad 
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íntima. Admitida la recusación, será reemplazado el perito en 
i* misma forma en que se hubiere hecho el nombramiento. 

CAPITULO V. 
Reconocimiento judicial. 

Reconocimiento judicial es: la inspección que el juez ha- 
%fcáe las coáas controvertidas ó de otras que puedan condu- 
Ifrá la justificación de los hechos litigiosos. Suele tener lu- 
^far principalmente en cuestiones sobre términos, linderos, 
anuncias de obra nueva y otras semejantes (1). El recono- 
cimiento judicial se hará siempre con citación previa, deter- 
minada y expresa para él; las partes pueden asistir á la di- 
ligencia del reconocimiento y hacer al juez de palabra las 
^observaciones que estimen oportunas. El juez procederá unas 
teees solo, y en otras es indispensable que le acompañen 
peritos. 

CAPITULO VI. 

Testigos. 

No habría mejor prueba, más completa, más perfecta ni 
fflás acabada que la dé testigos, si se pudiera confiar siempre 
«usu inteligencia, en su memoria y en su veracidad; pero 
por la debilidad y la malicia humanas se ha convertido en 
una de las más peligrosas, y los vicios y defectos de la legis- 
lación han acrecentado sus riesgos é incertidumbre (2). Des- 
graciadamente, mucho de lo que dice el autor de las líneas 
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anteriores es aplicable entre nosotros, según la opinión del 
señor La-Serna. Por fortuna han desaparecido de las leyes 
las prescripciones odiosas de otros tiempos, y la Ley de En- 
juiciamiento civil ha procurado revestir el dicho de los testi- 
gos del mayor número de solemnidades gosibles para qUe ia> 
verdad resplandezca, testigo es: la persona fidedigna de umá ft 
otro sexo que puede manifestar la verdad ó falsedad de Ip& 
hechos controvertidos. Para ser testigo se necesita: edad, c&- t 
noeimiento, probidad é imparcialidad. T" 

No puede ser testigo por falta de edad en los pleitos á& 
les el que todavía no haya cumplido catorce años, y en to¿ 
causas criminales el que no haya cumplido veinte; bien fjtfe» 
antes de Regar á estas edades puede una persona ser lian 
da á declarar, y servirá su dicho de presunción (1); siui 
bafgo, la Ley de Enjuiciamiento civil admite el testimonio <te 
los menores de catorce años que lo han de prestar sin jura- 
mento. ; • ' 

No puede ser testigo por falta de conocimiento el loco* 
fatuo ó mentecato, y los que se encuentran en estado de em- 
briaguez (2). 

Las leyes de Partida no consideraban probo al hombre 
que habia sido declarado infame de derecho, al hombre do 
mala vida, al que hubiere violentado á una mujer, al casada 
que tuviere, en su casa barragana conocida, al apóstata, et- 
cétera; pero la Ley de Enjuiciamiento sólo considera indigno 
de crédito al testigo condenado por falso testimonio. 

La imparcialidad es la principal circunstancia que deben 
tener los testigos para que sean atendidas debidamente sus 



(1) Ley 0. a , tít XVI, Part.a » 

(2) Ley 8. a , tít. XVI, Part. 3. a 
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deposiciones; y se prohibe, por consiguiente, que puedan 
^testiguar todos aquellos individuos que no ofrecen esta ga- 
atía, estos son: 1.° Los parientes por consanguinidad ó afi- 
l^tentro del cuarto grado. 2.° Los criados ó dependien- 
; £.° Los que tengan interés directo ó indirecto en el pleito 
_..__ semejante. Y 4.° Los ^nigos íntimos ó enemigos 
gestos de los litigantes. 

f¡ábiendo visto que condiciones deben reunir los que pue- 
¡Ljser testigos, toca ahora estudiar la forma en que se le? 
í pedir su declaración. Los litigantes presentarán inter- 
inos, con sujeción á los cuales se examinarán los tes- 
s, los jueces, después de analizar dichos interrogatorios, 
leran las preguntas pertinentes, mandarán dar copia 
► otra parte. Con el objeto de evitar confabulaciones se 
upará á los testigos separada y sucesivamente, sin que 
[■■' " # paos puedan presenciar las declaraciones de los otros. Toda 
\ , declaración se hará bajo juramento en la forma, y bajo las 
^paas que las leyes previenen^. exceptuándose los menores de 
Catorce a,ños, siempre se preguntará á los testigos si están 
comprendidos en uno de los cuatro casos de que hemos ha- 
blado al tratar de la imparcialidad. 

Además de los interrogatorios de preguntas, pueden las 
partes presentar otros de repreguntas. Estos quedarán reser- 
vados en poder del juez y bajo su más estrecha responsabili- 
dad, hasta el momento del examen de los testigos. Las de- 
claraciones de éstos se apreciarán según las reglas de la sana 
critica, habiendo modificado la Ley de Enjuiciamiento la de 
Partida, en lo que se refiere ai valor é importancia de la 
prueba testifical. 

Concluido el término de prueba, el juez mandará unirlas 
á los autos y entregar éstos por su orden á las partes para 
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alegar de bieQ probado. Dentro de ios cuatro días siguiente 
al en que se notificare esta providencia, podrán las par* 
tachar los testigos por falta de imparcialidad, teniendo 
seute lo que hemos dicho que dispone la ley sobre esta B¡ 
teria. Trascurridos dichos cuatro dias, no podrá ad 
ninguna solicitud sobre tambas. 

TITULO V. S' 

DE LAS APELACIONES. 

Corresponde á las Audiencias el conocimiento de las $ 
laciones de los asuntos en que han intervenido los juceeN 
primera instancia. Las apelaciones pueden ser libres ópn i 
bos efectos y en uu solo efecto. Se llama apelación libré* 
lia que impide ejecutar la sentencia del juez, hasta que a 
caiga el fallo del Superior. La apelación en un solo efect<% \ 
miteque el negocio pase á la Audiencia, pero se ejecuta^ 
sentencia, sin perjuicio de lo que disponga la Sala sentí 
ciadora. 

Recibidos que sean en la Audiencia cualesquiera áutofó 
que se hubiese admitido una apelación, y luego que se J 
biere presentado el apelante, se pasarán al secretario para i 
formación del apuntamiento. Si el apelante no hubiere coa 
parecido dentro del término del emplazamiento, á la primeaj 
rebeldía que acuse el apelado se declarará desierto el recur 
si el apelado no compareciere, seguirán los autos su curs(J 
notificándose en los estrados del tribunal las providencial 
que se dictaren. ' ' 

Si ni el apelado ni el apelante comparecieren, en cual* 
quier tiempo en que éste se presente, continuará la sustan- 
ciacion de la instancia. 
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£•"■ 

* Formado que sea el apuntamiento, se entregará con los 
lá las partes para que se instruyan los letrados; si se 
\ de un ¿uto ó providencia, por un término que no po- 

1 de seis dias ni pasar de quince, 
ato el apelante como el apelado, al devolver los autos, 
starán en escrito, firmado por abogado, su conformi- 
foon el apuntamiento y las reformas ó adiciones que 
i- deban hacerse en él. En este escrito deberá también el 
do adherirse á la apelación en los extremos en que la 
pueda haberle sido perjudicial; ni antes ni después 
basarse de este remedio. En los casos en que el apelado 
era á la apelación, deberá acompañar con su escrito 
teopia de él ea papel común, que se entregará al apelan- 
fcjjíeYaeltos los autos, se pasarán al ministro ponente, que 
i informar á la Sala sobre las adiciones ó reformas del 
atamiento pedidas por las partes, y practicadas éstas, se 
aran traer los autos á la vista. 
>í3i la sentencia apelada fuere definitiva, se entregarán 
jautos al apelante para expresar agravios de ella, por un 
ao" qu^no podrá bajar de ocho dias, ni pasar de veinte. 
Del escrito de agravios se dará traslado al apelado por el 
ismo término concedido al apelante al hacerle entrega de 
i autos. Con la oontestacion presentará el apelado copia de 
i en papel común, la cual se entregará al apelante. En los 
eritos de expresión de agravios y ae contestación, mani- 
atarán las partes su conformidad con el apuntamiento, ó 
* reformas que á su juicio deban hacerse en él. Presentada 
1 contestación se pasarán los autos alponeute, y devueltos 
|or éste,, se señalará dia para Ja vista, sin que sea necesario 
kuelo soliciten las partes. Las, vistas se verificarán hablando 
primero el defensor del apelante, en seguida el del apelado, 
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y á ambos será permitido rectificar equivocaciones ó resta- 
blecer los "hechos que hayan podido ser presentados con in- 
exactidud. Concluida la vista se dictará la sentencia (1). 

Antes de notificarse la providencia mandando traSr los 
autos á la vista, pueden las partes pedir el recibimiento á 
prueba, que sólo pedrá otorgarse: 1. a Guando por cualquier 
-causa, no imputable al que la solicitare, no hubiere podido 
hacerse en la primera instancia, 2.° Cuando hubiere ocurrido 
algún hecho nuevo, conducente al plato, y posterior al últi- 
mo dia del término de prueba que haya corrido en la prime- 
ra instancia, Y 3.° Cuando se haya adquirido conocimiento 
de un hecho que se ignorara aat@s, y sobre el cual, por coa- 
siguiente, no hayan girado ni las alegaciones ni las prue- 
bas. Para conceder el término de prueba, se oirá siempre á 
la parte contraria, é informará á la Sala el ponente. 

Contra los fallos de las Audiencias procederá el recurso 
de casación; pero si se deja pasar el tiempo señalado para 
recurrir al Supremo, se devolverán los autos á costa del ape- 
lante, previa tasación y regulación de costas, si hubiere re- 
caido condena de ellas, tomando razón la secretaría de la Au- 
diencia. 

Si ocurriere cualquier incidente durante la segunda ios- 
tancia, se sustanciará como- queda prevenido respecto i los 
que puedan ocurrir en la primera. La providencia que en 
los incidentes recayere, es suplicable ante la misma Sala 
dentro del tercero dia. 



(1) Arts. 849 al 865, Ley de Enjuiciamiento civil > 
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TITULO VI. 

DE LAS SENTENCIAS, SU EJECUCIÓN Y DEL 
JUICIO EN REBELDÍA. 



CAPITULO I. 
De las sentencias. 

Llámase sentencia la decisión legítima del juez sobre la 
caasa controvertida en su tribunal; se llama así de la pala- 
ira latina sentiendo, porque el juez declara lo que siente, se- 
£88 te que resulta del proceso, Las sentencias hoy solo pue- 
des ser definitivaSj pues seban suprimido las interlocutorias. 

Sentencia definitiva es en la que el juez, concluido el pro- 
ceso, resdfelve finalmente el negocio principal , condenando 
k absolviendo al r demandado. El término en que se debe dic- 
tar la sentencia varía según los juicios. 

•Los jueces de primera instancia verán por sí mismos los 
autos; pero k los Tribunales Superiores sedará cuenta, for- 
mando el correspondiente apuntamiento. Los pleitos se verán 
jeff todos los tribunales por el orden con que se hayan man- 
dado traer á la vista; dando preferencia, sin embargo, á los 
negocios que deban tenerla con arreglo á la ley. 
. Cuando los jueces ó tribunales tengan alguna duda sobre 
el asunto controvertido, dictarán autos para mejor proveer , 
candando que se traigan á la vista los documentos y autos 
que se necesiten, y que se practiquen todas las diligencias 
<flie se crean indispensables. 

Antiguamente estaba prohibido fundar los fallos definiti- 
vos para evitar las cavilaciones de los litigantes y economi- 

12 

D¡#tized by C 



178 PROCEDIMIENTOS 



zar tiempo en la redacción de la sentencia (1). La Ley de 
Eiyuiciamiento, por el contrario, dispone que las sentencias 
definitivas de todo artículo y las de los pleitos, sean funda-' 
das, y en su redacción se deben observar las reglas siguien- 
tes: 1. a Principiará el juez expresando el lugar y la fecha en 
que dicta el fallo. 2/ Consignará después lo que resulte íes* 
pecto á cada uno de los hechos contenidos en los escritos de 
réplica y duplica, y en los de ampliación si los hubiere habi- 
do, en párrafos separados, que principiarán con la palabras 
Resultando. 3. a A continuación hará mérito, en párrafos se- 
parados también, que empezarán con la palabra Consideran* 
do, de cada uno de los puntos de derecho fijados en los Hus- 
mos escritos, dando las razones y fundamentos legales (fot 
estime procedentes, citando las leyes ó doctrinas que coatí* 
dere aplicables. 4. a Pronunciará, por último, el fallo en 
términos claros y precisos, condenando ó absolviendo. 

Sentencia interlocutoria: se llamaba antes de la Ley éá 
Poder judicial á la que el juez pronunciaba en el discurso del 
pleito, entre su principio y fin, sobre algún incidente y á to- 
do auto preparatorio para la definitiva (2). Algunas veces 
tenia la sentencia interlocutoria fuerza de definitiva; como si 
se imponia alguna multa, se declaraba desierta una apela* 
cion, etc., puntos que se deciden hoy por autos. 

Cuando se comprende que en el pleito hay un litigante te- 
merario, éste será condenado en costas; pero si la cuestión es 
dudosa y no hay marcada mala fé, las sentencias no dirán 
nada, pagando cada uno las que hubiere causado. 



(1) Ley 8.*, tít. XVI, libro XI, de la Novísima Recopilación. 

(2) Ley 2.*, tít. XXII, Part. 3.» 
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CAPITULO II. > 

Ejecución de las sentencias. 

Consentida la sentencia en primera instancia, ó confir- 
mada en la segunda, se procederá á ejecutarla. 

Si se- trata del pago de una cantidad líquida, se procede al 
embargo de tienes suficientes, se tasan y se venden según 
las reglas' establecidas en el procedimiento de apremio (1). 
Si se trata de alguna cosa ódel cumplimiento de alguna obli- 
gación se debe compeler al obligado, ó en su caso á pagar 
los daños y perjuicios, para lo cual el que los baya sufrido 
presentará relación de ellos. Si el ejecutado se conforma, se 
le obligará á pagar, y si no se conforma se le oirá en juicio 
verbal, y becba la prueba se cumplirá lo mandado. 

Las sentencias dictadas en tribunales extranjeros, ten- 
afán en España la fuerza que establezcan los tratados res- 
pectivos. Si no bubiere tratados con la nación en que se ha- 
yan pronunciado, tendrán la misma fuerza que ella se diere 
á las dictadas en España. Si la ejecutoria procede de una na- 
ción en que no se dá cumplimiento á las dictadas por tribu- 
nales españoles, no tendrá fuerza en España. Si no se estu- 
viere en ninguno de los casos de que queda hecbo mérito, 
la£ sentencias tendrán fuerza en España si reúnen las cir- 
cunstancias siguientes: 1.° Que la ejecutoria se baya dictado 
á consecuencia de una acción personal: 2.° Que no haya sido 
dictada en rebeldía: 3.° Que la obligación sea lícita en Espa- 
ña. Y 4.° Que la ejecutoria sea auténtica. 

La esjecucion de las sentencias pronunciadas en naciones 



(l\ Ley de 9 de Julio 1877. 
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extranjeras se pedirá ante ei Tribunal Supremo de Justicia. 
Este, previa la traducción de la ejecutoria, después de oír á 
la parte contra quien se dirige y al fiscal, declarará si debe 
ó no darse cumplimiento. De esta providencia no se dará ul- 
terior recurso. Si el Supremo se niega al cumplimiento de la 
ejecutoria, se le devolverá al que la haya, presentado. Si la 
otorga, se comunicará ésta providencia por Real previsión á 
la Audiencia respectiva, para que ésta á su vez mande"al Juez 
de pómera instancia que cumpla lo sentenciado. 

CAPITULO III. 
Juicio en rebeldía. 

Guando un litigante á quien se cita por medio de los pe- - 
riódicos y edictos, no se presenta dentro del término que se 
le señale, se declara rebelde. Desde este instante no se prac- 
ticará ninguna diligencia en su busca, y todas las citaciones 
que deban hacérsele se notificarán en los estrados del tribu- 
nal; dando fé de ¿u lectura el secretario por diligencia que 
firmarán también dos testigos. Desde el momento.en que un 
litigante haya sido declarado en rebeldía, puede decretarse, 
si la otra parte lo pidiere, el embargo de bienes suficientes 
para asegurar el resultado del pleito. Cualquiera que sea el 
estado de éste durante la primera instancia, si el litigante re- 
belde se presenta, se le oirá, pero el pleito sigue sin retroce- 
der. El embargo de los bienes, corno consecuencia dé Ja re-, 
beldía, continuará basta el fin del juicio, á no ser que el liti- 
gante pruebe que no ha comparecido por causas ajenas á su 
voluntad. Este incidente se sustanciará en pieza separada. 

La sentencia definitiva que se pronuncie en un juicio se- 
guido en rebeldía, además de notificarse en los estrados jJel 
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tribunal, se publicará en la Gaceta y Boletines oficiales, Ha- 
biendo comparecido el litigante rebelde después del término 
de prueba en la primera instancia, ó durante la segunda, se 
recibirán en ésta los autos á prueba á solicitud del interosa- 
do. Al litigante que haya sido citado y emplazado en su per- 
sona y por su no presentación se le baya declarado rebelde, 
do se le oirá ni admitirá recurso alguno; exceptúase el caso 

. en que el litigante acredite cumplidamente, que después de 
la citación una fuerza mayor le ha impedido comparecer en 
el juicio. 
Al litigante que haya sido citado por cédula entregada á 

.su mujer, hijos, parientes, criados ó vecinos se le oirá des- 
pués de la sentencia, si lo pide dentro de un año, contado 
desde la fecha de la publicación de la ejecutoria, y acredita 
que la cédula de citación no seja entregaron. 

Al litigante que haya sido citado por edictos á causa de 
no tener domicilio conocido, se le oirá, si lo solicita, dentro de 
un año, á contar desde la fecha en que se publicó la senten- 
cia y acredita haber estado fuera del pueblo en que se ha se- 
guido el pleito. 

En las causas que la ejecutoria haya sido dictada por el 
Tribunal Supremo, será éste quien deba declarar si procede 
la audiencia del litigante rebelde. Las sentencias dictadas en 
rebeldía podrán ejecutarse pasados los términos que quedan 
indicados para oir á los litigantes condenados. Si el que haya 
obtenido la sentencia en rebeldía, pide que se ejecute antes 
de cumplirse los términos necesarios, se decretará si dá fian- 
za bastante á responder de .lo que reciba, si se le mandare 
devolver. Esta fianza se cancelará trascurrido ol tiempo ne- 
cesario para que comparezca el rebelde. 
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LIBRO SEGUNDO 



DE LOS JUICIOS SINGULARES. 

Vamos á ocuparnos en este libro de la tramitación de cada 
juicio de los llamados singulares, dejando para el tercero 
el tratar de los universales. Empezaremos por el juicio ordi- 
nario, porque es la regla general, y á él deben acomodarse 
todos los quejio tienen una tramitación especial consignada 
«nía ley. 

TITULO I. 

DEL JUICIO ORDINARIO. 

«Llámase juicio ordinario, aquel en que se discuten las 
•contiendas entre partes por trámites amplios y lentos, para 
>que con todo el posible conocimiento de causa, recaiga una 
•decisión acertada y justa.» Al indicar la tramitación del 
juicio ordinario, nos ceñiremos á lo que prescribe la Ley de 
Enjuiciamiento en su título VIL . . 

CAPITULO I. 
Disposiciones preliminares. 
El juicio ordinario podrá prepararse: 1.° Pidiendo decla- 
ración jurada el que pretende demandar á aquel contra quien 
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se propone dirigir la demanda, acerca de algún hecho reía- 
tivo á su personalidad, sin cuyo conocimiento no pueda en- 
trar en el juicio. 2.° Pidiendo la exhibición de la cosa mue- 
ble que haya de ser objeto de la acción real que trate de en- 
tablar. 3.° Pidiendo el que se crea heredero, coheredero 6 
legatario, la exhibición de un testamento ó codicilo. 4.° Pi- 
diendo el comprador al vendedor, ó el vendedor al compra- 
dor, en el caso de eviccion, la exhibición de títulos ú otros 
documentos, que se refieran á la cosa vendida. 5.* Pidiendo 
un socio ó comunero la presentación de los documentos y 
cuentas de la sociedad ó comunidad, al consocio 6 dueño que 
los tenga eu su poder. El juez accederá en estos casos á la 
pretensión, rechazando de oficio las demás. 

Fuera de los casos expresados, no podrá pedir el deman- 
dante posiciones, ni ninguna diligencia de prueba; salvo 
cuando por edad avanzada de un testigo, peligro de su vida* 
proximidad de uoa ausencia ú otro motivo poderoso, pueda 
esponerse el actor á perder su derecho por falta de justifica- 
don, en cuyo caso podrá el juez mandar que sea examinado 
el testigo ó testigos que estén en las circunstancias referidas. 

CAPITULO II. 
De la demanda y emplazamiento. 

El juicio ordinario principiará por la demanda, en la 
cual se exponen sucintamente y enumerados los hechos y 
fundamentos de derecho, se fija con precisión lo que se pide* 
y se indica la acción que Be ejercita; pero no es necesario de- 
signarla con su nombre técnico, basta determinar con clari- 
dad lo que se pide. A la demanda debe acompañarse: copia 
de la misma en papel común; certificación de haber intenty- 
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do áin efecto la conciliación; poder declarado bastante por 
un letrado, y los documentos en que funde el actor su dere- 
cho; y si no los tiene á su disposición, designará el archiva 
ó lugar donde se encuentren ios originales. Los jueces repe- 
larán de oficio las demandas no formuladas con claridad y 
que no se acomodaren á las regias establecidas. 

De la demanda presentada y admitida por el juez, se con- 
ferirá traslado á la persona contra quien se proponga, y se 
la emplazará para que dentro de nueve dias, itnprorogables, 
comparezca á contestarla, entregándote la Copia en papel 
común de ella. El emplazamiento se hará por medio de cé^ 
dula, que será entregada al demandado, si fuere habido; y 
si no se le encontrare, á su mujer, hijos, parientes que vivaa 
en sti compañía, criados ó vecinos; extendiéndose diligencia 
firmada por el escribano y la persona á quien se haga la en- 
trega. Si ésta no supiere, no pudier# ó' no quisiere firmar, lo 
liará un testigo en los dos primeros casos, y en el tercero lo 
harán dos testigos, á ruego del escribano.' Cuando la perso- 
na que se haya de emplazar no resida en el pueblo en que 
se demande, se hará el emplazamiento por exhorto, bien que 
resida en la nación ó en el extranjero. Si no fuere conocido 
el domicilio del demandado, se le emplazará por medio de 
edictos, periódicos oficiales y Gaceta de Madrid. 

Trascurrido extermino del emplazamiento sin haber com- 
parecido el demandado, citado en su persona ó en la de su 
mujer, hijos ó parientes, y acusada una rebeldía, se dará 
por contestada la demanda, haciéndose las notificaciones que 
ocurran en los estrados del tribunal. Si la cédula del empla- 
zamiento hubiere sido entregada á criados ó vecinos, ó he- 
cho el emplazamiento por edictos, se ie hará un segundo Ha* 
mamiento, señalando, para que comparezca, la mitad del 
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término antes fijado; y si no lo hace, se le declarará rebelde. 
Personado en forma el demandado, se le mandarán entregar 
los autos para que conteste dentro de nueve días. 

CAPITULO III. 
De la contestación. 

Si el demandado propusiere alguna excepción dilatoria, 
no estará obligado á contestar la demanda hasta que se eje- 
cutoríe este artículo, que será siempre pfévio. Si deja tras- 
currir los seis dias que hay para proponer excepciones es- 
tará obligado á contestar. La contestación deberá tener lugar 
dentro de los seis dias siguientes al eñ que se notifícate el 
«uto de entrega. 

Trascurridos los seis dias sin presentarse la coatestóan, 
acusada una rebeldía, se recogerán de oficio ios auto* y se 
declarará la demanda contestada, precediéndose á lo d$JÜfr 
que corresponda. El demandado redactará su contestación 
como la demanda el optor; es decir, con hechos y fundamen- 
tos de derecho; y acompañará los documentos justificativos 
de su pretensión. En la contestación puede hacerse uso de 
las excepciones perentorias y dilatorias no propuestas en 
tiempo oportuno. De la contestación á la demanda se dará 
traslado al actor por término de seis dias; y déla réplica, al 
demandado por igual término* 

En los escritos de replicar^ duplica, tanto el actor como 
-el demandado fijarán definitivamente los puntos de hecho y 
de derecho objeto del debate, pudiendo modificar ó adicio- 
nar los que hayan consignado en la demanda y contesta- 
ción. En los mismos escritos pedirán por medio de otrosks 
que se falle desde luego el pleito, ó que se reciba á prueba 
si lo estimaren necesario. 
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Practicadas las pruebas pedidas, en el término ordinario 
ó extraordinario, podrán tachárselos testigos dentro de las 
condiciones que en el libro primero hemos establecido, y 
terminado esto, se entregan los asuntos para alegar de bien 
probado. 

w CAPITULO IV. 

Do los alegatos, vistas y sentencias. 

El término dentro del cual deberá alegarse de bien pro- 



o, será de seis á veinte dias; pero en estos escritos no 
puede alterarse la cuestión litigiosa. Devueltos los autos por, 
el actor, se entregarán al demandado para que alegue de 
bien probado, por igual término que el qiie el demandante 
baya tenido; y al devolverlos con stf alegato, acompañará 
una cepa simple de él, suscrita por el procurador, la cual se 
entregará ai demandante. 

Si cualquiera de la apartes lo pidiere, el juez señalará dia 
para la vista, y en este acto se oirá de palabra á los defenso- 
res de los litigantes si se presentaren. Si no se hubiere soli- 
citado por tas partes, el juez dictará sentencia sin necesidad 
devista. 

Si se hubiere celebrado vista pública, se dictará la sen- 
tencia dentro-de los ocho dias siguientes al en que hubiere 
terminado aquella. Si trascurriere dicho término sin dictarse 
el fallo, las Audiencias correjirán disciplinariamente á los 
jueces que hayan incurrido en semejante falta. 

Las sentencias serán fundadas, y en su redacción se ob- 
servarán las reglas que hemos dejado establecidas, notifi- 
cándose á los procuradores de las partes dentro de ios dos 
dias siguientes al en que fueren dictadas. El juez admitirá la 
apelación, si se interpusiere en tiempo y forma, sin sustan- 
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oración alguna, y remitirá los autos al Tribunal Superior 
dentro de segundo dia, citadas y emplazadas las partes. 

El término para comparecer en el Superior, será el de 
veinte días siguientes al en que se haya notificado la provi- 
dencia que mande remitir los autos y citar para la misma 
comparecencia. 

TITULO II. 

PROCEDIMIENTOS MATRIMONIALES. 

Habiendo vuelto á tener efectos civiles el matrimonio ca- 
nónico (i), sólo ha quedado el civil para que los que aó sod 
católicos puedan fundar una familia; por lo cual, trataremos 
en este título de lo relativo al matrimonio civil, pues del ca- 
nónico se ocupa la asignatura correspondiente, 

CAPITULO I. • 

Procedimiento para el matrimonio. 

Los que no siendo católicos intentaren contraer matri- 
monio civil, lo manifestarán al juez municipal de su domi- 
cilio, si los dos tuvieren uno mismo, y en otro caso al de 
cualquiera de ellos, consignando ambos en dicha manifesta- 
ción: sus nombres y apellidos paterno y materno, su edad, 
profesión ú oficio, los respectivos pueblos, términos muni- 
cipales, partidos y provincias de su nacimiento y de su do- 
micilio ó residencia durante los dos últimos años. Esta ma- 
nifestación puede hacerse por escrito y de palabra; ea el 
primer caso los dos contrayentes firmarán la solicitud, y si 
no supiesen, lo harán testigos á ruego: en el segundo caso el 



(1) Decreto 9 de Febrero \8H5. 
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jueahará extender un acta en que conste el deseo de las 
parles. 

Presentada la solicitud escrita, mandará el juez ratificar 
en ésta á los interesados, y hecho, se fijarán los edictos dos 
Teces consecutivas por el término de ocho días cada uno. 
Pasado este tiempo sin que nadie se oponga, puede celebrar- 
se el matrimonio, para cuyo acto son hábiles todos los dias y 
todas las horas; debiendo llenarse las formalidades que exige 
la Ley de 18 de Junio de 1870 en su capítulo IV. 

Lqs promotores fiscales y los regidores síndicos, tienen 
la obligación de inquirir y denunciar al juez municipal com- 
petente los impedimentos legales que afecten á los preten- 
dientes; y pueden hacer esta denuncia todos los ciudadanos 
mayores de edad. La denuncia délos impedimentos debe ha- 
cerse en el término señalado en los edictos ó en los cinco 
días siguientes á su conclusión; si se hiciere después, no será 
admisible; á no interponerse ante el juez municipal que hu- 
biese de autorizar él matrimonio y antes de su celebración. 
La denuncia puede hacerse por escrito' ó vérbalmente, te- 
niendo que ratificarse en el primer caso y hacerlo consignar 
en un acta en el segundo; siguiendo en todo lo demás la tra- 
mitación que establécela ley para los juicios verbales. Guan- 
do la denuncia privada fuere declarada maliciosa por sen. 
tencia firme, se condenará al denunciante á la indemniza- 
ción délos daños y perjuicios Causados á los interesados (1). 



(1) Arts. 20 al 27, Ley de Matrimonio civil, y art.4.° del Reglamento. 
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CAPITULO II. 

Procedimientos para la nulidad del 
matrimonio y divorcio. 

Las demandas de nulidad de matrimonio civil y de divor- 
cio, se sustanciarán y fallarán en juicio ordinario, con las 
variantes que expresan los párrafos siguientes (1). 

A las demandas de divorcio precederá siempre, y aunque 
los cónyuges ó alguno de ellos sea menor de edad, el acto de 
conciliación, ose hará constar que se ha intentado sin efecto. 
La avenencia de las partes en este acto sólo será eficaz si con- 
vienen en continuar su vida marital. Igual acto precederá á 
las demandas de nulidad del matrimonio cuando la causa de- 
terminante de aquella sea alguna de las comprendidas en los 
números 3.°, 4.° y 5.° del art. 92 de la Ley de Matrimonio ci- 
vil. Tampoco será válida la. avenencia en este acto fuera del 
caso expresado anteriormente. El juez ante el cual se celebre 
el acto, enterará á los interesados de la obligación de ratifi- 
car ó subsanar, los defectos que se relacionen con las causas 
que se citan en los números del mencionado art. 92. 

. A la admisión de la demanda de nulidad del matrimo- 
nio ó de. divorcio precederá una información sumaria, con 
arreglo á derecho, acerca de la certeza de los hechos ó cau- 
sas que según la ley puedan dar lugar á que se declare la 
nulidad ó el divorcio, siempre que unos y otros no aparezcan 
desde luego comprobados por documentos públicos que la 
acompañen. Esta información previa debe "practicarse con 
citación y asistencia del ministerio fiscal. Bn las demandas 
de divorcio, y cuando la urgencia lo reclame, el juez acor- 



(1) Art. 1.° Real decreto de 23 de Noviembre de 18^2. 
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dará: la separación provisional de los cónyuges, depósito de 
la mujer y de los hijos, señalamiento dé alimentos y la adop- 
ción de las medidas necesarias para la seguridad de los bie- 
nes. Estas disposiciones se aplicarán igualmente á las de- 
mandas dé nulidad. 

Los cónyuges menores de edad no tendrán necesidad de 
carador para comparecer en juicio como demandantes ó de- 
mandados, á no hallarse legalmente incapacitados por otro 
concepto. El ministerio fiscal será siempre parte en los jui- 
cios de nulidad de matrimonio y de divorcio, debiendo ser 
oído en último lugar, cuando no sea él el que promueva la 
demanda de nulidad. Todos los incidentes del juicio se sus- 
tanciarán, según los casos, con arreglo á las prescripciones 
legales vigentes para cada uno. 

Los jdeces y tribunales apreciarán, áegun las reglas de la 
sana critica, la fuerza probatoria de los documentos priva- 
. ios, aunque sean reconocidos como eficacps por las partes, y 
las manifestaciones- ó confesiones que éstas hicieren en jui- 
cio. Contra las providencias, autos y sentencias que se dic- 
ten en los juicios referidos, podrán deducirse los recursos 
ordinarios, extraordinarios y de casación permitidos por las 
leyes vigentes, debiendo interponerse en el tiempo y forma 
que las mismas prescriben (1). 

TITULO III. \ 

DEL JUICIO VERBAL. 

Toda reclamación entre partes cuyo interés no exceda de 
doscientas cincuenta pesetas, ó sean mil reaie^se decidirá 



0\ Arte. 10 y 11 , Real decreto de 23 de Noviembre de 18%. * f 
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por los jueces municipales en juicio verbal (i). Si sobre ei 
interés del pleito hubiere duda, la decidirá el juez municipal 
oyendo en una comparecencia á ios interesados, y contra su 
folio sobre este punto no se dá apelación; ei juez de primera 
instancia, sin embargo, al conocer de la apelación contra ib 
sentencia definitiva, podrá declarar la nulidad del juicio, si 
resultase ser su interés mayor de mil reales. Para que pueda 
hacerse la declaración de nulidad mencionada, se necesita: 
que se reclame la nulidad ante el juez de primera instancia, 
y que la parte que haga la reclamación se baya opuesto aote 
el Juzgado municipal á que se siguiera la sustanciados de la 
demanda en juicio verbal. 

La demanda se interpondrá en una papeleta, que firmará 
€l actor, y debe contener: el nombre, , apellido y profesión 
del demandante y demandado, pretensión que se deduce, fe- 
cha y firma del demandante ó de un testigo á su ruego, y ^ 
acompañará una copia de la papeleta, suscrita del i 
modo que ésta. Recibida la papeleta, dispondrá el jij 
mayor brevedad, la convocación de las partes á 
recencia, señalando dia y hora, que se hará * 
misma demanda. La citación para la Comparece 
tenderá en la copia de la demanda, la cual sé entregaré al 
demandado, y para que conste la entrega de la papeleta, se 
hará que el demandado firme, y si no supiere, un testigo á 
su ruego; si no quisiere firmar, firmarán dos testigos á rue- 
go del secretario. 

Llegado el diadela comparecencia, se celebrará ésta ante 
^1 juez y el secretario.. En ella las partes expondrán por su 
orden lo que á su derecho conduzca, y después se admitirán 




(1) Art. 1162, Ley de Enjuiciamiento civil. 
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las pruebas que presentaren. A estas comparecencias podrán 
concurrir acompañando á 103 interesados y para hablar en 
su nombre, las personas que elijan. 

No compareciendo el. demandado, continuará el juicio en 
rebeldía, sin volver á citarlo. Concluida I3 comparecencia se 
iirmará un acta por todos los concurrentes, y al dia inme- 
diato dictará el juez sentencia definitiva; esta es apelable en 
ambos cfecLos. Interpuesta la apelación, se remitirán los au- 
tos al juez de primera instancia correspondiente, y recibidos 
que sean, el juez oirá á las partes en otra comparecencia, 
con sujeción á las reglas establecidas; el mismo dia dictará. 
sentencia, y contra ésta no sq da recurso alguno. 

TITULO IV. 

DEL JUICIO DE MENOR CUANTÍA. 

íoda coo testación entre partes cuyo interés no exceda de 
[L reales, se decidirá en juicio de menor cuantía. Esto 
jo perjuicio de la acción ejecutiva que compete, 
la cantidad de que se trate. Cuando las par- 
Fconformes acerca del valor de la cosa litigiosa, 
el juez las oirá en juicio verbal, y adquiriendo las noticias 
que estime necesarias, lo fijará, determinando en su conse- 
cuencia, la clase de juicio que haya de seguirse. Contra este 
falla no habrá apelación (1) . < x O 

La demanda se deducirá por escrito, sin que necesite pro* 
curador ni abogado. Debe acompañarse, con los documento- 
«a que se funde la pretensión, copia de la demanda y de )o- 
documentos en papel común. Las copias de la demanda y 




U) Art. 1135, Ley de Enjuiciamiento civil. / - 
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documentos se entregarán al demandado, considerándose 
esta entrega como citación y emplazamiento. 

El demandado contestará dentro de seis dias por escrito. 
A su contestación acompañará los documentos en que ími* 
sus excepciones, y copia de la contestación y de los oKjJr 
mentos en papel común, para entregarlos al demaaaasfk 
Tanto en el escrito de contestación, como en el que sen* 
ponda á la reconvención, si la hubiere, el actor y el deaifUI* 
dado manifestaba si están conformes ó no con los hedlft 
puestos en la demanda ó en la contestación. Si las partes^ 
tan conformes en ios hechos, queda reducida la cuestión Üfr 
punto de derecho. En este caso el juez oye á las partegtft 
juicio verbal, y dicta sentencia el mismo dia. 

Si las partes no están conformes en los «hechos, el|Pfll 
recibirá el pleito á prueba por un término que no podrán 
sar de nueve dias, á no ser que las diligencias propuesto^ 
hieren de practicarse en un punto distinto de el en quej 
gue el juicio. Las pruebas se practicarán en la fon] 
biecida en la ley. Unidas las pruebas á los a| 
el juez á las partes á juicio, verbal, y las oirai 
ren, dictando sentencia ai dia siguiente. 

Las sentencias que recaigan en los juicios de menor cuájfc" 
tía son apelables en ambos efectos. Recibidos los autos eaifc 
Audiencia y personado el apelante, se pasarán al relator pOT 
término de tres dias para que se. instruya de ellos, y sin fir- 
mar apuntamiento pueda dar cuenta á la Sala el dia de la 
vista. La Sala, oyendo de palabra á los interesados ó ásus re- 
^nwüQtantes únicamente sobre los hechos, confirmará ó w* 
< "íirará la sentencia. En esta clase de* juicios no procede el 
recurso de casación por infracción de ley, pero sí por qu«* 
bratamiento de forma. 
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TITULO V. 

DEL JUICIO DE DESAHUCIO. 

El desahucio es un juicio sumario por el que el dueño 6 
poseedor de una finca pide al que la ocupe la deje á su dis- 
posición, y .no se trata en él de la satisfacción del precio del 
arriendó ó de los alquileres que se deban al propietario, pues 
jara reclamar estas deudas están el juicio verbal, el de me- 
lor cuantía, el ordinarip ó el ejecutivo, según el importe y 
fcrma en que se haya contraido la deuda. 

El procedimiento para el desahucio varía según sé dis- 
cuta sólo la existencia de un hecho ó se trate de ventilar la 
interpretación del contrato, según veremos más adelante, ad- 
iendo que m;> ruai fuere el motivo del desahucio no es 
ario que preceda el acto de conciliación (1). 

CAPITULO I. 

cío por la£ causas de la Ley de 18 
de Junio de 1877. 

Trait uto de las demandas de desahucio, cuando 
& funde en el cumplimiento del término estipulado en el 
'%endamiento de una finca rústica ó urbana, en haber espi- 
rado el plazo del aviso que debiera darse con arreglo á la 
ley, á lo pactado ó á la costumbre general de cada pueblo, ó 
en la falta de pago del precio concertado, corresponde en pri- 
mera instancia al juez municipal del distrito en que estuvie- 
re sita la finca, cualquiera que sea el importe del arriend 




i\) Título XII, Ley de* Enjuiciamiento civil, reformado coa arreglo 
* la* Ley de 18 de Junio 1877 por Real decreto de 2 de Julio 1877. 
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Procederá el desahucio, y será competente el mismo juez, aun 
cuando el que disfrute la finca rústica ó urbana la tuviere 
en precario sin pagar merced alguna, siempre que fuere re-' 
querido para que la desocupe, con un mes de término. Pro- 
cederá asimismo el desahucio ante el mismo juagado, coa 1 
tra los administradores, encargados y porteros puestos por 
el propietario en sus fincas. 

El actor expondrá su reclamación ó demanda por escrito 
en dos papeletas en papel común, firmadas por él ó por un 
testigo á su ruego, si no pudiere firmar, y contendrán ade- 
más: el nombre, profesión y domicilio del demandante yde- 
mandado, la pretensión que se deduzca, y la fecha en que se 
presente en el juzgado.. Los litigantes están dispen&dos ea 
estas demandas de la representación de procurador, de la di- 
rección de letrado, y por lo mismo no se computarán en la 
condenación de costas los derechos de aquel ni los honor 
riosdeéste, que serán satisfechos por el ffttc Utilizare WM 
vicios. 

Recibidas las papeletas en secreta ría, el 
convocar al actor y al demandado á juicio ver 
día y hora al efecto, que no podrán alterarse síl 
alegada y estimada por el mismo; la citación para la compa- 
recencia se extenderá á continuación de la copia de la de- 
manda, que será entregada al demandado. El juicio se cele- 
brará dentro de los seis dias siguientes al de la presentación 
de las papeletas, pero mediando siempre tres dias entre dicho 
^juicio y la citación del demandado. 
k La citación se hará en su persona ai demandado; si no 
pudiere ser habido después de dos diligencias con intervalo 
de seis horas, se le dejará en su casa cédula citándole para 
el juicio, entregándola á su mujer, hijos, dependientes ó cria- 
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dos, si los' tuviere, y no teniéndolos, al vecino más inmedia-* 
to. AI propio tiempo se entregará la copia de la demanda ó 
]>apeleta al demandado ó á la persona á quien se deje la cé- 
dula de citación. En el caso de intentarse la demanda en el 
lugar, en que esté sita Ja finca y de no hallarse en él el de- 
mandado, se entenderá la citación para el juicio con su re- 
presentante, si lo tuviere; caso de no tenerlo, con la persona 
que esté encargada del cuidado de la finca, y si tampoco la 
Iwbicre, se librará el oportuno exhorto para que Bea citado, 
dando un plazo prudencial que no pasará de un día por cada 
seis leguas, pero sin que el total del término ps^ra la compa- 
recencia pueda exceder de veinte dias. Cuando se ignorase 
el domicilio del demandado, se hará la citación en los estra- 
dos del Juzgado. 

Si el demandado que estuviere en el lugar del juicio no 
«jppareciere á la hora señalada, se le volverá á citar para 
jj^dia inmediato, pero esta segunda citación nd se hará á los 
¡s, Si no compareciese el presente después de la segun- 
i el ausente después de la primera, el juez de- 
iatamente haber lugar al desahucio, apercibien- 
do de lanzamiento al demandado si no desaloja la finca den - 
tro de los términos siguientes: ocho dias, si se trata de una 
casa habitación que ocupe el demandado ¿ su familia; quince 
dias, si es un establecimiento mercantil ó de ttático; y de 
veinte dias si de una hacienda ti otra finca rústica que tenga 
caseríd y en la cual haya constantemente guardas, capataces 
ií otros sirvientes. Si la finca rústica no tiene ninguna de es- 
tas circunstancias, el lanzamiento se decretará en el acto. ^ 
Todos los plazos expresados son improrogables cualquiera 
que sea la causa que se alegue para pedir su próroga. 

. Pasados los términos indicados sin haberse desocupado 
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te flaca, se procederá á lanzar al inquilino ó colono sin con- 
sideración de ningún género y á su costa; y si en ia finca 
rústica hubiere labores ó plantíos que el colono reclamare 
como de su propiedad, se extenderá diligencia expresiva dé- 
la clase, extensión y estado de las cosas reclamadas;' pero es- 
ta reclamación no será obstáculo para el lanzamiento. Ál ejor 
cutarse éste, se retendráu y depositarán los valores más rea- ■ 
lizables que se encuentren y que sean suficientes para cubrir 
las costas de todas las diligencias expresadas, y se procederá/ 
á su venta, previa tasación, si el demandado no pagare taf; * 
costasen el acto. 

Presentándose el demandado, en el acto de la compare* 
cencía* las partes expQndrán por su orden lo que á su dere- 
cho conduzca, y propondrán en él acto toda la prueba que 
les conviniere, y después de admitida se practicará la estima- 
da pertinente, dentro del plazo fijado por el Juez, que no po- 
drá exceder daseis dias. Cuando la demanda de desahucio 
se funde en la falta de pago del precio concertado, no Sei^i* 
admisible otra prueba que la confesión judici^ l^el mm- ' 
mentó ó recibo en que conste haberse verificado cMfopage/ 
Al dia siguiente de practicada la prueba, se unirá OÍs^utos 
y citará el Juez á las partes á juicio verbal para el inmediato, 
en que las oirá, ó á la persona que elijan para hablar en su 
nombre, extendiéndose acta de ello. El juez dictará senten- 
cia dentro de tercer dia, decretando haber lugar ó no al desa- 
hucio y apercibiendo en el primer caso al demandado de 
lanzamiento si no desaloja la finca dentro de \os términqs in- 
dicados, procediéndose á él sin consideración de ninguna es- 
pecie, reteniendo bienes bastantes para pago de costas, según 
hemos dicho. 

La sentencia será apelable, pucliendo interponerse la ape- 
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iacion por medio de escrito ó de comparecencia dentro de 
tercero día; pero «i el apelante lo fuere el demandado, no ad- 
mitirá el juez el recurso- si no consignare el importe de los 
plazfcs del arriendo vencido, y los que debiera pagar adelan- 
tados. Admitida la apelación, se remitirá el expediente den- 
t»d0 veinticuatro horas al juez de primera instancia, previa 
citación y emplazamiento de las partes en la forma ordinaria; 
$ cual, tan luego cotno reciba los autos, convocará* á las 
fartes á nueva comparecencia dentro de tercero dia, hacién- 
dose la citación en la forma indicada; y para el ausente se 
hará la citación ea los estrados del tribunal. Llegado el mo- 
ffiénto &e~tb comparecencia^ juez oirá á las partes, si se 
•presentaren, 6 á sus apoderados, extendiéndose acta y sin 
admitir más prueba que la propuesta en primera instancia; 
sino hubiera podido practicarse, dictará sentencia dentro de 
tercero dia. Dictada que sea la sentencia, se devolverán los 
aatos para él cumplimiento al juez municipal, el que, si el 
fello fuese favorable al propietario, procederá al lanzamiento 
M arrendatario dentro de los términos legales, sin excusa 
alguna. En la misma forma procederá si la sentencia de pri- 
mera instancia hubiese quedado firme por no haber consig- 
nado el. arrendatario el importe de los plazos vencidos y de , 
los que debiere pagar adelantados. 

Contra la sentencia dictada en apelación por los jueces de 
primera instancia en juicio de desahucio, sobre fincas cuyas 
rentas vencidas no pasaren de 3.000 reales no se dá recurso 
de casación por infracción de ley ó doctrina legal, pero sí por 
quebrantamiento de las formas del juicio. Si el arrendatario 
<iuiere acudir al Suprepio, no se le admitirá el recurso, si no 
acredita efe nuevo tener pagadas las rentas vencidas y> las 
■<TO con arreglo al contrato deba adelantar, y perderá el de- 
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recho, aunque se haya admitido el recurso, si dejare de pa- 
garlas reatas vencidas. 

CAPITULO Ií. 

Bel desahucio por otras causas y redamación 
de mejoras hechas en la finca. 

Guando la demanda de desahucio se funde en la infrac- 
ción manifiesta de cualquiera de las condiciones estipuladas 
en el contrato de arrendamiento que no sean de las enu- 
meradas en el capitulo anterior (1), el juez de primera ins- 
tancia mandará convocar al actor y ai demandado á juicio 
verbal, que se celebrará dentro de los ocbo dias siguientes ai 
de la presentación de la demandadla que se admitirá sin que 
preceda acto de conciliación; pero mediando siempre cuatro 
por lo menos entre dicho juicio y la citación del demandado. 
Conrespecto á ésta, entrega de la copia de la demanda, di- 
ligencia en busca, comparecencia al juirio, plazos, mtwlodé 
llevar á efecto el desalojo del -demandado, y obligación .en 
éste de tener pagadas las rentas y demás, se obsetvaí 4 to di- 
cho en el capítulo anterior; pero al demandado por algún 
motivo que no sea de los que deben conocer los jueces muni- 
cipales, se les admite todos los medios de prueba para justi- 
ficar que no ha infligido el contrato de arrendamiento, sien- 
do obligatorio en los juicios por estos motivos valerse de 
abogado y procurador, pudiendo prescindirse del primero 
«mando el importe anual del arrendamiento no pasare de 
750 pesetas, ó sean 3.000 reales. 

Puesta la diligencia de las mejoras reclamadas por el 



(1) Esta demanda se formulará en los mismos términos qne la 
ordinaria. 
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arrendatario según queda dicho, se procederá al avalúo dé- 
las labores, plantío ó cualquiera otra cosa que baya quedado 
en la finca, rústica ó urbana, por no poderse separar de ella, 
haciendo la tasación los peritos que nombren las partes ó un 
tercero de o6eio en caso de discordia. Practicado el avalúo 
podrá el demandado reclamar el abono de la cantidad en • 
que baya sido apreciado lo que creyere corresponderle. Si lo 
hiciere, el Juez convocará á 'juicio verbal, en el que, oidas 
las partes y recibidas las pruebas, dictará la providencia qoe 
estime de justicia, la cual es apelable. 

Si el importe de las mejoras que se reclamen no pasare 
de mil reales, se sustanciará la demanda por el Juez muni- 
cipal, y la apelación irá al de primera instancia, sujetándose 
á lo prevenido por la ley para los juicios verbales. Si el im- 
porte del abono pasare de mil reales, la reclamación se en- 
tablará ante el Juez de primera instancia, el cual, oyendo á 
las partes en juicio Verbal, deqjiirá lo que crea justo; y con- 
tra su fallo podrá apelarse ante la Audiencia, sustanciándo- 
se la segunda instancia del modo establecido para las de lo» 
interdictos (1). 

TITULO VI. 

DEL JUICIO DE RETRACTO. 

Bs juez competente en las demandas de retracto, el del 
lugar donde está sita, la cosa ó el del domicilio del compra- 
dor, á elección del demandante. Para dar curso á las deman- 
das de retracto es necesarios 1.° Que se interpongan dentro 
de nueve días, contados desde la fecha de la escritura de 



(1) Art. 660, Ley de Enjuiciamiento civil, reformado por R. Decreta 
dt2de Julio de 1877. 
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venta. 2.* Que se consigne el precio si es conocido, y si no lo * 
fuese que se dé fianza de consignarlo luego que lo sea. 3.° Que 
se acompañe el título en que se funde el retracto. Y 4.° Co- 
pia de la demanda en papel común. 

Si el retracto es gentilicio, el retrayente debe comprome- 
terse á no vender la linca retraida lo. menos en dos años, á 
no ser que alguna desgracia lo obligue á ello. Si el retracto 
es de comuneros, se obligará á no venderla en cuatro años, 

Si el que intenta el retracto no reside en el punto donde 
se otorgó la escritura de venta, tendrá para presentar la de- 
manda los nueve días que fija la ley y un dia para cada diez 
leguas. Si la venta se oculta maliciosamente, el término .de 
nueve días no empieza á correr hasta que se demuestra que 
llegó al conocimiento del retrayente. 

Si el comprador se niega á entregar la cosa, y se origina 
un pleito, no debe seguirse adelante sin celebrar el acto de 
conciliación. Admitida la demanda con los demás requisitos 
que quedan dichos, se dará traslado á la parte contraria, en- 
tregándole la copia en papel común. El demandado contes- 
tará manifestando si está conforme con los hechos ó no. Ha- 
biendo absoluta conformidad en los hechos, el juez citará á 
los interesados ajuicio verbal, y después de oírlos, dictará 
sen tencia inmediatamen te ( 1 ) . 

Si no hay conformidad en los hechos, el juez recibirá el 
pleito á prueba; se harán las pedidas por los interesados, y 
después de oirlos en juicio verbal se dictará sentencia. E§ta 
es apelable en ambos efectos. 

Recibidos los autos en la Audiencia, se entregarán á las 
partes, sólo para instrucción, no permitiéndose escritos de 
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agravios. En todo lo demás se seguirán las reglas estableci- 
daa para segunda instancia. 

Se debe tomar razón del -compromiso de no vender la fin- 
ca en dos ó cuatro años, en el Registro de la Propiedad; el 
comprador que haya sido vencido puede librar al retrayente 
de este gravamen. Cuándo conviniere el comprador en ello ó 
pasados los términos sobredichos, librará el juez otro man- 
damiento para que se .cancele la toma de razón y quede li- 
bre la propiedad. La enagenacion que se hiciere antes del 
vencimiento de los respectivos plazos, sin la conformidad 
del comprador, será nula. 

TITULO VIL 

DE LOS INTERDICTOS. 

. Son unas acciones que exigen una tramitación especial y 
pronta, destituida de formas tan solemnes y largas como las 
de los otros juicios. «Por esta misma* razón las sentencias 
que las terminan no tienen el carácter estable, firme é in- 
destructible que las otras, sino sólo provisional, dependiente 
de lo que pueda declararse en juicio ordinario, viniendo casi . 
siempre á ser sus preliminares. Cinco son los interdictos que 
cen arreglo á la Ley de Enjuiciamiento civil pueden inten- 
tarse: 1.° Para adquirir la posesión. 2,° Para retenerla. 3.° Para 
recobrarla. 4.° Para impedir una obra nueva. Y 5.* Para im- 
pedir que una obra vieja cause daño. La jurisdicción ordina- 
ria es la única competente para conocer de los interdictos, y 
con esto se evitan las cuestiones de Competencia, que siem- 
pre retrasan el fallo de los pleitos.» En el . interdicto de ad- 
quirir, es juez competente el del domicilio del finado, el del 
lugar en que radique la testamentaría ó abintestato, ó en el 
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que estén sitos los bienes, á elección del demandante, finios 
demás interdictos, es juez competente el del lugar en que está 
la cosa objeto de ellos. * 

CAPITULO I. 
Del interdicto de adquirir. 

El interdicto de adquirir, tiene por objetó ejercitar la ac* 
cion que compete á los herederos abintestatos ó testamen- 
tarios, para conseguir la posesión de la. herencia por térmi- 
nos abreviados contra aquel que la detenta. Por este inter- 
dicto se pide la posesión legal que hay á favor de los que tie- 
nen el título de próximos parientes, ó de un testamento .al 
parecer legitimo. Este interdicto no se puede interponer si la 
cosa que se reclama la posee alguno á título de dueño ó de 
usufructuario. El interdicto principia por la demanda, que 
debe ir suscrita por abogado y procurador; y se debe acom- 
pañar el título suficiente para adquirir posesión con ar- 
reglo á derecho. Recibida la demanda, el juez examinará el 
titulo en que se funde, y dará auto motivado otorgan- 
do la posesión sin perjuicio de tercero ó denegando. Pro- 
nunciado este auto se procede á otorgar la posesión y se in- 
timará á los colonos ó inquilinos que reconozcan al nueve 
poseedor. Dada la posesión, se publicará en los periódicos 
oficiales, y si pasados sesenta dias no se presentare nadie á 
reclamar, se amparará en la posesión al que la hubiere ob- . 
tenido y no se admitirá reclamación contra ella. El que se 
crea perjudicado ejercitará sus derechos en juicio ordi ¿ 
nario. 

Si dentro de los sesenta dias se presentare alguno recla- 
mando, se le oirá, y lo mismo al poseedor actual, pudiendo 
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asistirlos abogados de las partes, presentando los documen- 
tos y pruebas que crean necesarios. Concluido fel juicio ver- 
bal, el juez dictará sentencia amparando la posesión ó ne- 
gáadota. 

CAPITULO II. 

Bel interdicto de retener. 

£1 interdicto de retener se usa para evitar que una per- 
sona turbe ó inquiete la posesión que otra pacíficamente dis- 
fruta, y para esto es necesario que se haya manifestado por 
hechos exteriores la intención de molestar. El que intenta el 
iaterdicto de retener la posesión, al formular la demanda 
ofrecerá información para acreditar: 1 ,° Que se haya fen pose- 
sión. 2.° Que se le ha tíatado de inquietar en ella, expresan- 
do el acto que lo haya hecho temer. Admitida la demanda, 
m recibirá la información ofrecida; si se prueban. los dos ex- 
tremos expresados, se convocará á juicio verbal al que haya 
en&blado el interdicto y ai que aparezca haberle inquietado 
en la posesión. Oidas las pruebas de las partes, el juez, dentro 
áe las veinticuatro horas siguientes, dictará sentencia, fa- 
llando de uno délos modos siguientes: l. ¿ No haber lugar al 
interdicto. 2.° Haber lugar al interdicto y mantener en la 
posesión al que lo haya solicitado, apercibiendo al contra- 
rio para que se abstenga de molestar en lo sucesivo á la 
persona perjudicada. Cualquiera que sea la sentencia, sé 
agregará siempre la fórmula, sin perjuicio, y se reservará á 
los que por ella fuesen condenados, el derecho que les cor- 
responda sobre la propiedad. Procede la apelación en ambos 
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CAPITULO III. 
Del interdicto de recobrar. 

Al interdicto de recobrar en la antigua ley, se HamalH 
interdicto de despojo, y tiene por objeto amparar á feúpéíso||! 
que es lanzada de su posesión por medios violentos. Con esÉ 
interdicto se evitan crueldades muy grandes y que los A^f- 
se tomen la justicia por su mano. Jf 

El que solicita que se le restituya la posesión de < 
sido despojado, debe probar los dos puntos siguiente*: 1 
Hallarse él ó su causante nn posesión de la cosa. 2.* 
sido despojado de la posesión, designando ni autor del de* 
pojo. Debe decirse en la misma demanda si quiere que se oiga 
al despojante ó no: en este último caso, dará fianza bastautf 
La información deberá ser [¡w h } nu-nos de Ircs testigos, f| 
resultan probados los dos extremos sobredichos, 8C<decréta| 
la restitución con todas sus consecuencias, Ja cual se veriff 
cara inmediatamente, apercibiendo al despojante. 

Si el que intentad interdicto no ofrece la fiansa, clj 
oirá á las partes en juicio verbal, y examinadas las prucl 
fallará á las veinticuatro horas acordando la reslitucic 
negándola. 

CAPITULO IV. 

Del interdicto de obra nueva. 

El interdicto de obra nueva tiene por objeto evitar la < 
ficacion comenzada ya, con perjuicio de alguna persona, 
ría de muy malas consecuencias estar derribando edificios^ 
cada instante; y la persona que no detiene la obra y deja qíjf 
acabe, no puede pedir su demolición. Presentada la dema^ 
da de interdicto para suspender una obra nueva, el juez ¡I 
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decretará provisionalmente sin inquirir fundamentos ni la 
justicia de la demanda; bastará sólo que ésta se presente en 
debida forma y acredite su personalidad el procurador. En 
ja misma providencia mandará el juez que en el sitio en que 
está haciendo la obra se constituya un dependiente del 
dio para que cuide que sea cumplida la suspensión, 
de este momento y mientras dure el interdicto, nada se 
. hacer en la obra sino lo absolutamente necesario para 
&¿io se destruya lo edificado, y esto con autorización del 
& En el mismo auto de la suspensión se convocará á un 
ddo verbal al denunciante y al denunciado; examinadas 
pruebas que presenten las partes, el juez ratificará la 
ension de la obra ó dispondrá que se continúe. Si se ra- 
lla suspensión, procederá á ejecutarla un escribano, 
pmpañado del alguacil, extendiendo en los autos diligen- 
i del estado, altura y circunstancia de la obra, y aperci- 
ado al que la esté ejecutando con la demolición á su cos- 
i de lo que de allí en adelante se edificare. Si se consintiere 
i sentencia ó apelada se confirmare, tendrá derecho el due- 
de la obra suspendida á pedir autorización para conti- 
rla; y se le concederá, si dá fianza bastante para respon- 
der de lo que en su dia pueda resultar. 

CAPITULO V. 

Del interdicto de obra vieja. 

' El interdicto de obra vieja puede tener dos objetos: 1.° 
/doptar medidas urgentes para evitar los riesgos que el mal 
'estado de cualquier construcción pueda ofrecer. Y 2.° Obte- 
ner su demolición. Solo podrán intentar este interdicto los 
que tengan alguna propiedad cerca de la ruinosa y los que 
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tengan necesidad de pasar por las inmediaciones de l* ca¿a 
amenazada. Recibida la demanda, el juex pasará á esaaioar 
la obra acompañado de un perito que nombrará al efecto, y 
tomará las precauciones oportunas para evitar cualquier 
desgracia. A la ejecución de esta medida serán competidos el 
dueño, su apoderado ó su ioquiliuo, y en defecto de todos 
estos se ejecutará á costa del actor, reservándole su derecho 
para reclamar del dueño de la obra ios gastos que se le 
ocasionen. # 

El juez podrá negar las medidas de precaución solicitadas, 
si de la inspección que haga con di perito no resulta la ur- 
gencia de las mismas. Si el interdicto tiene por objeto demo- 
ler algún edificio, el juez convocará las partes á juicio ver- 
bal; y examinadas Jas pruebas que presentaren, dentro de 
los tres dias siguientes mandara que se derribe Ja casa, ó 
dejará sin efecto el interdicto. Cualquiera que sea la seoteo* . 
cia es apelable en ambos efectos. Si eJ juez ba mandado que 
se derríbela casa, antes de remitir los autos a la Audiencia, 
liará que se ejecuten las medidas de precaución que estintt 
necesarias. 

CAPÍTULO VI. 
De la segunda instancia de los interdictos. 

La segunda instancia de los interdictos se* sustanciará ea 
la forma siguiente: 

Recibidos los autos de Ja Audiencia y personada una de 
las partes, se pasarán al relator para que forme el apunta- 
miento. Estese entregará con los autos á las partes para que 
digan si están conformes con él, manifestándolo así por me- 
dio de su letrado y procurador. Habiendo conformidad en el 
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apuntamiento ó hechas las variaciones que las partes hayan 
solicitado, se señalará dia para la vista. En la segunda ins- 
tancia de estos juicios sólo podrá hacerse la prueba que, 
propuesta en primera, no hubiera podido ejecutarse por au- 
sencia de algún testigo ó causa semejante. Las vistas de estas 
apelaciones tendrán preferencia sobre las de los juicios or- 
dinarios, y se verificarán por riguroso turno con las de las 
sentencias definitivas de los juicios ejecutivos, á que está 
declarada igual preferencia. Dentro del tercer dia se resol- 
verá, remitiéndose los autos al juzgado para que cumpla lo 
dispuesto por la Sala. 

TITULO VIII. 

DEL JUICIO ARBITRAL. 

En el lugar oportuno hemos dicho que antes de haber jue- 
ces permanentes, los litigantes sometían sus cuestiones á un 
tercero cuyo fallo prometían acatar. Las leyes antiguas los 
conocen y las Partidas dicen que arbitro: es el juez avenidor 
que es escogido, y puesto por las partes para librar la con- 
tienda que es entre ellos. El arbitraje es voluntario y forzoso: 
el primero es aquel que las partes procuran sin que nadie les 
obligue, y el segundo es el que existe por mandato de la ley; 
ejemplo de ello tenemos en el Código de comercio, cuyo ar- 
tículo 323 establece que toda diferencia entre los socios se 
decidirá por jueces arbitros, hayase ó no estipulado así en 
el contrato de sociedad. 

El arbitraje voluntario se subdivide en jurídico y de ami- 
gable composición. En el primero, tienen que ser abogados ios 
elegidos y fallar sujetándose á derecho; en el segundo, basta 
que sean mayores de edad, y únicamente se les exige se pan 
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leer y escribir, y que las sentencias las dicten con arreglo* 
su conciencia. 

CAPITULO I. 

Del juicio de arbitros. 

Toda contestación entre partes antes ó después de empe- 
zado el pleito, y cualquiera que sea el estado de éste, puede 
someterse á ha decisión de jueces arbitros; las personas que 
no tienen aptitud legal para obligarse, no pueden, contraer 
este compromiso. No puede someterse á los arbitros, l&few» . 
lucion de cuestiones relativas ál estado civil de las persoga 
ni aquellas en que debe intervenir el ministerio fiácat 18 
compromiso de los arbitros debe consignarse én escritora 
pública, y será nulo de cualquier otra forma que se conten- 
ga. Esta escritura debe contener el nombre y domicilio dé: 
los otorgantes, nombre y domicilio de los arbitros, nomine 
del tercero, para caso de discordia, plazo en que se debe dar 
la sentencia, y multa que debe pagar el que no ge conforme 
con el fallo de los arbitros. 

El nombramiento de jueces arbitros lia de recaer nece- 
sariamente en letrados mayores de veinticinco año3 y que* 
estén en el pleno ejercicio de sus derechos civiles. Pueden 
ser uno ó dos, y en este último caso será preciso nombrar, 
tercero en discordia. • 

Si alguno de los arbitros no aceptare, se obligará ala 
parte que lo hubiere nombrado á que elija otro dentro del 
tercer dia. La aceptación de los arbitros dá derecho á cada 
una de las partes para compelerlos al cumplimiento de sil 
encargo, bajo pena de responder de ios daños y perjuicios. 

Los arbitros pueden ser recusados por las mismas causas 
que los jueces. La recusación debe hacerse anteadlos mis- 
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raos, y á no accedieren, se podrá repetir la recusación ante 
el jaez de primera instancia; y mientras dure este incidente 
quedará en suspenso el juicio arbitral. Toda la sustancia- 
ekm del juicio de arbitro se hará ante escribano. Los arbi- 
tros señalarán á los interesados un término (que no podrá 
exceder de la cuarta parte del tiempo fijado en la escritura) 
para que formulen sus pretensiones y pidan las pruebas que 
crean conveniente. El término de prueba no podrá exceder 
tampoco de lá cuarta parte del señalado en el compromiso. 
S fce$ree necesario, se señalará vista y se oirá á las partes ó 
á ros abogados. La sentencia arbitral deberá dictarse en los 
mismos términos y con iguales solemnidades que las que se 
bao prevenido para los juicios ordinarios y debe ser cpnforme 
¿ derecho, á lo alegado y probado. Si hubiere conformidad 
éfitre los arbitros, se notificará la sentencia á las partes; y si 
no hay conformidad, se pasarán los autos al tercero en dis- 
cordia piara que resuelva. 

Contra la sentencia arbitral se dá la apelación; pero ésta 
no será admitida basta que el que la interponga haya paga- 
do la multa convenida en la escritura. La sustanciacion de la 
segunda instancia en el juicio arbitral se somete en todo á lo 
que queda dicho para el juicio ordinario. 

CAPÍTULO II : * 

Del juicio de amigables componedores. 

Toda contestación entre partes, cualquiera que sea su es- 
láfto, puede someterse á la resolución de amigables compo- 
nedores, menos aquellos asuntos que, como se ha dicho arri- 
ba, está prohibido su conocimiento á los arbitros. Los ami- 
gables componedores reciben el encargo de la misma mane- 
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ra que los arbitros; es decir, en escritura pública con todas 
las condiciones que quedan consignadas. 

El nombramiento de amigables componedores no puede 
recaer más que en varones de veinticinco años, que estén en 
pleno ejercicio de sus derechos civiles y sepan leer y escribir. 
Pueden ser uno ó dos; pero en este último caso debe nom- 
brarse un tercero -para el caso de discordia. Los amigables 
componedores no están obligados á sujetarse á formas lega- 
les y basta que procedan con arreglo á su leal saber y en- 
tender. Deben limitarse á recibir los documentos que presen- . 
ten las partes, á oirías y dictar su sentencia por ante escrita- * 
no precisamente Los amigable componedores pueden ser re- 
cusados solamente por una d( e^las dos causas: I .* Tener üi- ' 
teres, en el juicio. Y 2. a Enemistad nmoi fiesta. La scntcriria- 
que dictaren los amigables componedores de común acuer- 
do ó por mayoría, caso de "ser llamado el terrero, e¿ ejecuío- 
ria y se llevará á efecto, á no ser que los interesados recla- 
men la nulidad en tierppo oportuno. Exceptuándose las dife- 
rencias que quedan consignadas, el juicio de amigables com- 
ponedores se sustancia como el de arbitros. 

m TIRULO IX. 

I>E LOS EMBARGOS PREVENTIVOS. 

El embargo preventivo se ha establecido para evitar que 
un deudor de mala fé perjudique á su acreedor, ocultando 
los bienes contra los cuales se intenta una ejecución. Las 
Partidas conocían esta precaución con' el nombre de secues- 
tro, y lo habia de dos clases: convencional ó voluntarte, y legal . 
6 forzoso. El Código de comercio, en su libro sobre procedi- 
mientos, habla de los embargos provisionales, y la Ley de 
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Enjuiciamiento civil se ocupa de ellos dándoles el nombre de 
embargos preventivos. 

Los jueces de primera instancia decretarán el .embargo 
preventivo: 1.° Cuando el que lo pida presente un título eje- 
cutivo. 2.° Cuando aquel contra quien se pide se halle en uno 
de ios casos siguientes: que sea extraujero, y aunque sea es- 
pañol, no tenga domicilio fijo ó propiedad en el punto donde 
.se entabla la demanda. Aun cuando el demandado tenga 
bienes, procederá el embargo preventivo ¿i se ha fugado, ó 
existe motivo racional para creer que ocultará ó malbarata- 
rá sus bienes en daño de sus acreedores, sabiendo que se va 
¿proceder contra él. Si el título que se presentare no fuere 
ejecutivo sin el reconocimiento previo de la firma, podrá de- 
cretarse el embargo de cuenta y riesgo del que lo pida, dan- 
do éste fianza bastaute para responder de los perjuicios. No 
se llevará á efecto el embargo, si en el acto de hacerlo, la 
persona contra quien se ha decretado pagaré ó diere fianza. 
El embargo se limitará á los bienes necesarios para cubrir el 
crédito que se reclama; los bienes embargados se deposita- 
rán si son muebles, y si son inmuebles se tomará razón en 
el Registro de la propiedad. 

Si veinte dias después de verificado el embargo no se 
presenta la demanda ejecutiva, quedará nulo aquel, y las cos- 
tas causadas serán de cuenta del demandante. Si el dueño de 
los bienes embargados lo exigiere,- deberá el que ha obteni- 
do el embargo, presentar su demanda en el término de ocho 
dias, y si no lo hace se alzará el embargo condenándolo en 
costas, daños y perjuicios. • 
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TITULO X. 

DE LAS EJECUCIONES. 

Siendo muy justo que el acreedor exija la cantidad *$& 
se le debe, no es de extrañar que todas las legislaciones, aun 
las más antiguas, hayan establecido medios para conseguir 
este-objeto. Conocidas son para todos las disposiciones de las 
Doce Tablas y las que más tarde consignaron el Digestor «l 
Código y los demás Cuerpos legales que han llegado basta 
nosotros. En el ejercicio de la acción ejecutiva se procura" 
cerrar la puerta á toda controversia; algunos le niegan el 
nombre de juicio y en tales opiniones debió apoyarse la Ley 
de Enjuiciamiento mercantil para llamarle sólo procedmie** 
to ejecutivo. La ley moderna de Enjuiciamiento civil le vuelve 
á dar el nombre de juicio con que se conoció en lo antiguo. 

El juicio ejecutivo se divide en dos períodos: el primero 
se dirige á conseguir el embargo de ios bienc?, oposición y 
excepciones del deudor, pruebas y sentencia de remate: el 
segundo, 6 sea la via de apremio, se procede á la venta délos 
bienes. •*- 

CAPITULO I. 

IJel juicio ejecutivo. 

Podemos definir el juicio ejecutivo diciendo: que es el 
que tiene por objeto conseguir con términos brevísimos, el 
pago de una cantidad líquida consignada en uno de los do- 
cumentos señalados por la ley. 

No se pretende con este juicio declarar derechos dudosos, 
sino llevar á efecto los que se hallan reconocidos por actos ó 
en títulos de tal fuerza que constituyen una vehemente pre- 
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suncion de que el derecho del actor es legítimo y está sufi- 
cientemente probado para que sea desde luego ateadido (!j. 

Para que el juicio ejecutivo pueda tener lugar, se necesi- 
ta que la deuda esté consignada en un documento que lleve 
«parchada ejecución. Estos son: l.° Escritura pública, con 
iatque sea primera copia, y si es segunda, que esté dada 
per orden del juez y con citación de la parte confraria. 2.° 
Los documentos privados, reconocidos bajo juramento ante 
«tQridad judicial. 3.° La confesión hecha ante juez compe- 
tente. 4.° Las letras de cambio aceptadas si no se protestó su 
felsedad. Y 5.° Los cupones contra las compañías debida- 
mente autorizadas para emitir obligaciones. Para preparar 
la acción «jecutiva puede pedirse confesión judicial al deu- 
4&v % bajo juramento indecisorio, y reconocida la firma, que- 
dará preparada la ejecución aunque se niegue la deuda. Sí 
no reconociere la firma, el acreedor podrá ejercitar su dere- 
cho enjuicio- ordinario. Si el deudor. citado no se presenta á 
reconocer la firma, se le citará segunda vez, apercibiéndolo 
de declararle confeso en la legitimidad de la deuda si no 
comparece, y se decretará contra él la ejecución si hubiere 
precedido protesta ó requerimiento ante notario; pero si no 
hubo este requerimiento no podrá pedirse que' se declare 
confeso hasta la tercera citación. Si alguno dice que no pue- 
de asegurar si es suya ó no la firma, el juez le preguntará 
sobre la certeza de la deuda, y si no respondiese categórica- 
mente, se le tendrá por confeso y se despachará Ja eje- 
cución. 

La demanda ejecutiva se formulará en ios mismos térmi- 
nos que la ordinaria, es decir, coa hechos y fundamentos de 
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derecho, conteniendo además la protesta de abonar en cuanta 
justos y legítimos pagos, suscribiéndola abogado y procura- 
dor, debiendo acompañarse el título ejecutivo en que se fun- 
de la acción. Recibida )a demanda, el juez examinará el tí- 
tulo, y si está en regla y la cantidad que se reclama es lí- 
quida, despachará la ejecución sin oir nunca al demanda- 
do. Se requerirá ai deudor al pago por el escribano del juz- 
gado, y si no lo verifica en el acto, se procederá á embargar 
bienes suficientes para el principal y costas. 

En los embargos se seguirá el orden siguiente: 1:* lime- 
ro. 2.° Alhajas. 3.° Frutos y rentas de toda especie. 4.° Se- 
movientes. 5.° Muebles. 6.° Raices. Y 7.° Sueldos ó pensiones. 
No se embargarán nunca el lecho cuotidiano del deudor, sa 
mujer é hijos; la ropa de preciso uso, ni los instrumento» 
necesarios para el arte, oficio ó profesión á que esté aquel 
, dedicado. Guando se procede contra sueldos no se puede em- 
bargar más que la cuarta parte si no pasa dé 8.000 rs. al 
año; desde esta suma hasta 18.000, la tercera, y de 18.000 
en adelante, la mitad. Guando se embaf garen bienes raices*, 
se oficiará al Registro de la Propiedad para la anotación pre- 
ventiva. 

Hecho (ñ embargo, se citará de remate al deudor, que po- 
drá oponerse dentro de los tres dias siguientes á la citación. 
Si los deja pasar sin oponerse, mandará el juez que se rema- 
ten los bienes. Si el deudor se opone el remate, se entrega- 
rán los autos á su procurador para que proponga las excep- 
ciones admisibles, que son: falsedad deHítulo, prescripción* 
fuerza ó miedo, falta de personalidad en el ejecutante, pago, 
compensación, quita, espera, promesa de no pedir, novación 
y transacción. Ninguna otra excepción podrá estorbar el 
remate 
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De la oposición hecha por el ejecutado se dará traslado al 
demandante para que conteste y proponga prueba, y de la 
contestación del actor se dará copia al demandado. Recibida 
ios autos á prueba y oido á las partes y sus defensores, se 
diciará, sentencia. En ésta no podrá determinarse sino una 
de estas tres .cosas: 1.° Seguir adelante la ejecución. 2.° De- 
clarar su nulidad. Y 3. - No haber lugar á pronunciar senten- 
cia de remate. En el primer caso, se impondrán las costas ai 
ejecutado; en el segundo, al juez; y en el tercero, ai deman- 
dante. Cualquiera que sea la sentencia, queda lo mismo al 
demandante que al demandado salvo su derecho para pro- 
mover el juicio ordinario. La sentencia de remate es apela- 
ble en ambos efectos, á no ser que el actor dé fianza bastan- 
te para responder de los daños y perjuicios, caso de revocar- 
.se la sentencia. Si no se apela, quedará consentida y se pro- 
cederá á ejecutarla. ' 

CAPITULO II. 
Del procedimiento de apremio. 

Consentida la sentencia de remate ó conGrmada por la 
Audiencia, se procederá alr pago inmediatamente, si lo em- 
bargado fuere dinero ó efectos realizables en el acto. Si los 
bienes son valores de comercio ó efectos públicos, se proce- 
derá á la venta de ellos por medía del corredor que nombre el 
juez. Si son bienes muebles ó raices, se tasarán por medio de 
peritos, y en los periódicos oficiales se anunciará la subasta, 
señalando dia y hora para el remate; en éstos no se admitirán, 
posturas que no cubran las dos terceras partes de la ta- 
sación. 

No habiendo postores quedará al arbitrio del demandante 
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pedir nueva subasta, rebajando el valor de los bienes. Veri- 
ficado el remate, lo aprobará el juez en el mismo acto y 
mandará que se entreguen inmediatamente, en el caso de 
ser muebles ó semovientes. Si son bienes raices se pondrán 
loa títulos de dominio á disposición del comprador. Otorgada 
|»escritura*y consignado el precio, pondrá el juez en pose- 
sión al comprador. Si el deudor se niega á otorgar la escri- 
' tura, lo hítnHte^oficio el juez, mandando que se inscriban en 
el Registro de la Propiedad. Si las sumas consignadas soa 
mayores que la deuda, se hará entrega al demandante de lo 
que tenga' derecho á percibir, y el resto quedará á disposi- 
" cion del deudor, si no se halla retenido por otro acreedor. 

CAPITULO III. 

De las tercerías. 

Tercerías son unas cuestiones incidentales, que tienen 
por objeto acreditar el dominio de ios bienes embargados, ó 
el mejor derecho para ser pagado con anterioridad al ej£ 
* cútante. Las tercerías no suspenden el juicio ejecutivo, pues 
se sustancian en juicio ordinario y en pieza separada. Si la 
tercería fuere de dominio; consentida la sentencia de remate, 
se suspenderán lo* procedimientos de apremio hasta que se 
decida aquella. Si la tercería fuere de mejor derecho, segui- 
rán los procedimientos de apremio hasta la venta de los bie- 
nes embargados, pero no se pagará á nadie hasta que se re- 
suelva quién tiene el mejor derecho. Las tercerías se sustan- 
ciarán con el [ejecutante y el ejecutado, y la deducción de 
cualquier tercería será bastante para que se amplíeu y mejo- 
ren los embargos. 
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CAPITULO IV. 

De la segunda instancia üü ui JttlUu^Jut» voV 

Recibidos los autos eqja Audiencia, se pasarán al relato^ 
para queformeel apuntamiento; ifete se entregará -con lo¿ 
autos á las partes para que digan bajo la ftt 
do y procurador si ¿stán contorinegjxHÚé^r^UÜ líFoiwas 
deben hacerse. Se mWaiáu tiberios autos ^|a vista, y des- 
pués de oirá los defensores d^ias partes se dítrá sentencia. 
^ La vista de estos pleitos tendrá preferencia siempre á la^ de 

* Jos ordinarios. Los autos se devolverán inmediatamente al 
juzgado deque proceden, para ejecución y cumplimiento de 
la sentencia que hubiere recaído. 

CAPITILO V. ^ 

Del procedimiento de apremio en negocios de 
comercio. 

La vía de apremio tiene li^ar en los juzgados de primera 
instancia, contra los deudores de las clases siguientes: 1.° Los 
consignatarios á quienes sean entregadas las mercancias que 

• les viniesen consignadas por fletes y portes, con tal que no 
>* / ítaya trascurrido un mes desde el dia de la entrega. 2.* Los 

aseguradores en los seguros nfp'ítimos, por el importe de 
las pérdidas que hubieren sobrevenido á las cosas asegura- 
das en los riesgos que corriesen á su caf go. 3.° Los asegu- 
rados por los premios de ios seguros marítimos. 4.° Los car- 
' gadores y capitanes, por las vituallas suministradas Wra el 
aprovisionamiento de la nave, y los eonsigiíateúrios W las 
mismas cuando sfkhaya hecho de su orden este suministro. 
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5.* Los mismos cargadores por el pago de los salarios venci- 
dos de la tripulación de la nave, ajustados por mesadas ó « 
viajes. Y 6-° Losjyy^ayan contratado con intervención de 
corredor, por los corretajes devengados en la negociación. 

El apremio no podrá decretarse si los acreedores que h 
pidieren no justifican su derecho en la forma siguiente. Los 
créditos por fletes ó .portes, con el conocimiento ó la tarta fe 
porte orlgifflrtpéHUüa del cargador, y el recibo de las meftfifc ' 
derias contenidas en este documento. Los qne procedan de 
los contratos de seguros, por la escritura pública ó la po&ft. 
Los suministros hechos para el aprovisionamiento de la wtl f 
por las facturas valoradas de los efectos suministrados, zpéi 
badas por el cargador, capitán ó consignatario, de cuya é£ 
den las haya entregado el acreedor. Los salarios de la tri{tt* 
lacion, por las copias de las contratas cxteudidas en eMibfo 
de cuenta y razón de la nave, de que el capitán debe facili- 
tar copia á cada interesado. Los corretajes, por las facturas 
de los contratos ó negociaciones de que procedan, firmadas 
del deudor, y á falta de éstas por los asientos hechos en el 
registro que, con arreglo al Código de Comercio, deben lle- 
var los corredores. 

El crédito sobre que se pida el apremio ha de resultar lí- 
quido del título que se presente. De lo contrario no tendrá 
lugar hasta que se haga ia liquidación por acuerdo comuí 
de las partes, por sentenci^judicial ó por arbitros. 

No siendo el título del acreedor documento público, sino 
privado, se necesitará el reconocimiento para que tenga 
fuerza ejecutiva y groceda el apremio. 

Con presentación del tituló ejecutivo pedirá el acreedor 
el apremio por medio de escrito, redactado en la forma que 
hemos dicho al tratar de las demandas ejecutivas, y hallan- 
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do el juez que procede de derecho, despachará la ejecución, 
haciéndose embargos de bienes si el deudor no paga en el 
acto. Hecho el embargo, se citará al deudor para la venta de 
los bienes embargados, si dentro de tercero dia no propusie- 
re alguna délas excepciones siguientes: falsedad del título, 
falta de personalidad en el portador, pago, transacción ó 
compromiso. Se recibirá la prueba, y unida ésta á los autos, 
se sañalará.dia para la vista. 

Oidos los informes, el juez mandará proceder á la venta 
de los bienes ejecutados si el deudor no hubiere probado su 
excepción; y en el caso de haberlo hecho bien y cumplida- 
mente, revocará el auto de apremio condenando en costas al 
actor. De la decisión del juzgado en el procedimiento de 
apremio no se dará recurso de apelación, quedando á salvo 
el derecho á las partes para que en juicio ordinario usen del 
que les competa. 

• 
TITULO XI. 

DE LOS RECURSOS DE CASACIÓN. 

La palabra casación viene del verbo latino casso, que sig- 
nifica quebrantar ó anular. El objeto del recurso de casación 
no.es sólo enmendar las sentencias mal dictadas, sino aten- 
der á la verdadera interpretación de las leyes, evitando que 
se introduzcan práoticas abusivas. 

La Constitución de 1812 fué la que por primera vez esta- 
bleció el recurso de nulidad contra las sentencias de las Au- 
diencias, pero sólo para reponer el proceso y hacer efectiva 
la responsabilidad de los juzgadores. Después de las reac- 
ciones de 1814 y 1823, reaparece el recurso de casación en el 
Reglamento provisional para la administración de justicia; 
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to Ley de Enjuiciamiento civil, al suprimir la tercera instan- 
cia, dio gran fuerza á los recursos de casación, y en el títu* « 
Jo XXI se establecen disposiciones notables que ban sido re» 
formadas por la ley de 18 de Junio de 1870, y el Senado acá* 
J>a de aprobar un proyecto de ley que establece novetfadef 
de mucha importancia (1). 

CAPITULO 1. 
Disposiciones generales. 

Fallados los pleitos en la Audiencia, si se ha infringMMr 
alguna ley, queda á los interesados el recurso de casado* 1 ' 



(1) Entre las reformas que el proyecto introduce en la ley provisión., 
nal de 1870, que es la que hoy rige, son las más importantes el estable* 
cimiento del trámite del examen previo, y la prescripción de que li 
Sala que conozca de los recursos por infracción de ley ó doctrina le* 
gal proceda siempre que case la sentencia recurrida á dictar la qut 
corresponda con arreglo á derecho sobre el fondo del asunto sometida , 
d su decisión. La conveniencia de que haya una Sala de admisión d# 
los recursos es tau maní ílesla en el actual estado de nuestra legisla- 
ción, qus lejos de ser motivo de sorpresa el que ahora se cree, lo ha/ 
para admirarse deque no*se haya hecho antee. Si existe con general 
asentimiento en naciones como Francia, donde hace tres cuartos da 
siglo está codificado el dgrecho civil, ¿con cuánta más raaon deberá es» 
tablecerse en nuestra pitria cuando tenemos en vigor, no sólo todas 
las compilaciones generales, á contar desde el Fuero Juzgo, sino tam- 
bien las leyes civiles de las antiguas Cíbronas de Aragón y Navarra, y 
hasta los fueros municipales? Si en aquella nación se desestiman en la 
Sala de previo examen las tres cuartas partes de los recursos que se 
interponen, ¿cuántos habrán de desecharse en España en este prinr? 
trámite, ahorrando gastos á los litigantes y tiempo-á la Sala de casa- 
ción, que ahora tiene sobre sí la insoportable carga de fallar tres re- 
cursos cada dia? 

Y no hay que temer que la Sala de previo examen invada las atri- 
buciones propias de la encargada de conocer del fondo de la cuestión 
resuelta en la sentencia recurrida; pues para evitar toda colisión se fi- 
jan taxativamente los casos en que procede denjgar la admisión del 
recurso, con lo cuál queda j^^rtam^MHM^BLa competencia de 
una y otra. Exposkhhi ^^ÉOfho tfe^M ^b! Senado. 



casos en que procede denjgar 
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para ante la Sala primera del Tribunal Supremo. Para que 
proceda es necesario que la sertfe^cia sea definitiva, y se lla- 
man sentencias definitivas: las qu| ponen término al juicio» 
las que declaren no haber lugar á oir á un litigante declara- 
do en rebeldía, las que recaigan en un artículo haciendo im- 
posible la continuación del pleito. 

El recurso de casación sólo se admitirá por infracción de 
ley ó doctrina legal, ó por quebrantamiento de las formas 
esenciales del procedimiento. Entendiéndose por tales la fal- 
ta de emplazamiento de< alguno de los litigantes, la falta de 
personalidad de alguno de ellos ó de su procurador, la ne- 
gativa de prueba pedida con arreglo á derecho, haber sido 
dictada la sentencia por menor número de jueces de los que 
la ley señala. 

El recurso de casación no se dará por infracción de ley 
en los juicios ejecutivos, en los interdictos, ni en ningún 
otro, después del cual pueda promoverse el juicio ordinario; 
pero sí procederá el recurso de casación en estos juicios si se 
ha infringido el procedimiento. 

Los recursos de casación que se interpongan por que- 
brantamiento de forma, sólo se admitirán cuan3<fupNH^|pp 
mentes baya pedido la subsanacion de la falta. 

La declaración de li&ber msar al recurso de casación pro- 
ducirá los efectos siguientes: l^a casación de la sentencia 
y el pronunciamiento de otra arreglada á la ley ó doctrina 
legal. Y 2.° Casación de la sentencia y devolución de los au- 
tos al tribunal de que proceden/; para que reponiéndolos ai - 
estado que tenían al quebrantarle la forma de juicio, los con- 
tinúe (Ton arreglo á derecho, si el recurso se funda en esta 
causa. 

El que intentare irUtí»ofler el recurso de casación depo- 
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sitará en el establecimiento destinado al efecto, 2.000 reales 
cuando el recurso se interponga por quebrantamiento de 
forma, y 4.000 rs. si es potf infracción de ley, y las senten- 
cias de primera y segunda instancia son conformes. 

Si la cantidad objeto del pleito, no llegare á 12.000 rea- 
les, el depósito no podrá exceder de la sexta parte. Si litiga- 
re por pobre la parte que interponga el recurso y fuere de- 
sestimado, pagará cuando venga á mejor fortuna la suma á 
*jue en su caso hubiere debido ascender el depósito (1). 

CAPITULO II. 

De la interposición de los recursos de casación 
por infracción de ley ó de doctrina legaL 

El que intente interponer el recurso de casación solicita- 
rá dentro del término de diez dias* contados desde la última 
sentencia, una copia de ésta y de la de primera instancia. 

lia Audiencia mandará dar el testimonio para que pueda 
presentarse en el Tribunal Supremo. Pasados los diez dias sin 
solicitar los testimonios, la sentencia quedará firme. El mis- 
mo dia que se entregare el testimonio de la sentencia, la Au- 
diencia remitirá al Tribunal Supremo certificación de los vo- 
tos reservados, si los hubiere, y no habiéndolos, certificación 
negativa en que así conste. 

Si el litigante es rico, al presentar los testimonios acom- 
pañará un escrito firmado por procurador y abogado, mani- 
festando las razones en que apoya el recurso. Si el litigante 
es pobre, se le nombrará abogado y procurador de oficio 
para que en el término de quince dias interponga recurso. 



(1) Art. 12. Ley de 18 de Junio de 1870. 
c ¡ 
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Si el abogado nombrado no lo considera procedente, lo ma- 
nifestará por escrito en el térmico de tres dias; se nombra 
otro abogado, y si dice lo mismo, tee nombra un tercero, que 
si opina lo mismo que los anteriores lo manifestará también; 
en este último caso, pasarán* los antecedentes al ministerio 
fiscal. Este manifestará si el recurso procede,., para lo cual 
presentará escrito sosteniéndolo. Si cree que no procede, de- 
volverá los antecedentes con la uola de visto, en cuyo caso 
se desestimará el recurso. 

La parte que hubiere obtenido el testimonio de la senten- 
cia la presentará en el Tribunal Supremo en el término de 
cuarenta dias. Además del escrito que acompañe al testimo- v 
fúo, presentará documento que acredite haber hecho el depó- 
sito en metálico, y sin este requisito no se admitirá, á no ser 
que el litigante esté declarado pobre. Si la Sala primera del 
Supremo no considerase admisible el recurso interpuesto, lo 
acordará así en providencia motivada. Esta providencia será 
suplicable ante la misma Sala' dentro de tercero dia. 

Ejecutoriada la providencia denegatoria, se comunicará 
á la Audiencia de donde proceda el litigio, se publicará el 
fallo en la Gaceta de Madrid y Colección Legislativa. 

CAPITULO III. 

De la interposición del recurso de casación 
nór quebrantamiento de forma. 

* El recurso de casación por quebrantamiento de forma, se 
interpondrá en la Audiencia que hubiere dictado la senten- 
cia, dentro de los diez dias siguientes á su última notifica- 
ción, y trascurrido dicho término, quedará firme la sentencia. 
•Un este escrito se expresará la fecha de la última notificá- 
is 
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cion, la de la presen tacion del recurso, y el quebrantamiento 
de forma en que se funde. A este escrito acompañará una 
certificación de haber hecho el depósito de quedemos habla- 
do arriba. La Audiencia se limitará, sin oir á las partes, á exa- 
minar: si se ha interpuesto el recurso en el término señala- 
do, si es cierto que se ha quebrantado el procedimiento, y 
si se pidió subsanacion en tiempo oportuno. Concurriendo 
todas estas circunstancias, la Audiencia admitirá el recurso* 
y después de citar y emplazar á las partes^ remitirá los autos 
al Tribunal Supremo, con certificación de los votos reserva- 
dos, si los hubiere, ó negativa si no los hubiere. 

No concurriendo todas estas circunstancias, la Audiencia 
negará la admisión del recurso, y el que se considere agra- 
. viado sólo podrá interponer el de queja para ante el Tribu- 
nal Supremo. 

, CAPITULO IV. . 

« 

De la interposición de los recursos por infrac- 
ción de ley ó doctrina legal y por quebran- 
tamiento de forma. 

Cuando el recurso de casación se interpone por infracción 
de ley y quebrantamiento de forma, se hará en un solo es- 
crito, expresando con claridad los fundamentos de uno y 
otro recurso. La Audiencia debe limitarse á resolver la cues- 
tión de forma, dejando íntegra la dé fondo para el Tribunal 
Supremo, siguiéndose tanto en uno como en otro el proce- 
dimiento que queda establecido. 

El ministerio fiscal puede interponer el recurso de casa- 
ción en los pleitos en que sea parte, ajustándose á las reglas 
' establecidas en Jos artículos precedentes, pero sin constituir 
depósito. • 
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Este recurso pueden interponerlo ios fiscales en cualquier 
tiempo, cumpliendo el deber que tienen de vigilar por el 
ex'acto cumplimiento de la ley. ; 

El fallo que recaiga en íps recursos interpuestos solamen- 
te por el ministerio fiscal, no afectará á los litigantes, y sólo ■ 
sirve para formar jurisprudencia. 

Cuando las sentencias de primera y segunda instancia 
sean iguales, podrá la Audiencia decretar su ejecución aun- 
que se haya interpuesto y admitido el recurso de casación, 
pi la parte que lo solicite diere fianza bastante. 

CAPITULO V. 

Be la sustanciacion de los recursos 
de casación. 

"Recibidos los autos en el Tribunal Supremo, por haberse 
admitido el recurso, pasarán al relator para que forme apun- 
tamiento. Este se entregará á las partes con los autos para 
que en el término de diez dias, cada una, digan si están con- 
formes ó no con él. flechas las rectificaciones que hayan pe- 
dido los abogados, se señalará dia para la vista, y oido el in- 
■informe de los letrados, se dará la sentencia, que debe ir fir- 
mada por siete magistrados. Si el Tribunal estimare qfte la 
ejecutoria presentada es contra ley, declarará haber lugar al 
recurso, anulando la ejecutoria, mandando devolver el de- 
pósito si se hubiere constituido, y dirigirá orden á la Au- 
diencia de donde proGeda el pleito para queremita los autos. 
Recibidos éstos, se pasarán al relator para que amplié el 
apuntamiento; y después de celebrada la vista, se dará un 
nuevo fallo con arreglo á la ley. 

Si el recurso se hubiere fundado en quebrantamiento de 
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forma, el Tribunal mandará en la misma sentencia que anule 
la ejecutoria, devolver los autos á la Audiencia de que pro- ^ 
cedan, para que repon iéndolos al estado que tenian cuando 
se cometió la falta, se sustancien con arreglo á derecho. 

Si el Tribunal Supremo no cree que se ha faltado á la ley 
ni se han quebrantado las formas, declarará no haber lugar 
al recurso, condenará en costas al que lo hubiere interpuesto 
y á la pérdida del deposito. La mitad de éste se entegará al 
contrario como indemnización de perjuicios, y la otra mitad 
se tendrá reservada para cuando no se admiten los recursos 
interpuestos por el ministerio fiscal. * 

Todas las sentencias del Supremo se publicarán en la Ga- 
ceta de Madrid y Colección Legislativa-, pero suprimiendo los 
nombres y lugares que pudieran dar á conocer al demandan- 
te y demandado, siempre que la publicación íntegra pueda 
ofender ala moral. 

TITULO XII. 

DE LOS RECURSOS DE CASACIÓN EN ULTRAMAR. . 

Las condiciones especiales de las provincias de Ultramar, 
hacian necesaria una modificación en las leyes que estabte- 
cian él recurso de casación; pero esta necesidad no era tan 
grave, ni las diferencias tan importantes que fuera necesario 
nada menos de un decreto especial. Publicada en Cuba y 
Puerto-Rico la Ley de Enjuiciamiento civil, se debió derogar 
el Real decreto de 30 de Enero de 1855, y sólo con haber he- 
, cho las pequeñas variaciones que aconsejara la necesidad, 
habríamos logrado un procedimiento uniforme en materia de 
casación. Sin embargo, el legislador no ha ereido oportuno , 
obrar de ese modo, y todas las leyes procesales han declara- 
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do en vigor eLReal decreto citado, y recientemente se ha ro- 
bustecido su autoridad en laley de 18 de Junio de 1870 que 
al establecer la reforma en la casación civil/ dispone que: 
«los recursos de casación contra las sentencias pronunciadas 
por las audiencias de Ultramar, se interpondrán ante las 
mismas en la foma prevenida por la Real cédula de 30 de* 
Enero de 1855, y demás leyes y disposiciones vigentes en 
aquellas provincias, arreglándose las partes -al interponerlo 
y las Audiencias al decretar su admisión ó denegación, á to- 
das las formalidades y condiciones requeridas por las mis- 
mas.» (1) 

. De las sentencias ejecutorias que las Audiencias de Ultra- 
mar dictaren en asuntos civiles, habrá lugar al recurso de 
casación por violación de ley ó doctrina legal: 1. a Si la cuan- 
tía del pleito pasa de tres mil pesos y la sentencia no es dic- 
tada por unanimidad de votos, ó aun cuando lo sea, si revó- 
cala anterior én parte sustancial. 2.° Siemprt^que la cuantía 
del pleito pase de cinco mil pesos, aunque la sentencia sea 
confirmativa por unanimidad. Há lugar igualmente al recur- 
so de casación contra las sentencias que, aunque bajo la 
forma ó apariencia de interlocutorias, concluyen el pleito 
m permitir ulterior procedimiento, con tal que concurran 
las circunstancias expresadas anteriormente (2). 

Hay lugar también al recurso de casación, cuando se ha- 
yan infringido las leyes de Enjuiciamiento, en cualquiera de 
las instancias, únicamente en los casos siguientes: 1.° Por 
defecto de emplazamiento en tiempo y forma de les que de- 



ü) Art. 41, Ley de is de- Junio 18*0 sobre 'reforma de la casa- 
ción eitil. 
(2) Arts. 191 y li>5, Real cédula de 30 de Enero 1855. 
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ban ser eitadQs á juicio. 2.° Por falta de personalidad ó poder 
bastante de los litigantes parar comparecer en juicio. 3.° Por ^ 
defecto do citación para prueba ó definitiva, y para toda di- 
ligencia probatoria. 4.° Por na haberse recibido el plato á 
prueba, ó no haberse permitido á las partes hacer la prueba 
que les convenia, siendo conducente y admisible. 5.° Pomo 
haberse notificado el auto de prueba, 6 la sentencia de pri- 
mera ó segunda instancia, según su caso, en tiempo y for- 
ma. 6/ Por haberse denegado el recurso de súplica en los 
casos que proceda con arreglo á derecho. 7.° Por no haber 
concurrido á la votación del fallo el-número de magistrados 
que las leyes designan, ó no haberse reunido para distarle 
el número de votos conformes que se requieran para su va- 
lidez. Y 8.° Por incompetencia de jurisdicción (i). Para que 
proceda el recurso en los ocho casos enumerados, será nece- 
sario que se haya reclamado la nulidad antes que recayere 
sentencia en la instancia respectiva, y que la reclamaeion no 
haya surtido efecto. Sin embargo, si la nulidad reclamada y 
desatendida en una instancia pudiese subsanarse en la ulte- 
rior, se dfeberá reclamar nuevamente en ella. 

Según el Real decreto citado, no tiene lugar el recurso de 
casación: 1.° En las causas criminales. 2.° En los juicios eje- 
cutivos. 3.° En los plenariosde posesión cuya cuantía no 
pase de veiute mil pesos. 4.° En los pleitos por menos de tres 
mil pesos . Y 5.° fin los asuntos en que estando conformes las 
partes en eHerecho, discordaren sobre los hechos. Es muy 
extraño que en Ultramar no se conceda el recurso de casa- 
ción en los pleitos posesorios y ejecutivos cuando se quebran- 
ta el procedimiento, pues por lo mismo que las beyes proce- 



dí Art. 197, Real decreto 30 de Enero 1855. 
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sales son garantías de todas las otras, deben ser más severa- 
mente sostenidas, y respecto á ellas conviene que sea más 
eficaz la vigilancia del Tribunal Supremo, porque salvadas 
las formas, est¿ salvada la justicia. Alas palabras anterio- 
res del Sr. La-Serna, hay que añadir la consideración de lo 
legos que se encuentran las provincias de Ultramar y lo fácil' 
xjue^s introducir prácticas abusivas y procedimientos defec- 
tuosos que sólo el primer Tribunal de la nación podría cor- 
regir. Verdad es que en la Península tampoco se dá el recur- 
so de casación por infracción de ley en aquellos pleitos en 
que se puede intentar luego el ordinario; pero siempre queda 
espedito el recurso por quebrantamiento de forma, cosa que 
prohibe el decreto de 30 de Enero. 

El recurso de casación <iebe interponerse én el tribunal 
á quo, dentro de los diez dias siguientes á aquel en que la 

• sentencia haya adquirido la-calidad de firme, por escrito fir- 
mado de letrado en que se cite la ley ó doctrina legal infrin- 

# gida y por procurador autorizado con poder especial. El mi- 
nisterio fiseal, salvo el caso en que defienda al Estado ó per- 
sonas incapacitadas ó menores, sólo podrá interponer el re- 
curso de casación para que se fije la jurisprudencia. 

En la providencia misma en que se admita el recurso se 
mandará qua dentro de diez dias, se acredite haber deposita- 
do una cantidad equivalente al diez por ciento de la que se 
litigue, con tal que no pase.de mil pesos, que será el máxi- 
mum. En los pleitos sobre filiación, paternidad, maternidad, 
adopción, inferdicion y tutela, no pasará el depósito dé la mi- 
tad de la suma designada. En lugar del depósito se podrá ad- 
mitir fianza hipotecaria por doble cantidad; pero si dentro 
del término fijado no se acredita el depósito ó la hipoteca, se 
entenderá decaido el recurso, y á la parte por desistida de él. 
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Kl litigante pobre no tiene que hacer depósito; pero se oMi- 
jíará á responder de la suma que en cada caso corresponda 
si llega á mejor fortuna (1). 

Interpuesto el recurso lo admitirá el tribunal á quo cuan- 
do proceda con arreglo á ley, y mandará remitir al Supremo 
testimonio de todo ó de la parte de autos «pie estime condu- 
centes, previa citación de los interesados, para que compa- 
rezcan á usar de su derecho dentro de seis meses ú se inter- 
pone el recurso de las Audiencias de las Antillas, ó de doce 
cuando se interponga de la de Manila. El testimonio ó testimo- 
nios que se saquen, comprenderán siempre el extracte, 1» 
sentencia cuya casación se pretende y todo lo relativo á la 
interposición y admisión del recurso. Si las partes lo pidieren 
se remitirán originales los documentos necesarios, dejando 
testimonio. 

Los autos se entregarán por<regla general á la parte que . 
interpuso el recurso; pero si la contraria se opusiese con fun- 
damento, podrá el tribunal mandar que se verifique la remi- 1 
sion por el secretario de Cámara, debiendo en tal caso satis- 
facerse el franqueo por cuenta del recurrente y opositores con 
igualdad. La sentencia de que se interponga el recurso de ca- 
sación se ejecutará, si lo solicitase la parte que la obtuvo, 
dando fianzas suficientes de estar á las resultas. 

El auto en que se niegue el recurso de casación, es ape- 
lable para ante el Supremo, y se remitirán los testimonios 
oportunos solamente para resolver sobfe la apelación, em- 
plazando á las partes para que comparezcan á usar de sude- , 
recho, dentro del término de seis ó doce meses, según la 
procedencia del recurso. También es apelable el auto en que 



(1) Alte. 201 y 202, Real decreto de 30 de Enero 1855. 
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se admita el recursade casación, si se interpusiese la alzada, 
y el testimonio comprenderá todo lo necesario para resolver 
sobre ésta y para fallar en el fondo del recurso. 

El Tribunal Supremo de Justicia, recibidos los autos, los 
sustanciará con arreglo á derecho, y si en el término del em- 
plazamiento no se personare el recurrente, se declarará de- 
sierto el recurso, quedando obligado á pagar las costas y á per- 
der la mitad del depósito. Si el que no se presenta es el apela- 
do, procede continuar el recurso en rebeldía, entendiéndose 
todas las actuaciones sucesivas con los estrados del Tribunal. 

Presentándose las partes en el Supremo representadas por 
procurador, se les áltregarán los autos para instrucción de 
sus abogados por un término que no podrá pasar de trein- 
ta dias para cada una, y devueltos los autos se señalará diá 
para ver el recurso, citando las partes. Concurrirán á la vista 
de estos recursos dos ó tres ministros más de los que hayan 
votado la sentencia contra la cual se interpongan, debien- 
do ser su número impar y nunca menos de siete. La senten- 
cia se dictará dentro de los quince dias siguientes á la vista, 
declarando si hay lugar ó no al recurso (1). 

Cuando se declare haber lugar al recurso de casación por 
infracción de ley ó doctrina legal, la Sala llamará de nuevo . 
los autos á la vista para fallar sobre el fondo de Ja cuestión, 
conforme á los méritos del proceso. Cuando se declare haber 
lugar al recurso por quebrantamiento de forma, se devolve- 
rán los autos al Tribunal para que, reponiendo el proceso al 
estado que tenia antes de cometerse la falta, se sustancie y 
determine con arreglo á ley (2). 



(1) Art. 21], Real decreto 30 Enero 1855. - 

(2) Arts. 214 y 215, Real decreto 90 Enero 1855. 
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Cuando se declare que no procede el recurso, se conde- 
nará en costas al que lo interpuso, y perderá la cantidad de- 
positada, entregándose la mitad de ésta á la parte contraria 
y la otra mitad se invertirá en papel sellado que se agregará 
al expediente. 

Los fallos del Tribunal Supremo en que se declare haber 
ó no lugar al recurso de casación, se publicarán en la Gaceta 
de Madrid y Colección Legislativa, y 9erán siempre motivados 
en el hecho y en el derecho. 
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DE LOS JUICIOS UNIVERSALES. 

Habiéndonos ocupado de los juicios singulares, vamos á 
tratar de los universales que podemos definir, diciendo: que 
son aquellos en que se ventilan y deciden las acciones y 
derechos que contra los bienes de alguna persona tienen sus 
acreedores ó sus herederos. Antes del decreto de 6 de Di- 
ciembre de 1868, sólo habia los tres juicios universales que 
consignaba la Ley de Enjuiciamiento civil; pero aquel decre- 
to, con su reforma, ha añadido las quiebras; son cuatro, por 
lo tanto, los juicios que forman el objeto de este libro. 

TITULO I. 

DE LAS TESTAMENTARÍAS. 

En este juicio no se trata de averiguar quién es ó no he- 
redero; esta cuestión se ventila en juicio ordinario, con arre- 
glo alo que en el lugar oportuno hemos consignado. «El 
^objeto del juicio de testamentaría es sólo distribuir entre 
*los acreedores, herederos y legatarios , los bienes que por 
•obligaciones del finado, por su voluntad, ó por disposición 
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*de la ley, íes corresponden respectivamente.* Por 'eso algu- 
nos lo han llamado juicio de particiones. 

«Hasta la publicación de la Ley de Enjuiciamiento civil, 
no se habia fijado en nuestras leyes el modo de proceder ea . 
los juicios de testamentaría, aún cuando habia diferentes dis- 
posiciones que se referían á él y otras que le eran aplicables. 
La práctica, como siempre sucede, habia venido á suplir 
el silencio, la omisión y la insuficiencia del derecho escrito.» 
Siguiéronse de este modo los inconvenientes que natural- 
mente debían presentarse; las actuaciones no eran uniformes, 
pendían en gran parte del arbitrio de los juzgadores, se pf es- 
taban frecuentemente á las malas artos*de los que tenían in- 
terés en perpetuar las testamentarías, daban lugar á que des- 
aparecieran fortunas importantes, ó a que en gastos judicia- 
les se consumieran gran parte de ellas, y por último, las ac- 
tuaciones, abandonadas muchas veces al empirismo y su- 
bordinadas pocas á un orden preciso y riguroso, degeneraban 
con facilidad en un caos casi impenetrable. «La Ley de'En- 
juiciamento civil ha hecho. un gran beneficio, regularizando 
y dando forma á esta clase de procedimientos, utilizando las 
buenas prácticas, desterrando abusos y sustituyendo el con- 
cierto y la armonía á la confusión antigua. i 

El juicio de testamentaría puede ser voluntario 6 necesa- 
rio. JEs voluntario cuando lo promueven: 1.° Los herederos ó 
cualquiera de ellos. 2.° El cónyuge que sobreviva. Y 3/ Los 
legatarios de parte alícuota del caudal, ó cualquiera de ellos. 

Es necesario el juicio de testamentaria: 1.° Guando ios 
herederos estén ausentes y no hay quien los represente legí- 
timamente. 2.° Cuando los herederos son menores ó están 
incapacitados, bien se hallen ausentes o presentes, si el tes- 
tador no hubiere dispuesto lo contrario. 3.° Cuando uno 6 
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varios acreedores io solicitaren; pero es necesario que quien 
Jo pida presente título que justifique cumplidamente si* cré- 
dito. El derecho de los acreedores á promover el juicio de 
testamentaría caducará, si por los herederos se le3 jliere 
fianza bastante á responder de sus crédito*, independiente- 
mente de los bienes del finado. 

CAPITULO í. 

Del juicio voluntario de testamentaria. 

El que promueva el juicio voluntario de testamentaría 
debe presentar la partida de defunción de la persona de cuya 
sucesión se trate, y no éiendo esto posible, otro documento 
ó prueba que lo acredite, y el testamento del difunto, flecha 
la oportuna ratificación, el juez habrá por prevenido el jui- 
cio, citando para ello en forma á todos los interesados. Si hu- 
biere herederos menores ó incapacitados que tengan tutor ó, 
curador, losmandará citar para el juicio, y si no los tuvieren 
se les nombrará ó hará que los uombren con arreglo á de- 
recho. 

k los herederos ausentes se les llamará por medio de los 
periódicos, y hasta que se presenten, el promotor fiscal del 
juzgado hará valer sus derechos. Tan pronto como se pre- 
senten los herederos ausentes, cesará la representación del 
promotor. 

Si el que haya promovido el juicio solicitare la interven- 
ción del caudal, se decretará de la manera menos vejatoria 
posible; y practicadas que sean las primeras diligencias ne- 
cesarias al intento, el juez convocará á junta á los herede- 
ros para que se pongan de acuerdo sobre la administración 
del caudalj su custodia y conservaoiou. 
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Si no se consiguiere, determinará el juez lo que según las 
«ircunstandas corresponda, con sujeción á las reglas si- 
finientes: l.» El metálico se depositará en el establecimiento 
público destinado al efccto.2.* Las alhajas, muebles, semo- 
vientes y frutos recolectados, se pondrán en depósito, exi- 
giéndose Jas seguridades convenientes al depositario. 3. 4 Se 
nombrará administrador al viudo ó viuda, y en su defecto, 
al interesado que tuviere mayor parte en la herencia, si re- 
úne, á juicio del juez, la capacidad necesaria para desem- 
peñarla; y si no concurre esta circunstancia, podrá nombrar 
¡i un extraño. 4. a Cualquiera que sea el administrador, de- 
berá prestar fianza bastante á responder de lo que perciba, 
si los interesados, de común acuerdo, no le dispensaren de 
hacerlo. 5. a No habiendo acuerdo acerca de esto, la fianza 
será proporcionada al interés en el caudal de los que no 
otorguen su relevación. 

En adelante se dividirá el juicio en tres períodos, que se 
llamarán: 1.° De inventario. 2.° De avalúo. 3.° De división. 
Las operaciones de inventario y avalúo podrán practicarse 
simultáneamente cuando todos los interesados lo acordaren, 
ó cuando alguno de ellos lo pidiere y el juez lo estimare con- 
veniente, atendidas las circunstancias del caudal. 

INVENTARIO. 

Los inventarios se harán judicialmente: cuando estuviere 
intervenida la herencia, y cuando lo solicitare alguno de los 
que han sido declarados parte legitima para promover el 
juicio En todos los demás casos se hará extrajudicialmente, 
señalando á los interesados .término bastante para que los 
formen y presenten, atendidas la situación y calidad de los 
bienes. Para hacer los inventarios judicialmente se dará cp- 
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misión al escribano, sin perjuicio de que el juez pueda con- 
currir si lo considera necesario. 

Citados los herederos, el cónyuge sobreviviente, si lo hu- 
biere, ó su representación legítima y los legatarios, proce- 
derá el escribano á hacer la descripción de los bienes por el 
orden siguiente: 1.° Metálico. 2. 9 Alhajas. 3.? Efectos públi- 
cos. 4.° Semovientes. 5.° Frutos. 6.° Muebles. 7.° Raíces. 
8.° Derechos y acciones. Todo se expresará en las diligencias 
que se extiendan con la claridad y precisión convenientes. Se 
formará además, con igual claridad y precisión y concurren- 
cia de los interesados, un inventario especial de las escritu- 
ras, documentos y papeles de importancia que se encuentren. 

Concluido el inventario, el juez traerá los autos á la vista, 
y lo aprobará si estuvieren conformes todos los interesados. 
Si no hubiere conformidad, se pondrá de manifiesto el in- 
' ventario en la escribanía por término de ocho dias, durante 
los cuales podrán formularse las reclamaciones oportunas. 
Pasado dicho término sin haberse formalizado ninguna recla- 
mación, el juez mandará traer los autos á la vista y aproba- 
rá el inventario en la forma antes establecida. 

Las reclamaciones que se hicieren se sustanciarán en vía 
ordinaria y piezas separadas, cuidándose que los que sosten- 
gan la misma causa, litiguen bajo una sola direcciotí y re- 
presentados todos por un procurador. Aprobado el inventario 
ó formadas las piezas separadas para sustanciar las reclama- 
ciones que sobi'e él se intentaren, comenzará el segundo pe- 
ríodo del juicio. ■ . . 

AVALÚO. 

Todos los bienes inventariados serán valuados por peritos 
que nombrarán de común acuerdo los interesados. Si no se 
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pudiere obtener acuerdo, tendrán derecho á nombrar peritos: 
l.°£l cónyuge que sobreviva. 2.° Los herederos, entendién- 
dose que por parte de todos ellos ha de ser nombrado un solo 
perito. 3.° El legatario ó legatarios de parte alícuota del cau- 
dal, todos los cuales deberán nombrar igualmente un sblo 
perito. Si los que deben nombrar peritos no se pusieren de 
acuerdo, el juez insaculará los que propongan y el que de- 
signe la suerte practicará las diligencias. Sólo el perito ter- 
cero podrá ser recusado con justa causa. 

Hecho el avalúo y unido á los autos, se pondrán estos por 
ocho dias de manifiesto en la escribanía, para que los inte- 
resados puedan reconocerlo. Si trascurriere dicho término sin 
hacerse oposición, el juez aprobará el avalúo mandando pasar 
el juicio al tercer estado, si no se hubieren promovido plei- 
tos sobre el inventario ó los suscitados hubieren llegado á 
. su término. Si hubiere pleitos pendientes, se debe esperar á 
que terminen por ejecutoria, exceptuándose el caso ^en que 
los interesados estuvieren conformes en que se proceda á la 
liquidación y división de la parte del caudal á que no se refie- 
ran los pleitos, sin esperar su terminación. Aun cuando no 
haya esta conformidad, si alguno de los interesados lo pidiere, 
«1 juez dispondrá que se verifique la división, quedando com- 
pletamente á cubierto los derechos de los que se opusieren, 
siendo responsable el juez de lo que suceda. 

A los avalúos hechos por los peritos en la forma que que- 
da establecida, sólo puede hacerse oposición por dos causas: 
1." Por error en la cosa objeto del avalúo, ó en sus condicio- 
nes y circunstancias esenciales. Y 2. a Por cohecho á los pe- 
ritos ó inteligencia frudulenta entre ellos ó los interesados 
para aumentar ó disminuir el valor de los bienes. 

Formulada la oposición por la primera de las dos causas, 
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«l juez convocará á los interesados y peritos á una junta para 
que discutan la cuestión promovida, consignando su resul- 
tado en un acta que firmarán todos los concurrentes. 

Si la oposición hecha al avalúo se fundare en la segunda 
•de las causas que hemos designado, se sustanciará cop su- 
jeción á la forma del juicio ordinario, oyéndose precisamente 
al ministerio fiscal, aun cuando antes haya cesado su repre- 
sentación en lá testamentaría. Si apareciere motivo fundado 
para creer que el cohecho 6 las inteligencias fraudulentas 
han tenido lugar, se mandará proceder criminalmente con- 
tra los culpables. 

Aprobados el inventario y avalúo de los bienes, y termi- 
nados todos los pleitos á que uno y otro hayan dado lugar, se 
proeederá á la liquidación y división del caudal. 

^ División. 

El período de división principiará por una junta, en que 
se procurará que las partes se pongan de acuerdo para el 
nombramiento de contadores. El nombramiento de contador 
puede recaer en cualquier persona de la confianza de los que 
la elijan. Cuando todas las partes estén de acuerdo en el 
nombramiento de un solo contador, éste hará la liquidación 
y división; en los demás casos habrá dos contadores que pro- 
cederán unidos á ejecutar estas operaciones. Estos do§ conta- 
•dores se nombrarán por los interesados, si hubiere avenen- 
cia en la elección de las personas; si no la hubiere, se pro- 
cederá del modo y forma que hemos referido al tratar de los 
peritos. 

Los^ontadores que se nombren para dirimir las discordias 
que ocurran entre los elegidos por los interesados, serán le- 
trados qpe ejerzan la profesión en el lugar del juicio, ó en su 

16 
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defecto en ios más inmediatos. Para su nombramiento, recu- 
sación, tiempo en que deba hacerse y modo de reemplazarlos,, 
téngase presente lo que hemos dicho al tratar de los peritos. 

Elegidos los contadores, previa su aceptación, se les en* 
tregarán los autos, y por inventarióos papeles y documen- 
tos relativos al caudal para que procedan á desempeñar so 
encargo. Las dudas que ocurran se resolverán por el jueí 
y los interesados reunidos en una junta que se convocará al 
efecto; y si en ésta no hubiere conformidad, los .contadores 
resolverán las dudas como estimen justo. 

Antes de hacer los contadores las adjudicaciones, promo- 
verán una junta á laque deben concurrir los interesados,, 
con el objeto de acordar lo que crean oportuno respecto á la 
adjudicación. Si hay conformidad, los contadores ejecutarán 
la adjudicación en la forma que se haya convenido; si no la 
hubiere, la harán como crean que procede con arregft á de- 
recho. 

Concluida la liquidación y división, las presentarán Jos 
contadores al juzgado en papel común y autorizadas con sus 
firmas, y estarán de manifiesto enla escribanía por término 
de ocho dias, para que los interesados puedan hacer la oposi- 
ción que -estimen oportuno. Pasado dicho término siií haber- 
se opuesto ninguno, llamará el juez los autos á la vista, y 
aprobará la liquidación y partición, mandando protocolizar- 
las con reintegro del papel sellado correspondiente. 

Guando en tiempo hábil se hiciere oposición á la líquida- * 
cion y partición, el juez convocará á junta á los. interesados 
y contadores para que acuerden lo que más convenga, oidas- 
las esplicaciones que se den mutuamente, consignándose el 
resultado en ua acta. Si hubiere conformidad sobre las cues- 
tiones que se hubieren promovido, se ejecutará K> acordado,, 
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• 
y los contadores harán en la liquidación y división las refor- 
, mas convenidas. Si no hubiere conformidad, se dará por con- 
cluida la junta; y en este caso, los contadores informarán por 
escrito lo que estimen conveniente 'sohre las reclamaciones 
formuladas. Evacuado este informe, se sustanciarán dichas 
reclamaciones» considerándolas como una demanda, con su- 
jeción á los trámites prevenidos para el juicio ordinario. 

Aprobadas definitivamente las particiones, se procederá á 
ejecutarlas, entregando á cada cual de los interesados lo 
que en ellas le haya sido adjudicado y los títulos de propie- 
dad, poniéndose previamente en ellos por el escribano no- 
tas expresivas de la adjudicación. También se dará á todos 
los .participes testimonio de su haber y adjudicación respec- 
tivos. . • 

Reglas comunes á los tres períodos anteriores. 

JE 

En cualquier estado del juicio voluntario de testamenta- 
ría pueden los interesados separarse de su seguimiehto y 
tdoptar los acuerdos que estimen convenientes. Cuando lo 
solicitaren, deberá el juez sobreseer en el juicio y poner á 
disposición de los herederos los bienes, sin más restricción 
que ía establecida respecto al juicio necesario de testamen- 
taría, para los casos de haber herederos menores ausentes ó 
incapacitados. 

Los incidentes que puedan ocurrir en el juicio de testa- 
mentaria, se sustanciarán del modo prevenido para los que 
tengan lugar- en el* ordinario. 

Cuando los testadores hayan establecido otras reglas, dis- 
tiotas para el inventario, avalúo, liquidación y división de 
sus bienes, serán respetadas 'por los hepederos voluntarios 
que hayan instituido. 
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Las testamentarías podrán ser declaradas en concurso en 
los casos en que proceda esta declaración respecto á los par- 
ticulares, y siéndolo, se sujetarán á las reglas establecida» 
para el juicio universal de concurso de acreedores. 

CAPITULO II. 

Juicio necesario de testamentaría. , 

Sólo se prevendrá el juicio necesario de testamentaría en 
los casos siguientes: l.° Guando los herederos estén ausentes 
y no haya quien los represente legítimamente. 2.° Cuando 
los herederos son menores ó están incapacitados, bien se 
hallen ausentes ó presentes, si el testador no hubiere dis- 
puesto lo contrario. Y 3. p Guando uoo ó varios acreedores la 

solicitaren. 

* * 

Practicadas las diligencias precisas para la seguridad de 
los*bíenes, libros y papeles, se acomodará el juicio á los trá- 1 
mites establecidos para el voluntario con las modificaciones 
siguientes: 1.* Que los inventarios se formen siempre judi- 
cialmente. 2. a Que para los inventarios y avalúos se cite al 
acreedor ó acreedores que hayan promovido el juicio, pu- 
diendo ser parte en los pleitos que se susciten. 3. a Que los 
bienes se constituyah siempre en depósito, sin que pueda 
hacerse acuerdo ninguno en contrario. 4. a Que el adminis- 
trador en todo caso deba dar fianza, sin que pueda dispen- 
sársele de ella por los interesados. Y 5." Que no se proceda 
en ningún caso á hacer entrega de todos ó parte de los bie- 
nes á ninguno de los interesados en el caudal, sin estar rein- 
tegrados ó garantidos á su satisfacción los créditos de los 
acreedores que hayan promovido el juicio. 
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CAPITULO III. 
^Administración de la» testamentarías. 

Se formará una pieza separada de autos, que se llamará 
de administración, en la cual se actuará cuanto tenga rela- 
ción con ella, formándose en su caso los ramos separados 
necesarios. 

Nombrado administrador y prestada la fianza, se le pondrá 
en posesión de su cargo, dándole á reconocer á las per- 
sonas con quienes deba entenderse para su desempeño. Al 
fin de cada mes rendirá cuenta el administrador y estará 
aquella de manifiesto en la escribanía á disposición de los in- 
teresados. 

Para evitar la mala fé ó la negligencia de los administra- 
dores, se les exige que todo lo concerniente á enajenación, 
subastas, correspondencia, etc., tenga un carácter de publi- 
cidad suficiente para impedir los perjuicios que pudieran 
ocasionarse á los interesados. Por eso se les prohibe ejecutar 
arriendo alguno como no sea en pública subasta, la cual se 
anunciará en los pueblos en que estuviere radicado él juicio 
y en el que se hallaren los bienes, verificándose la subasta 
en el primero. Eíi los odíelos y periódicos en que se anuncie 
la subasta, se fijará también el tipo señalado, expresándose 
el dia, hora y sitio de remate. 

En las subastas no se admitirá postura inferior al tipo se- 
ñalado. Si ño se presentare ninguna admisible, se llamará á 
segunda subasta con iguales solemnidades que en la ante- 
rior, rebajando el tipo que haya servido para, ésta, teniendo 
en cuenta la entidad de las posturas que se hubieren hecho. 
, Si aun así no se lograse proposición admisible, el juez deter- 
minará lo que, según las circunstancias y oyendo á las par- 
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tes, estime conveniente. Para toda subasta se formará un 
pliego de condiciones, que se pondrá de manifiesto á los lici- 
tadores en la escribanía del juzgado que conozca del juicio y 
e^ la del pueblo en que estén los bienes objeto del remate. 
En los edictos y anuncios se hará la oportuna prevención so- 
bre esto. 

Durante la sustanciacion del juicio de testamentaría no 
se podrá enajenar los bienes inventariados, exceptuándose: 
1.° Los que puedan deteriorarse. 2.° Los que sean de difícil 
y costosa conservación. 3.° Los frutos para cuya enajenación 
se presenten circunstancias que se estimen ventajosas. Y 4. Q 
Los que sean necesarios para cubrir las atenciones de la tes- 
tamentaría. El juez podrá decretar la ventaje cualesquie- 
ra de estos bienes en pública subasta, previo avalúo por pe- 
ritos, oyendo á los interesados, y mandará depositar su pro- 
ducto en el establecimiento donde estén Iqs demás fondos de 
la testamentaría. 

Los efectos públicos se enajenarán por medio de agenU 
de Bolsa ó corredor que nombrará el juzgado. 

Él juez abrirá la correspondencia que venga dirigida al 
difunto, en presencia del escribano, de los herederos y del 
administrador, recibiendo éste la que tenga relación con eí 
caudal, dejando testimonio de ella en los autos. 

El administrador, por su trabajo, recibirá como recom- 
pensa: El 2 por 100 sobre el producto líquido de la venta de 
frutos. El 1 por 100 sobre el producto líquido de la venta de 
bienes raíces. El 1(2 por 100 sobre la cobranza de valores de : 
cualquiera especie, y sobre el producto líquido -de la venta de 
efectos públicos. Y el 5 por 100 sobre el importe líquido de 
los .demás ingresos que haya en la administración, por con-' 
ceptos diversos de los expresados en los párrafos anteriores. 
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Aprobadas las cuentas de la administración, se facilitará 
al que hubiere administrado, el documento oportuno para 
hacerlo constar, y éste entregará á los herederos lo que les 
corresponda de lo que obre en su poder, cancelándose la 
fianza que hubiere prestado el administrador. • 

TITULO II. 

DE LOS ABINTESTATOS. 

Sucede algunas veces que una persona no hace testamen- 
to ó no tiene validez el que se presenta, y tanto en un caso 
" como eh el otro, procede declarar el abintestato, fundado 
como sabemos en la voluntad presunta del finado. 

CAPITULO I. 
^ Del modo de prevenir el abintestato. 

Para que pueda prevenirse el juicio de abintestato, se 
necesita: 1.° Que no conste la existencia de disposición testa- 
mentaria. Y 2.° que no deje el finado descendientes, ascen- 
dientes ó colatorales dentro del cuarto grado. Existiendo pa- 
rientes de los expresados, que estén ausentes, se limitará el 
juez á adoptar las medidas más indispensables para el enter- 
ramiento del difunto y la seguridad de los bienes, y á dar á 
los parientes 9portuno aviso de la muerte de la persona á cu- 
ya sucesión se les crea llamados. Compareciendo los parien- 
tes, cesará la intervención judicial en pl abintestato, á no 
ser que alguno de los interesados lo solicitare. 

El juez proveerá de tutor ó curador, si no lo tuvieren, á los 
parientes que fueran menores ó incapacitados, y hasta que 
estén discernidos estos cargos, adoptará las medidas indica- 
das en el párrafo anterior. 
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El juez que tuviere conocimiento de la muerte de alguno, 
sin testar y sin dejar descendientes, ascendientes ó colatera- 
res dentro del cuarto grado, procederá á ocupar sus bienes, 
libros y papeles. En los pueblos donde no hubiere juez de 
primera instancia practicará las diligencias prescritas el juez 
municipal, y si éste no fuere letrado, lo hará con acuerdo de 
asesor. 

El juez de primera instancia, y el municipal en su caso, 
adoptarán las medidas que estimen más conducentes para 
averiguar si la persona de cuya sucesión se trata ha muerto 
con disposición testamentaria ó sin ella, recibiendo, á fialtar 
de otros medios, información en que sean examinados los 
parieutes, amigos ó vecinos del difunto: 1.* Sobre el hecho 
de haber muerto abintestato. 2.° Sobre si tiene herederos de 
las clases que quedan designadas. 

Si resultare haber fallecido, con efecto, sin testar y sin 
parientes, procederá el juez: 1.° A nombrar un albacea dati- 
vo, que se encargue de disponer el entierro y lo demás pro- 
pio á este cargo, con arreglo á las leyes. 2.° A inventariar 
y, depositar los bienes en persona que ofrezca garantía sufi- 
ciente, la cual se encargará también de su administración; 
este será amovible á voluntad del juez que conozca del ab- 
intestato. 3.° Examinar los libros, papeles y correspondencia 
del difunto. Al albacea que se nombrare, se darán por el juez 
las oportunas instrucciones, según ia idea .que se tenga del 
caudal del difunto y sus circunstancias, para el desempeño 
de su encargo. - - 

Si se encontrare metálico ó alhajas, se depositarán en el 
establecimiento público señalado al efecto, debiendo el juez 
conservar en su poder el documento de depósito, poniéndose 
testimonio en los autos. Si hubiere frutos recolectados, se 
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deberán sobrellavar los almacenes, y si pendientes ó se es- 
tuvieran recogiendo, se constituirán guardas 6 interventores,, 
según más convenga. El juez de primera instancia ó el mu- 
nicipal, abrirán la correspondencia en presencia del admi- 
nistrador nombrado y del escribano, y adoptarán en su con- 
secuencia las medidas que su resultado exija, ., para la segu- 
ridad de los bienes. 

Luego que el juicio hubiere llegado á este estado, será 
parte en él el promotor fiscal, en representación de los que 
puedan tener derecho á la herenéia, y será de su obligación 
promover cuanto considere oportuno para la seguridad y 
buena administración de los bienes. 

Practicadas "en debida forma las diligencias preventivas,. - 
el juez mandará fijar edictos en los sitios públicos del pue- 
blo del juicio, dpi en que hubiere fallecido el dueño de I03 
bienes, y del de su naturaleza, anunciando su muerte sin 
testar, y llamando á los que se crean con derecho á heredar- 
le, para que comparezcan en el juzgado dentro del término 
que se les señalare, que no podrá pasar de treinta dias. Estos 
edictos se insertarán en los periódicos oficiales, cuando las 
circunstancias del caso lo exigieren. El juez podrá ampliar 
los términos, cuando el pueblo de la naturaleza del difunta 
estuviere fuera de la Península, y lo mismo podrá hacer aun- 
que el pueblo se halle dentro, si la dificultad de las comuni- 
caciones ú otras circunstancias extraordinarias lo exigieren. 

Presentándose ó no herederos á consecuencia de este lla- 
mamiento, se fijarán segundos edictos por término de veinte 
dias, expresándose en ellos los nombres de los presentados^ 
si los hubiere, .y sus parentescos. Pasados estos dos términos 
exigirá el ju^z á los que sé hayan presentado, que coi* cita- 
ción recípr^ba, si fuere más de. uno, y del promotor, justift- 
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quen su parentesco dentro del término que se les señale al 
efecto, que por punto general no deberá pasar de cuaren- 
ta dias; pudiendo el juez ampliar dicho plazo, cuando los 
que aspiren á la herencia hubieren nacido fuera de la Pe- 
nínsula. 

Hecha la justificación, si fuere uno solo el presentado, se 
tiara vista de ella ai promotor, y si éste conviniere en que se 
le declare heredero, mandará el juez traer los autos á la vis- 
ta y hará la declaración si la estima procedente. 

Si fueren más de uno los presentados, los convocará ei 
juez á una junta, en la que discutirán sus derechos á la 
herencia. Si hubiera en ella conformidad, y conviniere el 
promotor, el juez los declarará herederos en la forma y por- 
ciones en que hayan convenido, si lo cree legal y procedente; 
y en adelante se acomodará en su caso el juicio á lgs reglas 
establecidas para el de testamentaría. En cualquiera de los 
casos expresados, si el promotor «e opusiere á la declara- 
ción, se sustanciará en juicio ordinario el pleito á queja opo- 
sición dé lugar. La sentencia en que el juez, denegare ú otor- 
gare la declaración, es apelable en ambos efectos. 

Si no hubiere. conformidad entre los presentados como 
herederos, queda á todos completamente á salvo su derecho. 
Las solicitudes que deduzcan, se sustanciarán en Juicio or- 
dinario, debiendo litigar bajo una misma dirección y repre- 
sentados por un mismo procurador los que hagan causa co- 
mún. Los promotores seguirán teniendo parte en estos jui- 
cios hasta que haya un heredero reconocido y declarado por 
ejecutoria; desde que lo hubiere, terminará su intervención 
en ellos, y todas las cuestiones pendientes y que puedan pro- 
moverse se entenderán y sustanciarán con el declarado he- 
redero. Terminados estos pleitos y declarados qiénes son los 
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herederos, se acomodará el juicio á los trámites estableci- 
dos para el dé testamentaría. 

Si no se presentare nadie reclamando la herencia, ó no 
fuere reconocido el derecho de los presentados, se conside- 
rará como vacante, y á instancia del "promotor se le dará el 
destino prevenido por las leyes. 

Sobre Jas solicitudes de los que se presenten alegando 
derechos á la herencia, se formará una sola pieza separada, 
quedando la primitiva para tratar en ella de la administra- 
ción del abintestato y sus incidencias, sobre las cuales po- 
drán formarse los ramos que se estimen necesarios para evi- 
tar confusión, tramitándose aqu^los según lo prevenido pa- 
ra los incidentes de juicio universal. 

El juez del abintestato será el único competente para 
conocer de las demandas que se deduzcan* contra los here- 
deros del difunto 'ó sus bienes: y también para conocer de 
todas las demandas ejecutivas ú ordinarias por acción perso- 
nal, pendientes.en primera instancia contra el difunto, de- 
biendo acumularse estos autos á los del juicio ordinario. 

El administrador de los bienes representará al abintes- 
tato en todos los pleitos que se promuevan ó que estén prin- 
cipiados al prevenirse este juicio, y él mismo ejercitará tam- 
bién las acciones que pudieren corresponder áí difunto hasta 
«que por ejecutoria haya heredero declarado. 

; CAPITULO II. 

Administración del abintestato. 

Terminad^ y rectificado el inventario, el juez podrá eli- 
gir al adminprador de los bienes mayor fianza de la que 
hubiere prestado en las primeras diligencias, si así lo exi- 
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giere la entidad del caudal, reemplazándolo si no la diere 
cumplida. 

El administrador nombrado ó el que lo reemplace, rendi- 
rá cuentas el dia último de cada mes, las cuales se unirán á 
los autos. El juez oirá sSbre ellas al promotor, si no hubiere 
heredero declarado, y las aprobará en su caso sin perjuicio, 
disponiendo el depósito del saldo que resultare en el estable- 
cimiento público en que se hallen los demás fondos del ah- 
intestato. 

Todas las actuaciones relativas á administración estarán 
de manifiesto en la escribanía, á disposición de los que se 
hayan presentado alegando*derecho á la herencia, y el juez 
deberá atender las reclamaciones justas que sobre ellas hi^ 
cieren. 

Reconocidos jfor ejecutoria como herederos uno ó más 
de los parientes presentados alegando. derecho á la herencia, 
se entenderá con ellos todo lo relativo al examen y aproba- 
ción de las cuentas, cesando completamente la intervención- 
del promotor fiscal. 

Todo lo concerniente á la administración, enajenación, 
subastas, correspondencia, recompensa de la administración 
y rendición de cuentas, ordenado en, el juicio de testamenta- 
ría, es aplicable á la administración del abintestato. 

Los libros y papeles del difunto se entregarán á los here- 
deros reconocidos, si los hubiere. Si no se presentare nadie 
alegando derecho á »la herencia, ó no fueren reconocidos los 
que se hubiesen presentado y se declarasen vacantes los bie- 
nes, se entregarán al Estado los libros y papeles que tengan 
relación con ellos, y los demás se archivarán con los autos 
del abintestato en un pliego cerrado y sellado} cuya carpeta 
rubricarán el juez, promotor y escribano. * 
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* TITULO III. 

DE LOS CONCURSOS DE ACREEDORES. 

.Concursos de acreedores son los juicios promovidos, ó 
bien por el deudor ó bien por los acreedores, sobre el pago 
.de las deudas contraidas por aquel. Hay dos clases de con- 
cursos: voluntario y necesario. El primero es acpiel que pro* 
mneve el mismo deudor, abandonando todos sus bienes á 
sus acreedores, cuando se encuentra en la imposibilidad de 
pagar las deudas. También se conoce con el nombre de ce- 
sión de bienes, y como es un contrato celebrado entre tos 
deudores y él acreedor, pueden estipular lo que más les con- 
venga; por ejemplo, que la deuda quede extinguida total- 
mente por el abandono; que subsistirá todavía tal ó cual 
cantidad, que los bienes abandonados pasarán al dominio de 
los acreedores, etc., etc. . 

Concurso necesario es el que promueven los acreedores 
contra el deudor, sin que éste los convoque, y debe verifi- 
carse cuando hay dos ¿ más ejecuciones pendientes contra el 
deudor, y no se han encontrado bienes libres en bastante 
cantidad para responder de las deudas. 
• 

CAPITULO I. 
Del concurso voluntario. 

El deudor que se preserffe en concurso voluntario, lo ha- 
rá por medio de una solicitud al juez de su domicilio; acom- 
pañando una relación exacta de todos sus bienes, un estado 
de las deudas, con opresión de su procedencia, nombre y 
domicilio de los acreedores, y una memoria en que con- 
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signe las causas que hayan motivado su presentación en 
concurso. Si el deudor solicita, quita y espora ó cualquiera 
de las dos cosas, el jaez mandará convocar la junta de acree- 
dores, y al efecto señalará un término suficiente para que 
puedan concurrir todos los que residan en la Península, de- 
signando dia, hora y sitio en que deba verificarse la junta. 
La citación se bará, no sólo individualmente, sino también 
por los periódicos del pueblo donde resida el juzgado y hasta 
en la Gaceta de Madrid, según la importancia del concurso; 
debiendo advertirse á los acreedores, que para ser admitidos 
en la junta, deben presentar el título justiücativo de la 
deuda. 

La junta se celebrará el dia señalado, bajo la presidencia 
del juez, asistiendo el escribano. Se principiará leyendo los 
artículos de la ley, y la solicitud que haya motivado la jun- 
ta con la relación de bienes *y deudas, Hablarán dos acreedo- 
res en pro y dos en contra^ el deudor ó su representante las 
veces que se considere necesario, y el juez cerrará el debate 
proponiendo lo que ha de votarse en términos claros y pre- 
cisos. Las votaciones serán nominales, formando acuerdo la 
opinión deja mayoría. Para que haya mayoría se necesita 
precisamente: 1.° Que se reúnan dos terceras partes de votos 
de los acreedores concurrentes á la junta; Y 2.°<3ue los cré- 
ditos de los que concurren con sus votos á formar la mayo- 
ría, importen, cuando menos, las tres quintas partes del pasi- 
vo del concurso. Los acreedores, por trabajo personal, ali- 
mentos, gastos de funeral y {£ hipotecarios, pueden abste- 
nerse de tomar parte en la votación. Si se abstuvieren no 
les obligará lo acordado, pero si tomaren parte en 1$ vota- 
ción quedarán obligados como los demás acreedores. 

Si el acuerdo es contrario á la quita y espera, están en 
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libertad los interesados para proceder como les convenga 
Si el acuerdo fuera favorable "al deudor, podrá ser impugna- 
do dentro de los ocho dias siguientes al de la junta, por cual- 
quier acreedor q\ie nó esté conforme, teniendo presente que 
sólo pueden alegar: defectos en la convocación y celebración 
de la junta, falta de personalidad en algunos de los que ha- 
yan concurrido con su voto á formar la mayoría, inteligen- 
cia fraudulenta entre unoó más acreedores y el deudor, y 
exageración fraudulenta de créditos para procurar mayoría 
de cantidad. 

Pasados los ocho dias sin haberse tiecho oposición, man- 
dará el juez traer los autos á la vista y dictará providencia, 
mandando llevar á efecto lo convenido. Esta no es apelable 
para ninguno de los que asistieron á la junta, si no lo im- 
pugnaron en tiempo oportuno. Queda salvo su derecho á los 
que nó hayan sido convocados personalmente para impug- 
nar el acuerdo; pero tendrán que pasar por él si al notificár- 
selo, ño protestaron en el acto ó dentro de los cinco dias si- 
guientes. 

La oposición se sustanciará en vía ordinaria. Los que sos- 
tengan el acuerdo de la junta litigarán unidos y representa- 
dos por un sólo procurador, y. lo mismo harán los oposito res 
si fueren varios. Si el deudor se presenta en el pleito, litiga,, 
rá con los que sostengan sus pretensiones. 

CAPITULO II. 

©el concurso necesario. 

La formación del concurso -necesario de acreedores sólo 
podrá decretarse á instancia de parte legítima, acreditando 
las circunstancias que. antes hemos indicado. Cualquiera de 
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los jueces que estén conociendo de las ejecuciones, es compe- 
tente para declarar el concurso, siendo preferido el del domi- 
cilio del deudor. Declarado el concurso, se notificarán deu- 
dor y se oficiará á los jueces que conozcan de los demás plei- 
tos ejecutivos, á fin de que los remitan para su acumulación. 
El juez que declare el coucurso mandará hacer el embargo j 
depósito de todos los bienes del deudor, la ocupación de sus 
libros y papeles, y retención de la correspondencia. 

Se nombrará un depositario *de crédito y responsabilidad, 
que no sólo está obligado á administrar y cuidar los bienes del 
concurso, sino á cobrar cualesquiera créditos que tuviere el 
^deudor y proponer al juez la enajenación de los efectos que 
no puedan conservarse. El deudor abrirá la correspondencia 
pelante del juez y escribano, que retendrán la que se refiera 
•á los bienes y negocios del concursado, devolviéndole la 
demás. Los créditos se cobrarán con la autorización del juez, 
y ios fondos recaudados se depositarán en el establecimiento 
público destinado al efecto. El depositario tendrá por este 
trabajo las dietas que le señale el juez, que no podrán ps^ar 
de cincuenta reales» abonándosele además un tanto por cien- 
to sobre el producto líquido de la venta de bienes. 

El deudor puede oponerse á la declaración del concurso 
dentro de los tres dias siguientes de habérsele notificado. El 
deudor y los acreedores que se opongan al concurso, litiga- 
rán'unidos y representados por un solo procurador, y en los 
propios términos litigarán unidos el acreedor ó acreedores á 
cuya instancia se haya declarado el concurso y ios demás 
que quieran sostenerle. * 

Mientras se sustancia la oposición, continuarán las medi- 
das preventivas para el embargo de bienes y ocupación de la» 
correspondencia. Si el Tribunal Superior revoca el anto en 
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que se declaró el concurso, se devolverán los bienes y pape- 
les al deudor, rindiendo cuentas el depositario. Bl deudor 
puede reclamar daños y perjuicios al acreedor que solicitó el 
concurso, sí éste hubiere procedido con dolo ó falsedad. 

Ejecutoriada la declaración de concurso, se hará saber al 
iat^rfesado y á los demás acreedores por medio de edictos y 
periódicos, convocándolos á una junta que se celebrará el dia 
prefijado bajo la presidencia del juez, asistiendo el escriba- 
no. La sesión principiará leyéndose las disposiciones de la 
Ley de Enjuiciamiento civil que se relacionan con los síndi- 
cos; se dará cuenta de los antecedentes y deudas que exis- 
tan, según nota que presentará el concursado. Hecho^sto, 
se procederá al nombramiento de síndicos, quedando elegi- 
dos los que obtengan mayoría; debiendo recaer la elección 
en acreedores por derecho propio que se hallen presentes. 
En cada concurso se nombrarán dos síndicos, y podrán ser 
tres si lo piden dos terceras partes de los acreedores. Los 
síndicos tienen colectivamente derecho á un tanto por ciento 
, por la administración de los bienes, cuya cantidad dividirán 
entre si por partes, iguales, si no se hubiere convenido cosa 
en contrario. El deudor y los acreedores pueden impugnar 
el nombramiento de los síndicos; pero no por eso se suspen- 
derá el concurso. Nombrados los síndicos se darán á cono- 
cer por edictos y periódicos, previniendo que se haga entre- 
ga á aquellos de cuanto corresponda ái concurso. 

El juicio en adelante se seguirá en tres piezas separadas; 
la primera, llamada de administración, contendrá todas las 
diligencias de que queda hecho mérito y los incidentes que 
á la misma se refieren. La segunda pieza se destiiiará al re- 
conocimiento y graduación de los créditos. La tercera á la 
calificación del concurso. 
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Pieza primera. 

Publicado ei nombramiento de los síndicos, se les entre- 
garán por inventario los^bienes, libros y papeles del concur- 
so. El dinero continuará depositado á disposición del juez.* 
Ei dia último de cada mes rendirán cuentas los síndicos, de- 
positando las sumas que vayan haciendo efectivas. La pieza 
primera estará siempre en la escribanía á disposición de los 
acreedores que quieran reconocerla. El juez puede en caso 
de abuso ó negligencia suspender á los síndicos convocando 
á los acreedores á una juuta. En esta misma pieza, debe 
contar todo lo relativo á la enajenación de los bienes del 
deudor, haciéndola en pública subasta, si se trata de bienes 
muebles ó raices, ó por medio de corredor si son valores pú- 
blicos. La tasación de los bienes se hará por peritos nombra* 
dos, uno por los síndicos, otro por el] deudor, y en caso.de 
. discordia un tercero por el juez. 

En casos urgentes, puede procederse á la venta délos 
bienes en términos muy perentorios. No se admitirá en la 
subasta postura inferior á las dos terceras partes de la tasa- 
ción, sino con el acuerdo de los síndicos y el deudor, ade- 
más de la aprobación de la junta de acreedores. Las escritu- 
ras de dominio las suscribirán los síndicos. Si las posturas 
presentadas no son admisibles, se retasan los bienes, y si 
en una segunda subasta tampoco se hacen proposiciones 'ra- 
zonables, la junta de acreedores determinará lo que crea 
conveniente. 

Hecho .el pago de todos los créditos, hasta donde alcancen 
los bienes del concurso, los síndicos rendirán una cuenta 
general, .que estará de manifestó en la escribanía á disposi- 
ción del deudor y acreedores durante diez y ocho dias. Tras; 



¡tizedby VjOQQI 



CIVILES Y CRIMINALES. 259 

currido este tiempo sin que nadie se oponga, el juez aproba- 
rá la cuenta, mandará dar á los síndicos el oportuno fini- 
quito, y que se entreguen al deudor ios bienes que sobren, 
sus libros y papeles. El resultado definitivo del concurso se 
publicará por medio de edictos y periódicos, y en el mismo 
auto se rehabilitará al concursado sin necesidad de instan- 
cia, si se han pagado todos los créditos por entero. 

Pieza segunda. 

Puestos los síndicos en posesión de ios bienes y hecha la 
entrega á los mismos de los libros y papeles, se formará la 
pieza de reconocimiento y graduación de créditos. Los sín- 
dicos formarán un estado de los que deban ser reconocidos 
y délos que no deban serlo. En la junta, que presidirá el juez, 
se votarán una por una las partidas, quedando aprobados los 
créditos que obtengan mayoría; y si no hay acuerdo en es- 
tas votaciones, el juez resolverá lo que crea más arreglado^ 
justicia. Los acreedores que no hayan comparecido en el 
juicio se les considera moroso^ y sufrgn los siguientes per- 
, juicios: costear el reconocimiento de<su crédito; perder la 
prelacion que les corresponda, y la parte alícuota que pu- 
diera haberles correspondido de los dividendos hechos -antes 
de su presentación. 

Los acreedores residentes en Ultramar y Extranjero no se 
les declarará morosos, y sus créditos deben ser reconocidos 
» y clasificados, oyendo á los síndicos y al deudor. 

A los acreedores reconocidos se. les dará un documento 
que expresará la importancia, origen y reconocimiento del 
crédito. A los acreedores cuyo crédito no haya sido recono- 
cido, se' les comunicará por los síndicos en carta particular 
que pondrá el escribano en el correo. 

Digitized by CjOOQ IC 



260 PROCEDIMIENTOS 



Los acuerdos de la junta podrán impugnarse dentro de 
los quince dias siguientes, teniendo la obligación los síndicos 
de sostener lo acordado por la mayoría, aun cuando su voto 
haya sido contrario. Sobre cada una délas impugnaciones 
que se intenten se* formará ramo sepa^do, sustanciándose 
por la via ordinaria. 

Los acreedores cuyos créditos hayan sido reconocidos se- 
rán citados para la graduación de los mismos. Los síndicos 
presentarán á la junta cinco estados que comprenderán: El 
1.° los acreedores por trabajo personal y alimentos; y sise- 
trata de un abintestato ó testamentaría concursada, los 
acreedores por gasto de funeral, formación de inventario, etc. 
fil 2.° estado será de los acreedores hipotecarios legales. El 
3.° acreedores hipotecarios por contrato. El A.° los escritu- 
rarios, y el 5.° los acreedores comunes. La junta de acree- 
dores, bajo la presideucia del juez, discutirá la graduación de 
créditos hecha por los síndicos, quedando aprobados los que 
reúnan los votos de la mayoría. La graduación puede ser 
impugnada dentro ^e los ocho dias siguientes á la misma. 
Pasado este tiempo, se darán las órdenes de pago por el tur- 
no establecido, recogiendo los títulos que hayan presentado 
de sus créditos, los cuales se unirán á la pieza segunda cou 
nota expresiva de haberse pagado. 

Pieza locera. 

Hecho el nombramiento de los síndicos, se les entregará # 
la pieza primera de los autos, para que manifiesten ei juicio 
que liayan formado del concurso y de sus causas. Esta pera 
la base de la tercera pieza, que debe acumularse provisional- 
mente á la primera, pasando todo al promotor fiscal del juz- 
gado, para que si encuentra algún delito ó fata, los persiga 



Digitized by 



Google 



CIVILES Y CRIMINALES.. * 261 

cod arreglo á la ley. Si el dictamen del promotor fiscal fuere 
conforme al de los síndicos y favorable al concursado, el juez 
puede declaradla inculpabilidad de aquel. Si el dictamen del 
promotor fuere diverso del de los síndicos, se dará audiencia 
al concursado, y con vista de todo el juez procederá jcon 
arreglo á derecho. Si el dictamen del .promotor fuere contra- 
rio al concursado, se procederá á formar la causa aun cuando 
los síndicos opinen en favor del deudor. 

CAPITULO III. 
Del convenio. 

En cualquier estado del concurso pueden el deudor y los 
acreedores hacer los convenios que* estimen oportunos; ex- 
ceptuando el caso de estarse formando causa por cpusiderar- 
6e fraudulento. La convocación de la junta para tratar del 
convenio suspenfle el juicio de concurso, hasta que se deli- 
bere y acuerde sobre las proposiciones presentadas. 

La mayoría de 1% junta decidirá si deben admitirse las 
bases del convenio ó rechazarse; cada una de ellas será ob- 
jeto de discusión y se votarán nominalmente. Si las proposi- 
ciones fueren desestimadas, continuará el concurso. Si por el 
contrario, son aprobadas, se publicarán en La Gaceta de Ma- 
drid y Boletines Oficiales, y pasados cuarenta dias sin haberse 
formulado oposición, se mandará á instancia de parte legiti- 
ma llevar á efecto lo convenido. 

CAPITULO IV. 
Alimentos. 

Si el concursado reclamare alimentos, el juez, atendidas 
las circunstancias, señalará los que crea necesario sólo en el 
caso de que á su juicio asciendan á más los bienes que las 
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deudas. Del señalamiento hecho interinamente por el juez, 
se dará cuenta en la primera junta de acreedores que se cele- 
bre^ la cual aprobará, modificará ó suprimirá los alimentos 
atendiendo á los circunstancias y necesidades del concursa- 
do. Pero no podrá dejar de concederlos cuando no aparezca 
claramente que los bienes no bastan á satisfacer las deudas. 
Contra el acuerdo de la junta, se oirá al deudor y á los acree- 
dores que quieran impugnarlo en juicio ordinario. Mientras 
esté pendiente el juicio de alunen los no los tendrá el concur- 
sado, si el juez y la junta do acreedores hubieran estado con- 
formes envegarlos. 

TITULO IV. 

DEL ORDEN DE PROCEDER EN LAS QUIEBRAS. 

El procedimiento sobre las quiebras se disidirá en cinco 
secciones, arreglando las actuaciones de cada una de ellas 
en su respectiva pieza separada, que se gubdividirá en las hi- 
juelas necesarias para el buen orden y claridad del procedi- 
miento, y que su curso se verifique con la rapidez posible, 
sin entorpecerse por incidencias que no puedan sustanciarse 
ala vez. 

La sección pripwra comprenderá lodo lo, relativo á la de- . 
claracion de quiebra, las disposiciones consiguientes á ella y 
su ejecución; el nombramiento de síndicos é incidencias so- 
bre su separación y renovación, y el convenio entre los 
acreedores y el quebrado que ponga término al procedimien- 
to. La segunda, las diligencias de la ocupación de bienes del 
quebrado y todo lo concerniente á la administración de la 
quiebra hasta la liquidación total y rendición de cuentas de* 
los síndicos. La tercera, las acciones á que dé lugar la *re- 
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troaccion de la quiebra sobre ios contratos y actos de admi- 
nistración del quebrado precedentes á su declaración. La 
cuarta, el examen y reconocimiento de los créditos contra la 
quiebra y la graduación y pago de ios acreedores. La quinfa 
la calificación de la quiebra y la rehabilitación del que- 
brado. 

CAPITULO I 
Declaración de la quiebra. * 

La exposición del comerciante que se manifieste en quie- 
bra, ha de presentarse arreglada y documentada conforme á 
las disposiciones del Código de Comercio (1). De otro modo 
no se le dará curso. 

El acreedor que solicite lo declaración de quiebra de su 
deudor, estará obligado á acreditar, ante todas cosas, su per- 
sonalidad con el testimonio de la ejecución despachada á su 
instancia contra el mismo deudor, con cuyo previo requisito 
se le admitirá la prueba que presente sobre tos extremos si- 
guientes: que el comerciaóte se ha negado á satisfacer sus 
obligaciones vencidas suspendiendo los pagos, ó. que se ha 
fttgado cerrando sus escritorios y almacenes, sin dejar perso- 
na que lo represente. Probados éstos en forma suficiente, ha- 
rá el tribunal la declaración de quiebra sin citación ni au- 
diencia del quebrado, acordando las demás disposiciones 
consiguientes á ella* La declaración de quiebra se refiere 
siempre al diá de la suspensión de pagos. 

El quebrado puede hacer oposición al auto de quiebra 
dentro de ocho dias, á contar desde la publicación. En este 



(1) Véanse los artículos 1017, 1018 y siguientes. 
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caso se formará pieza separada, alegando cada uno lp queá 
su derecho corresponda, y después de recibirse ia prueba * 
que presenten las parles se señalará dia para la vista del ar- 
tículo de reposición de la quiebra, enterándose á las partes 
del señalamiento; y verificada la vista se follará con arreglo 
á derecho. 

En el caso de decidirse la reposición, se pondrá certifica- 
ción de la sentencia en las demás piezas de autos de quie- 
bra, acordándose en cada una de ellas lo conveniente parala 
reintegración del quebrado en sus bienes, papeles, libre trá- 
fico y demás derechos. Esta sentencia se publicará en los pc^ 
riódicos á instancia del quebrado, el cual podrá exigir re- 
paración de perjuicios al acreedor que hubiere sostenido la 
declaración de quiebra con dolo, falsedad ó injusticia. 

Sin perjuicio de la reclamación del quebrado contra* el 
auto de quiebra, inmediatamente que éste se provea, se co- 
municará al comisario (1) su nombramiento por oficio del 
juez de primera instancia, y procederá á la ocupación de los 
bienes y papeles de la quiebra, su inventario y depósito, eje- 
cutando todo ello conforme á lo prevenido ervel Código de 
Comercio. 

Para el arresto del quebrado se expedirá mandamiento á 
cualquiera de ios alguaciles del juzgado, en virtud del cual re- 
querirá el ejecutor por ante escribano que dé fé, al mismo 
quebrado que en el acto preste fianza de cárcel segura. Si lo 
hiciere con persona abonada, quedará el quebrado arrestado 
en su casa, y en su defecto se le conducirá á la cárcel. 

Se publicará la quiebra por medio de edictos ,que se fija- 



(1) # Para cada quiebra se nombra un comisario, que antes era un in- 
dividuo del Tribunal de Comercio, y ahora, según el decreto de unifi- 
cación de Fueros, debe ser un comerciante matriculado. 
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rán no sólo en el domicilio del quebrado, sino también en los v 
demás pueblos donde tenga establecimientos mercantiles. Se 
despachará oficio á la administración tle correos para la re- 
tención de la correspondencia del quebrado, quedando nota 
en el expediente. Et quebrado, fi su apoderado, concurrirá al „ 
correo á la hora que designe b\ comisario para la apertura dfr 
la correspondencia, y no concurriendo á la hora de la cita* 
don, se verificará por el conlisario y el depositario. 

El comisario presentará al juez de primera instancia el es- 
tado de los acreedores del quebrado, que ha debido formar 
en los tres dias siguientes á la declaración de la quiebra, y 
con vista de él, se fijará el dia para la celebración de la pri- 
mera junta general, convocándose á ella á los acreedores; 
determinando también el número de síndicos que se hubie- 
ren dé nombrar en la junta, aílvirtiendo que no pueden ser 
más de tres. 

Para la celebración de la junta general de acreedores se 
pasará esta pieza de autos, con todas las demás en el estado 
que tengan al comisario, y se tendrán presentes al tiempo 
de su celebración para dar á aquellos en el acto las espiica- 
ciones que pidan sobre lo que resulte de todo lo obrado hasta 
entonces. De la celebración de la junta, se extenderá un acta 
y la firmarán el comisario, el escribano, los acreedores con- 
currentes y el quebrado, ó quien le haya representado en ella. 

El nombramiento de síndicos podrá ser impugnado ante 
el juez de primera instancia, si el reclamante protestó ante la 
junta de acreedores en el acto de hacerse la publicación y 
alega su derecho dentro de los tres dias siguientes, trascurri- 
dos los cuales quedará sin efecto la protesta. 

De la demanda deducida contra el nombramiento de los 
síndicos, ú de alguno de ellos, se dará traslado á lí persona 
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que se pretenda excluir de este cargo, formándose pieza se- 
parada. Este procedimiento no estorbará que previa la acep- 
tación y juramento del demandado, se le ponga en ejercicio 
de sus funciones. El juez acordará la separación de los sín- 
dicos ó alguno de ellos, cuando de los hechos aducidos resul- 
tare conveniente á los intereses de la quiebra. Las providen- 
cias en que se acuerde la separación de algún síndico, bajo 
el concepto de administrativas, no pararán perjuicio á la 
buena opinión y fama de la persona separada, y*se llevarán 
á efecto sin admitirse recurso alguno contra ellas. 

Resultando de alguna junta el convenio entre los acree- 
dores y el quebrado, acordará el juez por sí, en seguida de 
haber recibido el acta, la fijación de edictos, convacando á 
ios que tuvieren derecho para oponerse á la aprobación del 
convenio, á deducirlo ante el juzgado dentro de los ocho* dias 
siguientes á la celebración de aquel; no admitiéndosela opo- 
sición de parte de los acreedores que por el acta de la junta 
resultare haber asentido en ella al convenio. 

De la oposición que presenten los acreedores disidentes, 
se dará traslado al quebrado por término de tercero dia, re-' 
eibiéndose en la misma providenciare! incidente aprueba por • 
término de treinta; pasados los cuales se señalará dia para la 
vista, fallándose con arreglo á derecho. Si en el término de la 
ley no se hiciere oposición al convenio, á su vencimiento se 
pondrá nota por el escribano que lo acredité, y el juez, con 
vista de la pieza de declaración de quiebra y la de su califi- 
cación, resolverá lo que corresponda con arreglo á lo pres- 
crito en el Código de Comercio. 
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CAPITULO II. 
Administración de la quiebra. 

Por cabeza de la pieza relativa á esta sección se pondrá 
testimonio del auto de declaración de quiebra, sirí otro ante- 
cedente, uniéndose á continuación el inventario que debe 
formarse de todo lo existente en el domicilio del quebrado y 
en los almacenes. 

Para toda extracción que se haga de los almacenes sobre- 
llavados ó del área de depósito, precederá providencia formal 
del comisario, cuya ejecución se hará constar por diligencia 
que firmará éstej el depositario y el escribano. Con la misma ' 
formalidad se procederá para hacer ingresos- de caudales en 
el arca. Los permisos que dé el comisario para las ventas ur- 
gentes de los efectos de la quiebra, ó para los gastos indis- 
pensables que hayan de hacerse para su conservación, han 
de acreditarse también en providencia formal. 

Del nombrartéento de los síndicos, su aceptación y jura- 
mento, se pondrá testimonio en esta pieza. Délas cuentas que 
presente el depositario de su gestión, se conferirá traslado á 
los síndicos, formándose para su exámen-y calificación ramo 
separada dependiente de esta pieza^en el que con audiencia 
breve y sumaria de ambas partes y el informe del comisario, 
se acordará su aprobación ó lo que proceda de derecho sobre 
los reparos que se pongan; siendo obligación del depositario 
rendir las cuentas dentro de los tres dias siguientes al nom- 
bramiento de los síndicos. 

Las pretensiones de los síndicos para gastos extraordina- 
rios que ocurran en la quiebra, se autorizarán por el comisa 
rio, cuando la cantidad que hubiere de invertirse no exceda - 
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ile mil reales. Pasando de esta suma será necesaria la autori- 
zación del juez de primera instancia. 

Para toda transacción que hayan de hacer fos síndicos en 
los pleitos pendientes sobre intereses de la quiebra, procede- 
rá providencia del juzgado, dada á propuesta del comisario* 
fijándose las basas de la transacción. Las entregas semanales 
que se hagan en el arca de depósito de los fondos, se haráo 
constar, dando f£ el escribano; y usando igual formalidad 
para la extracción de las partidas que en virtud de libramien- 
tos del mismo comisario se saquen del arca. 

De las exposiciones que hagan los acreedores en vista de 
los estados mensuales que deberán presentar los síndicos, so- 
bre el estado de la administración de la quielya, se dará co- 
nocimiento ai comisario, y con su informe acordará el juez: 
de primera instancia las .providencias que halle convenientes 
en beneficio de la masa; y contra la providencia del juzgado 
no se admitirá recurso alguno. 

Las cuentas que den los síndicos de su administración cor- 
responderán también á esta pieza de autosf y si se deduje- 
ron agravios contra ellas, tanto por acuerdo de la junta d& 
acreedores, como por el quebrado ó algún acreedor particu- 
lar, se sustanciará esta demanda por los trámites de derecho,, 
en esta misma pieza de autos. Las repeticiones de los acree- 
dores ó del quebrado contra los síndicos por los daños y per- 
juicios causados á la masa por fraude, malversación ó negli- 
gencia culpable, se deducirán y sustanciarán en ramo sepa- 
rado, dependiente de esta pieza de autos, siguiéndose en la- 
sustanciacion los trámites legales del juicio ordinario. 
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CAPITULO III. 
Efectos' de la Retroacción de la quiebra. 

La personalidad para pedir la retroacción de los actos que 
en [perjuicio de la quiebra hay$ hecho el quebrado en tiem- 
po inhábil oque por su carácter fraudulento puedan anularse 
auncuando se hubieren hecho en tiempo hábil, residirá en 
- los síndicos como representantes de la masa de acreedores de 
la quiebra y administradores legales de su haber. 

Los síndicos estarán obligados ár formar dentro de los diez 
días inmediatos á habérseles hecho la entrega de los libros 
y papeles de la quiebra, los estados siguientes. Uno, de lo* 
pagos hechos por el quebrado en los quince dias precedentes 
á la declaración de quiebra. Otro, de los contratos celebrados 
en los treinta dias anteriores á la declaración de quiebra, que 
-en el concepto de fraudulentos, queden ineficaces de dere- 
cho; y de las donaciones entre vivos que se encuentren com<- 
prendidas en las disposiciones del Código de Comercio. 

También formarán ios síndicos otro estado de los contra- 
tos hechos por el quebrado que se hallen en alguno de los 
casos en que pueden anular aquellos, mediante la prueba de 
haberse obrado en fraude de los acreedores. Estos estados se 
comprobarán y visarán por el comisario, con cuyo requisito 
dirigirán los síndicos á los interesados sus reclamaciones ex- 
trajudiciales para obtener el reintegro á la masa de lo que la 
pertenezca; y si éstos fueren ineficaces, acudirán los síndicos 
ú los medios de derecho que correspondan según el objeto 
de cada reclamación. Las demandas de los síndicos sobre la 
aplicación del art. 1038 del Código de Comercio, se pre- 
sentarán acompañadas de la prueba documental que acredite 
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haberse hecho el pago en tiempo inhábil y que la obliga- 
ción no había vencido hasta después de la declaración de la 
quiebra (1). Encaso necesario podrán los síndicos preparar 
su acción con la confesión judicial del deudor. 

La pretensión de los síndicos se comunicará al demanda- 
do por tres dias, dentro de los cuales expondrá £ste lo que 
crea convenirle. No contestándose á la demanda por el deu- 
dor^ ó si en la constestacion no se desvaneciere la prueba de 
los síndicos, se le condenará á la devolución. Si por la con- 
testación del deudor el juez hallare mérito para recibirla 
causa á prueba, lo acordará pdr término de ocho dias peren- 
torios; y cumplido éste, entregándose los autos á las partes 
* por el de dos para que se instruyan, señalará dia para la visi- 
ta, y fallará lo que corresponda en justicia. 

Las demandas de nulidad ó de revocación de los contra- 
tos hechos por el quebrado en fraude de los acreedores, se 
introducirán y sustanciarán según las formas que rijan para 
el juicio ordinario en el juzgado de primera instancia á quien 
competa.su conocimiento. 



CAPITULO IV. 

Examen, graduación y pago de los créditos contra 
la quiebra. 

Poniéndose por cabeza de la pieza de autos correspondien- 
te á esta sección el estado general de los acreedores de la 



(1) Las cantidades que el quebrado haya satisfecho en dinero, efec- 
tos ó valores de crédito en los quince dias precedentes a la declaración 
de quiebra por deudas y obligaciones directas, cuyo vencimiento fuese 
posterior á ésta, se devolverán á la masa por los que las percibieron. 
(A ,-t. 1038, Código de Comercio). 
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quiebra, se dará proviíencia á continuación, prefijando el 
término dentro del cual hayan aquellos de presentar á lo» 
síndicos, los títulos justificativos de sus créditos, y el dia en 
que se hubiere de celebrar la junta de su examen y recono- 
cimienU* publicándose este auto por medio de edictos y pe- 
riódicos. 

Hechas todas las operaciones que para la justificación y 
examen de los créditos prescribe el Código de Comercio, si 
alguno de los acreedores, ó el quebrado, se tuvieren por agra- 
viados de la resolución de la junta, podrán usar de su derecho 
ante el juzgado en el término de treinta dias. 

Las demandas de los acreedores sobre que se le reconoz- 
can créditos que la junta hubiere desechado, se sustanciarán 
con Tos síndicos que estarán obligados á sostener lo acordado 
por aquella. En las que se instruyan por algún acreedor ó 
por el quebrado, contra el reconocimiento de algún crédito, 
se entenderá la sustanciacion con el interesado en el crédito 
impugnado en la demanda, y toda la responsabilidad del jui- 
cio será de cargo del demandante. El orden de sustanciacion 
de estas demandas será el prescrito en el juicio ordinario. 

Las demandas que se intentaren contra los acuerdos de la 
junta en la graduación de créditos, se sustanciarán con los 
síndicos por los trámites del juicio ordinario en la misma pie- 
za corriente de esta sección, donde obren todos los antece- 
dentes relativos al examen, reconocimiento y graduación de 
créditos (1). 



(1) Arts. 66 al 73, Ley de Enjuiciamiento inervan til. 



Digitized'by 



Google 



272 PROC EDI MI ENTOS 



¿AP1TÜLO V. 

Calificación de la quiebra y rehabilitación del 
quebrado. * 

La pieza de autos correspondiente á esta seccion^)rincipia 
rá con el informe que el comisario debe dar al juzgado de 
primera instancia sobre lo que resulta del reconocimiento de 
los libros y papeles del quebrado. Los síndicps presentarán 
una exposición sobre los caracteres de la -quiebra* fijando la 
clase en que deba ser colocada, y el promotor fiscal dará su 
dictamen sobre si cree que hay delito ó falta que castigar; de 
todo se hará entrega al quebrado por término de nueve dia* 
para que conteste á esta solicitud (1). 

No usando el quebrado de la comunicación de autos, ó ea 
el caso de que los devuelva sin oponerse á la pretensión de 
los síndicos ó del promotor, se procederá á la vista, y el juez 
hará la calificación que estime arreglagada á derecho, según 
lo que resulte de esta pieza de autos, y de la respectiva á la 
declaración de quiebra que se tendrá también presente. 

" Si el quebrado hiciere oposición á la prehensión de los sín- 
dicos ó del promotor, se recibirá la causa á la prueba, estas 
se unirán á los autos, y en su vista el juez fallará lo que crea 
justo. 

El quebrado que habiendo sido calificado de tercera clase 
y condenado como tal á la pena de prisión correccional, se 
hallare en soltura ó arrestado en su casa, será trasladado in- 
mediatamente á la prisión que le esté señalada para cumplir 
su pena. - . 



(I, Arts. 7 i al 82, Ley de tínjuiciamieiUo mercantil. 
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Disposiciones generales. 

Se consideran actos de jurisdicción voluntaria todos 
aquellos, en que sea necesaria ó se solicite la intervención 
del juez, sin estar empeñada ni promoverse cuestión alguna 
entre partes conocidas y determinadas. 

Los actos de jurisdicción voluntaria, de que no se hace 
especial mención en la Ley de Enjuiciamiento, se acomoda- 
rán á las reglas siguientes: í . a Todas las actuaciones relati- 
vas á ellos se practicarán en los juzgados de primera instan* 
cia t #nte escribano y en papel sellado; siendo hábiles todos 
los dias y boras sin excepción.— 2.' Si en algún caso proce- 
diese la audiencia de alguien, se prestarán otorgará jto- 
nieúdo de manifiesto el expediente en la escribanía para que 
se instruya el que haya deeyacua?la,r-3.*,Se pira precisa- 
mente al promotor fiscal: 1 * Guando te Sgfeítud .proppvida 
aléetelos intereses públicos. 2.° Cuando se rc^erai persona 6 
cosa, cuya protección ó defensa competan á las autoridades 
constituidas.— 4.' Se admitirán cualesquiera documentos que 

18 
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se ofrecieren, sin necesidad de citación, ni de ninguna otra 
solemnidad. Si á la solicitud promovida se hiciere oposición 
por alguno que tenga personalidad para formularla, se hará 
contencioso el expediente y sujetará á los trámites estable- 
cidos para el juicio que corresponda. Si la oposición se hicie- 
ra por quien no tenga personalidad para ello, podrá el juez, 
desestimándola, dictar providencia sobre la solicitud que se 
hubiere instruido al promover el expediente,— 5/ El juez po- 
drá variar 6 modificar las providencias que dictare sin suje- 
ción estricta á los términos y form^ establecidas respecto á 
las que deban su origen á la jurisdicción contenciosa.— 
6. a De las providencias que se dictaren, se admitirán para 
ante la Audiencia del territorio, las apelaciones libremente y 
en ambos efectos.— 7. a La sustanciacion de todas las apela- 
ciones se acomodará á los trámites establecidos para, las que 
se interpongan y admitan de sentencias inteFlocutorias.— 
8. a Contra los perjuicios que dictaren las Audiencias se dará 
el recurso de casación (!)• 

TITULO I. 

DE LOS ALIMENf OS, PROVISIÓN ALES. 

La Ley ha concedido grandes privilegios á las causas de 
alimentos, porque la manutención no tiene espera, y de otro 
modo se originarían grandes perjuicios á los que se ven pri- 
vados del sustento necesario. 

La Ley de Enjuiciamiento no establece diferencias de ali- 
mentos, los iguala todos, y para que la tramitación sea muy 
rápida, no es necesario dar .audiencia á la parte que deba ali- 



(1) Arto. 1207 y 1206, Ley de Enjuiciamiento civil. 
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mentar, porque oponiéndose ésta, resultaría un juicio con 
las dilaciones consiguientes. 

Para decretar alimentos provisionales á quien tenga de- 
recho á exigirlos, se necesita: 1.' Que se pidan por escrito. 
2.° Que se acredite cumplidamente el título en cuya virtud 
se pidan. Y 3/ Que se justiBque aproximadamente el cau- 
dal del que deba darlos. Hecho esto, el juez hará la%esig- 
nacion, cuando proceda, dé la suma en que deban consistir 
los alimentos, y dictará providencia mandándolos abonar 
por meses anticipados en todos los casos (l). 

Contra la sentencia en que se denieguen los alimentos, 
procede la apelación libre y en ambos efectos. Interpuesta 
la apelación, se remitirán los autos á la Audiencia respectiva 
con citación sólo del que los haya promovido. 

Contra la sentencia en que se otorguen los alimentos, 
procede la apelación en un efecto. Interpuesta, se extenderá 
certificación da la sentencia, la cual se reservará eíi el juz- 
gado para su ejecución, remitiéndose en seguida los autos á 
la Audiencia con citación de amtyts partes^. 
v. Inmediatamente que se dicte sentencia, otorgando ali- 
mentos provisionales, se exigirá al que deba abonarlos, el 
pago de la primera mensualidad, y si no lo verificare, se pro- 
cederá ai embargo y venta de bienes bastantes á cubrir su 
importe en la forma y por los trámites prevenidos para el 
procedimiento de apremio, y lo mismo se hará con las demás 
inensualidacfes que vayan devengándose. 

En este expediente no se permitirá ninguna discusión ni 
sobre el derecho á percibir los alimentos, ni sobre su enti- 
dad. Cualesquiera reclamaciones que sobre lo uno ó sobre lo 



(1) Art. 1210, Ley de Enjuiciamiento civil. 
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otro se hicieren, se sustanciarán en juicio ordinario; y entre 
tanto seguirá abonándose la suma señalada para alimentos. 
Goatra la sentencia «obre alimentos provisionales no cabe 
el recuiw de casación, sino el juicio ordinario (1). 

TITULO IL 

NOMBRAMIENTOS DB GUARDADORES Y DISCERNIMIENTO 
DE ESTOS CARGOS. 

Por el derecho civil sabemos que los menores é ia^paci- 
iados que no tienen aptitud para dirigirse ni administrar 
sus bienes, quedan sujetos auna guarda que puede ser tute- 
la ó curaduría. La tutela puede ser testamentaria, legítima 6 
dativa; pero la cúratela es sólo testamentaria, pues á falta de 
ésta, al mismo menor corresponde designar su curador, se- 
*f un veremos oportunamente. 

CAPITULO 1. 
Nombramiento de tutores y curadores. r 

Acreditado el nombramiento de tutor hecho por el padre 
en última disposición, se le discernirá el cargo por él juez, sin 
exigirle fianza si se le hubiere dispensado de ella, y caso con- 
trario se exigirá proporcionada al caudal que haya de ad- 
ministrar. 

Si la madre, á falta de padre, hubiere nombrado tutor á i 
su hijo, 4e disterairá tambieü ej cargo al nombrado sin fian- 
za si hubiere sido relevado de ella por la madre; y lo mismo 
se observará respeeto al nombrado tutor por cualquier per- 



(l) Sentencia 16 de Octubre 1860. 
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sona que haya instituido heredero al meaor, ó dejádole le- 
gado de importancia. El juez puede exigir fianzas al tutor 
nombrada, aun cuando haya sido relevado de ellas, si á su 
juicio no ofrece las garantías suficientes para que se estiitífr 
asegurado el caudal que haya de entregársele. El importe de j 
las fianzas se determinará con audiencia del promotor, ó no 
ser queel menor tuviere con anterioridad nombrado cura- 
dor para pleitos. 

No habiendo tutor nombrado por el padre, madre ú otra 
persona que haya instituido heredero al menor, ó dejádole 
marida dé importancia, designará el juez para este cargo al 
pariente á quien corresponde §pn arreglo á Ja ley, si reúne 
todas las condiciones necesarias para el desempeño de la tu- 
tela. 

No habiendo pariente á quien designar se hará constar 
esto debidamente, y el juez elegirá la persona que N haya* de 
desempeñar el cargo, discerniéndoselo, previo lo que queda 
establecido en los párrafos anteriores* 

CAPITULO II. 
nombramiento de curadores para los bienes* 

Si el padre ó la madre hubieren nombrado curador para 
sus hijos, se le discernirá el cargo en la fornía que por ellos 
se haya prevenido, es decir, con fianzag ó sin ellas, pudten- 
do el juez exigirlas en este último caso; si á su juicio no 
ofrece él nombrado las garantías suficientes para que se es- 
time asegurado el caudal del menor. 

Si el menor se opusiere al nombramiento á& curador he- 
cho por la madre ó por un extraño, y el juez lo creyere fun- 
dado, podrá negar el discernimiento del cargo ál nombrado. 
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En todas las cuestiones sobre estos particulares será repre- 
sentado el menor: primero, por el tutor, si 4o hubiere teat- 
do; segundo, por el que haya sido su curador para plei- 
tos, yá falta de los dos anteriores, por el promotor fiscal del 
juzgado. 

No habiendo curador nombrado por el padre, madre ó 
persona que haya instituido heredero al menor ó dejádole 
manda de importancia, corresponderá al mismo menor su 
nombramiento, y deberá hacerlo ante el juez, por compare- 
cencia que suscribirá. Si la persona nombrada no reuniere ■ 
las condiciones necesarias para ei desempeño del cargo, p©- 
. drá ei juez negarle el discernimiento y exigir del menor <jw 
nombre otro en su lugar. 

- flecho el nombramiento, el juez, con audiencia del pro- 
motor, ó con la del curador para pleitos, determinará, exa- 
. .minará y aprobará la fianza que deba prestar el nombrado. 

CAPITULO III. 

Nombramiento de curadores ejemplares. 

El nombramiento de curador ejemplar debe hacerse por 
el juez del domicilio del que lo necesitare, luego que tenga 
noticia de su incapacidad. Este nombramiento deberá recaer, 
por su orden, en las personas que á continuación se expresan/ 
si tuvieren la aptitud necesaria para desempeñarlo: padte,* 
hijos, mujer, madre,, abuelos y hermanos del incapacitado.' 
No habiendo ninguna de estas personas ó no siendo aptos pa- 
- ra la cúratela, el juez podrá nombrar á. la que estimare más 
á propósito* prefiriendo, si reunieren la necesaria capacidad, 
las que sean parientes ó amibos íntimos cfel incapacitado ó de 
sus padres. 
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Hecho y aceptado el nombramiento, se determinará con 
audiencia del promotor el importe de la fianza, y aprobada 
^sta, se discernirá el cargo al nombrado. 

Discernido el cargo, se hará entrega al curador del' cau- 
dal del incapacitado por inventario que se unirá al expe- 
diente. 

Todo expediente que se formare parael nombramiento de 
curador ejemplar, hecha que sea la entrega de los bienes, se 
protocolizará en la escribanía pública del domicilio del in- 
capacitado, ó en la que el juez designe, si hubiere más 

de una. 

■* 

Se dará á conocer al curador nombrado como tyl, á quien 
corresponda según las circunstancias del caudal. 

CAPITULO IV. 

Nombramiento de curador para pleitos. 

- No sé nombrará curador para pleitos á JÜs menores de 
doce y catorce años, ni se permitirá los nombren á los ma- 
yores de dichas edades respectivamente, sino cuando sus tu- 
tores ó curadbres no puedan con arreglo á derecho represen- 
tarlos, a 

El nombramiento de curador para pleitos, cuando el juez 
hubiere de hacerlo, debe recaen en pariente inmediato, si lo 
hubiere, del menor; y en su defecto, en persona de su intimi- 
dad ó de la de sus padres; y no habiéndolos, ó no siendo ap- 
tas las que hubiere, en vecino del lugar del domicilio del 
menor, que. mereciere la confianza del juez. 

Los menores, mayores de catorce años siendo varones, y 
doce siendo hembras, podrán nombrar curador para pleitos 
á quien tengan por conveniente, debiendo hacerlo por com- 
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parecencia que suscribirán ante el juez. Este podrá negar el 
discernimiento al nombrado, si creyere que no reúne las cir- 
cunstancias para desempeñar el cargo. 

Si sobre él discernimiento del cargo se empeñare cuestión, 
se sustanciará en juicio ordinario, representando en él a) 
menor el promotor fiscal deJ juzgado (1). 

CAPITULO V. ^ 

D el discernimiento dé los cargos de tutor y 
curador. 

Antes dé hacer el juez el disentimiento de todfc cargo de 
tutor ó curador, teniendo en consideración la entidad del 
caudal del menor y las circunstancias de su persona, y oyen- 
do siempre al promotor, determinará si se entiende el desem- 
peño del cargo fruto por pensión,- Caso de no declararse que 
se entienda en <Ucha forma, señalará el mismo juez lo que el 
menor deba consumir en sus alimentos y educación y el 
tanto por ciento que haya de abonarse por la adminis- 
tración. 

Declarado que el ejercicio del cargo se entiende fruto p&r 
pensión, el tutor ó curador hafcen suyos los frutos del cauftív 
y contraen la obligación de cubrir todas las necesidades del 
ménoí* y las atenciones del caadal. # 

Hecho el señalamiento de suma determinada para ali- 
mentos y de un tanto por ciento para la administración, se 
abonaráh sus respectivos importes en ^us cuentas al tutor 6 
-curador, debiendo agregarse á Ja masa del caudal los pro- 
ductos íntegros del niismo. 



(1) Art. 1260, Ley de Enjuiciamiento civil. J 
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AI discernimiento de todo cargo de tutor ó curador debe- 
rá siempre preceder la justificación cumplida de haber sido 
relevado por el padre de fianzas, ó por la madre ó persona 
extraña y la aprobación del juez en estos dos últimos rasos, ó 
el otorgamiento de las correspondientes fianzas con arreglo á 
lo que queda prevenido. 

Las fianzas, en los casos que deban darse, serán siempre 
hipotecarias y proporcionadas al caudal del menor, con ex- 
clusión de los bienes .inmuebles. Serán además extensivas, 
en los casos en que no se declare se entienda fruto por pen^ 
sion el desempeño del cargo, ai sobrante que de las rentas 
quedare, después de rebajadas de ellos la suma señalada por 
alimentos y el tanto por ciento de la administración. 

Para el discernimiento del cargo del curador para pleitos, 
basta acreditar el nombramiento hecho de cualquiera dé las 
manfcfaáconsignadas en la ley, y como no tienen que mane- 
jar bienes no necesitan fianza. 

Cumplido cuanto queda consignado, se exigirá al nom- 
brado que otorgue en el mismo expediente la oportuna obli- 
gación á desempeñar bien y fielmente los deberes de su car- 
go bajo la responsabilidad que las leyes le imponen, sin 
qúeseanéceéario prestar juramento alguno. Otorgada dicha 
obligación, se extenderá en seguid* la diligencia de discerni- 
miento, en la cual el juez dará facultades al nombrado para 
representar al menor con arreglo á las prescripciones légale» 
y para cuidar de su persona y bienes (1). 



(1) Art. 12T0, Ley de EnjuiciamieHto civil. 
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CAPITULO VI. ~ " • 

Disposiciones generales. 

En los juzgados de primera instancia habrá unregistm 
en que se pondrá testimonio de todos los discernimientos que 
se hicieren (letargos de tutor o curador para bienes. 

El dia último de cada año examinarán los jueces dichos 
registros y dictarán en su consecuencia, de las medidas si- 
guientes, las qiie correspondan según las circunstancias: 1/ 
Si resultare haber fallecido algún guardador, hará sea reem- 
plazado como^ corresponda con arreglo á'la ley. 2/ & pro- 
cedente de cualquiera enajenación hubiere alguna suma de- 
positada papa darle destino determinado, procurarán ten- 
ga esto cumplido efecto. 3. a Exigirán que rindan cuentas los 
tutores ó curadores que deban darlas. 4. a Obligar^p álos 
mismos tutores y curadores, en los casos en que no se en- 
tienda el desempeño de sus cargos frutos por pensión, á que 
depositen en el establecimiento público destinado al efecto, 
los sobrantes de las rentas d^l caudal de los menores, des- 
pués de cubierta la suma señalada para alimentos y de pa- 
gado el tanto por ciento de administración. ^Vrocuifcrán 
la imposición de cualesquiera fondos existentes á que no^de- 
ban darse otra aplicación especial. 6.» Tomando ai efecto las 
noticias que estimen necesarias del estado de la gestidátóa 
tutela ó cúratela, adoptarán las determinaciones que estinllni 
convenientes para evitar los abusos y remediar los que pue- 
dan haberse cometido. Esto no se entiende con los tutores ó 
curadores nombrados por el padre, y á quienes éste haya re- 
levado de fianzas. t 

¿obre las cuentas que los tutores y curadores rindieren 

«. ' * bigitized by Uí <¿M 
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durante aun la menor edadMe sus pupilos, se oirá siempre al 
curador para pleitos de los mismos, si los tuvieren; y si no, 
á los promotores fiscales. No poniendo reparo á las cuentas, 
se aprobarán fcon la cualidad de sin perjuicio del derecho que 
las leyes conceden para reclamar á los que se consideren 
agraviados. 

Los tutores y curadores, y* ean para los bienes, ya para 
pleitos, no paedemsbr removidos por un acto de jurisdicción 
voluntaria, aun cuando sea á solicitud de ios menores. Para 
decretar su separación, después de discernido el cargo, es in- 
dispensable oirlos y vencerlos en juicio. 

♦ ^* 

TITULO III. 

DE LOS DEPÓSITOS DE PERSONAS. 

Podrá decretarse el depósito: 1.° De mujer casada que se 
proponga intentar ó haya intentado demanda de divorcio ó 
querella de adulterio. 2.° De mujer casada contra la cual 
haya intentado su marido demanda de divorcio, ó acusación 
de adulterio. 3.° De mujer soltera que trate de contraer ma- 
trimonio contra la voluntad de sus padres ó curadores. 4.° 
De hijo ó bija de familia, pupilo ó pupila, que sean maltra- 
tados por sus padres, tutor ó curador, ú obligados por los 
mismos á actos reprobados por las teyes. 5. # De huérfano ó 
incapacitado que queden en abandono por muerte de la per- 
sona á cuyo cargo estuvieran. 

Es juez compétente *para decretar estos depósitos, el de 
primera instancia del domicilio de la persona depositada; 
pero cuando circunstancias "especiales lo exigieren, podrá el 
juez del lugar en que se encuentre cualquier persona que 
deba ser^iepositada, decretar el depósito interina y provisio- 
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nalmente, remitiendo las diligencíta al del domio8k>, y p^ 
niendo la persona á su disposición. 

I. La mujer casada que se proponga inimtar demanda de 
divorcio ó querella de adulterio, pedirá su depósito por selfei- 
tud que Armará. Recibida ésta, se trasladará el juez ac0m|>a» 
nado de escribano á la casa deLrriarido; y sin que se foaüe 
tete presente, hará compareced la mujer para que raíHkfue 
su instancia; practicado lo cual se proeúrart que el mfifido* y 
la mujer se pongan de acuerdo sobre la persona qtíe h&ya d$ 
encargarse del depósito. Si no convinieren, el juez elegirá la 
que crea más á propósito, disponiendo que eii el acto se *«a^ 
tregüen á la mujer cama y ropa de su uso diario, formándo- 
se de todo el oportuno inventarío." -Si hubiere cuestión sobre 
las ropas que debieren entregarse, el juez, sin ulterior re* 
curso, determinará las que deban considerarse como de uso^ 
diario y entregarse por consiguiente. 

Evacuado todo lo que queda prevenido, el juez extraerá 
á la mujer de la casa del esposo, y constituirá el depósito 
con la solemnidad debida, intimando al marido que no mo- 
leste á su mujer ni al depositario, bajo apercibimiento de 
procederse contra* él á lo que hubiere lugar; advirtiendo á la 
mujer, que si dentro de un mes no acredity haber intentado 
la demanda de divorcio ó querella de adulterio, quedará sin 
efecto el depósito, y será restituida á la casa de su moradas- 
Este término podrá prorogarse si se acreditare qué por causa 
no imputable á la mujer, ha sido imposible intentar la de* 
manda ó querella. ^ • • 

Al depositario se le facilitará un testimonióle la provi- 
dencia en que se le haya nombrado, y de la diligencia de 
constitución del depósito para su resguardo. 

Las pretensiones güe puedan formularse por el fcarido^ 
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por la mujer, 6 por el depositario, se sustanciarán con un 
escrito por cada parte; y oídas en juicio verbal sus justifica- 
ciones, ¿e dictará sentencia, la cual será apelable en ambos 
«fectos. 

Acreditándose la admisión de la demanda de divorcio 6 
querella de adulterio, se ratiffcará el depósito provisional- 
,mente constituido, y podrá variarse de depositario á instan- 
áa déla mujer, si el juez no encuentra en ello dificultad, á 
pesar de la oposición del marido (1). 

U. Para decretar ci depósito de la mujer casada cuando su 
marido entabla contra ella demanda de divorcio ó acusación de 
adulterio, deberá previamente acreditarse, haberse admitido 
la demanda ó querella promovidas por el mando. Constando 
la admisión de la demanda ó de la querella, el juez se tras- 
ladará á la casa del marido, procurará se ponga de acuerdo 
con la mujer sobre la persona en quien hubiera de consti- 
tuirse el depósito, y si no convinieren, nombrará el juez la 
«fue el marido haya designado, si no hubiere razón fundada 
que lo impida; y habiéndola, elegirá la que estime más á 
propósito*. 

A esta dase de depósito es aplicable cuanto hemos dicho 
en ^1 anterior respecto á la entrega de ropas, notificaciones 
á los interesados, resguardo del depositário v etc. 

III. Para decretar el depósito de la mujer soltera que trate 
de contraer matrimonio contra la voluntad de sus padres, es 
preciso que aquella sea mayor de veinte años; pues por la 



(1) Hay dos clases de depósitos de mujer casada que intenta el di- 
vorcio. Uno provisional anterior á la admisión de la demanda, y otro 
definitivo, con posterioridad á la admisión de ésta. Solo en el primero 
es en el que la ley exige la intervención del marido. (Sent. 13 de AV 
timtre de 1858). 
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legislación vigente antes de ese tiempo, si el padre no dá su 
consentimiento, no hay recurso alguno. Sabido es que por 
Ja ley de 20 de Junio de 1862, si los padres niegan el conse- 
jo para el matrimonio de sus hijos, éstos no pueden casarse 
hasta que han trascurrido tres meses; durante este tiempo 
podria la hija estar espuestf á malos tratamientos ó. coac- 
ciones, y para evitarlos se debe decretar el depósito. , 
Recibida la instancia, el juez se trasladará á las casas de 
los padres ó curadores, y hará que sin hallarse éstos presen- 
tes, manifieste si se ratifica ó no la que lo haya pedido eD 
solicitud. Si se ratificare, procederá el juez á exigfr del pa- 
dre, madre ó .curador, que designen depositario, oyendo á la 
hija ó pupila. Si no se ratificare, suspenderá el juez toda di- 
ligencia. * 

Este depósito continuará hasta que se verifique ei ma- 
trimonio, cesando si la interesada desistiere desús pre* 
tensiones (1). 

IV. Para decretar el depósito de un hijo ó hija de familia, 
pupilo ó pupila, cuando son maltratados por sus padres ó cu- 
radores, ú obligados por los mismos á actos reprobados, se 
necesita: 1.° Solicitud -del interesado en que se ratifique. 
2.° Alguna justificación, aun cuando no sea cumplida, de los 
malos tratamientos ó abusos de autoridad de los padres ó 
guardadores. 

Podrán los jueces, sin solicitud del interesado, decretar el 
depósito, cuando les conste la imposibilidad en que -se en* 
cuentre de formularla. 

Hecha la justificación, procederá ei juez á depositar al 
hijo ó hija de familia, pupilo ó pupila, en poder de la persona 



(1) Art. 1311, Ley de Esjuiciamiento civil. 
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que estime conveniente, haciendo que los padres ó guarda- 
res faciliten la cama y ropas necesarias, formando el opor- 
tuno inventario. El mismo juez, atendidas las circunstancias 
de las personas, señalará la suma que para los alimentos de- 
ban abonar provisionalmente los padres ó guardadores al de- 
positario. 

Verificado el depósito, se hará saber al curador para plei- 
tos, si lo tuviere el depositado, á fin de que practique en su 
defensa las gestiones que correspondan; si no lo tuviere se • 
le exigirá lo nombre si se hallare en condiciones para hacer- 
lo, y caso contrario, se lo nombrará el juez. 

V. Inmediatamente que tuviere noticia un juez de que 
algún huérfano menor, si es varón de catorce años, y de 
doce si es hembra ó incapacitado, quedan abandonados por ha- 
ber muerto la persona á cuyo cargo estuvieren, procederá á de- 
positarlos donde y como estime conveniente, adoptando res- 
pecto á sus bienes las precauciones oportunas para evitar 
abusos de todo género. 

Inmediatamente procederá el mismo juez á proveerlos de 
tutor ó curador ejemplar, poniéndolos á su disposición; y 
luego que estén discernidos estos cargos, se les hará entrega 
de los bienes del huérfano ó incapacitado. 

TITULO IV. 

DEL DESLINDE Y AMOJONAMIENTO 

El juez competente para conocer de las diligencias que 
tengan por objeto el deslinde y amojonamiento de cuales- 
quiera terrenos, es el del partido en cuyo término se hallen 
situados. 

Deducida la pretensión, se señalarán diá y hora para el 
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deslinde, citándose á fin de que concurran á él todos los 
dueños de los terrenos colindantes. La citación se hará con 
la anticipación necesaria, para qué puedan concurrir los in- 
teresados el dia que se designare. * * • 

Llegado el dia que se hubiere señalado, se precederá al 
deslinde y amojonamiento en su caso, con asistencia de los 
dueños de Jos terrenos colindantes que se presentaren. La 
diligencia podrá autorizarla el juez con su presencia, jó dele- 
gar en el juez municipal; y sea uno ú otro, deberá concur- 
rir un escribano. 

Tanto el que hubiere solicitado el deslinde, como los de- 
más concurrentes á la diligencia, podrán producir en elia 
los títulos de sus fincas y .hacer las reclamaciones qqe t esti- 
men oportuoas. También pueden concurrir á la diligencia 
de deslinde, peritos elegidos por las partes ó por el juez. 

Si hubiere conformidad en la diligencia, se extenderá un 
acta expresiva de lo que se haya hecho , que suscribirán to- 
dos los concurrentes, dándose á cada uno una copia después 
de protocolizada el acta. 

Si antes de practicarse la diligencia de deslinde se hiciere 
oposición á ella por el dueño de algún terreno colindante, 
se sobreseerá desde luego en el expediente, reservando á las 
partes su derecho para que lo ejerciten 'en juicio ordinario. 
I,o mismo sucederá en el caso de leerse la oposición en el 
acto dé la diligencia, si sobre el punto en que consista, no 
hubiere podido lograrse avenencia en^l mismo acto (i). 



<l) Arts. 1323 al 1324, Ley de Enjuiciamiento civil. 



Digitized by 



Google 



CIVILES Y CRIMINALES. 289 



TITULO V. 

DE LAS INFORMACIONES PARA DISPENSA. DE LEY. 

Será juez competente para recibir las informaciones que 
tengan por objeto una dispensa de ley, el del domicilio del 
que la solicite. - 

No podrán recibirse estas informaciones, sino en virtud 
de Real orden, comunicada al juez por su Superior corres- 
pondiente. Recibida en el juzgado la Real ordenase procede- 
rá á darle cumplimiento, haciendo saber al que la haya ob- 
tenido, dé la información que se requiera, la cual se recibirá 
siempre ante escribatío y con citación del promotor fiscal; 
el escribano dará fé precisamente de conocer á los testigos. 
Si no los conociere, exigirá que dos respondan del conoci- 
miento de cada uno de ellos y suscriban las declaraciones de 
los que se encuentren en este caso. Si hubieren de compul- 
sarse documentos, será indispensable para ello la concur- 
rencia del ministerio fiscal. 

Dada la información, se entregará al promotor para que 
emita su juicio, consignando explícita y terminantemente si 
se halla acreditado eii la forma prevenida el conocimiento de 
los testigos. 

Evacuada la audiencia del promotor, el juez coasignará 
en seguida su dictamen sobre la misma información, y re- 
mitirá el expediente á su superior inmediato. 

La Audiencia oirá al fiscal, consignando su dictamen en 
el expediente, y ló remitirá- al Gobierno para su resolu- 
ción (í). 



0) Arte. 1335 al 1349, Ley de Enjuiciamiento civiU 

19 
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TITULO VI. 

DE LAS HABILITACIONES PARA COMPARECER EN JUICIO, 

Necesitan habilitación para comparecer en juicio: el hijo 
de familia y la mujer casada que se encuentren en uno de 
los casos siguientes. 1 .° Hallarse el padre ó marido ausentes» 
sin que haya fundada esperanza de su próxima vuelta. 2.° 
Ignorarse el paradero del padre ó marido. 3.* Negarse el pa- 
dre ó marido á representar en juicio al hijo ó mujer.. 

Para conceder la habilitación es necesario concurra algu- 
na de las circunstancias siguientes; 1/ Ser demandado el que 
la solicitare. 2. a Seguírsele grave perjuicio de no promoYCir 
la demanda para que se pida la habilitación. Fuera de estos 
casos no podrá otorgarse, y siempre que se conceda la habili- 
tación será necesario oir al promotor fiscal. 

Guando la habilitación se conceda á un menor de edad, 
se le proveerá de curador para pleitos de la manera preveni- 
da en la ley. En el auto en que se conceda la habilitación, se- 
autorizará al agraciado para que otorgue poder á procura- 
dor, y se mandará dar testimonio del mismo auto para que 
ejecute dicho nombramiento. No necesitan de habilitación tí 
hijo ni la mujer casada para litigar con su padre ó marido. 
Guando se pidiere la habilitación, por negarse el padre 6 
marido á representar al hijo en juicio ó á la mujer para la 
defensa de sus derechos, se sustanciará, la demanda en vía 
ordinaria. Lo mismo sucederá, cuando antes de haberse otor- 
gado la que se haya pedido por ausentia ó ignorarse el 
paradero del- padre ó marido, comparecieren éstos opo- 
niéndose. . 

Si el padre ó el marido, en los casos de ausencia y de ig- 
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norarse su paradero, comparecieren después de concedida la 
habilitación, se hará contencioso el expediente y sustanciará 
en vía ordinaria. Mientras se sustancia debidamente, seguirá 
surtiendo todos sus efectos*la habilitación (1). 



TITULO VII. 

DE LAS INFORMACIONES PARA PERPETUA MEMORIA. 

Los jueces admitirán y harán se practiquen las informa- 
ciones que ante ellos ^é promovieren, coa tal qufe no se re- 
fieran á hechos de que pueda resultar perjuicio á una perso- 
na conocida y determinada. 

Para admitir toda información de esta clase se oirá ál pro- 
motor fjscal del juzgado. Bi juez examinará los testigos que 
se presentaren, dando f¿ el escribano de su conocimiento; y 
si no los conociere exigirá que, ó traigan un documento bas- 
tante á comprobar la identidad de sus personas, ó dos testi- 
gos que aseguren conocerlos. 

Dada la información, se pasará al promotor fiscal; este se 
limitará á examinar las cualidades de los testigos, si se ha 
acreditado su conocimiento en la forma que queda preveni- 
da, y consta la identidad de sus personas. 

Devuelto el expediente por el promotor, y hallándose 
conforme en que se apruebe la información, la aprobará el 
juez, si lo estimare procedente, mandando que se protocolice 
en el registro de un notario público de la cabeza del partido 
judicial, y que se den de ella los testimonios que pidiere el 
que la haya promovido. Si el promotor fiscal opusiere algu- 

(1) Xrt. 13(V>, Ley de Enjuiciamiento civil. * 
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tíos reparos, hasta que se hayan subsanado, caso de ser pro- 
cedentes, no podrá dictarse el auto de aprobación (1). 



TITULO VIII. 

DE LAS SUBASTAS VOLUNTARIAS. 

Para anunciar cualquiera subasta judicial deberá acredi- 
tarse por el que la solicite: 1.° Que le pertenece lo que sea 
objeto de ella. 2.° Que se halla en la libre administración de 
sus bienes. Acreditados estos dos extremos, el juez accederá 
al anuncio de la subasta en la forma y bajo las condicionen 
que propusiere el que lo haya solicitado. 

Si no hubiere postor en el primer remate, podrá anun- 
ciarse nueva subasta, con prevención de que en el segundo 
remate se admitirán las posturas que lleguen al límite, que 
deberá precisamente fijar el que aspire á la venta. Eo este 
segundo remate será obligatorio admitir las posturas que se 
hayan hecho dentro del límite fijado. Si en este segundo re- 
mate no hubiere postor, el interesado quedará en libertad 
para hacer lo que crea más conveniente, sin que pueda ac- 
cederse á tercera subasta. 

Cualesquiera cuestiones, ya entre el que haya promovido 
ia subasta y los postores, ya entre el mismo y terceros inte-* 
recados, ya entre los postores se susciten, se, sustanciarán en 
la forma que corresponda y según su índole y naturaleza (2). , 



(1) Art. 1366 Ley de Enjuiciamiento civil. 
- <2) Art. 1379, Id, id. 
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TITULO IX. 

DEL MODO DE ELEVaIÍ Á ESCRITURA PÚBLICA EL 
TESTAMENTO HECHO DE PALABRA. 

A instancia de parte legítima podrá elevarse á escritura 
•pública el testamento hecho de palabra, y se entiende ser 
parte legítima: l.°'El que tuviere interés en el testamento. 
2.° El que hubiere recibido en él cualquier encargo del testa- 
dor. 3.° El que con arregló á las leyes pueda representar sin 
poder á cualquiera de los que se encuentren en los casos ex- 
presados* 

Hecha la solicitud, se señalarán dia y hora para el exa- 
men de los testigos y del notario, si, huhiere concurrido al 
otorgamiento. Tanto aquellos como éste, serán preguntados 
separadamente y dé modo, que no tengan conocimiento de 
lo declarado por los que les hayan precedido. 

El escribano, ante quien sb practicaren estas actuaciones 
ilará precisamente fé de conocer á los testigos, y en los ca- 
sos en que no los conozca exigirá que dos respondan del co- 
nocimiento de cada uuo de ellos. También deberá acreditar- 
se, si no constare por notoriedad, la calidad del notario del 
otorgamiento eu ios casos en que hubiere concurrido. Cuida- 
rá el juez, bajo su responsabilidad, de que expresen en la& 
declaraciones la edad de los testigos, y el lugar en que tu- 
vieren su vecindad al otorgarse el testamento. Resultando de 
las declaraciones ciara y terminantemente: 1.°, El propósito 
deliberado que tuviere el testador de hacer su última dispo- 
sición. 2.° La institución deheredero ó el destino que él mis- 
mo diera á todo^ sus tienes ó parte de ellos. 3. c Que los tes- 
tigos y clnotario en su caso han oido de boca del testador y 
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eu uq solo acto su disposición. 4.° Que los testigos son los 
que exige la ley y reúnen las cualidades que la misma esta- 
blece; el juez declarará testamenta lo que de dichas decía- 
raciones resulte, con la cualidad de sin perjuicio de tercero, 
y mandará protocolizar el expediente en el registro de una ' 
notaría pública que designará al efecto. 

Será preferida para la protocolización de todo testamento 
becbo de palabra y que se eleve á escritura púMiea, la nota- 
ría del lugar en que tuviere su domicilio el testador, y si 
hubiere varias, se hará en la que designe el juez. No habien- 
do notario público en el lugar del domicilio del testador, se 
hará la protocolización en la notaría de la cabeza úm partido 
que el juez determinare (t). 

TITULO X. 

DE LA APERTURA DE TESTAMENTOS CERRADOS. 

Luego que se presentare ante cualquier juez un testa- 
mentó cerrado, hará que se extienda por el escribano dili- 
gencia expresiva de su estado, firmándola la persona que 
haya hecho la presentación. En dicha diligencia se expresa^ 
rá cómo se han encontrado su cubierta y sus sellos y las de- 
más circunstancias que se noten y puedan dar á conocer el 
estado del püego que lo contenga y se baya'presentiado. 

Hecho esto, dispondrá que se cite para el dia siguieato, ó 
antes si es posible, al notario y testigos que firmen en su cu-¡ 
bierta, á fin de hacer ante ellos la solemne apertura ¿el 
pliego. 

Si alguno ó algunos de los testigos hubieren fallecido, 6 



(1/ Art. 13S9, Ley de Enjuiciamiento civil. 
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se hallaren ausentes, serán abonados, examinándose dos tes- 
tigos que conozcan las firmas de ellos y aseguren la seme- 
jaba de lawlel pliego con las legítimas. Si el notario hubie- 
re fallecido, ó se hallare ausente, será también abonado de 
la misma manera, y el juez y escribano ante quien se ins- 
truya el expediente cotejarán su signo con otros del mismo 
que'sean indubitados, cuando esto pueda verificarse. 

Tanto el notario como los testigos, si están presentes, re- 
conocerán sus firmas, expresando bajo juramento si son de 
su puSo y letra. También jdirán si vieron poner las firmas de 
los que hayan fallecido, 6 estén ausentes, y las tienen por le- 
gítimas. Poniéndoseles el pliego dé manifiesto |y permitién- 
dose lo reconozcan previamente, expresarán si lo encuen- 
tran en el mismo estado en que se hallara cuando firmaron, 
su careta. 

Hecho lo que queda prevenido, se abrirá el pliego por el 
juez ante los escribanos y testigos y la persona que lo hubie- 
re presentado, leyéndose el testamentó que contenga en pre- 
sencia de todos ellos. Verificada la lectura, se dictará provi- 
dencia, mandando protocolizar .el testamento con todas las 
diligencias originales de su apertura, dándose á la persona 
, qae lo- haya presentado testimonio de la providencia para su 
resguardo. Las memorias testamentarias (cuando las hay) se 
reconocen y protocolizan como los testamentos. 

La protocolización de los testamentos cerrados y memo- 
rias, se hará precisamente en el registro del notario que ha- 
ya autorizado el otorgamiento de los primeros, siempre que 
sea posible. Caso de no serlo por cualquier causa, en la nota- 
ría que designe el jhez de las del lugar del domicilio del tes- 
tador. 
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TITULO XI. 

J)B LA VENTA I>B BIENES DE MENORES É INCAPACITADOS 
Y TRANSACCIÓN SOBRE SUS DERECHOS. 

Será necesaria licencia judicial paca la reata de bienes d* 
menores é incapacitados que correspondan á las clases si- 
guientes: 1.* Bienes raices. 2. a Derechos de toda clase. 3. a 
Alhajas de plata, oro y pedrería. 4. a Bienes inmuebles y los 
muebles y semovientes de valor que puedan conservarse sin • 
menoscabo. 

Para decretar la venia de bienes de menores é incapaci- 
tados, se necesita: 1 .? Que lo pida por escrito -él tutor del me* 
uor, ó éste asistido de su curador. 2.° Que se expresea el 
motivo de la enagenacion y el objeto á que debe aplicarse la 
suma que se obtenga. 3.* Que se justifique la utilidad ó nece- 
sidad de la enagenacion. 4.° Que se oiga sobre ello al cura- 
dor para pleitos del menor, si lo tuviere nombrado con ante- 
rioridad, y en su defecto al promotor fiscal del juzgado. 

Dada la justificación y evacuada la audiencia del curador 
ó promotor en su caso, el juez traerá los autos á la vista y 
otorgará ó negará la autorización para la venta. Esta se con-, 
cederá en todo caso bajóla condición de haberse de ejecutar 
en pública subasta y previo avalúo, si se tratare de bienes, 
inmuebles, para cuya tasación nombrará el juez peritos. 

Si no hubiere postor en la primera subasta, podrá verifi- 
carse nuevo avalúo y abrirse segundo remate, y lo mismo se 
hará si en esta segunda subasta ó en cualesquiera otras que 
puedan hacerse, no se presentaren tampoco licitadores. Si se 
tratare de bienes que no sean inmuebles, se ejecutará la ren- 
ta de ellos con las solemnidades posibles. y que sean de cos- 
tumbre en la localidad en que haya de verificarse. 
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Hectarta venta cuidará el juez, bajo su responsabilidad, 
que sedé al precio que se haya obtenido la aplicación indi- 
cada al solicitar la autorización para ella. El precio se entre- 
gará, mientras se fe dá la aplicación correspondiente, al tu- 
tor ó curador, si estuvieren relevados de fianza, ó si las que 
tengan prestadas son suficientes para responder de él. En 
otro caso se depositarán en el establecimiento público desti- 
nado al efecto. * 

Para conceder autorización á fin de transigir sobre dere- 
chos de menores ó incapacitados, se necesitan los mismos 
requisitos establecidos para la venta de sus bienes. Para jus- 
tificarla necesidad ó utilidad de la transacción, deberá oirse, á 
lo ménoS; la opinión de tres letrados eiv ejercicio de su profe- 
sión, á los cuales se les pasarán los antecedentes neceytrios 
para que puedan emitir su dictamen. 

Estimando el juez bastantemente acreditadas la necesidad 
ó utilidad de la transacción, otorgará la autorización para ha- 
cerla, facilitando al tutor ó curador testimonio de su provi- 
dencia para acreditarla debidamente, y si no estimare sufi- 
tieute la justificación hecha, podrá denegbrla. La providencia 
que dictare -es en tqjo caso apelable libremente y en ambos 
efectos (1). 



Ü) Ait. 1413, Ley de Enjuiciamiento civil. 
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TITULO PRELIMINAR. 



IDEA DE LOS PROCEDIMIENTOS CRIMINALES. 

Habiendo tratado en la segunda parte de esta obra de la 
tramitación que se dá á los juicios en materia civil, corres- 
ponde que nos ocupemos de la tramitación que debe darse á 
los juicios que tienen por objeto el descubrimiento de los de- 
litos y el castigo de sus autores. Si la ritualidad en los pro- 
cedimientos civiles es la mayor garantía que encuentran los 
litigantes, mucho más necesario es ese orden cuando se tra- 
ta de cosas tan importantes como la declaración de inocencia 
ó culpabilidad de los acusados. Los juicios civiles tienen por 
objeto la propiedad y las obligaciones de los particulares y 
algunas- veces del Estado, mientras en los criminales se pro- 
cura queden á salvo los más altos intereses sociales, la vida 
y la honra de los ciudadanos; ios juicios civiles son Casi 
siempre movidos por intereses materiales, mientras que ios 
criminales tienen por objeto cosas de la mayor importancia» 

Inútil es hablar de libertad, de derechos imprescriptibles, 
de igualdad legal y de tantas otras cosas, si el procedimiento 
criminal no garantiza la seguridad individual y la inviolabi- 
lidad de los derechos que corresponden al hombre. La cer- 
teza de que el delincuente es penado y que nadie impune- 
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mente falta á la ley sin recibir su digno castigo, es la giran- 
tía más eficaz de los pueblos. Los procedimientos deben ser % 
bastante rápidos para satisfacer las exigencias de la justicia; 
perg no tan informes y precipitados que degeneren y do per- 
mitan el completo descubrimiento de la verdad, negando 
términos hábiles para la defensa. «Los que hemos presencia- 
»do las tumultuosas sentencias de los consejos de guerra, ea 
•los momentos de sublevación y sedición popular, no pode- 
mos menos de aterrorizarnos al contemplar un hombre 
«conducido al patíbulo para ser fusilado casi indefenso 6 
«indefenso completamente, porque en momentos tan tene- 
brosos todo generalmente se concede á la acusación, al 
» grito de terror popular ó gubernamental que le produce, 
»y nada á la defensa. Matar y asustar con el ejemplo, es 
«siempre el objeto que tales informes tribunales se propo* 
»nen, sin que algunas veces entre para nada en el peosa- 
*miento la administración de justicia. La sociedad se de- 
sgrada entonces; los poderes públicos pierden su carácter 
•paternal, y lejos de ser padres protectores que corrigen, se 
3 convierten en padrastros que se vengan muchas veces con 
»un furor exagerado y desproporcionado á la magnitud y 
efectos del delito» (1). 

Las reglas de procedimientos criminales que encontra- 
mos en nuestros antiguos Códigos, son muy deficientes. El 
Cristianismo, que tanto hizo por dulcificar las costumbres, no 
pudo impedir que todavía en los siglos X, XI y XII, se usa- 
ran prueban tan bárbaras y ridiculas, como los mal llama- 
dos juicios de Dios, La Iglesia influyó mucho én los procedi- 
mientos criminales, impidiendo la crueldad, estableciendo 



(1) Sebra,— Procedimientos criminales. 
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unas veces el derecho de asilo y otras exhortando á la caridad 
y mansedumbre á los encargados de castigar los delitos. La 
Novísima Recopilación aceptó mucho de lo que en esta ma- 
teria establecieron las Partidas; pero trámites tan largcg co- 
mo inútiles, estaban llamados ¿desaparecer. 

Desde principios del siglo actual se comprendió la nece- 
sidad de un Gódigo de procedimientos criminales, y por eso 
las Cortes de 1812 intentaron algunas reformas que no se 
llevaron á efecto á pesar del buen deseo de los legisíadoíes. 
En 1822 se nombró una comisión encargada de redactar una 
Ley de Enjuiciamiento criminal; pero circunstancias de to- 
dos conocidas impidieron que el pensamiento se realizara 
por completo. Continuaron así las cosas basta que publicado" 
el Código penal, en 1850, fué preciso dar reglas para su apli- 
cación; y contenidas en la Ley provisional, han estado vigen- 
tes hasta hace muy poco, si bien modificadas por decretos 
posteriores y especialmente en 1870. 

En Diciembre de 1872 se promulgó la Ley de Enjuicia- 
miento criminal, tantas veces ofrecida, en la que se codifi- 
caron las máximas y principios consignados en las leyes, 
decretos, doctrina y prácticas judiciales, introduciendo en 
nuestra patria el juicio oral ante los Tribunales de derecho, 
y el Jurado; suponiendo aquellos legisladores, al defender 
este último, que para declarar probado ó no un delito, bas- 
ta tener buen sentido, y de aquí el liaber hecho interve- 
nir al pueblo en la administración de justicia en lo cri- 
minal. Dos años estuvo rigiendo entre nosotros esa forma 
especial de tribunales, aplaudida con entusiasmo por unos, 
combatida con dureza por otros, hasta que por decreto de 3 
de Enero de 1875 se suspendió la observancia de la Ley de 
Enjuiciamiento criminal en lo relativo al Jurado y al juicio 
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oral y público ante los Tribunales de derecho, reviviendo la 
legislación anterior con teuida en varias leyes, pero más es- 
pecialmente en la de 18 de Junio de 1870, que es la vigente 
en todo lo relativo al plenario, pruebas y segunda instancia 
de los juicios criminales. 
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DISPOSICIONES GENERALES. 

En este libro nos ocuparemos de las personas que puedeu 
acusar los delitos, délos suplicatorios, términos, redacción 
de sentencias, rebeldía y estadística judicial* y aun cuando 
en la primera parte de esta obra hemos tratado algunos de 
los puntos que abrazará este libro, nos ba parecido muy 
conveniente repetirlos para mayor seguridad. 

TITULO I. 

DE LAS PERSONAS Á QUIENES CORRESPONDE EL EJER- 
CICIO DE LAS ACCIONES QUE NACEN DE LOS DELITOS 
Y FAL^S. 

De todo delito ó falta nace acción penal para el castigo 
. del culpable, y puede nacer también acción civil para la res- 
titución de la cosa, la reparación del daño y la indemniza- 
ción de perjuicios causados por el hecho puijjble< Aun cuan- 
do la acción penal es pública y todos los españoles pueden 
ejercitarla, está prohibido: t.° A los que no gozan de la ple- 
nitud de los derechos civiles. V 2.° A los que hubieren sido 
condenados por denuncia ó querella calumniosa. Los com- 

20 
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prendidos en estos casos podrán, sin embargo, ejercitar la 
acción penal por delito ó falta-cometidos coatra su persona ^ 
ó bienes, ó las personas ó bienes de sus cónyuges, ascendien- 
tes ó descendientes. Tampoco podrán ejercitar acciones pena- • 
les entre sí: los cónyuges, ascendientes, descendientes y 
hermanos consanguíneos ó afines, á no ser por delito ó falta 
cometidos por los unos contra las personas de los otros. La* 
acciones penalesque nacen de los deütos de estupro, calumnia 
é injuria, sólo podrán ser ejercitadas por las personas á quie- 
nes correspondiere, según lo prescrito en el Código penal. 

Los fiscales tienen la obligación de denunciar todos los de- 
litos de que tengan conocimiento, exceptuando los que que- 
dan mencionados. En la violación representarán á la agra- 
viada, si ésta careciere de padres, parientes ó guardadores 
que la representen. 

La acción penal no se extingue por la renuncia de la per- 
son* ofendida, sino en los detitos que sólo pueden ser perse- 
guidos á instancia de parte. 

La renuncia de la acción cml ó de la penal renunciaba 
no perjudicará más que al renunciante, pudiendo continuar 
el ejercicio de la penal en el estado en que se hallare la cau- 
sa, ó ejercitarla nuevamente los demás á quiene^tambiea 
correspondiere. 

Ejercitada sólo la acción penal, se entenderá utilizada 
con ella la civil, á no ser que el perjudicado la renunciare 
expresamente. Si se ejercitare sólo la civil, no se entenderá 
utilizada con ella la penal, la cual se consecrará extinguida 
si fuere renunciante (1). 

'v vi camtulo 2 » de la Ley de Enjuiciamiento criminal se ^ ocrfpa 
suprimimos dicho capítulo. 
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TITULO II. . 

DE LAS NOTIFICACIONES, CITACIONES Y EMPLAZA- 
MIENTOS. 

Las notificaciones, citaciones y emplazamientos que se 
practicaren fuera de los estrados del Juzgado ó tribunal, se 
liarán respectivamente por un alguacil ó por un* oficial de 
Sata. La notificación consistirá en la entrega de la copia de 
la cédula á la persona que deba ser notificada; dicha entrega 
se hará constar por diligencia que firmará la persona á quien 
se hiciere, un testigo á su ruego, ó dos requeridos al efecto 
según se ha dicho' al tratar de esta materia en el lugar cor- 
respondiente. Guando á la primera diligencia en busca no 
fuere hallado eñ su habitación el que hubiere de ser notifi- 
cado, se entregará la cédula al pariente ó criado que se ha- 
llare en aquella, bajo la multa de cinco á cincuenta pesetas 
si se dejare de entregar oportunamente. 

Las citaciones y emplazamientos se practicarán en la mis- 
ma forma; debiendo contener la cédula el objeto de la cita- • 
cion, el lugar, dia y hora en que haya de concurrir el cita- 
do, bajo apercibimiento de juzgarle como desobediente. Guan- 
do las notificaciones ó emplazamientos' hubieren de practi- 
carse en el territorio de otra # Audiencia, se expedirá el ex- 
horto correspondiente: si hubieren de practicarse en el ex- 
tranjero, se observarán para ello los trámites prescritos en 
los tratados, si los hubiere, y en su defecto se estará al prin- 
cipio de reciprocidad. Si el que hubiere de ser notificado, cita- 
do ó emplazado, no tuviere domicilio conocido, se le buscará 
por la policía, y si no fuere habido, se mandará insertar la 
cédula en el Boletín Oficial de la provincia de su última resi- 
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dencia y ea la Gaceta de Madrid, si se considerase necesario. 
SeráQ nulas las notificaciones, citaciones y emplazamien- 
tos que no se practiquen con arreglo á la ley, é incurrirá en 
responsabilidad el funcionario que falte á alguna de las for- 
malidades prescrita?. 

TITULO III. 

DE LOS SUPLICATORIOS, EXHORTOS Y MANDAMIENTOS. 

Los jueces y tribunales se auxiliarán mutuamente para la 
práctica de todas las diligencias que fiíeren necesarias en la 
instrucción de las causas criminales. Se empleará la fórmula 
de suplicatorio cuando se requiera el auxilio de un juez ó 
tribunal de categoría superior al que dirija la comunicación. 
Se usa el exhorto para dirigirse á un igual, y el mandamiento 
cuando se dirige á un subordinado. 

Cuando el suplicatorio, exhorto ó mandamiento se expi- 
dieren de oficio, se enviarán directamente para su cumpli- 
miento por el juez ó tribunal que los hubiere librado; ha- 
biéndose expedido á instancia de parte, se entregarán á ésta 
con el mismo objeto, fijándole término para presentarlo, 
dando aviso de haberlo hecho así. El juez ó' tribunal que re- 
cibiere exhorto, acusará recibo inmediatamente. 

Los exhortos, suplicatorios j mandamientos se deben 
cumplir con preferencia á toda otra ocupación, y una vez 
cumplimentados, devolverlos sin demora. Si] se retrasase un ' 
suplicatorio se recordará; si fuere un exhorto, en vez de re- 
cuerdo se dirigirá suplicatorio al superior inmediato del ex- 
hortado; si se tratare de un mandamiento, se expedirá otro, - 
con prevención de castigar al inferior moroso. Los jueces y 
tribunales se dirigirán en forma de exposición, por conducto 
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del ministro de Gracia y Justicia, á los Cuerpos Colegisladores 
y á los ministras de la Corona, tanto para que auxilien á la 
administración de Justicia en sus propias funciones, como 
para que obliguen á las autoridades, sus subordinados, á que 
suministren los datos> ó que presten los servicios que se les 
hubiesen pedido. 

TITULO IV, 

DE LOS TÉRMINOS JUDICIALES. 

Las resoluciones y diligencias judiciales se dictarán y prac- 
ticarán dentro de los términos señalados para cada una de 
ellas, pero sin contar los dias inhábiles. 

Las sentencias se dictarán en ios cinco dias siguientes al 
en que se hubiese celebrado la vista de la causa, exceptuán- 
dose las que recaigan en los juicios sobre faltas, que habrán 
de dictarse en el mismo dia ó en el Siguiente al en que se 
hubiese celebrado el juicio. 

Los autos se dictarán en los tres dias siguientes al «n que 
se hubiesen entablado las pretensiones que por ellos se ha- 
yan de resolver, y las providencias se dictarán en el mismo 
dia en que se hayan presentado las pretensiones, ó resulte 
de las actuaciones la necesidad de dictarlas. Las notificacio- 
nes, citaciones y emplazamientos que hubieren de hacerse 
en la capital del juzgado ó tribunal, se practicarán lo más 
tarde al dia siguiente de dictada la resolución que hubiera de 
ser notificada; las demás diligencias judiciales se practicarán 
en los términos que habrán de fijarse para ello en las resolu- 
ciones en que se ordenaren. Trascurrido el término señalado 
por la ley, ó por el juez ó tribunal, según los casos, se conti- 
nuará de oficio el curso de los autos en el estado en que se 
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hallaren. Si el proceso estuviere en poder de alguna persona, 
se recocerá de oficio, con imposición de una mulla de cinco 
á veinticinco pesetas si no lo entregare en el acto. Si el tér- 
mino hubiera sido para interponer el recurso de apelación ó 
el de casación, se declarará también de oficio firme el auto ó 
la sentencia que hubiera de ser su objeto (1). 

TITULO V. 

DE LAS SENTENCIAS EN LOS JUICIOS CRIMINALES. 

Para dictar autos ó sentencias en \o¿ asuntos de que co : 
nozca el Supremo, serán necesarios siete magistrados. Para 
dictar autos ó sentencias en los juicios cuyo conocimiento 
corresponde á las Salas de lo criminal de las Audiencias, y á 
los tribunales de partido, cuando existan, serán necesarios 
tres magistrados ó jueces. 

La sentencia que se dictare en juicio criminal, se redac- 
tará con sujeción á las reglas siguientes: Principiará expre- 
sándole! lugar y fecha en que se dicte el fallo, ios nombres y 
apellidos de los procesados, su edad, estado, profesión ú 
oficio; en párrafos separados que deberán empezar con la pa- 
labra Resultando se consignarán los hechos que consten del 
proceso, declarando los que se consideren probados; eu pár- 
rafos, también separados, que principiarán con la palabra 
Considerando, se consignarán los fundamentos de la aprecia- 
ción legal de los hechos que se consideren probados; en se- 
guida se citarán las disposiciones legales que sean aplicables 
y se pronunciará el fallo absolviendo ó condenando. 

Si la sentencia fuere condenatoria, se declarará: 1 ,° Cuál 



\l) Arta. 70 al 85, Ley de Enjuiciamiento criminal. 
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«s el delito que constituyen los hechos que se hayan declara - 
* <fo probados y la (calificación legal de sus ¡circunstancias, 
i.' La calificación legal de la participación -queden ellos ha- 
yan tenido cada uno de los procesados. 3.° La pena en que 
haya incurrido cada uno de ellos. Y 4.° La responsabilidad 
civil en que hayan incurrido los sujetos á eífsf que hayan 
«ido oidos en la causa. Guando la sentencia sea absolutoria, 
comprenderá además de los resultandos y considerandos y la 
cita de leyes, la declaración terminante de fundarse la abso- 
lución en falta de los hechos, ó en que éstos no constituyan 
delito, ó en que no esté justificada la participación en ellos 
. de los procesados, ó en estar los mismos exentos de respon- 
sabilidad, La absolución se entenderá siempre libre, pues 
«stá abolida la antigua absolución de la instancia, 
v En todo auto ó sentencia, deberá resolverse sobre el pago 
tfé las costas procesales. Esta resolución podrá -consistir: l.°En 
declarar las costas de oficio. 2.° En condenará su pago á los 
procesados, pero nunca á los que fueren absueltos. 3.° En 
condenar al pago de costas al querellante particular si ha 
•obrado con temeridad ó mala fé. El ministerio fiscal podrá 
también ser condenado en costas en caso de maia fé ó teme- 
ridad. ' • • 

La» costas consistirán en el pago del papel, derechos, ho- 
norarios é indemnizaciones. Hechas la tasación y regulación 
Be dará vista ál fiscal y é Ja parte condenada, para que ma- 
nifiesten lo que tengan por conveniente eji el término de tres 
tlias. Aprobadas. 6 reformadas la tasación y regulación, se 
procederá á hacerlas efectivas por la vía de apremio estable- 
ada en la Ley de Enjuiciamiento civil. ' 

Cuando fuere el ministerio fiscal el condenado en costas, 
comprenderán solamente éstas los gastos de defensa de los 
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procesados. Estos gastos serán satisfechos por cuenta delfon* 
do que se formare con el importe de los depósitos hechor • 
para interponer el recurso de casación que se declaren cadu- 
cados. Siempre que se condene en costas al ministerio fiscal 
se pondrá en conocimiento del ministro de Gracia y Justi- 
cia (1). 

TITULO VI. 

.DE LOS RECURSOS CONTRA LAS RESOLUCIONES DE LOS. 
TRIBUNALES Y JUECES DE INSTRUCCIÓN. 

* Contra las resoluciones del juez de instrucción podrán 
ejercitarse los recursos de reforma, apelación y queja. 

El recurso de reforma podrá interponerse contra todos 
los autos del juez de instrucción. El recurso de apelación se 
usará en los casos determinados por ja ley. El recurso de 
queja podrá interponerse contra todos los autos no apelables 
del juez de instrucción y contra las resoluciones en que se 
denegare la admisión de un recurso de apelación. Los recur^ 
sos de reforma y apelación se interpondrán ante el mismo 
juez de instrucción que hubiere dictado el $pto; el recurso 
de queja se interpondrá ante el tribunal del partido á que 
corresponda el juez de instrucción, contra quien aquella se 
produzca. 

Después de haberse ejercitado el recurso de queja, proce- 
de el de apelación. Interpuesto, se admitir^ en uno ó en am-. 
bos efectos, según sea procedente. Si se admitiere el recurso 
en ambos efectos, se remitirán los autos t originales, empla- 
zando á las partes; si el recurso no fuere admisible más qcre- 



(1) Arte 118 al 127, Ley de Enjuiciamiento criminal. 
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eu ua Solo efecto, se mandará sacar, testimonio del auto ape- 
lado, teniendo presente el carácter reservado del sumario* 
emplazando á las partes para que se personen en el tribunal 
que hubiere de conocer del recurso. 

Recibidos los autos en el Superior, si en el término del 
emplazamiento no se hubiere personado el apelante, se de- 
clarará desierto el recurso, devolviendo los autos al juez de 
donde procedan; si el apelante $e hubiere personado, se le 
dará vista de los autos para instrucción. Después se entrega- 
rán al fiscal, si éste fuere parte en la causa, y devueltos, se 
señalará dia para vista, y oidos ios informes, el tribunal re- 
solverá por auto el reeurso, comunicándose al juez de ins- 
trucción para su cumplimiento. . 

Cuando se interpusiere el recurso de queja, el tribunal 
ordeiwá al juez de instrucción que informe; se pasarán Ios- 
antecedentes al fiscal para que emita su dictamen por escrito, 
y en su vista, el tribunal resolverá por auto al siguiente dia 
lo que estimara justo. 

Contra los autos de los tribunales de partido, de las Au- 
diencias y del Supremo, podrá interponerse el recurso de 
suplica ante el que hubiere dictado el auto suplicado, si- 
guiendo el procedimiento que hemos indicado para la refor- 
ma. El recurso de casación procederá contra ips fallos de los 
tribunales de partido y de las Audiencias, con arreglo á la 
ley. Contra las sentencias del Supremo no procederá recurse 
alguno(l). 



(1) Art. 117, 1.ey de Enjuiciamiento criminal. 
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TITULO VIL 

DE LA DECLARACIÓN DE REBELDÍA DEL PROCESADO 
Y DE SUS EFECTOS. 

Será declarado rebelde el procesado que en el término fi- 
jado en las requisitorias no compareciese, ó que no fuese ha- 
bido y presentado ante el juez ó tribunal que conociere de 
la causa. 

Será llamado y buscado por requisitoria: t.° Bl procesado 
que al irle á notificar cualquiera resolución judicial, no fue- 
re hallado en su domicilio, ignorándose su paradero. 2.° El 
que se hubiere fugado del establecimiento en que se hallare 
•detenido ó preso. 3.° El que hallándose en libertad prtmsio- 
nal, dejare de concurrir á la presencia judicial el diasque le 
-estuviere señalado ó cuando fuere llamado. Inmediatamente 
<que un procesado se hallare en uno de estos casos^se man- 
darán expedir requisitorias en su busca, fijándolas en los 
sitios públicos y remitiéndolas á los periódicos. Trascurrido 
•el plazo de la requisitoria, sin haber comparecido] ó sin ha- 
ber sido presentado el ausente, se le declarará rebelde {!). 

Si la causa estuviere en sumario, se continuará hasta que ' 
se declare terminado por el tribunal competente, suspen- 
diéndose después su curso y archivándose los autos, hasta 
-que se presentare ó fuere habido el rebelde. Si al ser decla- 
rado en rebeldía el procesado, se hallare pendiente el plena- 
rio, se practicará también lo que dejamos consignado. 

Si fueren dos 6 más los procesados, se suspenderá la cau- 
sa, respecto á los rebeldes, hasta que fueren hallados, y se 



(1) Art. 133, Ley de Enjuiciamiento criminal. m 
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rontinuará respecto á los demás. Guando la causa se arcm- 
vare, por estar en rebeldía todos los procesados, se manda- 
rán devolver á lo» dueños los efectos ó instrumentos del de- 
lito que hubieren sido recogidos durante la causa; pero an- 
tes de hacer la devolución, el secretario extenderá diligencia, 
consignando descripción minuciosa de todo lo que hubiere 
de devolverse (1). 

Si el *eo se hubiese fugado ú ocultado después de haber- 
le sido notificada la sentencia y estando pendiente el recurso 
dé casación, éste se sustanciará hasta definitiva, nombrán- 
dose al rebelde abogado y procurador de oficio; y la senten-. 
cia que recayere será firme. Guando el declarado rebelde fue- 
re habido, se abrirá nuevamente la causa para continuarla 
según, su estado. 

TITULO VIII. 

BE LA ESTADÍSTICA JUDICIAL. 

La estadística criminal se formará con los datos que loa 
jueces municipales, de instrucción y los tribunales de parti- 
do, remitan á las Audiencias respectivas, y las Salas de lo cri- 
minal formarán también estados de las causas sometidas á su 
resolución. Tanto las Audiencias como el Supremo, remitirán 
al Ministro de Gracia y Justicia estados demostrativos de las 
causas sometidas á su conocimiento, para formar la estadís- 
tica criminal de la Península é Islas adyacentes, que debe 
publicarse periódicamente. 

Cuando se forme causa al Príncipe de Asturias, á los In- 
fantes, Ministros, Embajadores, Obispos, Gobernadores, Ma- 



Art. 438, Ley de Enjuiciamiento criminal. 
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girados, Jueces, Fiscales, etc., se dará cuenta al Ministro 
de Gracia y Justicia por los respectivos tribunales, remitien- * 
do testimonio de la sentencia que recayere (1). 

Cada juez de instrucción llevará un libro, que se titulará 
Registro de penados, donde deben constar extractadas las 
sentencias que hubieren recaído en las instruidas en su juz- 
gado. También llevará otro libro llamado Registro de proce- 
sados en rebeldía, para anotar todas las causas cuyos proce- 
sados hayan sido declarados rebeldes, y se hará en el asienta 
de cada una la anotación correspondiente cuando el rebelde 
fuere habido. 



(1) Art. 148, Ley de Enjuiciamiento criminal. 
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DEL SUMARIO. 

w Coíistituyen eh sumario todas las actuaciones judiciales 
practicadas para averiguar y hacer constar la perpetración 
de los delitos, con todas las circunstancias que puedan in- 
flirir en su calificación, y quiénes hubiesen sido los delin- 
cuentes; asegurando sus personas y su responsabilidad pe- 
cuniaria (1). Las diligencias del sumario exigen mucho 
cuidado, porque si una causa principia mal, es muy difícil 
conseguir un resultado positivo. En la imposibilidad de descen- 
der en esta obra á todos los detalles del sumario, procuraremos 
decir todo lo más importante que contiene la ley. 

TITULO I. 

DEL MODO DE PRINCIPIAR EL SUMARIO* 

Las causas pueden principiar por denuncia ó por que- 
rella, según que el delito sea públicoó privado. 
. Todo el que presenciare la perpetración de cualquier de- 



(1) Art. 186, Ley de Enjuiciamiento criminal. 

* 
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lito público, estará obligado á ponerlo en conocimiento del 
juez ó fiscal más próximo ai sitio en que se hallare, bajo la 
multa de 5 á 50 pesetas. Están exceptuados de esta obligación 
los locos, los impúberes, ios clérigos y los jueces que de 06- 
cio deben proceder. También están exentos los ascendientes^ 
descendientes y colaterales hasta el cuarto grado. Los médi- 
cos, cirujanos, farmacéuticos y todos los que por razón de su 
carago, tengan noticia de algún delito público, estarán obli- 
gados á denunciarlo bajo una multa que no podrá bajar de 
25 pesetas (1). 

La obligación impuesta en el párrafo anterior, no com- 
prenderá á los abogados ni á los procuradores, respecto á to 
instrucciones que recibieren de sus clientes. Tampoco com- 
prenderá á los Sacerdotes respecto á las noticias que se 1© 
hubiesen revelado bajo sigilo sacramental. 

El que por cualquier conducto tuviere conocimiento de 
un delito público, podrá denunciarlo sin que se entienda 
obligado por esto á probar los hechos denunciados ni á for- 
malizar querella. La denuncia podrá hacerse de palabra 6 
por escrito. Si el tribunal ó autoridad que recibiere la de- 
nuncia, creyere que no debia proceder, lo hará así, sin per- 
juicio de la responsabilidad en que pudiere ineurrir. 

Las causas criminales por delitos privados, sólo podrán 
principiar por querella interpuesta r ante el juez de instruc- 
ción competente. El querellante podrá apartarse de la que- 
rella en cualquier tiempo y se tendrá por abandonada cuan- 
do deje de instar el procedimiento, ó muerto el querellante 
no comparecieren los herederos ó representantes á sostener 
la causa. La querella se hará en escrito firmado por letrado 



(1) Art. 158, Ley de Enjuiciamiento criminal 
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y procurador, y debe contener los nombres y apellidos del 
^ querellante y del querellado, relación del hecho, petición de- 
que se admita la querella y firma del agraviado ó persona á 
su ruego (1). 

TITULO II. 

DE LA INSTliUCCION. 

Cada delito de que conociere la autoridad judicial, será 
objeto de un sumario. Los delitos conexos, sin embargo, se 
comprenderán en un solo proceso. Las diligencias del suma- , 
rio serán secretas hasta que se abra el plenario. 

CAPITULO I. 

De las autoridades competentes para instruir el 
sumario, y de la policía judicial. 

La formación del sumario corresponderá á los jueces de 
primera instancia, y por su delegación á los municipales, y 
y tanto unos como otros, «eran auxiliados por la policía 
judicial. Coostituirán la policía judicial: las autoiflades ad- 
ministrativas, los alcaldes, individuos de la guardia civil, 
serenos, celadores, guardas particulares, de montes, alcaides 
de las cárceles, alguaciles, y dependientes de ios tribunales 
y juzgados. Será obligación de todos los que forman la poli- 
cía judicial: averiguar los delitos públicos y practicar las di- 
ligencias necesarias- para comprobarlos y descubrir á los de- 
lincuentes, participándolo á la autoridad judicial. 

Las. autoridades y funcionarios á quienes corresponde 
instruir las primeras diligencias, podrán ordenar que les 



(1) Arte. 155 al 185, Ley de Enjuiciamiento criminal. 
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acompañen, en caso de un delito de lesiones, los dos prime- 
ros médicos que se encuentren; y si se negaren, incurrirán m 
en una multa. También podrán los funcionarios- de la poli- 
cía judicial impedir que se aparten del lugar del delito, las 
personas que en él se encontraren, pidiendo auxilio á la fuer- 
za pública, si fuere necesario. Los agentes de policía cesarán 
en la prácticas de estas diligencias tan pronto como se pre- 
sentaren el juez de instrucción ó el municipal. 

Los jueces de instrucción, hoy de primera instancia, y lo» 
fiscales calificarán, en un registro reservado, el comporta- 
miento de los funcionarios que bajo su inspección prestaren 
servicios de policía judicial; y darán cuenta á los superiores 
respectivos para los efectos oportunos (1). 

CAPITULO II. 
De los deberes del juez instructor. 

Los jueces de primera instancia, desempeñando las fun- 
ciones de los de instrucción, formarán los sumarios de los 
delitos pújeos, con la inspección del fiscaldel tribunal del 
partido. Los jueces municipales, en su caso, formarán de 
oficio las primeras diligencias del sumario, dando «conoci- 
miento al juez de intruccion tan pronto como fuere posible. 
Practicadas todas las diligencias más urgentes del sumario, 
y las que el juez de instrucción le hubiere prevenido, el mu- 
nicipal remitirá á éste la causa, no pudiendo retenerla en 
ningún caso más de tres dias. Los jueces de instrucción da- 
rán también parte de los sumarios á los presidentes y fisca- 
les de las Audiencias y del tribunal del partido, expresado 



(1) Arts. 18Gal212. Ley de Enjuiciamiento criminal. 
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las circunstancias del hecho y la persona contra quien se 
dirija el procedimiento, consignando si está libre ó detenido. 

El juez que instruyere el sumario practicará las düigen- 
<cias que le propusiere el ministerio fiscal ó el querellante, 
excepto las que considere innecesarias. Las diligencias pedi- 
das, y denegadas en el sumario, podrán ser propuestas de 
nuevo en segunda instancia. 

Los jueces de instrucción y los municipales formarán el 
sumario ante sus secretarios; y faltando éstos, en casos ur- 
gentes y extraordinarios, podrán proceder,, con la interven- 
ción de los hombres buenos, mayores de edad qué sepan leer 
y escribir, los cuales jurarán guardar fidelidad y secreto. 
Instruido el sumario y practicadas todas las diligencias pro- 
puestas por el ministerio fiscal, ó pedidas por el querellante, 
:se remitirán los autos al tribunal competente. 

CAPITULO III. 
Del cuerpo del delito. 

Cuando el delito que se persiguiere hubiese dejado vesti- 
gios ó pruebas materiales de su perpetración, el juez ins- 
tructor los hará constar en el sumario, recogiéndolos y con? 
servándolos para el periodo de prueba, si fuere posible (!).• 

Cuando tuviere importancia el reconocimiento de un lu- 
gar cualquiera, se consignará en los autos la descripción del 
mismo, sin omitir ningún detalle que pueda tener valor, tan- 
to para la acusaron como para la defensa. También se reco- 
gerán en los primeros momentos las armas é instrumentos 
que se hallen en el lugar del delito ó en poder del reo, des- 
cribiéndolos minuciosamente en los autos. Para mayor clari- 



(1) Art. 238, Ley de Enjuiciamiento criminal. 
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dad y comprobación en los hechos, se levantará el plano del 
lugar, se hará el retrato de. las personas que hubiesen sido, 
objeto del delito, y se diseñarán los efectos ó instrumentos 
del mismo, aprovechando para ello todos los recursos que 
ofrezcan las artes. 

Si se tratare de una causa de muerte, antes de proceder 
al enterramiento del cadáver, se identificará por medio de 
testigos; y si á pesar de estar expuesto al público, no se pre- 
sentara nadie reconociendo el cadáver, se recogerán todas 
las prendas del traje con que se le hubiese encontrado, á fin 
de que puedan servir oportunamente para hacer la identifi- 
cación. Aun cuando por la inspección exterior pueda presu- 
mirse la causa de la muerte, 6e procederá á la autopsia del 
cadáver, informando los médicos sobre el origen del falleci- 
miento y sus circunstancias. Guando aparecieren señales 6 
indicios de envenenamiento, se recogerán inmediatamente 
las cosas ó sustancias que se presumleren nocivas, dispo- 
niendo el juez instructor eí análisis por peritos químicos. 

En caso de lesiones de cualquier especie, el herido será 
asistido por los médicos que Resignare el juez, los cuales da- 
rán parte del estado del paciente ^n los períodos que seles 
ordenare; y si ocurriere la muerte, se practicará la autopsia. 

En los delitos de robo, hurto, estafa, y en cualquiera otro 
en que deba hacerse constar la preexistencia de su pbjeto, si 
no hubiere testigos presenciales del hecho, se recibirá infor- 
mación sobre los antecedentes del que se^ presentare como 
agraviado, y sobre todas las circunstancias que se ofrecieren 
indicios de hallarse éste poseyendo las cosas objeto del deli- 
to, al tiempo en que se suponga cometido. Para estimar el 
valor de la cosa objeto del delito, se oirá al perjudicado* 
acordándose después el reconocimiento pericial. * 
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La confesión del procesado no eximirá al juez instructor 
de practicar las diligencias con el mismo, celo y actividad 
'que en los demás casos (1). 

título hl 

DE LA IDENTIDAD DEL DELINCUENTE. 

Tan pronto como resultare algún cargo contra determi- 
nada persona, el juez mandará que sea reconocida por el que 
se le hubiere dirigido. La diligencia de ¡reconocimiento se 
practicará poniendo á la vista del que hubiere de ejecutarlo 
la personaje haya de ser reconocida, haciéndola comparecer 
en uoion con otras de circunstancias exteriores semejantes. 
Formada la rueda de presos, el declarante dirá si se encuen- 
tra en el grupo la persona á quien hubiere hecho referencia 
en sus declaraciones, designándola en caso afirmativo clara 
y determinadamente. 

Después de manifestar el procesado su nombre y demás 
circunstancias personales, é identificado por medio de testi- 
gos, se debe acreditar su edad por la partida de bautismo ó 
certificación del Registro civil. También deben constar en 
autos las declaraciones acerca de la conducta del procesado y 
sus antecedentes penales. 

Si el procesado fuere mayor de nueve años, y menor de 
quince, el juez instructor recibirá información acerca del 
criterio del mismo, para apreciar su criminalidad. Si se ad- 
virtieren en el reo indicios de enagenacion mental, se oirá el 
dictamen de los médicos (2). 



il) ATt. 261, Ley de Enjuiciamiento criminal. 
(2) ATts. 262 al 280, Id. id. 
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CAPITULO I. 

Be las declaraciones é incomunicación de los 
procesados. 

Los procesados están obligados á prestar cuantas declara- 
ciones se consideren convenientes; pero sin exigirles jura- 
mentos y sí promesa de decir verdad. 

Si el procesado estuviere detenido, se le recibirá la prime- 
ra declaración dentro del término de veinticuatro horas. Se 
le preguntará su nombre, apellidos, naturaleza, vecindad 
estado, profesión, oficio ó modo de vivir, si ha sido-procesa- 
do, y si sabe leer y escribir. Las preguntas seráa directas, sia 
que por ningún concepto puedan hacérsele de un modo cap- 
cioso ó sugestivo; tampoco se podrá emplear coa el procesa- 
do género alguno de coacción ó amenaza. En ningún caso 
podrán hacerse al delicuente cargos ni reconvenciones; ni se 
leerá parte del sumario más que sus declaraciones anteriores, 
si lo pidiere. El procesado podrá dictar por sí mismo las de- 
claraciones, y deben consignarse -en cuanto fuere posible sus 
mismas palabras, debiendo instruirle el juez del derecho que 
tiene para leerlas, y si no lo usare, lo hará el secretaria, fir- 
mando la declaración todos los que hubiesen intervenido 
en ella. 

La incomunicación de una persona se decretará en auto 
motivado, durará lo menos posible y siendo el máximum cua- 
tro dias, si bien podrá acordarse nuevamente por otros cuatro 
bajo la responsabilidad del juez. Se permitirá al incomunica- 
do el uso de libros, recado de escribir y demás objetos que 
pidiere; pero el alcaide de la cárcel será responsable si le pone 
en comunicación con otras personas que las designadas por 
el juez. No se leerán al procesado los fundamentos del auto 
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de incomunicación, cuando le fupre notificado, ni se ie dará 
* copia de ellos (1). 

CAPITULO II. 
De las declaraciones de los testigos. 

Todos* los que residieren en territorio español, nacionales 
ó extranjeros, que no estén impedidos, tendrán obligación 
de concurrir al llamamiento, judicial para declarar cuanto 
supieren sobre lo que les fuere preguntado; exceptúanse 
únicamente el Rey ye! Regente del Reino. Los Príncipes é In- 
fantes, los Ministros, los Presidentes de las Cortes, los Emba- 
jadores, los Capitanes generales, Gobernadores de provincia 
y los Obispos, estarán exentos de acudir al Uamamienjk) ju- . 
diáal pero ao de declarar. Cuando alguna de estas personas 
liubiere de ser examinada, pasará el juez á su domicilio, y lo 
mismo hará sí se trata de un testigo impedido físicamente. 
Los que estando obligados dejaren de acudir al llamamiento 
judicial, incurrirán en una multa. 

Los testigos serán citados por medio de cédula, y si se ig- 
uora su domicilio después de buscados por la policía judicial, 
se íes llamará por los periódicos oficiales. Los testigos que 
para declarar tengan que abandonar su residencia, serán in- 
demnizados prudencialmente. 

Él examen de los testigos se hará exigiéndoles juramento 
en nombré de Dios, y si á esto se resistieren por sus creen- 
cias, lo prestarán por su honor. Lo& impúberes no juran, pe- 
ro se les advierte la obligación que tienen de decir verdad. 
Nadie está obligado á declarar contra sus ascendientes, des- 
cendientes, cónyuge y hermanos consanguíneos. Cada testi- 

(1) Arts. 281 al 904, Ley de Enjuiciamiento criminal. 
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go será examinado separadamente á presencia del juez ins- 
tructor y del secretario; empezará diciendo su nombre, ape- ' 
llido, edad, estado, profesión, si conoce al reo y si tiene con 
él relaciones de amistad ó parentesco; después manifestará 
cuanto supiere y fuere preguntado; y extendida la declara- 
ción la firmará después de haberla leido, y si no usa de su 
derecho, se la leerá el secretario. 

CAPÍTULO III. 
Del careo de los testigos y procesados. , 

Guando los testigos ó los procesados entre sí ó aquellos 
con éstos, discordaren acerca de algún hecho ó de alguna cir- 
cunstancia que interese en el sumario, podrá el juez instruc- 
tor celebrar careo entre los que estuvieren discordes. Se ve- 
rificará ante el juez, leyendo el secretario las declaraciones 
que hubiesen prestado los reos y testigos, recordando á éstos 
su juramento; en seguida se le pondrá de manifiesto sus con- 
tradicciones, invitándolos á que se pongan de acuerdo en,tre 
sí, sin permitir insultos ni amenazas de ninguna clase. El 
secretario dará fe de todo lo ocurrido y de la actitud de los 
careados durante el acto, diligencia que suscribirán todos 
los concurrentes. 

No se practicarán careos sino cuando no fuere conocido 
otro modo de comprobar la existencia del delito ó la culpa- 
bilidad de alguno de los procesados 

TITULO IV. 

DEL INFORME PERICIAL. 

El juez instructor ordenará proceder al informe pericial 
cuando para conocer ó apreciar algún hecho ó circunstancia 



Digitized by 



Gopgle 



CIVILES Y CRIMINALES. 327 

' — ~ - • n 

importante del sumario fueren necesarios ó convenientes co- 
, nocimientos científicos ó artísticos. 

Serán preferidos los peritos titulares para la práctica de 
las diligencias; pero en caso necesario el juez podrá pedir su 
dictamen á los que no lo sean, exigiendo á unosy otros ju- 
ramento. Todo reconocimiento pericial habrá de hacerse por 
dos peritos; se exceptúa el caso en que no hubiere más dé 
uno en el lugar y no fuere posible esperar la llegada* de otro. 
Hecho el nombramiento de peritos, se pondrá en conocimien- 
to de las partes para que puedan recusarlos, por una de estas 
causas: parentesco, interés en la causa, amistad ó enemistad. . 
La recusación deberá hacerse por escrito y antes de empezar 
la diligencia pericial, expresando la causa y acompañando 
documentos justificativos (1). 

El juez manifestará clara y determinadamente a los peri- 
tos el objeto de su informe, y el acto será presidido por el 
juez, con asistencia del secretario. El informe pericial com- • 
prenderá, si fuere posible: 1.° Una descripción de la persona 
ó cosa que deba ser objeto del mismo. 2.° % üna relación deta- 
llada de todas las operaciones practicadas por todos los pe- 
ritos y de su resultado. 3.° Las conclusiones que en vista de 
tales datos formularen los peritos, conforme á los principios 
y reglas de su ciencia ó arte. . 

Las partes que asistieren á las operaciones ó reconocimien- 
tos, podrán hacer á los peritos las observaciones que estima- 
ren convenientes; terminado lo cual, podrán retirarse los pe-% 
ritos para deliberar y redactar las conclusiones. 

Si ios peritos estuvieren discordes y su número fuere par, 
nombrará otro el juez. Con intervención del nuevamente 



(1) Art. 371, Ley de Enjuiciamiento criminal. 
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nombrado se repetirán, si fuere posible, las operaciones qoe 
hubiesen practicado aquellos y se ejecutarán las demás que 
parecieren oportunas. Si no fuere posible la repetición de las 
operaciones ni la práctica de otras nuevas, la intervención 
del perito últimamente nombrado se limitará á deliberar con 
los demás, con vista de las diligencias de reconocimiento 
pbacticadas, y á formular luego con aquel con quien estuvie- 
re conforme, ó separadamente si no lo estuviere con ninguno,, 
sus conclusiones motivadas (1 ) . 

TITULO V. 

DE LA DETENCIÓN, PRISIÓN Y LIBERTAD PROVISIONA- 
LES DE LOS PROCESADOS Y DE LA FIANZA DE ESTAR 
Á JUICIO. 

* Cualquiera autoridad 6 agente de policía que detuviere á 
una persona, tomará nota del nombre, apellido, domicilio, y 
demás circunstancias que puedan servir para la identifica- 
ción, entregando aL detenido á la autoridad judicial m¿s pró- 
xima, sin exceder nunca de veinticuatro horas. 

El juez, ó tribunal á quien se hiciese la entrega, elevusi 
la detención á prisión, ó decretará la libertad del deténidoeft 
el término de setenta y dos horas,. á contar desde que aq»el 
le hubiese sido entregado. No se podrá detener por simples 
Saltas, á no ser que el presunto reo no tuviere domicilio ca» 
ftiocido, ó no dierfe fianza bastante á juicio de la autoridad ¿< 
agente que intentare detenerlo. » ' . . 

La resolución elevando la detención á prisión, ó dejándo- 
la sin efecto, será fundada, poniéndola en conocimiento M 



(1) Art. 380, Ley de Enjuiciamiento criminal. 
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fiscal y del procesado. Este último podrá pedir de palabra ó* 
por escrito, la reposición del auto de prisión. 

Para decretar la prisión provisional serán necesarias las 
circunstancias siguientes: 1. a Que conste la existencia del 
delito. 2:* Que éste tenga señalada pena superior á la de pri- 
sión mayor, y aunque lá tenga inferior, crea el juez necesa- 
ria la prisión, teniendo en cuenta los antecedentes del pro- 
cesado. 3. a Que aparezcan motivos suücientes para creer 
responsable del delito á la persona contra quien se baya de 
dictar el auto de prisión. Si el reo no fuere habido en su do- 
micilio y se ignorase su paradero, se le llamará por los pe- 
riódicos oficiales, señalándolp tiempo y lugar para presen- 
tarse. 

Guando el procesado lo fuere por delito castigado coa 
pena inferior á la de presidio mayor, se podrá decretar la li- 
bertad bajo fianza. Esta podrá ser personal ó hipotecaria; y 
podrá ser fiador cualquier espaiol mayor de edad con do- 
micilio conocido, siempre que sea contribuyente al Tesora 
por cualquier concepto. La fianza hipotecaria podrá otorgar- 
se apud acta, librándose en este caso el correspondiente man- 
damiento para su inscripción en el Registro de la Propiedad. 
Si al primer llamamiento judicial no compareciere el proce- 
sado, ó no justifícasela imposibilidad de hacerlo* se señalará 
al fiador personal el término de diez dias* para que presente 
ai rebelde; y en caso contrarip se procederá á la venta de-Ios 
efectos sujetos á la fianza, adjudicándolos al Estado, debien* 
do intervenir en todas estas diligencias el ministerio fiscal. 
Una vez adjudicada la fianza, no tendrá acción el fiador para 
pedir la devolución, quedándole, sin embargo, á salvo la que 
le corresponda para reclamar la indemnización contra ei 
procesado 6 sus causa-habientes. 
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Todas las diligencias de prisión y libertad provisionales y 
fianzas, se sustanciarán en pieza separada. 

TITULO VI. 

DE LA ENTRADA Y REGISTRO EN LUGAR CERRADO, DEL 
DE LIBROS Y CORRESPONDENCIA Y DE LAS FIANZAS 
Y EMBARGOS. 

La Constitución establece la inviolabilidad de la corres- 
pondencia escrita y telegráfica, y la del domicilio; pero estas 
garantías no deben servir de-ningun modo para asegurar la 
impunidad de los delincuentes. 

CAPITULO I. 

Del registro en lugar cerrado, y de la detención y 
apertura de la correspondencia, escrita y tele^ 
gráfica. 

El juez que entienda en la causa, podrá decretar la entra- 
da y registro de dia ó de noche en todo3 los edificio^ y luga- 
res públicos, cuando hubiere indicios de encontrarse allí el 
procesado, ó efectos ó instrumentos del delito, ó libros, pa- 
peles ú otros objetos que puedan servir para su descubri- 
miento ó comprobación. Se consideran edificios públicos las 
oficinas del Estado, ue la provincia ó del municipio; los que 
estuvieren destinados á cualquier establecimiento de reunión 
ó recreo, fuesen ó no ilícitos; los edificios que no sean do- 
micilio de un particular, y por último, los buques del Es- 
tado (1). • 

No se podrá decretar la entrada en el domicilio de un es- 



(1) Art. 429, Ley de Enjuiciamiento criminal. 
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pañol ó extranjero residente en España, de soche. El auto en 
que el juez disponga la entrada en el domicilio dé un parti- 
cular, será fundado, á no ser que éste ósu representante lo 
consintiere. 

Desde el momento en que el juez acordare la entrada y 
registro en cualquier edificio ó lugar cerrado, adoptará las 
medidas para evitar la fuga del procesado ó la sustracción de 
los efectos, libros ó papeles. El registro se hará á presencia 
^el interesado ó de un individuo de su familia mayor de edad; 
y si no le hubiere, se hará á presencia de dos testigos veci- 
nos del mismo pueblo, firmando el acta todos los concurren- 
tes, y si alguno no lo hiciere, se expresará la causa. 

Podrá el juez acordar la detención de la correspondencia 
privada, postal y telegráfica que el procesado remitiere ó re- 
cibiere, y su apertura y examen sí hubiere indicios de obte- 
ner por estos medios el descubrimiento ó la comprobación 
de algún hecho ó circunstancia importante de la causa. Para 
la apertura y registro de la correspondencia postal habrá de 
ser citado el interesado. Este, ó la persona que designare, 
podrán presenciar la operación, la que se practicará abrien- 
do el juez por sí mismo las cartas, y después de leerlas para 
sí, apartará las que sean necesarias» La correspondencia que 
no se relacione con la causa, será entregada en el acto al pro- 
cesado ó á su representante (1). 

CAPITULO II. 
De las fianzas y embargos. 

Guando del sumario resultaren indicios de criminalidad 
contra una persona, se mandará por el juez que preste fianza 



(1) Art. 467, Ley de Enjuiciamiento criminal. 
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bastante para asegurar las responsabilidades pecuniarias que, 
i*» definitiva, puedan declararle procedentes, decretándose 
en el mismo auto el embargo de bienes suficientes para cu- 
brir dichas responsabilidades, si no prestare la fianza. La 
cantidad de ésta se fijará en el mismo auto y no podrá bajar 
de la tercera parte más de todo importe probable de las res- 
ponsabilidades pecuniarias. Todas las diligencias sobre fian- 
zas y embargos, se instruirán en pieza separada. < 

La fianza puede consistir en depositar dinero, efectos pó y 
bucos, ó en hipoteca, tomándose razón en este último cas» 
en el Registro de la Propiedad. 

Si no hay fianza se procede ai embargode bienes suficien- 
tes, siguiendo el orden establecido en la Ley de Enjuicia- 
miento civil. Si los bienes embargados fueren muebles se en- 
tregarán en depósito, bajo inventario, á un vecino que tenga 
casa abierta. Si ios bienes "fueren semovientes, se requerirá 
al procesado para que manifieste si opta por que se enagenen 
ó porque se conserven en depósito y administración. Cuando 
se embargaren bienes inmuebles, eL juez determinará si §1 
embargo ha de ser extensivo á sus frutos y rentas, mandan- 
do anotarlo en el registro de la propiedad. Si el embargo con- 
sistiere en pensiones ó sueldos, se pasará oficio á quien hu- 
biere de satisfacerlos, para que retenga la cantidad que cor- 
responda. 

TITULO VIL • 

DE LOS PROCEDIMIENTOS ESPECIALES EN EL SUMAKIO* 

Hay algunas causas cuya tramitación se separa de la re- 
gla general en las diligencias del sumario: tai sucede en las 
causas contra diputados y senadores, jueces y magistrados, 
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y debemos hablar aquí de la tramitación que se dá á las 
causas de injuria y calumnia, y á los delitos cometidos por 
medio de la imprenta ó el grabado. 

CAPITULO I. 

Del modo de proceder cuando fuere procesado un 
Senador ó Diputado á Cortes. 

Para proceder contra un diputado ó senador, será indis- 
pensable obtener la correspondiente autorización, si las Cót- 
tes estuvieren abiertas. Cuando el diputado ó senador fuere 
delincuente in fragartfi, podrá ser detenido y procesado sin 
autorización previa, pero en las veinticuatro horas siguien- 
tes á la detención ó procesamiento habrá *de ponerse lo he- 
cho en conocimiento del Cuerpo colegislador á que cor- 
responda. 

Si un senador ó diputado fuere procesado durante un in- 
terregno parlamentario, deberá darse conocimiento de la 
causa al respectivo Cuerpo colegislador, el primer dia de 
sesión. Lo mismo se observará cuando hubiese sido procesa- 
do un senador ó un diputado á Cortes electo antes de re- 
unirse estas. 

La autorización se pedirá en forma de suplicatorio, remi- 
tiendo con éste, y con carácter de resevado, el testimonio de 
los cargos que resulten contra el procesado, incluyendo el 
dictamen fiscal. El suplicatorio se remitirá por conducto del 
ministro de Gracia y Justicia. 

Si el Senado ó el Congreso negasen la autorización pedi- 
da, se sobreseerá respecto al senador ó diputado; pero con- 
tinuará la causa contra los demás procesados (1) . 



(1) Art. 4^3, Ley de Enjuiciamiento criminal., 
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CAPITULO II. 



Del sumario en los delitos de injuria 
y calumnia. 

No se admitirá ninguna querella por injuria ó calumnia 
inferidas á particulares, si no se presentare certificación de 
haber celebrado el querellante acto de conciliación con el 
querellado, sin que hubiese resultado avenencia -ó de haber- 
te intentado sin efecto. 

Si la querella fuere por injuria ó calumnia vertidas en 
juicio, será necesario acreditar, además, la autorización del 
juez ó tribunal ante quien hubiesen sido inferidas- Si la inju- 
ria ó calumnia se hubiesen inferido por escrito, se presenta? 
rá, siendo posible, el documento que las contuviere. No se 
admitirán testigos de referencia en las causas por injuria 6 
calumnia vertidas de palabra (1). • 

CAPITULO III. * 

Del sumario por delitos cometidos por medio 
de la imprenta ó el grabado. 

' En esta clase de causas se principia por secuestrar los 
ejemplares del impreso ó de la estampa, donde quiera que 
se hallaren, y se hará lo mismo con el molde, procediendo 
inmediatamente á averiguar quién haya sido el autor. Si le 
escrito^ ó estampa se hubiesen publicado en un periódico, se 
tomará declaración al director, redactores ó jefe de la im- 
prenta, reclamando el original del trabajo ó artículo. Si el 
delito se hubiere cometido por medio de la publicación de uo 
escrito ó de una estampa sueltos, se tomará declaración al 



(1; Art. 50], Ley de Enjuiciamiento criminal. 



.Qigitized by 



Google 



*s ' " 

CIVILES Y CRIMINALES. 335 

jefe y dependientes del establecimiento en que se hubiere 
hecHb la impresión ó estampación. 

* Guando no pudiere averiguarse quién hubiese sido el au- 
tor real del escrito ó estampa, $e dirigirá el procedimiento 
contra los directores de la publicación, contra los. editores, 
y en defecto de éstos contra Jos impresores. No será bastante 
la cqnfesion dé un supuesto autor para que se le tenga por 
tal, si no se encuentra corroborada por otros datos dignos 
de aprecio. t 

No se coqpderarán como instrumentos ó efectos del de- 
lito más que los ejemplares impresos del escrito ó estampa y 

el molde de ésta (1). 

» 
CAPITULO IV. 

Del antejuicio necesario para exigirla responsabi- 
lidad criminal á los jueces y magistrados. 

Cualquier ciudadano español que no esté incapacitado 
para el ejercicio de la acción penal, podrá promover el ante- 
juicio necesario para exigir la responsabilidad criminal á los 
jueces y magistrados. 

El ofendido por la resolución judicial no tendrá necesidad 
de prestar fianza. El que no hubiese sido ofendido por el deli- 
to, al promover el antejuicip habrá de dar la fianza que el 
tribunal que haya de conocer de la causa determine, para 
que pueda ésta sustanciarse á su instancia. La fianza» podrá 
ser personal, hipotecaria, en metálico ó en efectos públicos. 

El antejuicio- se promoverá por escrito redactado £n forma 
de querella que firmará un letrado. Si k la responsabilidad 
criminal que se intentare exigir fuese por delito de prevari- 



0) Art. 508, Ley de Enjuiciamiento criminal. 
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nación, se presentará con el escrito la copia certificada de la 
sentencia, auto ó providencia injusta. Si la responsabilidad 
fuere por negarse el juez á juagar so pretexto de nulidad ó 
silencio de la ley, ge acompañarán con el escrito, copias de 
los presentados después de trascurrido el término legal para 
dictar sentencia, y certificación del auto denegando la peti- 
ción por oscuridad, insuficiencia ó silencio de la ley.. & la 
responsabilidad fuere por razón de cualquier otro delito, se 
presentarán con el escrito de querella los documentos qjie lo 
justifiquen. # 

Los documentos presentados se deben compulsar, y uni- 
dos á los autos, se dará vista de ellos al querellante para ins- 
trucción por tértnino de tres dias; se pasarán después al fis- 
cal por igual tápnino, y devueltos que sean, se señalará dia 
para la vista. En ésta, tanto el fiscal como el defensor del 
querellante podrán manifestar lo que creyeren conveniente,, 
concluyendo por pedir la admisión ó no admisión de la que- 
rella interpuesta, fallando el tribunal lo que estimare justo. 

Si se admitiera la querella, mandará proceder á la ins- 
trucción del sumario, designando el juez de instrucción que 
lo hubiere de formar, y dando cuenta de todo al ministro de 
Gracia y Justicia para los efectos que procedan. Si no se ad- 
mitiera la querella, el tribunal.impondrá las costas al quere- 
llante, si éste no fuere el ofendido por el supuesto delito; 
pero las pagará si resultare que habia obrado con mala 
fé(l). 



(1) Arts. &Ñ al 5*29 T Ley de Eujuiciamiento criminal. 
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TITULO VIII. 

' DE LA CONCLUSIÓN DEL SUMARIO Y DEL SOBRE- 
SEIMIENTO. 

Según el Reglamento provisional para la administración 
de justicia, concluido el sumario se entregaba la causa al 
fiscal y al acusador privado para que se formalizaran sus 
acusaciones y propusieran, por medio de otrosíes, la prueba 
que les conviniera; de dicho escrito se daba traslado á la de- 
fensa de los reos, que también presentaba el suyo, y por 
otrosíes articulaba la prueba de descargo; es decir, que se 
«acusaba y defendía siempre en hipótesis, y el resultado de la 
prueba sólo podia utilizarse para el aeto de la vista. La ley 
de ij de Junio de 1870, estableciendo el trámite de califica- 
ción del delito, colocó el procedimiento criminal en un ter- 
reno más justo y lógico, concluyendo con lo absurdo de* ré- 
gimen antiguo, que obligaba á acusar y defender antes de 
saber lo que resultaría de las pruebas pedidas. 

% CAPITULO I. 

De la calificación del delito. 

Luego que se hayan practicado todas las diligencias del 
sumario acordadas por el juez, se mandará entregar la cau- 
sa al ministerio fiscal y al acusador privado, si lo hubiere, 
para que dentro del término que se les señalará, según el 
volumen y complicación del proceso, manifiesten por escri- , 
to, pero sin razonar ni fundar su juicio : 

1.° La edificación que merezca el delito, según los he- 
chos que resulten del sumario. 

22 
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2.° La participación que en él haya tenido el procesado b 
cada uno de ellos si fueren más de uno. 

n.° Si resultan méritos para exigir la responsabilidad ci- 
vil subsidiaria contra una ó más personas, ó el resarcimien- 
to por el que á título lucrativo haya participado de los efec- 
tos del delito. . f , 

'*.• Si procede elevar la causa áplenario ó sobreseerla, y 
en qué términos. 

5.° Si renuncian á la prueba y á la ratificación de los tes- 
tigos del sumario, ó por el contrario conviene á stí derecho* 
el recibimiento á prueba y la ratificación de todos ó algunos 
de los testigos. 

En este último caso propondrán, por medio de otrosíes* 
la prueba que les interese, presentando listas de los testigos 
que hayan de ser examinados; expresando su nombre, ^pe- 
ludo, apodo, si lo tuviesen, y domicilio; ó si ignorasen estas 
circunstancias, los datos que sean conducentes para averi- 
guar su paradero (1). Si el juez creyere procedente elevar la 
causa á plenario, dictará auto mandándolo así, comunican^ 
dola á los defensores de los procesados para que presenten á 
su vez el escrito de que nos ocuparemos en el . título si- 
guiente. ' 

No necesitamos esforzarnos mucho para .demostrar las 
ventajas del período de calificación del delito, pues conocido 
el criterio fiscal, la defensa de los reos puede articular la 
prueba que se necesite, á fia de destruir la opinión del mi- 
nisterio público, el cual, como no tiene más norte que la jus- 
ticia y la verdad, puede cambiar radicalmente su juicio ea 



(1) Art. 2.°, Ley de 18 de Junio de 1870, sobré reformas en* el proce- 
dimiento criminal. 
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vista de las exculpaciones aducidas por el procesado, pidien- 
do en su escrito de acusación que se imponga al ceo la pena 
justa, y á veces solicitará se le absuelva, si á ello le hicieren 
acreedor las pruebas suministradas por su defensa. 

CAPITULO II. 
Del sobreseimiento. 

Entiéndese por sobreseimiento la cesación definitiva 6 
provisional.de las diligencias promovidas en averiguación de 
un delito y de sus autores. El objeto de! sobreseimiento es 
evitar la aglomeración de diligencias poco útiles y dispendio- 
sas, ahorrando molestias indebidas á los procesados cuya ino- 
cencia aparece desde luego, y los gastos consiguientes á éstos 
y á los demás que intervengan en el proceso; ocupándonos en 
este lugar del sobreseimiento, porque es uno de lofe modos 
de evitar que la causa entre en el plenario. 

El sobreseimiento puede ser libre y provisional. Proce- 
derá el sobreseimiento libre: I.° Guando no resultare justifi- 
cado el hecho que hubiese dado motivo á la formación de la 
causa. 2/ Guando el hecho no constituyere delito. Y 3. Q 
Cuando de nn modo indudable apareciesen (íxentos de res- 
ponsabilidad crimininal ios procesados como autores, cóm- 
plices ó encubridores. El sobreseimiento provisional proce- 
derá cuando resulte de autos haberse cometido un delito, 
pero no apareciere el responsable del mismo en concepto 
de autor, cómplice ó encubridor. 
. El auto de sobreseimiento debe ser siempre consultado 
con la Audiencia del distrito, poniendo desde luego en liber- 
tad al procesado. En la Audiencia no se oirá á las partes in- 
teresadas, ni se admitirán escritos; el secretario dará cuenta 



Digitized Ijy 



Google 



340 f 'ROCEDIMI ENTOS 



de la causa remitida en consulta, y la Sala, oyendo casi siem- 
pre al fiscal, obrará como corresponda. Si el fiscal pide que . 
se apruebe el auto de sobreseimiento y la Saja lo acordaré, . 
se consignará así ea el expediente, devolviéndolo. al juzgado 
de que proceda para que lo archive; si se revocare el auto 
consultado, se dejará sin efecto el sobreseimiento, y repo- 
niendo la causa al estado de sumario, se mandará al juez que 
la termine con arreglo á derecho. 
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DEL PLEMRIO. 

Bajo el nombre de plenario se comprenden todas las dili- 
gencias y actuaciones que se practican en una causa crimi- 
nal, desde que termina el sumario hasta que la sentencia es 
ejecutoria. Durante el sumario todo se hace en secreto; el 
reo no puede oficialmente tener noticia de lo que aparece 
contra él, pero durante el plenario se desenvuelve el juicio 
con todas sus consecuencias, y el procesado puede promover 
cuantos recursos convengan á su defensa, como veremos 
más adelante. 

Desde el momento en que el juez, conformándose con el 
parecer fiscal, pronuncia el auto elevando la causa á plenario, 
desaparece el secreto, y el reo debe tener noticia de todo 
cuanto vaya ocurriendo, para que pueda usar de los recur- 
sos ordinarios y extraordinarios que las leyes permiten; sin 
pedir la reforma del auto que elevó á plenario la causa; por 
éste no es apelable, según el texto literal de la ley de 18 de 
Junio de 1870. 
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TITULO I. 

PLANTEAMIENTO DE LA CUESTIÓN CRIMINAL. 

Pronunciado por el juez el auto elevando á pienariola cau- 
sa, se comunicará ésta á los procesados y personas que cual- 
quiera de los acusadores hubiere designado como responsa- 
bles subsidiariamente, por un término igual ai concedido á 
cada uno de aquellos. Este término podrá ser ampliado por 
otro igual á la mitad del concedido, si se pidiere antes de 
concluir éste y se alegare justa causa, que calificará el juez; 
mas trascurrido dicho término, ninguna otra próroga podrá 
concederse. 

Al devplver la causa, los procesados y ios responsables ci- 
vilmente, presentarán un escrito firmado por su abogado y 
procurador, en que manifestarán: 

1.° Que se han enterado de la calificación hecha por el 
ministerio fiscal y acusador privado, si lo htíbiere. 

2.° Que se conforman con las declaraciones de los testi- 
gos del sumario, á efecto de omitir su ratificación, y renun- 
cian á la prueba; ó si, por el CQntrario, piden la ratificación 
de todos ó alguoos de dichos testigos, y el recibimiento de 
la causa á prueba. En este caso propondrán por medio de 
otrosíes la prueba que intenten practicar, presentando listas 
de 103 testigos que hayan de ser examinados, expresando su 
nombre, apellido, domicilio, ó si ignorasen estas circuns- 
tancias, los datos que sean conducentes para averiguar su 
paradero .(1). 

Guando alguna de las partes lo solicite, el juez recibirá la 



(1) Art. 5.*, Ley de 18 de Junio de 1870. 
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causa á prueba, y mandará practicar las que se hubieren 
• propuesto, si las creyere útiles, desestimando las que á su 
juicio no lo sean. De la providencia en que desestime todo ó 
parte de la prueba propuesta ó se niegue la ampliación del 
término probatorio concedido, podrá pedirse reposición den- 
tro del término de segundo dia, y si el juez declarare no ha- 
ber lugar á ella» se admitirá la protesta que hiciere el inte- 
resado, para los efectos convenientes en la segunda ins- 
tancia. 

Durante el término probatorio 4X)drá cualquiera de las 
partes pedir nueva prueba ó ampliación de la que hubiere 
propuesto, siempre que los hechos que intente justificar ha- 
yan ocurrido ó llegado á su noticia después de haber presen- 
tado el escrito proponiendo su prueba. Planteado el debate 
<de un modo solemne por la acusación y la defensa del reo, 
se procederá á practicar las pruebas pedidas, si lo solicitaron 
los inteíesados ó uno de ellos solamente; y como la materia 
<le pruebas en lo, criminal ha sufrido alteraciones importan- 
tes, le dedicamos el título siguiente. 
- * 

TITULO II. 

DE LAS PRUEBAS EN LO CRIMINAL. 

Si en las cuestiones civiles es muy delicado é importante 
el trámite de prueba, calcúlese lo que será en lo criminal, 
^onde no hay proceso en que no sea necesario decidir puntos 
de hecho de los que arranca la aplicación del derecho; por 
eso hemos creido muy oportuno hablar de las pruebas en ma- 
teria penal, con la extensión que permitan las condiciones 
y el objeto de esta obra. 
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CAPITULO I. 
Do los medios de prueba. 

Los que son parte en los juicios criminales pueden uti- 
lizar, para apoyar sus pretensiones, todos los medios de prue- 
ba que sean lícitos y pertinentes, y los más importante? 
son: 1.° Inspección ocular. 2.° Confesión de los acusados. 3.° 
Testigos. 4.° Juicio pericial. S.° Documentos fehacientes. Y 6.* 
Indicios. 

Inspección ocular. 

Al hablar de los trámites del sumario, hemos tenido oca- 
sión de indicar la necesidad y la conveniencia de reconocer 
el sitio donde se cometió el delito, porque en él pueden en- 
contrarse datos que faciliten el descubrimiento del mismo, de 
sus autores y medios de que se valieron para ejecutar su 
obra. La posición del cadáver, el arma que se recogió á ser 
lado, las manchas de sangre de las paredes ó del suelo, la 
arena removida, la autopsia hecha por los facultativos, y las 
demás diligencias que el juez acordare como coítoenientes, 
vienen á constituir prueba plena de ios hechos á que espe- 
cialmente se refieren, y sirven para fijar la verdad en panto* 
que parecían oscuros ó problemáticos. La inspección ocular, 
cuando dé por resultado comprobar la culpabilidad del reo, 
será seguramente utilizada por sus acusadores, asi como la 
defensa no debe prescindir de ella, cuando sirva para destruir 
los cargos formulados contra el presunto delincuente. 

Confesión de los acusados. 

Al ocuparnos de las pruebas en lo civil, digimos que la 
confesión del litigante hacia inútiles losdémásmediosdeprue- 
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ba; pero no ocurre lo mismo cuando se trata de causas crimi- 
nales, pues los anales jurídicos nos presentan ejemplos nu- 
merosos de personas que, hastiadas de la vida, por temibles 
juramentóse por deseo de una triste celebridad, han confe- 
sado ser autores de crímenes que no habían cometido. Á todo 
procesado se le recibe indagatoria sobre los hechos en que 
sesupone ha tenido participación, pero no se le obliga á que 
declare bajo juramento sino con la promesa de decir verdad > 
pues seria cruel poner al reo en la alternativa de condenar- 
se él mismo, ó cometer un perjurio, disculpable hasta cierto 
puntoJ La indagatoria se hace por medio de preguntas cla- 
ras, sencillas, nunca capciosas, que dirige el juez al proce- 
sado, sin violentarle, indicando las pruebas de criminalidad 
que vayan apareciendo contra él, ni reconvenirle por las con- 
tradicciones en que haya incurrido, con objeto de que decla- 
re de una vez; pues ese pugilato que se llamaba confesión con 
cargos, esa lucha inmoral del juez sereno y hábil, con el reo 
aturdido é ignorante, está prohibida por fortuna (1). 

Guandaá los interesados en las causas criminales con- 
venga que el procesado amplié sus indagatorias, podrán soli- 
citarlo en el término de prueba, indicando los puntos sobre 
I03 que debe recaer la ampliación, y este mismo recurso pue- 
de emplear el defensor cuando crea que el reo ha dejado de 
decir algo que convenga á su defensa. 

Testigos. . • 

Lo mismo que en lo civil existe en lo criminal la prueba 
de testigos, y pueden serlo todas las personas con uso de ra- 
zón, pues hasta las manifestaciones de los niños se apreciaa 



(I) Keal decreto de 2G £e Mayo 1854. 
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como indicios de importancia. En la prueba criminal pueden, 
los que intervinieren en la causa, presentar testigos nuevos 
que k ayuden con sus declaraciones á la averiguación del deli- 
to y contribuyan á la acusación ó defensa de los procesados; 
ó bien pedir que los que han declarado durante el suma- 
rio amplien su dicho al tenor de las preguntas q^ formu- 
len los acusadores ó defensores, y este es el objeto de pe- 
dir la ratificación de los testigos del sumario. Gomo durante 
^este período todo se hace en secreto, el reo no puode conocer 
á tiempo las declaraciones prestadas contra él; por eso du- 
rante el plenario pide que se ratifiquen los testigos á fin de 
rebatir lo que digan, tacharlos, impugnarlos, repreguntar- 
los, patentizar sus contradicciones ó inexactitudes para fijar 
la verdad de los hechos, y es tan esencial la ratificacion.de 
los testigos del sumario, que la ley manda que, tanto el acu- 
sador público como el privado y los defensores, digan expre- 
samente si la renuncian ó nó. 

Los testigos que vengan á declarar por primera vez du- 
rante el plenario en virtud de la prueba articulada por las 
partes, podrán ser examinados por medio de interrogatorios 
<le preguntas y repreguntas, escritos como en lo cwii, ó diri- 
girlas el fiscal y los abogados delante del juez en el acto de la 
prueba, consignándose en los autos las preguntas y repre- 
guntas formuladas, después que el juez las declare pertinen- 
tes, así como las contestaciones que dé el testigo á quien se 
"dirijan. 

Juicio pericial. 

En la mayor parte de las causas criminales, es v iudispen- 
sable oir el parecer de personas entendidas en ciencias, ar- 
tes ú oficios, tales como médicos, químicos, arquitectos, car- 
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pinteros y demás peritos en los diversos asuntos sobre que 
se les consulta, datos que se acumulan durante el sumario; 
pero como el reo no ha tenido conocimiento de ésos dictá- 
menes, en el período de prueba puede solicitar que los que 
lian declarado en el sumario se ratifiquen en sus infor- 
mes, al efecto de poder ser repreguntados por los defensores 
de los procesados, que á su vez tienen el derecho de pedir se " 
/<oiga á otros peritos distintos y aun á las corporaciones cien- 
tíficas, cuando lo complicado del asunto lo exija y el juez lo 
-acuerde. 

Documentos fehacientes. 

De diferente importancia son en los procedimientos penales 
•que en los civiles las escrituras públicas y las privadas. Unas 
y otras pueden ser en éstos, ó el cuerpo mismo del delito, 6 
un medio eficaz de prueba: lo primero sucede cuando los 
-documentos han sido falsificados; lo segundo, cuando no ado- 
leciendo del vicio de falsificación, acreditan que ha habido 
una acción ú omisión penada por las leyes (i); pero claro e3 
que aquí sólo nos referimos á las escrituras, como medio de 
prueba, porque como cuerpo del delito no pertenecen á este 
lugar. 

Si la escritura es privada, como una carta ó un papel ha- 
llado al reo en el sitio del ch'men ó en otra parte, que por su 
•contenido pueda servir para descubrir el delito, hará prueba 
•contra el que lo escribió, si lo reconoce, y de no hacerlo ha- 
brá que acudir al cotejo de letras para que los peritos mani- 
fiesten si dichos documentos han podido ser escritos por la 
persona á quien se refieren, y aun cuando el dictamen pe- 



,(1) La-Serna.— Procedimientos judiciales. 
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ricial cq este panto no es decisivo, como en ninguno, puede 
dar mucha luz y llevar la convicción al ánimo del juez. 

Indicies. 

En muchos casos ocurre que no se encuentran pruebas 
terminantes de la perpetración de un delito, ni de quiénes 
puedan ser los autores; más por una serie de congeturas 6 
presunciones es posible llegar á sospecharlo con fundamen-* 
tos bastante racionales, y á esas deducciones de bechos co- 
nocidos para averiguar los desconocidos, se les llama indi- 
cios. Las leyes de Partida rechazaron abiertamente la prueba 
de indicios, exceptuando, sin. embargo, el adulterio, por la 
dificultad que ofrece á una prueba completa (1). Nuestra le- 
gislación vigente admite la condenación por sólo indicios, 
pero exige: 1.° Que haya más de uno. 2.' Que resulte proba- 
do el hecho de que se deriva el indicio. Y 3. Que el conven- 
cimiento que produzca la combinación de Ios-indicios sea 
tal, que no deje lugar á duda racional de la criminalidad 
del acusado, según el orden natural de las cosas (2). 

CAPITULO II. 
Apreciación de la prueba en lo criminal. 

Nuestra antigua legislación exigia, para que pudiera 
condenarse al reo, que su delito apareciera demostrado por 
pruebas claras como la luz del dia, sosteniendo como prefe- 
rible quedaran impunes cien criminales á que se -castigara á 
un inocente; pero como en muchos casos no era posible ob- 
tener esa prueba completa y plena, se (Jaba el caso de ab- 



(1) Ley 12, tít XIV, P*rt. 3. a 

(2)- Art. 1-2, Ley de 18 de Junio de lblO. 
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solver á criminales de cuya participación en el delito habia 
sospechas fundadas, por más que hubieran tenido la habili- 
dad de no dejar tras de sí pruebas materiales, ni testigos que 
pudieran declarar contraje ellos. Los tribunales introduje- 
ron la costumbre de fallar por convicción moral, cuando ésta 
resultaba examinando iraparcialmente el proceso, si bien en 
este caso no imponian nunca la pena de mperte, sino la in- 
mediata. 

Tan prudente y acertada era la conducta de los tribuna- 
les, que esos mismos principios se fijaron en la célebre regla 
45, por la cual se mandaba que en el caso de que examina- 
das las pruebas y graduado su valor, adquirieran los tribu- 
nales el convencimiento de la criminalidad del acusado, se- 
gún las reglas ordinarias de la critica racional, pero no en- 
contraren lá eyidencia moral que requería la ley de Partida, 
impusieran, en su grado mínimo, la pena señalada en el Có- 
digo penal (i). La ley de 18 de Junio no establece esta pru- 
dente limitación, digna de aplauso, pues nunca deben dismi- 
nuirse las garantías de acierto cuando se trata de imponer 
la pena de muerte, que procede hoy con sólo que existan 
contra el i$o indicios graves y concluyentes, de los que, se- 
gún la ley citada, no dejan lugar á duda; pero de todos mo- 
dos, los tribunales deben ser muy parcos en la imposición de 
la última pena, pues, aun existiendo la antigua prueba plena, 
han ocurrido errores judiciales que nunca serán bastante 
sentidos. 



- (1) Regla 15. ley provisional para la aplicación de las disposiciones 
del Código penal. 
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TITULO III. 

DE LA ACUSACIÓN, DEFENSA Y SENTENCIA. 

Con la materia de este título damos fio al procedimiento 
criminal ordinario por lo que se refiere á los delitos, ocupán- 
donos después del recurso de casación, que es extraordina- 
rio, asi como del juicio de faltas colocado en la ley en último 
lugar. 

CAPITULO!. 
De la acusación, defensa y sentencia. 

Tanto en el casode que se haya renunciado la prueba, como 
en el de haber trascurrido el término probatorio, el juez,dic- 
tará providencia mandando entregar el pro:eso al acusador 
privado, si lo hubiere, y al ministerio fiscal, para que forma- 
licen la acusación dentro del término que señalará, según ei- 
volumen y complicación de la causa, pero que no podrá ex- 
ceder de ocho dias, que podrán prorogarse por cinco más, 
pidiéndolo antes de espirar el concedido y mediando causa 
justa. Trascurrido este segundo término, no se concederá 
ningún otro, cualquiera que sea la causa que se alegue. • 

De las acusaciones se conferirá traslado á los procesados 
y personas responsables civilmente, para que presenten sus 
defensas dentro del término señalado á los acusadores. 

Devuelto el proceso por la ultima de las persemas expresa- 
das en el párrafo anterior, el juez dictará auto declarando < 
conclusa la causa y mandando traerla á la vista con citación 
de las partes, señalando para ella el dia más próximo que 
sea posible. En dicho acto usará de la palabra el acusador, 
privado, silo hubiere, después el promotor fiscal, y porúlti- 
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mo el defensor del procesado. Terminada la vista y dentro 
de cinco dias, pronunciará el jaez la sentencia llenando to- 
dos los requisitos que hemos indicado en el lugar opor- 
tuno (1). 

CAPITULO II. 
De la segunda instancia. 

Pronunciada que sea la sentencia por el juez, se notificará 
á las partes, y en todo caso se consultará el fallo con la Au- 
diencia, aun cuando las partes no interpongan apelación. 

Recibida la causa en lá Audiencia, se mandará pasar al 
secretario para formar el apuntamiento; devuelta por el se- 
cretario se mandará entregar la causa ai acusador privado,, 
cuando lo hubiere, y al ministerio fiscal aunque haya apela- 
do alguna de las partes, para que reproduzcan ó modifiquen 
su acusación, y de estos escritos se conferirá traslado á loa 
demás interesados para que formalicen sus defensas. La Sala 
señalará el término en que hayan de evacuarse las alegacio- 
nes expresadas, atendida la complicación y el volumen del 
proceso, pero sin que en ningún caso pueda exceder de 
quince chascara cada una de las partes. Presentado el última 
escrito, se señalará inmediatamente dia para la vista, en la 
cual se oirán los informes del acusador privado^ del fiscal y 
de los defensores. 

Guando vista la causa entendiere el Tribunal Superior 
que debió haberse accedido á la prueba propuesta ó amplia- 
do ^l término, y si se hubiere hecho ante el juez de primera 
instancia la oportuna protesta, dejará sin efecto la sentencia 
• consultada y mandará devolver la Gausa al juzgado, para 



(1) Art. 12, Ley de 18 de Junio 1870. 
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que reponiéndola al estado que corresponda, practique la 
prueba 6 amplié el término probatorio, y dicte nueva sen- 
tencia. 

Las sentencias de segunda instancia se redactarán confiar- 
me á lo consignado en el libro primero de esta tercera parte, 
y se pronunciará dentro de los cinco dias siguientes al de la 
conclusión de la vista. Contra las sentencias, definitivas que. 
pronuncien las Audiencias en la segunda instancia, no &k 
brá otro recurso que el de casación, por haberse suprimió 
la tercera instancia (1). 

- .t'* * 
TITULO IV. 

DE LOS RECURSOS DE CASACIÓN. 

Procederá el recurso de casación por infracción delsy* 6 
-por quebrantamiento de las formas, en todos los juicios cri- 
■minale3, menos en los de que conociere el Tribunal Supremo 
ó su Sala tercera (2). 

CAPITULO I. 
De los casos, en que procede el recurso ele caaiuiioiu 

Habrá lugar al recurso de casación por infracción detóy» 
cuando ésta se hubiere infringido en las resoluciones si- 
guientes de las Audiencias: 1.° En las sentencias definitivas; 
2.° En las sentencias de ^competencia. 3.° En las que se hubie- 
sen admitido las excepciones siguientes: la de cosa juzgada, 
prescripción del delito, y la de amnistía ó indulto. 4.° En 63 
autos de sobreseimiento. 5.° Ea los de no admisión de que- 



(1) Art. 18, Ley de 18 de Junio 1870. 

(2) Art. 796, Ley de Enjuiciamiento criminal. 
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-relia. 6.° En los que se desestimare el recurso de queja pro- 
puesto contra el auto en que se designe la apelación inter- 
puesta contra la de no admisión de querella. Y 7.° En los au- 
tos sobre habilitación de pobreza; más para que proceda et 
recurso de casación fundado en estos autos, es preciso que 
hayan sido dictados en'segunda instancia (t). 

Se entenderá que ha sido infringida una ley en la sentencia 
definitiva para el efecto de que pueda interponerse el recur- 
so de casación: 1.° Cuando los hechos que en la sentencia se 
declaren probados sean calificados como delitos sin serlo. 
2.° Cuando se cometa error de derecho al hacer la califica- 
ción del delito. 3.* Cuando se cometa error de derecho al ca- 
lificar la participaron de los ' procesados. Y 4.° Cuando se 
cometa error de derecho en la aplicación de la pena* según 
las circunstancias eximentes, atenuantes ó agravantes que 
aparezcan de los hechos qué se declaren probados. 

Procederá el recurso por quebrantamiento de forma: 1.° 
Cuando se hubiere denegado alguna diligencia de prueba 
que hubiese sido declarada impertinente por el juzgado y 
confirmado así por la Audiencia. 2.° Cuando no se hubiere 
notificado á las partes él señalamiento de vista. 3.° Cuando 
en la sentencia ño se'exprese clara y terminantemente cuá- 
les son ios hechos que se consideren probados. 4,° Guando 
no se resuelva en ella sobre todos, los puntos que hayan sido 
objeto de la acusación y de la defensa. 5.° Guando se pene* 
en ella un delito más grave que el que haya sido objeto de 
la acusación. 6. Q Cuando la sentencia hubiere sido dictada 
por menos de tres magistrados. 7.° Cuando hubiere concurri- 
do á dictar sentencia algún juez ó magistrado cuya recusa- 



(1) ArtT97, Ley de Enjuiciamiento criminal. 
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eion intentada en tiempo y fundada en causa legal, se hu- 
biere desestimado. No será admisible el recurso de casa- 
ción por quebrantamiento de forma en los juicios sobre fal- 
te (1). 

No será admisible el recurso por quebrantamiento dé for- 
ma, si la parte que intentare interponerle no hubiere recia- 
* madola subsanacion de la falta y hecho la oportuna pro- 
testa. 

Podrán interponer el recurso de casación: 1/ El ministé - 
rio fiscal. 2.* Los que hubiesen sido parte en el juicio. 3.°T 
Los que sin haberlo sido resultaren condenados en la sen- 
tencia. Y 4/ Los herederos de ios comprendidos en los nú- 
meros anteriores. 

CAPITULO II. 

De la preparación del recurso de casación por 
infracción de ley. 

Bl que se proponga interponer el recurso de casación por 
infracción de ley, pedirá ante el tribunal que haya dictado la 
sentencia un testimonio de la misma en eL tériñino de cinco- - 
días, contados desde que hizo la últimanótificacion de la sen- 
tencia; si trascurre este término, quedará perdido el derecha 
de interponer el recurso. Si el tribunal negare el testimonio, 
podrá el interesado recurrir en queja al Supremo. 

Cuando el recurrente defendido como pobre lo solicitare^ 
el tribunal sentenciador remitirá directamente á la Sala, se- 
gunda del Supremo el testimonio necesario para interposi- 
ción del recurso, y ésta mandará nombrar abogado y procu- 
rador de oficio si. el recurrente no los hubiere designado^ 



U) Arte. 804 y 805, Ley de Enjuiciamiento criminal. 
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El tribunal sentenciador, en el mismo diaen que entregue 
ó remita el testiínonio de la sentencia, enviará á la Sala se- 
gunda del Supremo certificación de los votos reservados, si 
Jos hubiere, ó negativa en su caso. 

CAPITULO III. 

De la interposición, sustanciacion y decisión délos 
recursos por infracción de ley. 

*E1 recurso de casación por infracción de ley se interpon- 
drá pn la Sala segunda del Supremo, por medio de escrito 
firmado por procurador y abogado, en el cual se expresarán 
ciara y sucintamente sus fundamentos, se rilarán el articu- 
lo de la ley de Enjuiciamiento criminal que lo autorice (1), y las 
leyes que se supongan infringidas. Con este escrito se presen- 
tarasí testimonio de la sentencia y se tendrá por interpuesto 
el recurso. 

Cuando el recurrente fuere acusador privado, con el es- 
crito de interposición presentará á la Sala el documento que 
acredite baber depositado 1.000 pesetas en el establecimien- 
to público destinado al efecto; y si el acusador fuere pobre» 
quedará obligado á responder de la cantidad referida si vi- 
niera á mejor fortuna. 

Si el recurrente se hubiera defendido como pobre en la 
causa, mandará la Sala nombrarle abogado y procurador de 
oficio. Si el letrado designado no estimare procedente el re- 
curso, deberá manifestarlo dentro del término del tercer dia; 
en este caso, la Sala mandará nombrar otro abogado, y si 
opusiere lo mismo, se designará un tercero; y si fuere del 



(1) Por fallar este requisito se desechan muchos recursos, que bien 
interpuestos hubieran prosperado. 
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mismo parecer que los anteriores, pasarán los antecedentes 
al fiscal para que interponga el recurso si lo creyere proce- 
dente, ó lo devuelva, en otro caso, con la nota de visto. Si el 
fiscal hiciere lo primero, se sustanciará el recurso en la for- 
ma ordinaria; si lo segundo, se tendrá por desestimado. El 
letrado que dejare trascurrir el término expresado sin ma- 
nifestar su opinión contraria al recurso, se considerará que 
acepta la defensa, y quedará obligado á fundarlo en el tér- 
mino que se le señalare (1). 

Fundado el recurso y trascurrido el término del crapla- 
zamienfo, la Sala designará ponente, y mandará dar traslado 
á cada una de las partes personadas, y al fiscal, para ins- 
trucción. Devuelto el expediente por el que últimamente lo 
hubiese recibido, se sehalará día para decidir acerca de la ad- 
misión del recurso. La vista de esta cuestión previa será pú- 
blica, y se celebrará leyendo el secretario la sentencia y los 
votos reservados, si los hubiere, el escrito interponiendo el 
recurso, y los de impugnación ea su caso. Eu este acto no 
podrán iaformar el fiscal ni los abogados de las partes. 

La Sala dará su fallo de uno de los modoS siguientes: 
1.° Admitido. 2.° No há lugar á la admisión, y comuniqúese 
al tribuuai sentenciador para los efectos correspondientes. 
La resolución en que se deniegue la admisión del recurso, 
será fundada, y se publicará en la Gaceta de Madrid. La ea 
que se admita, no se fundará ni publicará. Cuando la Sala 
denegare la admisión del recurso, se condenará al recurren- 
te á la perdida del depósito. 

La Sala mandará traer á la vista los recursos por el órdea 
de su admisión, y se celebrará en Ja forma establecida; pero 



(1) Art. 822; Ley de Enjuiciamiento criminal. 
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con asistencia é iqforme oral de los letrados de las partes, y 
la del ministerio fiscal en todo caso; advirtiendo que es obli- 
gatoria la asistencia de letrados cuando hayan sido nombra- 
dos de oficio. Concluida la audiencia pública, la Sala dictará 
sentencia, con resultandos y considerandos. Cuando la Sala 
estimare infringida la ley por cualquiera de los motivos ale- 
gados, declarará haber tugar al recurso, y casará y anulará 
la sentencia, ínandando devolver el depósito al que lo hu- 
biese constituido. Si estimare que no habla tiü infracción, 
declarará no haber lugar al recurso, condenará en costas al 
recurrente, y ala pérdida del depósito. 

Contra la sentencia de casación y la que se dicte en vir- 
tud de la. misma, no se dará recurso alguno (1). 

CAPITULO IV. 

De la interposición, sustanciacion y resolución 
del recurso por quebrantamiento de forma. 

El recurso de casación por quebrantamiento de forma, se 
interpondrá ante el tribunal sentenciador dentro del térmi- 
no de cinco dias, en escrito firmado por procurador y abo- 
gado. Este escrito debe contener la fecha de la notificación 
de la sentencia, la de la presentación del recurso, la falta de 
forma que se suponga cometida, y la reclamación practicada 
para subsanarla. 

El tribunal sentenciador examinará, sin oir á las partes, 
si el recurso se ha interpuesto después de dictada sentencia 
definitiva, si se ha interpuesto en el término de la ley, y si 
la falta fué reclamada oportunamente. Concurriendo todas 



(1) Art. 845, Ley de Enjuiciamiento criminal. 
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estas circunstancias, admitirá el recurso y repulirá la causa 
á la Sala tercera del Tribunal Supremo, citando y emplazan- 
do á las partes. Cuando se denegare la admisión del recurso, 
el agraviado podrá acudir en queja á la Sala tercera del Su- 
premo. 

El recurso por quebrantamiento deforma, se sustancia- 
rá y decidirá en los términos y con los procedimientos esta- 
blecidos para los recursos por infracción de ley, con las mo- 
dificaciones siguientes. Los autos serán entregados al recur- 
rente para su instrucción, por término de cinco dias, y por 
otro igual á cada una de las partes y al fiscal. Trascurrido 
el término del emplazamiento sin haberse personado el re- 
currente, y si fuera el querellante particular, sin haber cons- 
tituido el depósito, se declarará desierto el recurso conde- 
nándole en las costas, y se devolverá la causa al tribunal. 

Guando la Sala estimare haberse cometido la falta en que 
se fuqde el recurso, declarará hafier lugar á él, y ordenará 
la devolución del depósito, si le hubiere constituido, y la de 
la causa al tribunal de que proceda, para que reponiéndola 
al estado que tenia cuando se cometió la falta, la sustancie y 
determine con arreglo á derecho. Si la Sala estimare no ha- 
berse cometido la falta alegada, declarará no haber lugar al 
recurso, condenando al recurrente á las costas y pérdida del 
depósito. 

Cuando se aleguen hechos falsos para fundar el recurso, 
la Sala podrá castigar al recurrente con una multa. También 
podrá suspender del ejercicio de su profesiQn, por térmiuo 
que no exceda de un año, á los letrados que lo hubieren in- 
terpuesto y sostenido (1). 



(1) Ait. 852, Ley de Enjuiciamiento criminal. 
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CAPITULO V. 

Be los recursos por infracción de ley y quebranta- 
miento de forma. • 

Loa recursos por infracción de ley y por quebrantamien- 
to de forma se interpondrán en un solo escrito, fundando el 
segundo y anunciando el primero. El tribunal sentenciador, 
con vista del escrito, admitirá ó denegará únicamente el re- 
«curso de casación por quebrantamiento de forma, con arre- 
glo á lo que queda establecido en el capítulo anterior. Cuan- 
do el tribunal denegare el recurso, ios interesados podrán 
recurrir en queja al Supremo; y si éste revocare el auto de- 
legatorio, dirigirá orden al tribunal para que le remita la 
jcausa. En este caso se entenderá también preparado el re- 
curso de casación por infracción de ley. 

Admitido por el tribunal sentenciador el recurso* por 
quebrantamiento de forma, y remitida la causa al Supremo, 
;se sustanciará y resolverá con arreglo á lo dispuesto en el 
•capítulo IV. Guando la Sala declare no baber lugar al recur- 
so por quebratamiento de forma, condenará al recurrente en 
las costas y á la pérdida del depósito, y mandará entregarte 
la causa por término*de cinco dias para que interponga el 
recurso por infracción de ley anunciando, el cual se sustan- 
ciará con arreglo á lo establecido en el capítulo lll. 

CAPITULO VI. 

3>e la interposición del recurso de casación por el 
Ministerio fiscal. 

Los fiscales de los tribunales, en las causas en que inter- 
vengan, prepararán é interpondrán en su caso los recursos 
de casación por infracción de ley ó por quebrantamiento de 
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forma, ó en ambos conceptos á la vez, siempre que los con- 
sideren procedentes con arreglo á la ley. Si el tribunal dene- 
gare el testimonio de la sentencia, el fiscal dará cuenta de* 
ello al del Supremo para que, si lo creyere procedente, recur- 
ra en queja. 

• Si el fiscal del Tribunal Supremo creyere procedente d 
recurso de casación, lo interpondrá desde luego dentro del 
término señalado. Si no lo estimare asi y el recurso fuere 
por infracción de ley, comunicará dicho liscal su resolución 
al del tribunal de quien proceda, para que lo ponga en co- 
nocimiento de éste. Mas si el recurso se fundare en quebran- 
tamiento de forma y hubiere sido admitido, el fiscal del Su- 
premo que creyere no deber sostenerlo, desistirá de él y la 
Sala pondrá en conocimiento del tribunal correspondiente la 
providencia en que se le tenga por desistido (1). 

CAPÍTULO VII. 
Del recurso de casación en las cansas de muerte.. 

r Contra las sentencias que no hubiese dictado el Tribunal 
Supremo, en las cuales imponga la pena de muerte, sé con- 
siderará admitido de derecho, en beneficio del reo, el recurso- 
de casación. 

La Sala de lo criminal de la Audiencia, aun cuando no se 
baya interpuesto el recurso de casación, elevará la causa al 
Supremo, acompañando certificación de los votos reservados, 
si los hubiere, ó negativa en su caso. Si dentro del término de- 
cinco dias de recibida la causa se presentaren los defensores 
nombrados por el reo, se les tendrá por parte y se les manda- 



(1) Arte. 8T3 al 8T8, Ley de Enjuiciamiento érimintl. 
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. rá entregar la causa por término de cinco dias. Si no se pre- 

• sentaren dentro de aquel plazo, la Sala mandará nombrar, de 

oficio, procurador y abogado que defiendan al reo, los cuales/ 

al devolver la causa, expondrán si existen 6 no motivos para 

la casación (1). 

La Sala podrá declarar haber lugar al recurso por infrac- 
ción de ley ó por quebrantamiento de forma, aunque no lo 
hubiesen sostenido copo procedente las partes ni el fiscal. 
Guando se declare no haber lugar al recurso por ninguna 
causa, la Sala mandará pasar los autos al fiscal, y con lo que 
éste exponga y con vista de los méritos del proceso, si en- 

, contrare algún motivo para que pueda ser minorada la pena, 
propondrá áS. M., por conducto del ministro de Gracia y 
Justicia, la conmutación correspondiente de aquella. 

TITULO V. 

DEL RECURSO DE REVISIÓN. 

Habrá lugar al recurso de revisión contra las sentencias 
ejecutorias, en. los casos siguientes: 1.° Guando estén sufrien- 
do condena dos ó más peráonas, en virtud de sentencias con- 
tradictorias, por un mismo delito que no haya podido ser co- 
metido mas que por una sola. 2/ Guando esté sufriendo con- 
dena alguno como autor, cómplice ó encubridor del homici- 
dio de una persona cuya existencia se acredite después de la 
condena. 3.° Guando esté sufriendo condena alguno en vir- 
tud de sentencia cuyo fundamento haya sido un documento 
declarado después falso y penado por sentencia ejecutoria. 



{» Art. 882, Ley de Enjuiciamiento criminal. 



362 PROCEDIMIENTOS 



El recurso de revisión podrá promoverse por los penados 
en todo caso, y por sus cónyuges, descendiente», ascendien- 
tes y hermanos, acudiendo al Ministerio de Gracia y Justicia 
con soMcitud motivada. Dicho Ministerio, previa formación 
de expediente, podrá ordenar al fiscal del Supremo que in- 
terponga el recurso, cuando á su juicio hubiese fundamento 
bastante para ello. El fiscal del Supremo podrá también, sin 
necesidad de dicha orden, interponer el recurso, siempre que 
tenga conocimiento de algún caso en que proceda. , 

El recurso de revisión se sustanciará oyendo por escrito 
una sola vez al fiscal y otra á los penados, que deberán ser 
citados si antes no comparecieren. Se seguirá el recurso por 
los trámites establecidos para el de casación por infracción 
de ley, y la Sala, con informe oral 6 sin él, según acuerde en 
vista de las circunstancias del caso, dictará sentencia, que 
será irrevocable. 

TITULO VI. 

DE LOS JUICIOS DE FALTAS. 

En la Ley de Enjuiciamiento se trata esta materia en 
el libro cuarto; pero como es tan pequeña su importancia, 
le dedicamos el título final de esta tercera parte. 

CAPITULO I. 

Del juicio sobre faltas en primera instancia. 

Luego que el juez municipal tuviere noticia de haberse 
cometido alguna falta de las que puedan perseguirse de ofi- 
cio, mandará convocar á juicio verbal al fiscal municipal, al 
querellante, si lo hubiere, al presunto culpable y á los testi- 
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gos que pudieran dar razón de los hechos, señalando- dia y 
hora para la celebración del juicio (1). 

Á la citación que se haga á los presuntos culpables, acom- 
pañará copia de la querella, si se hubiere presentado, y en 
niicha citación se advertirá al citado que debe acudir al jui- 
cio con las pruebas que tenga. Guando los citados no compa- 
recieren ni alegaren justa causa para dejar de hacerlo, Serán 
multados por el juez. 

El juígío será público, dando principio por la lectura de 
la querella, si la hubiere, siguiendo á esto el examen de los 
testigos convocados, y practicándose las demás pruebas que 
el querellante pidiere y el juez considerare admisibles. Se-» 
guidamente se oirá al acusado, se examinarán les testigos 
que presentare en su descargo, y se practicarán las demás 
pruebas que pidiere y el juez creyere pertinentes. Acto con- 
tinuo expondrán de palabra las partes lo que creyeren con- . 
veniente; hablando primero el fiscal, después el querellante, 
y por último el acusado. Si el presunto culpable residiere 
fuera del término municipal, no tendrá obligación de con- 
currir al acto del juicio, y podrá dirigir al juez municipal 
escrito en su defensa, y apoderar persona que presente en 
aquel acto las pruebas de descargo que tuviere. 

De cada juicio se extenderá un acta diaria expresando 
todo lo ocurrido, y deberán firmarla todos los concurrentes 
<fue puedan hacerlo. El mismo dia ó al siguiente se dictará 
.la sentencia que podrá llevarse á ejecución, á no ser que ape« 
lare alguna de las partes. 

La apelación será libre y en ambos efectos, y una vez ad- 
mitida, se remitirán los autos originales al tribunal de parti- 



(1) Art. 935. Ley de Enjuiciamiento criminal. 
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do, haciéndose saber la remisión al fiscal y á las partes para 
que en el término de cinco días acudan á usar de su derecho • 
ante dicho tribunal. 

CAPITULO II. 
, Del juicio sobre faltas en segunda instancia. 

Recibidas las diligencias por el juez de primera instancia» 
y trascurrido el término del emplazamiento, si el apelante se 
hubiere personado, señalará dia para la vista, mandando que 
se pongan de manifiesto á las partes por término dccuarenta 
y ocho horas. Si el apelante no se hubiese personado, el tri* 
, bunal declarará desierto el recurso y devolverá los autos al 
juez municipal á costa de aquel. 

La vista será pública y comenzará por la lectura de lo? 
autos remitidos. Se oirá en seguida aí fiscal y á los interesa^ 
dos ó á sus representantes, y acto continuo se dictará senten- ' 
cia, la cual se notificará al fiscal y á los interesados pre- 
sentes. 

No se admitirá en la segunda instancia otra prueba que la 
que habiendo sido propuesta $n la primera, ne hubiere po- 
dido practicarse por causa agena á la voluntad del que la 
-hubiere propuesto. Para esta prueba podrá concederse un 
término que no pase de diez dias. 

Contra la sentencia que se dictare en segunda instancia* 
no habrá lugar á más recurso que el de casación por infrac- ! 
ciondeley (1), 



(1) Art. 951, Ley de Enjuiciamiento criminal. 
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TITULO ADICIONAL. 

DE LA EXTRADICIÓN DE LOS PROCESADOS QUE SE 
HALLEN REFUGIADOS EN PAÍS EXTRANJERO. 

Procederá la petición de extradición del que estuviere 
prQcesado ó hubiere sido condenado por sentencia firme: 1.* 
En los casos que se determinen en el tratado que estuviere 
vigente con la potencia en cuyo territorio se hallare aquel re- 
fugiado. 2.° En defecto de tratado, en los casos en que la ex- 
tradición proceda, según el derecho estricto ó consuetudina- 
rio vigente en el territorio, á cuya potencia se pida la extradi- 
ción. 3.° En defecto de los casos comprendidos en los dos nú- 
meros anteriores, cuando la extradición sea procedente según- 
el principio de reciprocidad . 

El juez-ó tribunal que conozca de la causa será compe- 
tente para pedir la extradición del reo, y lo hará por la via 
diplomática ó por la que se hubiere convenido en el tratado 
vigente con la potencia á quien se haya de pedir. La extra- 
dición podrá pedirse de oficio ó á instancia de parte; y con- 
tra el auto acordando ó denegando pedir la extradición po- 
drá apelarse. 

La petición de extradición se hará en forma de suplicato- 
rio dirigido al ministro de Gracia y Justicia; se exceptúa el 
caso en que con arreglo al trafado vigente con la respectiva 
potencia, pueda pedirla directamente el juez ó tribunal que 
conozca de la causa. Con el suplicatorio ó comunicación ha-, 
brá de remitirse testimonio de las diligencias necesarias para 
justificar la procedencia de la extradición. - 
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Cuando la extradición hubiere de pedirse por conducto 
del ministro de Gracia y Justicia, se le remitirá el suplicato- 
rio y testimonio pop medio del presidente de la Audiencia 
respectiva. Si el tribunal que conociere de la causa fuese # el 
Supremo ó su Sala tercera, los documentos mencionados se 
remitirán por medio del presidente de dicho Tribunal (1). 



(1) Art. 962, Ley de Enjuiciamiento criminal. 
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PRIMERA PARTE. 

FORMULARIOS COMUNES Á TODOS LOS PROCEDIMIENTOS. 

I. 

Délas notificaciones. 

t Notificación en persona. — En dos de Enero del aüo del 
sel|p, yo el escribano notifiqué y leí .íntegramente la 'provi- 
dencia auto ó sentencia, áD... entregándole copia de la mis- 
ma, y enterado, firma.— Doy fé.— Firma del notificado y del 
*e$cribano ú oficial de Sala. » 

«Notificación por cédula. —Juzgado... Escribanía... En la 
•demanda ordinaria deducida por D. J. K., en nombre de 
D. H. 1., sobre cobro de pesetas, se ha dictado la providencia 
ó auto que á la letra dice así: (se copiará). Y no habiendo en- 
contrado á V. en su casa habitación, le notifico la providen- 
cia, auto ó sentencia anterior por medio de la presente cé- 
dula que surtirá los mismos efectos que si fuese en persona. 
Madrid veinte de Abril de mil ochocientos setenta y siete. El 
actuario ú oficial de Sala.— Sr. D. G. de L.» 

En el expediente hará constar el escribano la persona á 
quien entrega la cédula, para lo cual firmará ésta un testi- 
go á su ruego, ó dos á ruego del escribano ú oficial de Sala. 

«Notificación con emplazamiento, — En... yo el escribano 
nQtifiqué, leí íntegramente y di copia de la providencia an- 
terior á D... citándole y emplazándole para que en el térmi- 
no que en la misma se indica comparezca á usar de su dere- 
cho en la forma prevenida por la ley, y enterado firma.— Doy 
*fé.— Firma del notificado.— El actuario ú oficial de Sala.» 
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II. 

Escritos que solo requieren firma de procurador. 

« Personándose en juicio. — D. F. de F., en nombre de D.$. 
de F., en virtud de poder bastante que en debida forma acom- 
paño, ante el Juzgado ó la Sala, como más haya lugar en 
derecho, parezco y digo: Que mi representado ha interpues- 
to apelación, ha sido citado paravcontestar la demanda (6 
lo qué sea), y á fin de que este juicio siga el curso que cor- 
responde, me muestro parte y— Suplico al Juzgado ó á la Sala, 
que teniéndome por personado, se sirva mandar se entiendan 
conmigo las diligencias sucesivas, pues así procede en justi- 
cia que pido.— Fecha y firma del procurador, i 

€ Acusando rebeldía.— Y>. F. de F., en nombre de D. M. de F. 
en los autos promovidos contra D. K. L. sobre... digo: Que el 
dia tantos fué citado y emplazado D. K. de L. para que se 
personara á contestar la demanda interpuesta por mí, y ha- 
biendo trascurrido con exceso el término del emplazamiento,, 
procede, y— Suplico al Juzgado se sirva tener por acusada la 
rebeldía y mandar que las diligencias sucesivas se entiendan 
con los estrados del Tribunal, pues así procede en justicia 
que pido.— Fecha.— Firma del procurador.» 

t Escrito apremiando— D. F. de F . ,en nombre deD. M. de 
F., en el pleito promovido contra D. K. L. sobre... digo: Que 
la parte contraria tiene tomados estos autos desde el dia... y 
habiendo cumplido el término por el que se le entregaron 
procede, y— Suplico se sirva mandar se apremie al procura- 
dor de D. K. de L. á fin de que á primera audiencia devuel- 
va los autos, y caso de no hacerlo, ordenar la oportuna aco- 
gida, pues así procede en justicia que pido.— Fecha y firma 
del procurador.» 

«Pidiendo próroga.—B.F. de T., eü nombre de D. M. 
de E., en la causa seguida contra el mismo por... digo: Que 
se me han entregado los autos para defensa por término de 
tres dias; pero como las- muchas ocupaciones del letrado de- 
fensor le han impedido evacuar el traslado,— Suplico ai 
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juzgado ó la Sala se prorogue el término concedido por tres 
días más, pues así procede por ser de justicia que pido.— 
Fecha.— Firma del procurador.» 

- Todos los escritos que tengan por objeto solicitar ó in- 
tervenir en actos de pura tramitación, como señalamiento ó 
suspensión de vista, publicación de probanza, y otros análo- 
gos, necesitan sólo la firma del procurador, y aun cuando no 
está prohibido que los firme el abogado, esto se mira muy 
mal, pues indica un inmoderado afán de devengar honora- 
rios, Al ocuparnos de lps exhortos pondremos otros escritos 
de los que salo exigen firma del procurador. 

III. 
Suplicatorios, exhortos y cartas-órdenes. 

t Suplicatorio..— ü. F. de T., juez de primera instancia 
del partido de... limo. Sr.: En los autos promovidos por 
D. K. L., en nombre de D. J. H., sobre..*, he dictado la 
providencia siguiente: (se copiará) Y para que pueda tener 
efecto lo acordado,— Suplico á V. I. se sirva disponer que por 
ei secretario de la Sala correspondiente se expida el oportuno 
testimonio de los particulares á que me' contraigo.— Dios 
guarde á V. I. muchos años.— Fecha.— Firma del Juez.— 
limo. Sr. Presidente de esta Audiencia. » 
* tOtro^b. F . de T., juez de primera üistancia del parti- 
do de., limo. Sr.: En la causa criminal instruida contra... 
por... he acordado se dirija el adjunto exhorto al juzgado de 
Pau (Francia), y á fia de que pueda cumplimentarse,— Supli- 
co á Y. I. se sirva dar el curso correspondiente á las exposi- 
ciones designadas á los Excmos. Sres. Ministros de Estado y 
Gracia y Justicia para que esl adjunto exhorto siga el curso 
que corresponda.— Dios guarde á V. I. muchos años.— Fecha. 
—Firma del Juez,— limo. Sr. Presidente de la Audiencia del 
distrito.» 

tExhorto.— D,F. deT., juez de primera instancia del par- 
tido... Al de igual clase de... atentamente saludo y participo, 
que en este juzgado y escribanía del que refrenda se sigue 
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pleito ejecutivo, promovido por D. J. H , en nombre de 
D. R. S., contra D. M. O, en el que se ha preseatado el 
escrito cuya copia simple adjunto, habiendo dictado la pro- 
videncia siguiente... Y para que lo por mí mandado en la 
providencia inserta tenga el debido cumplimiento* en nombre 
deS. M, el Rey D. Alfonso XII (q. D. g.) exhorto y requiero 
á V. S., y en el mió le pido que luego que éste le sea presen- 
tado disponga su ejecución, y verificado, lo devuelva por el 
4»nducto que lo recibiere con las diligencias á que diere Iut 
gar; obligándome al tanto siempre que los suyos viere. Da- 
do en... de...— Firma del Juez.— Del Escribano.-rSello del, 
juzgado^ 

* Mandamiento ó car ia- orden.— Audiencia de... Secretaría 
de... Dada cuenta á la Sala de lo criminal de esta Audiencia 
del testimonio remitido por V. S. relativo á la causa que 
instruye contra... por... se sirvió acordar la providencia 
siguiente: Líbrese orden al juez de primera instancia de... 
para que continúe la causa con actividad y arreglo á dere- 
cho,) dando parte, con testimonio de sus adelantos, todos los 
meses, bajo la responsabilidad del actuario. Lo mandaron 
los señores del margen y rubrica el Sr. presidente, detpie 
certifico.— Hay'una rúbrica— El secretario.— Lo que comuni- 
co á V. S. para su inteligencia y cumplimiento. Dios guarde 
á V. S. muchos años. Madrid... de;., mil ochocientos setenta 
y siete.— Firma del Secretario.— Sr. Juez de primera instan- 
cia de... i 

En la página 109 hemos dicho que los suplicatorios, ex- 
hortas y mandamientos que se expidieren de oficio se envia- 
rán directamente á su destino, y que los que se. expidieren á 
instancia de parte se entregarán a quien los haya solicitado. 
El que reciba un exhorto lo presentará con un escrito re- 
dactado en los términos siguientes: 

tAl Juzgado.— D. F. deL., en la formn más procedente 
. digo: Que en concepto de portador y para su cumplimiento 

presento adjunto el exhorto expedido por el Juagado de 

sobre Y para que lo acordado en la providencia á que se 

refiere tenga debido eFecto,— Suplico al Juzgado, que teniendo 
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por presentado el adjunto exhorto, se sirva acordar su cum- 
plimiento en los términos que él mismo indica, puesasí pro- 
cede en justicia que pido.— Fecha y íirma. 

Cumplimentado el exhorto se devolverá al Juzgado de 
que proceda, con un escrito redactado en los términos si- 
guientes: 

Al Juzgado.— D. F. de L., en nombre deD. S. K., en las di- 
ligencias sobre... digo: Qué ha sido cumplimentado el ex- 
horto que se dirigió al Juzgado de... para... y— Suplico al Juz- 
gada se sirva tener por devuelto y cumplimentado el exhor- 
to á que me refiero y mandar se uoa á los autos, dando á és- 
tos la tramitación que corresponda, pues así procede en jus- 
ticia que pido .—Fecha .—Firma del procurador . » \ 

IV. 
Escritos de reforma, súplica y apelación. 

No damos el modelo de una providencia, auto ó sentencia, 
porque lo haremos en el formulario siguiente con más pro- 
piedad |que podríamos hacerlo aquí, limitándonos, á dar la 
forma de los escritos que indica el epígrafe. 

€ Escrito pidiendo la reforma de un auto ó providencia. — Ai 
Jozgado.— D. Luis López, en nombre de D. Francisco Pérez, en 
los autQs que sigue con D. Juan Ruiz sobre (tal cosa) digfo: 
Que en el dia de ayer se ,me ha notificado el auto (ó provi- 
dencia) dictado el dia veinte del corriente, por el que se dis- 
pone (lo que sea.) Y como dicho proveido es perjudicial á los 
intereses que represento, me veo obligado á acudir respetuo- 
samente al Juzgado para que se sirva reformar dicho auto 
por las razones siguientes (se alegan). En vista de todo lo ex- 
puesto, 

Supíico al Juzgado se sirva reformar por contrario impe- 
rio, ó como mejor proceda, el auto de veinte del corriente, y 
dejándolo sin efecto, mandar (lo que se desea), pues asi pro- 
cede en justicia que pido. Madrid veinte y cuatro de Junio de 
mil ochocientos- setenta y ¡siete. Ldo. Domingo Sánchez .— 
Luis López. » 
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€ Escrito de súplica. — Ala Sala. — D. Luis López, en nombre 
de D. Francisco Pérez, en los autos que sigue con D. Juan 
Ruiz sobr-e (tai cosa' fiigo:. Que se me ha notificado el auto de 
tal fecha, por el cual la Sala se ha servido mandar (tal cosa) 
y como dicho proveido causa graves perjuicios ámi cliente,, 
me veo eu el caso de uíilizar el recurso de súplica apoyado 
en las razones siguientes (se alegan). En vista de lo ex- 
puesto, 

Suplico á la Saja, que teniendo éste por presentado, se sir- 
va suplir y enmendar, en la forma que mejor proceda, el 
auto de tal fecha, y dejándolo sin efecto disponer (lo que se 
desea), pues asi procede por ser de justicia que pido.— Madrid. 
—Firma del abogado y procurador.» 

^Escrito de apelación.— Al Juzgado.— D. F. deF., en nom- 
bre de D. S. V., en los autos promovidos pon D. P. de L. so- 
bre cobro de pesetas (ó lo quesea) digo: Que se me ha noti- 
ficado en el dia de ayer la sentencia pronunciada por el juz- 
gado, en tal fecha, por la que condena á mi parte, á lo que 
sea, y como dicho fallo, hablando con el respeto debido,, es 
gravoso á los intereses de mi cliente, me veo obligado á acu-, 
dir á la Superioridad, y 

Suplico af Juzgado se sirva admitirme la apelación que 
interpongo para ante la Audiencia del distrito, remitiendo 
estos autos, previos la citación y emplazamiento de las partes, 
pues así procede en justicia que pido.— Fecha— Firma del 
abogado y del procurador.» 

De las cuestiones de competencia. 

«Escrito proponiendo la inhibitoria. — Al Juzgado. — D. F. de 
F., en nombre de D. A. 0., en virtud de poder bastante que 
en debida forma acompaño, ante el Juzgado como mas haya 
lugar en derecho, parezco y digo: Que .mi representado ha 
sido citado y emplazado por el juzgado de primera instancia 
de A, según acredito con la copia de la demanda que se le 
entregó á mi poderdante y por la que se promueve un pleito 
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sobre reconocimiento de ima hija natural, de cuyo asunto 
. debe conocer este juzgado y no el que entiende indebidamen- 
te en el negocio, pues según la regla 1. a del artículo 309 de 
la Ley del Poder judicial (ó el que proceda) en las demandas 
sobre estado civil será juez competente el del domicilio del 
demandado; y que mi cliente es vecino de esta capital, se 
acredita no sólo con la cédula personal que exhibo, sino por 
los recibos de la contribución y certificado del alcalde res- 
pectivo. 

Envista de estas razones* considerando que este juzgado 
y no eí de A es el competente para conocer del pleito promo- 
vido por D. R. M., y protestando no¡haber hecho uso de la 
declinatoria, 

Suplico.ai Juzgado, que teniendo éste por presentado con 
los documentos que se acompañan, se sirta haber por -de- 
ducida la inhibitoria, y en su virtud dirigir oficio al Juzga- 
do de A para que, con suspensión de todo procedimiento, se 
inhiba del conocimiento de la demanda presentada por 
D.R.M. contra mi cliente y remita los autos á este juzga- 
do, á donde debe acudir el demandante á usar del derecho 
<pié crea asistirle, pues así procede en justicia que pido. — 
Fecha. — Firma del abogado y del procurador.» 

Providencia.— Juzgado de primera instancia deB, fecha. — 
Por presentado el anterior escrito con los documentos que se 
acompañan, y por formulada la inhibitoria de jurisdicción, 
se confiere traslado al Promotor Fiscal por término de tres 
dias, y evacuado, dése cuenta. Lo mandó y rubrica S. S.— 
Doy fé.— Firma del escribano. 

tJHctámen fiscal.— El Fiscal del Juzgado dice: Que por lo 
expuesto en el escrito presentado en nombre de D. N. 0. y 
por lo que aparece de la copia de la demanda unida ú estos 
* autos, teniendo presente lo que dispone la regla 1. a del ar- 
tículo 309 de la Ley del Poder judicial, procede se dirija al 
juzgado de A el oportuno oficio de inhibición.— Fecha.— Fir- 
ma del fiscal. 

tiíuto.— En la ciudad de B., fecha y nombre del Juez.— Re- 
sultando que el dia tantos se presentó escrito por el procura- 
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dor D. F. de F.,en nombre de D. N. 0., manifestando qtiésár 
principal habia sido, citado y emplazado para que compare- 
ciera en el Juzgado de A. á contestar la demanda presentada . 
por D. R. M. sobre reconocimiento de una hija natural, j 
conceptuando que debe ser demandado en esta ciudad, pro* 
pone la inhibitoria de jurisdicción.— Considerando que para 
conocer de las demandas sobre el estado civil de las perso- 
nas es juez competente el del domicilio del demandado, se- 
gún lo dispuesto en la regla 1. a del articulo 309 de la Ley 
del poder judical.— Considerando que el domicilio- del de- 
mandado es el de esta ciudad donde se halla y .ha sido em- 
plazado.— Oido el Sr. Promotor fiscal y de conformidad coa 
su dictamen, S. S. por ante mí el escribano dijo: Expídase 
oficio inhibitorio al Juzgado de A. con testimonio del escrito- 
en que se propone la inhibición, de los documentos qufc sé 
acompañan, del dictamen fiscal y de este auto, reclamando^ 
del Juzgado requerido acuse del recibo y lo firmó.— Finn& 
entera del juez y del escribano.» 

Recibido el oficio y testimonio por el juzgado á quien sé- 
dirige, y acusado el recibo, se comunicarán las actuaciones at 
demandante, que podrá oponerse alegando los recursos qtaéf 
estime convenientes, se oye ai Promotor fiscal, y en vist* de* 
todo, el juez dicta un auto accediendo á la inhibición ó -ne- 
gándola, y en este último caso, ló comunicará por oficio aF 
juagado requirente, el cual, si insiste en la competencia, eh- 
vi&tá los autos al Superior común, y lo mismo hará el réíjtite- 
rido. Recibidos los autos en el Superior, se pasarán al secre- 
tario para que forme el apuntamiento, hecho lócual sé etN 
tregárán los autos á los letrados de las partes para que se 
instruyan, sin presentar escritos, y. celebrada la vista se 
resolverá la comjtetehcia. 

tEscrito proponiendo la declinatoria.— Ib. F. de F M en nom- 
bre de D. N. 0., en virtud de poder bastante que en debida 
forma acompaño, ante el Juzgado como más haya lugar en 
derecho, parezco y digo: que mi cliente ha sido citado y em- 
plazado para que conteste á la demanda presentada poi'D. N. B. 
sobre cobro de pesetas, acompañando al mismo tiempo uú 
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pagaré que dice suscrito por mi defendido; pero como puede 
observar el Juzgado, dicho pagaré indica que no es en Madrid 
sino en Málaga donde debe abonarse la cantidad, y según la 
regla 1.* del articulo 308 de la Ley del Poder judicial, el juez 
competente para conocer de las demandas en que se ejercitan 
acciones personales, es el del lugar en que debe cumplirse 
la obligación, es decir, que según lo que arroja la demanda 
presentada por la parte actora, los juzgados de Málaga son 
los competentes para entender de la reclamación promovida. 

En su virtud, teniendo presente lo que dispone la Ley del 
Poder judicial, y asegurando no haber hecho uso de la inhi- 
bitoria,— Suplico al juzgado, que teniendo éste por presenta- 
do, se sirva inhibirse del conocimiento de este pleito, y decli- 
nando su jurisdicción, remitir al juzgado que corresponda de 
Málaga, todas las actuaciones practicadas, pues así procede 
por ser justicia quejido. Madrid, etc.— Firma de abogado y 
procurador.» * 

De este escrito se confiere traslado al demandante, que- 
alegará las razones que crea asistirle para sostener la com- 
petencia del juzgado al cual- presentó la demanda, se oirá -el 
parecer fiscal, y el Juez resolverá accediendo ó no á la decli- 
natoria, y de su resolución podrá apelarse para ante la Supe* 
rioridad. 

VI. 
Acumulación de autos. 

«D. F. deT., en nombre de D, R. N., en los autos con 
D. N. B. sobre... digo: Que en este juzgado y con intervención 
del mismo escribano ha deducido D. J* K. demanda «obre lo 
mismo que es objeto del presente juicio, pues ejercita la 
'acción tal para el cumplimiento de la obligación que se su- 
pone contraida por nü defendido. En este nuevo pleito tendrá 
mi parte que contestar con razones iguales á las que em- 
pleará al defenderse de la anterior, y á fin de evitar los in- 
convenientes de este proceder, 

Suplico ai jtízgado se sirva disponer que los autos pro- 
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movidos últimamente por D. J. K. se acumulen al presente, 
como más antiguo y de modo que ambos queden resueltos 
con una misma sentencia, pues así procede en justicia que 
pido.— Fecha.—Firma de abogado y procurador.» 

El que ha presentado la segunda demanda, alegará las . 
razones Que crea le asisten para oponerse á la acumulación, 
y el juez la decidirá, por medio de auto, bien concediéndola 
¿ negándola, pudiendo la parte que se crea perjudicada apelar 
para ante el Superior. 

VIL 

De las recusaciones. 

«D. N. N., en nombre de D. F. T., en el pleito promovido 
por D. J. K. sobre... digo: Que la persona que desempeña el 
juzgado como amigo íntimo que es de la parte actora, se baya 
comprendido en la circunstancia 10. a del art. 248 de la Ley 
del Poder judicial, y mi cliente, haciendo uso de su derecho, 
me encarga formule la oportuna recusación, suscribiendo 
conmigo este escrito. En vista de estas consideraciones, 

Suplico al juzgado, que teniendo por deducida la recusa- 
ción, apoyada en* una causa de ley, se inhiba del conocimiento 
de estos autos pasando las diligencias practicadas al juzgado 
que corresponda, todo lo cual procede en justicia que pido. 
—Fecha.— Firma del abogado.— Del procurador y del liti- 
gante.» 

VIII. 
Be la defensa por pobre. 

El litigante pobre que carezca de abogado y procurador, 
acudirá con un escrito sencillo pidiendo que se le nombren 
defensores de oficio, tanto en el- caso de que sea deman- 
dante como demandado, y la demanda se redactará en los 
términos siguientes: 

«Al Juzgado.— D. F. de L., en nombre de D. J. K., en virtud 
de nombramiento de oficio, digo: Que mi representado se vé 
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«nía necesidad' de acudirá los tribunales demandando á 
D. R. H. sobre... y careciendo en absoluto de recursos, soli- 
cita se le declare pobre en los términos legales, apoyado en 
• los siguientes 

Hechos. 

1.° Que mi cliente sólo cuenta para subsistir con el suel- 
do que percibe como cochero de alquiler, por cuyo concepto 
gana diez reales diarios. m * 

2.° Que este jornal es inferior al doble de lo que gana un 
bracero en esta localidad. 

Fundamentos de derechos. 

1.° El art. 179 de la Ley de Enjuiciamiento civil, que dis- 
' pone se administre la justicia gratuitamente á los pobres. 

2.° El art. 182 de la misma, que manda se declaren po- 
bres á los que viran de un salario permanente que. no exce- 
da del doble jornal de un bracero en cada localidad. En vis- 
, ta de estas razones, teniendo en cuenta los hechos y funda- 
mentos de derecho alegados, 

Suplico al Juzgado, que teniendo éste por presentado con 
la copia que se acompaña, se sirva, con citación contraria, 
admitirme la información que ofrezco, á fin de acreditar ios 
hechos que quedan consignados, y previo el informe de la 
administración económica de esta provincia, declarar á 
D. J. K. pobre en concepto legal para el litigio que intenta 
conD. R. H., pues así procede en justicia que pido.— Fecha. 
—Firma de abogado y procurador.» 

El escrito anterior se comunica al fiscal, mandando en- 
tregar la copia á la parte contraria, que podrá oponerse den- 
. tro de seis dias, y si los deja pasar sin *decir nada,, se le acu- 
sará la rebeldía. Examinados los testigos que presente la par- 
te que promueva la información y recibido el oficio de la Ad- 
. ministracion económica certificando que no es contribuyen- 
te, el juez dictará auto otorgando la pobreza. 

Si el pobre es el demandado, contestará á la demanda, y 
al final pondrá el siguiente 
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Otrosí digo: Que mi cliente carece en absoluto de recur* 
sos para sufragar los gastos del litigio, y necesitando justifi-; # 
car su insolvencia con citación contraría, 

duplico al Juzgado se sirva, según lo que elija la parte ' 
actora, suspender el curso de este pleito mientras se decide la 
pobreza, ó manda* se forme la oportuna pieza separada 
para dicho objeto, todo lo cual procede en justicia que pido. 
—Fecha.— Firma del abogado y procurador.» 

Tanto en el caso de que el demandante elija la suspensioa 
del pleito, como cuando pida la formación de la piefca sepa- 
rada, la pretensión de pobreza se redactará en escrito seme- 
jante al que hemos rópiado anteriormente, pudiendo con- 
signarse los hechos y fundamentos de derecho en el misma 
otrosí, pero en este caso la pie¿a separada principiará con el 
testimonio del citado otrosí. 
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SEGUNDA PARTE. 

DE LOS PROCEDIMIENTOS CIVILES. 
I. 

De la conciliación. 

tPapekta.— Sr. Juez municipal de... 

D. F. de F., de profesión sastre, vecino de esta capital, ha- 
bitante en la calle del Clavel, número veinte, cuarto cuarto, 
pide se cite á D. Q. R., de profesión carpintero, vecino de esta 
capital, habitante en la calle del Pez, número ocho, cuarto 
bajo, para celebrar acto de conciliación sobre cobro de pese- 
tas.-^Fecha.— Firma del interesado ó testigo á ruego.* 

Citado el demandado con las formalidades que hemos di- 
cho en la página 152, eldia señalado se celebiará la compa- 
recencia, y concluida se extenderáel acta en los términos si- 
guientes: 

«En... á... de... 18... ante el Sr. Juez municipal compare- 
cieron para celebrar acto dé conciliación, de una parte como 
demandante, D. F. de F., vecino de esta capital, habitante én 
la calle del Clavel, número veinte, de profesión sastre, con cé- 
dula personal expedida por la alcaldía deRuenavista con el 
número ciento diez, acompañado de su hombre bueno D. S. M. 
. con. cédula expedida por la misma alcaldia con el número 
* mil; y de otra D. Q. R., de profesión carpintero, vecino de esta 
capital, habitante en la calle del Pez, número ocho, con cé- 
dula número doce, expedida por la alcaldía de la universidad, 
acompañado de su hombre bueno D. X. J. con cédula número 
quatro mil, expedida por la misma alcaldía. D. F. de F. dijo 
reclamaba á D. Q. R. quinientas pesetas que le adeuda por 
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dos trajes <tue le ha hecho; el demandado contestó que no se 
creia obligado á satisfacer dicha suma, puesto que eldeman- , 
dante le adeuda el importe de varios trabajos de carpintería 
ejecutados en la tienda del actor; replicó el demandante que 
dichas obras, caso de tener que pagarlas, no valian ni con 
mucho lo que suponia el demandado, y éste insistió en lo 
que tenia manifestado.— En este estado, el Sr. Juez y los hom- 
bres buenos procuraron avenir á las partes, proponiéndoles 
los medios de arreglo que estimaron oportunos, y no habién- 
dose logrado avenencia, el Sr. Juez dio el acto por terminado» 
mandándose librara certificación á quien la pidiera. Leída 
esta acta la hallaron conforme los concurrentes, que con el 
Sr. Juez la firman, lo que certifico.— Firmas del Juez.— De- 
mandan te. —Demandado.— Hombres buenos.— El Secretario. » 

II. 

Be las pruebas. 

€ Escrito para dar fuerza probatoria, á un documento publi- 
co.— k\ Juzgado.— D. F. de F., en nombre de D. R.S., en los 
autos seguidos con D. N. A. sobre... digo: Que con mi deman- 
da presenté lff copia de la escritura otorgada en v .. que obra al 
folio... de estos autos, y én atención á que dicho documento 
' se ha presentado sin citación contraria, ni ésta le ha pres- 
tado su asentimiento expreso, cumpliendo con lo prevenido 
en el artículo 281 de la Ley de Enjuiciamiento civil,— Suplico 
al Juzgado se sirva acordar que, con citación contraria, se pro. 
ceda al cotejo 'del documento referido con su original exis- 
tente en el protocolo del notario D... consignándose en autos 
la oportuna diligencia de haberse hecho así, y procede por 
ser justicia que pido: 

Otrosí digo: que en el mismo caso se encuentra la copia 
del testamento otorgado en... por D... que obra ai folio... de 
estos autos, y— Suplico al Juzgado se sirva disponer, con cita- 
ción contraria, se expida carta-órden al Juzgado municipal 
de... para que dentro del término de prueba que finará 
en... se coteje con su orignal la copia del testamento á que 
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me refiero, á cuyo fia se desglose de los autos, quedando en ' 
los mismos testimonio ó (nota) de su contenido, y diligen- 
ciado, se devuelva para los efectos oportunos, pues así proce- 
de en justicia que pido como ante^-Fecba.— Firma de abo- 
gado y procurador.» 

tDocumentos privados.—!). F. de F., en nombre de D. J. K., 
en los autos seguidos con D. H. T. sobre... digo: Que estando 
recibido este pleito á prueba, conviene á los intereses de mi 
cliente sean reconocidas en forma por el deudor las cartas que 
obran en los folios... y para que dichos documentos sean 
eficaces en juicio, procede, y— Suplico al Juzgado se sirva 
mandar comparezca á la presencia judicial D. H. T., y ponién- 
dole de manifiesto las cartas que obran en los folios... declare 
bajo juramento indecisorio si reconoce por suyas las firmas 
que con su nombre y apellido autoriza dichos documentos, 
pues así procede en justicia que pido. Fecha.— Firma del 
abogado y procurador.» 

Si el citado no compareciere se presentará el escrito si- 
guiente: 

f Al juzgado,— D. F. de T., en nombrede D. J. K., en los au- 
tos seguidos con D. fí. TV, sobre*, digo: Que el deudor fué ci- 
tado para eldia de ayer con el fin de practicar el reconoci- 
miento de las cartas que obran en los folios..., y como no 
acudió al llamamiento judicial, ctfn arreglo á lo prevenida 
en el art. 293 de la Ley;de Enjuiciamiento civil, procede, y— 
Suplico al juzgado se sirva disponer que por segunda vez sea 
citado D. H, T. para que en la forma pedida en mi anterior 
escrito declare bajo juramento indecisorio si reconoce por 
suyas las firmas que autorizan las cartas referidas, aperci- 
biéndole de tenerle por confeso si dejare de comparecer sin 
ju§ta causa, pues así procede en justicia que pido.— Fecha. 
-«—Firma de abogado y procurador.» 

Si el citado no compareciere á pesar de esta segunda ci- 
tación y del apercibimiento, se presentará el escrito si- 
guiente: 

«a. F. de T., en nombre de D. J. K.,,enlos autos seguidos 
con D. H. T. sobre... digo: Que el deudor tampoco ha compa- 
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recido á la judicial presencia á prestar la declaración que 
tengo solicitada, y conforme con el apercibimiento y fo dis- 
puesto en el art. 293 de la Ley de Enjuiciamiento civil, pro- ' 
cede, y— Suplico al juzgado se sirva declarar á D. H. T. confe- 
so en la legitimidad de las firmas que con su nombre y 
apellido autorizan las cartas que obran en los folios... de es- 
tos autos, pues así procede en justicia que pido.— Fecha.— 
Firma de abogado— Firma de procurador.» 

«Confesión enjuicio.— D. F. de T., en nombre de D. M. N., 
en los autos seguidos con D. P. Q. Sobre... digo: Que habién- 
dose recibido este pleito á prueba conviene á los intereses de 
mi cliente justificar, por medio de la confesión del deudor, los 
hechos consignados en mis escritos de demanda y réplica, y 
para ello, haciendo uso del derecho que me concede el ar- 
tículo 292 de la Ley de Enjuiciamiento civil, procede, y— Su- 
plico al juzgado, que teniendo por presentado el adjunto.plie- 
go cerrado de posiciones, se sirva mandar comparezca á la 
presencia judicial D. P. Q , á fin de que bajo juramento in- 
decisorio conteste á Jas preguntas formuladas, pues así pro- 
cede en justicia que pido.— Fecha.— Firma de abogado. — 
Firma de procurador.» • 

Dentro de un sobre lacrado y sellado se presentará el 
pliego de posiciones á que se refiere él escrito, consignándo- 
• se por fcl procurador, en la cubierta que contiene, las posicio- 
nes que debe absolver D. P. Q.,,las qué se redactarán en los 
términos siguientes: 

«Pliego de posiciones á cuyo tenor deberá declararD.P.Q. 
en el pleito que sigue contra el mismo D. M. N.— 1. a La ordi- 
naria.— 2. a Cómo es cierto que el dia... recibió por conducto 
de D... la suma de... que habia pedido á D. M. N.— 3.* C6mo 
es eierto que sia embargo del tiempo trascurrido no ha sa- 
tisfecho la cantidad... que adeuda á mi cliente, soiicitandd 
prórógas siempre que se le reclama.— Fecha.— Firma de 
abogado.— Firma de procurador.» 

Si el litigante no compareciere á la primera citación, se 
pedirá se le cite segunda vez con apercibimiento, en la for- 
ma indicada anteriormente. 
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v «toritos —La prueba de peritos se hace por medio de pre- . 
gtmtas que redactará la parte que intente la prueba. 

Mecomcú*ientej*uiicial--4). F. de F., en nomtítedeü. R.S., 
en los autos con D. M. H. sobre rectificación delindpros, digo: 
Que estando recibido este pleito á prueba conviene á los inte* 
reses de mi- cliente justificar cuanto ha sostenido en sna es- 
critos de*demanda y réplica, á cayo fin procede, y — Sillico al 
Juzgado, que con citación contraria, se digne constituirse en 
el terreno... asistido de los peritos necesarios, para cuya ope~ 
ración designo desde ahora á D... á fin de que, examinado el 
lugar referido, se consigne en autos diligencia expresiva dele 
que resulte* todo lo cual procede en justicia que pido.— Fe- * 
cha .—Firma de abogado.-^Firma de procurador» . 

tTestigos.— D. F. de F., en nombre de D. L. IL, en los autos 
con D. R. K. sobre...— -cUgo: Que como la parte contraria 
niega cuanto he sostenido en mis escritos, me encuentro en 
«1 caso de probar lo que he afirmado por medio de los testi- 
gos presenciales del suceso, y— -Suplico al Juzgado, que te- 
niendo por presentado el interrogatorio adjunto y su copia, 

, en papel común, mandar que con arreglo á las preguntas con- 
signadas declaren bajo juramento indecisorio los testigos á 
que él mismo se refiere y que serán presentados por mí el • 
dia que designe el Juzgado, todo lo cual procede en justicia 
que pido.— Fecha.— Firma de abogado y procurador*» 

A este escrito se acompañará pliego de preguntas re- 
dactado en términos parecidos á los siguientes: 

«Interrogatorio de preguntas por el cual, bajo juramente 
indecisorio y con citación contraria, han de ser examinados 
los testigos que presentará D. L. R. en el pleito que sigue 
con D. R. K. sobre cobro de pesetas. 
1.* La ordinaria. 

, 2:* Cómo es cierto que D. L. H. entregó el dia... á D. R. K. 
la suma de... pesetas. 

3* Cómo es cierto que D. R. K. no extendió. el recibo 
que ofreció por haberse opuesto á ello D. L. H. en razón á la. 
amistad que le unia con D. R. K. y la mucha confianza que 
le inspiraba.— Fecha.— Firma de abogado y procurador.! 

25 
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Declarada la pertinencia de las preguntas por eUuez^ 
mandará entregar al colitigante la copia que en papel < 
y firmada sdto por el procurador babrá presentado eiqu 
intente la prueba, y la parte contraria podrá presentar, coa 
un escrito análogo, en pliego cerrado y lacrado, el interroga- 
torio de repreguntas siguientes: 

Interrogatorio de repreguntas por el cual han de*ser exa; 
minados los testigos que presente para su prueba D. L. H. en 
el pleito que sigue con D. R. K. sobre pago de pesetas. 

1.* A los que contesten afirmativamente á la segunda 
pregunta, se les repreguntará: dónde tuvo lugar la entrega, 
qué personas la presenciaron, en qué monedas se hizo, si fué 
todo en billetes de banco ó alguna parte en metálico, y cómo» 
á qué hora del dia ó de lá noche tuvo lugar la referida en- 
trega del dinero. 

2. a A los que contesten afirmativamente á la tercera 
pregunta, se les repreguntará: si lo que afirman lo saben por 
haberlo presenciado ó por haberlo oido á D. L. 1L— Fecha.— 
Firma del abogado y procurador.» 

ni. 

De las sentencias ¿n lo civil. 

Sentencia en primera instancia. — En... á... de 1877, el ae^ 
ñor D. M. N., juez de primera instancia del distrito de... ha- 
biendo visto los autos de juicio civil ordinario promovidos 
entre partes, por la una el procurador D. F. deT., en nombre 
de D. L. H., y por la otra el procuradar D. M. S., en nombre 
de D. R. K. sobre pago de cantidad: 1.° Resultando que «a... 
presentó el procurador D. F. de T. demanda ordinaria ea 
nombre de D. L. H., en la que haciendo uso de la acción per- 
sonal correspondiente pedia se condenara á D. R. K. al -pago» 
de... pesetas é intereses legales que le adeudaba porelprésta- 
mo que le hizo el dia... y á las costas y gastos de este pleito. 
—2.° Resultando que conferido traslado de la demanda á 
O. R. K., presentó su escrito de contestación en... alegando 
no ser cierto le prestara D. L. H. la suma que reclamaba > 
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si bien le babló de hacerle el préstamo, éste 110 llegó á . 

ificarse por haberle manifestado el demandante que no 
metálico disponible, pidiendo se le absolviese de la de- 
manda y se condenara en la parte actora al pago de todas 
las costas. — 3.° Resultando que seguido este pleito por todos 
sus trámites y recibido á prueba por el término ordina- 
rio, habiendo practicado cada parte la que creyó convenir- , 
le.— 1.° Considerando que según declaran I03 testigos... . 
aparece probado que el dia... D. L. H. entregó áD. R. K. la suma 
de... pesetas y que éste se comprometió á devolverle para... 
no habiendo otorgado documento alguno, porque no quiso 
aceptar D. L» H., el que ofreció extender á la presencia de los 
testigos D. R. K.— 2.° Considerando que D. L. H. ha probado 
bien y cumplidamente la acción de que hizo uso, y que 
D. R. K. no ha justificado las excepciones que ha alegado. 
—Vista la Ley 1. a , título 1.°, libro X de la Novísima Recopi- 
lación; la 1. a , título 1.°, .Partida 5.*; el artículo 2.° de la Ley 
de 14 de Marzo de 1856 y las demás citadas por las partes.— 
Fallo: que debo condenar y condeno á D. R. K. á que en el 
término 4e diez dias. satisfaga á D. L. H. la cantidad de.., 
pesetas con más los intereses legales á razón del seis por 
ciento anual desde el dia de la presentación de la demanda, y 
al pago de todas las costas y gastos del presente juicio. Así 
por esta sentencia, definitivamente juzgando, lo pronuncio, 
mando y firmo.— Firma entera del juez y del escribano.» 

t Sentencia en segunda instancia. — En ... á ... en el pleito se- 
guido entre partes, representando en esta instancia áD. R. K. 
el procurador D. M. S., y á D. L. H. el procurador D. F. de T., 
pendiente ante la Sala en virtud de apelación interpuesta por 
D. R. K. contra la sentencia que en... pronunció el juzgado 
de... por la que le condenaba al pago de... pesetas, intereses 
3 costas. — Después se consignan los hechos en los Resultan- 
<*<w, y concluidos, se pone la fórmula.— Visto, siendo ponente 
el magistrado D... Siguen después los Considerandos en que 
se indican los fundamentos legales aplicables al pleito, y ter- 
mina con la fórmula.— Fallamos: que debemos confirmar y 
confirmamos en todas sus partes y con las costas la sentencia 
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'apelada que pronunció en. . . el juez de.. . Así por nuestro sea- . 
fencia definitiva lo pronunciamos, mandamos y firmamos, — *$£ 
Firma entera del Presidente de la Sala y de todos los magis- ^ 
trados que asistiesen á la vista.— Firma del secretario.» 

IV. 

c De las apelaciones. 

Si se apela de una sentencia definitiva, .personadas las 
pariesen la Audiencia, se pasarán los autos al Secretario 
para formar el apuntamiento, y después se entregarán al 
apelante, que presentará el siguiente escrito de 

€ Expresión de agravios.— k la Sala. — D. F. deF., ea nom- 
bre deD. M. N., en los autos seguidos con D. J. K. sobre... en 
la fbrma que mejor proceda, digo: Que la Sala se ha deservir 
revocar la sentencia pronunciada en. .. por el juzgado de... 
en la que se condena á mi cliente á... pues así procede en jus- 
ticia por las razones que paso á exponer. (Se examina el fallo 
y se alegan las razones que crea tener el apelante, para impug- 
nar la apreciación de los hechos y la, aplicación del derecho). — 
fin vista de todo lo expuesto,— Suplico á la Sala se sirva re- 
vocar la sentencia apelada y absolviendo á mi parte conde- 
nar á la contraria á... por ser de justicia que con costas pido. 
— Otrosí.digo: que estoy conforme con el apuntamiento, y^— 
Suplico á la Salase sirva tener por hecha esta manifestación 
para los efectos oportunos.— Fecha.— Firma del abogado y 
procurador.» 

La parte favorecida por la sentenciapresentaráel escrito de 
«Contestación al de agravios. — A la Sala. — D. L. 0., en nom- 
bre de D. J. K., en el pleito seguido con D. M. N. sobre... pen- 
diente ante la Superioridad en virtud de apelación inter- 
puesta por la parte contraria, digo: Que la Sala, desestimando 
la pretensión de D. M. N., se ha de servir confirmar con cos- 
tas la sentencia que en... pronunció el juzgado de... pues así 
procede en justicia por las razones siguientes: (Se alegan to- 
das las que crea asistirle en defensa del fallo, cuya confirma- 
ción se solicita.) En vista de todas las razones expuestas,— 
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Suplico á la Sala se sirva continuar 1^ sentencia pronunciada* 
en... por el juzgado de... y condenar á D. M. N. al pago de 
todas las costas, pues así procede en justicia que pido.— Otrosí 
digo: que estoy conforme con el apuntamiento, y Suplico á la 
Sala se sirva teuer por hecha esta manifestación para loa efec- 
tos oportunos. ^Fecha.— Firma del abogado y procurador.» 

Si se ha apelado de un auto ó providencia después de per- 
sonadas las partes, se pasará el expediente al Secretario para 
formar el apuntamiento, y tanto el apelante comoel apelado, 
al devolver los autos que les serán, entregados para instvuc* 
cton, presentarán por su orden el escrito siguiente: 

A la Sala.— D. F. deF. , en nombre de D. M. N., en los autos 
seguidos con D. P. Q. sobre... digo: Que se me ha entregado 
el expediente para instrucción en virtud de la apelación in- 
terpuesta por D. P. Q. contra el auto que en... dictó el juez 
de... y habiéndose instruido suficientemente el letrado de- 
fensor de mi parte,— Suplico á la Sala se sirva tener por he- 
cha esta manifestación y por conforme con el apuntamiento. 
—Fecha.— Firma del abogado y procurador.* 



Del juicio ordinario. 

«Demanda.— Al Juzgado.— D. F. de F., en nombre de D. B. 
C, en virtud de poder bastante que en debida forma acompa- 
so, ante el Juzgado como más haya lugar en derecho, parez- 
co y digo: Que mi cliente es dueño.de la finca denominada... 
situada en... cuyos linderos son los siguientes... D. J. K., 
dueño de la heredad que linda por el Mediodia con la de mi 
principal, viene desde hace algunos meses pasando por dicha 
, finca sus carros y ganados con el pretesto de que tiene el de- 
recho de servidumbre, habiendo llegado hasta utilizar un 
interdicto que obliga á mi cliente á acudir al Juzgado para 
que D. J.K. reconozca no tener la servidumbre que dice, 
abonando á mi representado los danos y perjuicios que se 
le han originado por D. J. K., reclamación apoyada en los 
siguientes 
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Hechos. 

1.° Que D. B. C. es dueño de la heredad... situada en... 
cuyos linderos son... 

2.° Que D. J. K., dueño de la heredad que linda con la 
de mi cliente por el Mediodía, viene desde hace algunos me- 
ses pasando por las tierras de mi principal sus carros y ga- 
nados, causando con ello graves perjuicios á las planta- 
ciones. 

3.* Que no & exacto tenga la heredad... gravamen nin- 
guno, ni mucho menos la servidumbre de paso en que se 
apoya la parte contraria para obrar como lo viene haciendo, 
hasta el punto de haber acudido al juzgado con éi interdicto 
que se sustanció en su dia y por el cual se vé obligado mi 
principal á acudir coa esta demanda, apoyada en los siguien- 
tes Fundamentos de derecho. 

1.* Que según I03 principios más elementales y la juris- 
prudencia del Tribunal Supremo consignada en varias sen- 
tencias y entre otras las de 23 de Junio 1862 y 13 Diciem- 
bre de 1865, la libertad de un prediose presume mientras no 
se pruebe lo contrario por el que pretenda tener la servi- 
dumbre. 

3.° Que á D. J. K. incumbe por tanto demostrarque la he- 
redad de mi cliente está sujeta á la servidumbre de via que 
injustamente viene utilizando. 

4.° Que el litigante temerario debe ser condenado en 
costas. 

En vista de los hechos y fundamentos de derecho alega- 
dos y haciendo uso de la acción real correspondiente,— Su- 
plico al Juzgado, que teniendo ésta por presentada con el po- 
der, oopia de la demanda, en papel común, certificación deba-^ 
ber celebrado el acto de conciliación y demás documentos 
quese acompañan, se sirva condenar á D. J. K. á quedeje 
libre la finca de mi principal del gravamen que vieue ha- 
ciéndole sufrir, declarando que sobre la citada finca no exis- 
te ninguna servidumbre, condenando á D. J. K. al pago de 
todos los perjuicios causados, costas y gastos de este juicio, 
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pues así procede en justicia que pido.— Fecha. — Firma de* 
abogado' y procurador.» 

, Entregada lá copia de la demanda y personado el procu- 
rador del demandado, se le entregarán los autos para que 
conteste, 

«Contestación.— Al Juzgado.— *D. H. M., en nombre de D. J. 
K. en el pleito promovido por D. B. G. sobre que mi cliente 
deje de usar de la servidumbre de via que existe sobre la he- 
redad del demandante, digo: Que el Juzgado se ha de servir 
absolver á mi cliente de la demanda interpuesta, puesasí pro- 
cede por las razones que paso á exponer: (se alegan los funda- 
mentos- que crea tener el demandado, después consignará en pár- 
rafos separados y numerados los hechos y fundamentos de dere- 
cho pertinentes á la cuestión). En vista de todos los hechos y 
fundamentos de derecho aducidos, — Suplico al Juzgado, que 
teniendo por contestada la demanda interpuaeta por D. B. C, 
se sirva condenar á la parte actora á que reconociendo el de- 
recho de mi cliente á 7 utilizar la servidumbre de paso sobre 
la finca del demandante, no le ponga en lo sucesivo obstácu- 
lo de ninguna especie, condenándole á la vez al pago de las 
costas de este juicio,* pues asi procede en justicia que pido. — 
Fecha.— Firma de abogado y procurador.» 

«Escrito de réplica.— k\ Juzgado.— D. F. D. T., en nombre 
de D. B. C, en el pleito seguido con D. J. K. sobre... digo: 
Que se me han entregado estos autos para evacuar el traslado 
de réplica, y como el demandado, sin embargo de todo lo di- 
cho en su contestación no ha podido destruir las razones que 
alegaba en mi demanda, insisto en ella, reproduciendo cuan- 
to tengo manifestado, consignando además los siguientes he- 
chos: (se reproducen ampliados los de la demanda, y se agre- 
gan hs nuevos pertinentes al pleito). — Fundamentos de dere- 
cho: (se consignan en párrafos numerados y separados los que 
sean pertinentes).— En vista dé los hechos y fundamentos de 
derecho referidos,— Suplico al Juzgado se sirva tener por 
evacuada la réplica, y fallar en definitiva como tengo solici- 
tado en mi demanda, pues así procede en justicia que pido. 

Otrosí digo: que tratándose en este pleito cuestiones de 
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"hecho y de derecho, es indispensable justificar los primeme» 
y— Suplico al Juzgado se sirva recibir este pleito á prueba par 
el término ordinaño. Pido justicia como antes.— Fecha.— 
Firma de abogado y procurador, t 

tEscriio de duplica.— Al Juzgado.— D. H. M., en nombre de 
D. J. K., en el pleito promovido por D. EL G. sobre... digo: 
Que se me han entregado estosautos para evacuar el traslado 
de duplica, y no habiendo la parte actora podido destruir las 
neones en que apoyaba mi contestación, reproduzco lo dicho 
«a la misma, añadiendo además los siguientes hechos: [se cp»- 
*i^n).— Fundamentos de derecho: [se alegan).— En vista de 
los hechos y fundamentos de derecho referidos,— Suplico al 
Juzgado, que teniendo por evacuada la comunicación confe- 
rida, se sirva fallar en definitiva como tengo solicitado «a 
mi escrito anterior, pues así procede en justicia que pido. 

Otrosí digo: que estoy de acuerdo en que este pleito se 
reciba á prueba, y— Suplico al Juzgado se sirva acordarlo, 
pues así procede en justicia que pido como antes.— Fecha.— 
Firma de abogado y procurador.» 

€ Alegato de bien probado del demandante. — Al Juzgado. — 
B. N. 0., en nombre de D. P. Q M en los'autos seguidos coa 
D. J. K. sobre... alegado debien probado, digo: Que el Tribtf- 
nal no podrá menos de fallar como tengo solicitado en mis 
escritos de demanda y réplica, pues la prueba practicada ha 
venido á justificar cuanto oportunamente afirmábamos. To- 
dos los testigos han declarado de una manera coneluyea- 
te, etc. , (se examinará minuciosamente el resultado de la prue- 
ba practicada).— Por tanto, teniendo por evacuada la comuni- 
cación conferida y por probado cuanto se ha dicho en mi de- 
manda y réplica,— Suplico al Juzgado se sirva llamar los 
autos á la vista y fallar en definitiva como tengo solicitado 
en mis escritos anteriores, pues así procede en justicia que 
pido— Fecha.— Firma de abogado y procurador.» 

Alegato de bien probado del demandado . — Al Juzgado. — 
D. H. X., en nombre de D. J. K., en el pleito seguido con 
D. P. Q. sobre... cumpliendo con la comunicación conferida 
para alegar de bien probado, digo: Que el Juzgado, en vista 
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t del resoltado de ias pruebas practicadas, ao podrá menos de* 
absolverá mi cliente de la injusta demanda propuesta por el 
actor. 

Las pruebas practicadas por la parte contraria, en lugar 
detávorecerle son los medios de defensa de mayor utilidad 
pata mi cliente (*e examina el resultado ofrecido por la prueba 
praúticada).-^Eü vista de todo lo expuesto; considerando que 
la parte actora no ha» podido probar la acción de que hizo uso 
en su demanda, mientras que mi parte lo ha hecho cumplida» 
mente tte sus excepciones,— Suplico al Juzgado, que teniendo 
por evacuada la comunicación conferida y por presentada 
éste con la copia, en papel común, que se acompaña, se sirva 
absolver en definitiva á mi cliente y condenar á la contraria 
ai los términos que tengo solicitado en mis escritos de con- 
testación y duplica, pues así procede en justicia que pido.— 
Fecha.— Firma de abogado y procurador.» . 

VI. 

Del juicio verbal. 

En los juzgados municipales suelen tener impresas las 
papeletas-demandas para los juicios verbales, de modo que 
no hay que hacer otra cosa sino llenar los claros y firmar 
el documento, para que se pueda presentar al juez. Guando 
en el Juzgado no las tengan preparadas de esa manera, se re* 
dactará la papeleta manuscrita del modo siguiente: 

«D. Juan Ruiz, labrador, vecino de esta filia y habitante 
en la calle Real, número doce, demanda ajuicio verbal á don 
Tomás López, labrador, vecino de esta villa y habitante en la 
calle de San José, número veinte, reclamándole el pago de 
t doscientas cuarenta pesetas que le prestó el que suscribe, se- 
gún lo acreditará en su dia. Por 16 que suplica al Juzgado 
se sinfa señalar dia y hora para la comparecencia, mandan- 
do citar al demandado con arreglo á ley, á cuyo fin se acom- 
paña la copia de esta papeleta.— Getafe doce de Marzo de mil 
ochocientos setenta y siete.— Juun Ruiz.» Esta papeleta y su 
copia se escriben en papel común; las demás actuaciones de- 
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*ben extenderse en papel sellado correspondiente. Recibida. 
Ja papeleta, convocará el juez á las partes á una compare- 

. cencía, mandando entregar la copia al demandado con las 
formalidades que hemos indicado en la página 192. Si el de- 
mandado creyere quese trata de una reclamación superior 
á doscientas cincuenta pesetas, al comparecer ante el Juzga- 
do promoverá esta cuestión previa* que resolverá el Juez 
oyendo á las partes, y si decidiere continuar sustanciando el 
pleito, consignará el demandado su reclamación, para que 
conste y produzca sus efectos al apelar de la sentencia defini- 
tiva, si saliere condenado. 

En el debate delante del Juez municipal, apelación al de 
primera instancia, nulidad del juicio y demás, se observará 
cuanto hemos dicho en la página 191. ¿ 

VIL 

Del juicio de menor cuantía. 

t Al Juzgado.— D. J. L. y D... propietario, veeino de esta^ca- 
pital, habitante en la calle del Clavel, número ocho, ante el 
Juzgado, como más haya lugar en derecho, parezco y digo: 
Que deseando servir á mi amigo D. T. G. y F., comerciante y 
vecino de- esta capital, habitante en la calle de la Montera, 
número noventa, le facilité la suma de setecientas pesetas el 
dia primero de Marzo del año anterior, comprometiéndose á 
devolverme dicfla cantidad el dia doce del mes de Febrero 
próximo pasado, según se acredita con el pagaré que en de- 
bida forma acompaño. Deseando hacer efectivo el crédito, he 
requerido amistosamenteaiSr. 6. para que cumpliera su. com- 
promiso, y no lográndolo, he decidido acudir á los tribunales 
• para obtener el pago de la deuda contraída, y habiendo cele- 
brado sin avenencia el acto de conciliación, acudo con la pre- 
sente demanda de menor cuantía, consignando los siguientes 
— Hechos:— 1.° Que el dia primero de Marzo de mil ochocien- 
tos setenta y seis, presté á D. Tomas García y Fernandez sete- 
cientas pesetas, cuya suma se comprometió á devolverme el 
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dia doce de Febrero último, según se acredita con el pagaré* 
que acompaño. 

2.» Que habiendo vencido el plazo para el pago, le re- 
querí privada y amistosamente para que cumpliera su com- 
promiso, y no habiéndolo logrado, lé cité á conciliación, 
cuyo acto se celebró sin conseguir avenencia, como lo acre- 
dita la certificación que acompaño. — Fundamentes de de- 
recho. 

1.° La Ley 1.*, tít. 1.°, part. 5.% según la cual el que r§cibe 
una cosa en préstamo mutuo flueda objigado á devolver x)tro 
tanto de la misma especie y calidad en el lugar y tiempo 
convenidos. 

2. e El artículo 2.° de la ley 14 de Marzo de 1856, según 
el cual el deudor debe abobar á su aereedor el interés con- 
venido, siempre que conste por escrito. 

3.° El artículo 1133 de la Ley de Enjuiciamiento civil, se- 
gún el cual toda contestación "entre partes cuyo interés no 
pase de setecientas cincuenta pesetas, ó sean tres mil reales, 
-debe decidirse en juicio de menor cuantía. 

4.° Que el litigante temerario debe ser condenado en 
costas. 

En vista de los hechos y fundamentos de derecho alega- 
dos, y haciendo uso de la acción personal correspondiente, 

Suplico al Juzgado, que teniendo ésta por presentada, 
-con la certificación del acto de conciliación, pagaré, copia 
-de la misma.y del documento que se acompaña, se sirva dar 
á este litigio el curso que corresponde, condenando á D. G. 'y 
F. al pago de las setecientas pesetas que me adeuda, con más 
los intereses, costas causadas y que se causaren, pues así 
procede en justicia que pido.— Madrid.— J. L. y D.» 

Con esta demanda se acompañarán los documentos en 
<¡ue se funde la pretensión, y copia de la demanda .y de los 
mismos, en papel común, firmados por el demandante. En- 
tregadas las referidas copias al demandado, se le citará y 
emplazará para que conteste dentro de seis dias. 

Si el demandado se opone á que el pleito se sustancie co- 
mo de menor cuantía por tenerla mayor, presentará un es- 
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*crito en que baga constar su oposición por ese motivo, en 
términos parecidos á los siguientes: 

tAl Juagado.— D. T. G. y F., comerciante, vecino dejesta 
capital, habitante en ka calle de la Montera,' número noven- 
ta, ante el Juzgado, como más haya lugar en derecho, parea- 
coy digo: Que se me ha conferido traslado de lademandade- 
ducida por 0. J. Ly D. reclamando el pago de setecientas pe- 
setas, de que dice le soy deudor; pero en la misma demanda, 
conforme eon el pagaré presentado, y del que se me ba en- 
tregado copia, se dice que defco abonar también los intere- 
ses convenidos, que son los correspondientes al tiempo del 
préstamo, y tipo de diez por dentó anual, resultando (pie la 
reclamación intentada por el Sr. L. asciende á más de sete- 
cientas cincuenta pesetas, máxinyim señalado para los jui- 
cios de menor cuantía. Haciendo uso del derecho que me con- 
cede la Ley de Enjuiciamiento civil es^ sus artículos 1133 y 
1135, me opongo á que la reclamación promovida panel 
Sr. L . se»sustancie en juicio de menor cuantía, y 

Suplico ál Juzgado, que teniendo hecha esta manifesta- 
ción, se sirva declarar que es de mayor cuantía el pleito in- 
tentado, y que no vengo obligado á contestar á la demanda 
hasta tanto que se deduzca en el juicio que corresponde, im- 
poniendo á la parte actorá las costas causadas y que se cau- 
saren en la sustanciacion de esté artículo de previo y espe- 
cial pronunciamiento, que se resolverá con arreglo á lo dis- 
puesto en la ley, pues así procede en justicia que pido. — 
Madrid.— T. G.» 

El Juez de primera instancia, después de oir á las partes 
enjuicio verbal, decidirá la cuantía del litigio, y por lo tanta 
el procedimiento que deba seguirse. Si declarare que es de 
menor cuantía, el demandado que se opuso presentará un • 
escrito, en el que sin faltar al respeto debido al Tribunal, con- ' 
signe que protesta contra la resolucioh ¡del Juzgado, y que 
utilizará en tiempo oportuno el recurso 4e nulidad. 

Si el demandado no compareciere dentro de los seis dias 
del emplazamiento, el demandante presentará un escrito ha- 
ciéndolo constar así, y pedirá que se continúe el juicio en re- 
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beMía. Si el demandado contesta, lo bará en escrito parecida* 
al de demanda, alegando los hechos y fundamentos de de- 
recho que sean oportunos* suplicando que se le absuelva 
de la demanda y se impongan las costas á la parte actora. 
El demandado utilizará su contestación para proponer las ex- 
cepciones que le asistan, así como para reconvenir al de- 
mandante en los casos que proceda, manifestando si estacón- 
forme con los hechos alegados por él actor, y éste también 
lo consignará al contestar á la reconvención, en caso de ha- 
berse formulado. 

El demandado acompañará á su contestación \os docur 
mentos en que funde sus excepciones, ó la reconvención en 
sa caso, copia de la contestación y de los documentos en pa- 
pel común, firmadas por él. 

La contestación á la demanda se redactará en términos 
parecidos á los siguientes: 

«Al Juzgado.— D. T. 6. y F.,.de este comercioy vecindad, 
evacuando el traslado conferido de la demanda de menor 
cuantía presentada por J>. J. L. y D., en reclamación de pe- 
setas, ante el Juzgado, como más haya lugar en derecho, pa- 

' rezco y digo: Que me ha sorprendido mucho la conducta de 
la parte actora, llevando este asunto á los tribunales, cuando 
antes de dar ese paso debió recordar que es. deudor mió por 
setecientas pesetas, importe de un pañuelcf alfombrado que 
compró en mi establecimiento el dia veinte de Octubre del 
año sgaterior y cuyo precio aun no ha satisfecha ni yo había 
intentado cobrar, porque siendo respectivamente deudores y 
acreedores, ambas deudas, de igual entidad, habian quedado 
totalmente compensadas. 

Cumpliendo con la ley, consigno los siguientes— Hechos. 
— i.° Que si bien es cierto que D. J. L. me prestó las setc- 

. cientas pesetas que reclama, posteriormente, ó sea el veinte 
de Octubre de mil ochocientos setenta y seis, compró un 
pañuelo alfombrado, cuyo importe de setecientas pesetas 
aún no ha pagado, siendo deudor mió por igual suma á la 
que me reclama. — Fundamentos de derecho: — 1.° Que la 
compensación es uno de los modos 4e extinguir las obliga* 
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•dones, siempre que los créditos sean líquidos, puros y ven- 
cidos. 

2.° Que el litigante temerario debe ser condenado en 
costas. 

Bn vista de los hechos y fundamentos de derecho adur 
cidos, 

Suplico al Juzgado, que teniendo ésta por presentada, con 
la copia de la misma que se acompaña, y por contestada: la 
demanda interpuesta por D. J. L. y D., sé sirva absolverme dé 
la misma, imponiendo á la parte actora todas las costas cau- 
sadas y que se causaren, pues así procede en justicia que pi- 
do.— Madrid.— T. G.» 

Guando el demandado formulare reconvención, eí actor 
deberá contestar dentro de tercero dia. Si las partes estuvie- 
ren conformes en los hechos, el juez los citará á juicio verbal 
y dictará sentencia en el mismo dia. Si no hubiere conformi- 
dad en los hechos se recibirá el pleito á prueba, previniendo 
á las partes que dentro de tercero dia propongan toda la que 
quieran utilizar, la que se practicará dentro del término que 
se señale y que no podrá pasar de nueve dias. Unidas las 
pruebas á los autos, el juez convocará á las partes á juicio 
verbal, y desjetaes de oirías, dictará sentencia. 

De la sentencia se puede apelar presentando, dentro de 
los cinco dias siguientes á la notificación, un escrito para ha- 
cerlo constar, y en este mismo escrito se utilizará el recurso 
de nulidad e* el caso de haberse hecho la protesta oportuna 
en primera instancia, sustanciándosela apelación en lo» tér- 
minos indicados en la página 193. 

VIII. 

Del juicio de desahucio. 

€ Papeleta de desahucio conforme á la Ley de \%de Junio 
de 1877.— Sr. Juez municipal de... D. F* de T., vecino de és- 
ta... habitante en la calle de... número... propietario, solici- 
ta se cite á D. M. de T., vecino de ésta, habitante en la ca- 
lle... número... cuarto,., empleado, para celebrar el juicio 
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verbal que previene el artículo 638 de la Ley de Enjuicia- » 
miento civil, á fin de que el demandado desocupe, en el tér- 
mino de ocho dias, la casa que ocupa, propiedad del recur- 
rente, por no haber satisfecho las mensualidades conveni- 
das, apercibiéndole de lanzamiento en' los términos que 
previene la ley citada.— Fecha.— Firma del demandante, i 

€ Demanda de desahucio por infracción del contrato. — Al 
Juzgado.— D. L. L., en nombre de D. M. R., en virtud de po- 
der bastante que en debida forma acompaño, ante el Juzga- 
do como más haya lugar en derecho*, parezco y digo: Que 
según aparece del contrato de arrendamiento que acompaño, 
mi cliente, dueño de la casa número... de la dalle de... al- 
quiló á D. J, V. el cuarto segundo de la derecha por la suma 
de... pesetas anuales, pero con la condición de que el inqui- 
lino lo ocuparía con sú f^nilia, sin poder destinar la habita- 
ción á otros usos. D. J. V., faltando á lo convenido, ha puesto 
en el citado cuarto un almacén de géneros de lanería y al- 
godón; y como no puede consentir mi representado la infrac- 
ción manifiesta del contrato de arrendamiento cometida por 
D. J. V., acude al Juzgado utilizando el desahucio, apoyada 
en los siguientes Hechos.—!. 9 Que D. M. R., dueño de la 
casa número... de la calle de... alquiló á D. J. V. el cuarto 
segundo de la misma por la suma de... pesetas, con la ex- 
pida condición de que el cuarto seria ocupado por el inqui- 
lino con su familia, no pudiendo dedicarlo á otros usos sin 
permiso escrito del dueño. 2.° Que D. J. V., faltando al con- 
trato de arrendamiento, ha puesto en el cuarto citado un al- 
macén de paños y géneros de lencería. — Fundamentos de de- 
recho:— 1.° La ley 1.*, título 1.°, libro 10.° de la Novísima 
Recopilación, según la cual de cualquier modo que uno se 
obligue quede obligado á cumplir lo que prometió. 2.° El 
^ artículo 1.° de la ley de 9 de Abril de 1842 que dispone sean 
cumplidos á la letra los pactos y condiciones puestos en los 
contratos de arrendamiento. 3.° El artículo 639 de ía Ley de 
Enjuiciamiento civil que consigna entre las causas del desa- 
hucio la infracción manifiesta de las condiciones del contrato 
<le arrendamientó.-^En vista de todos los hechos y funda- 
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►meato* de derecho alegados, haciendo uso de ia acción per- 
sonal correspondiente,— Suplico al Juzgado, que teniendo por 
presentada ésta, con copia de la misma, el poder bastante y 
demás documentos que se acompañan, se sirva, previa la ce- 
lebración del juicio yerbal correspondiente, declarar en su 
dia haber lugar al desahucio del cuarto segundo de la casa 
número... de la calle... queioeupa D. J. V., apercibiéndole de 
proceder al lanaainiento y retención de bienes para cubrir 
las costas de este juicio, pues así procede por ser de justicia 
<iue pido.— Fecha.— Firma de abogado y procurador.» 

IX. . 

Del juicio de retracto, 

La demanda de retracto se redactará del mismo modo que. 
la ordinaria y que la anterior de ¿íesahucio, consignando en 
los hechos y fundamentos de derecho los que sean pertinen- 
tes al juicio, y en la súplica pedirá el demandante se declare 
haber lugar al retracto, disponiendo que el comprador otor- 
gue la correspondiente escritura de venta,, bajo apercibi- 
miento de hacerlo de oficio á su costa, justificando que se ha 
-consignado el precio de la finca ó afianzando hacerlo cuando 
sea conocido, acompañando copia simple de la demanda. 
Respecto al compromiso de no vender la finca y celebrar 
el acto de conciliación, véase lo que decimos en la pági- 
íia20l. 

X. 

De los interdictos. 

. *De adquirir.— Se-redacta en la forma de la demanda, 
«oasignando en los hechos y fundamentos de derecho lo^ 
<pie sean pertinentes, conforme á lo dicho en ia página 204, 
y terminará: Suplico al Juzgado, que habiendo por presen- 
tado éste con el poder, partida de defunción y copia del tes- 
tamento indicado, se sirva mandar se ponga á mi poderdan- 
te en posesión de los bienes que dejó á su fellecimiea- 



Dipitized by 



Google 



í 



é 

CIVILES Y CRIMINALES. 401 ' # 

• 

tofl... y entosqye instituyó heredero ámi cliente, haciendo 
las intimaciones necesarias á los colonos é inquüinos para 
q¡¿e reconozcan al nuevo poseedor; haciendo entnega* al mis- 
ión de dichos bienes y sus productos, facilitándoseme testi- 
monio del auto de posesión y de las diligencias practicadas 
pira su cumplimiento, precediéndose en todo lo demás con 
arreglo á la ley, pues así procede en justicia qu&pido.— Fe- 
cha.-nFirma de abogado y procurador.» 

«De retener. —Se hará relación de lo ocurrido; se ofrecerá 
iDjformacion para acreditar: 1.° Que se halla en pacífica po- 
seían de la finca el demandante. 2.° Que el demandado le 
ha hugiietado, entrando en la finca y cogiendo frutos etcé- 
tera, y terminará:— Suplico al Juzgado, que teniendo por 
presentado este escrito, con los documentos que se acompa- i 
ñan, se sirva admitir á mi principal la información ofrecida» 
y declarando, en su consecuencia, haber lugar ai interdicto" 
de retener que intento, previos los trámites necesarios,, dic- 
tar sentencia amparando á la posesión á mi cliente, man* 
dandotoacer á D... las intimaciones procedentes para que no 
perturbe en ella á mi representado, bajo apercibimiento de * 
proceder á lo que haya lugar, condenándole ai pago de to- 
das las costas de este juicio, pues así procede eti justicia que 
pido. — Fecha.— Firma de abogado y procurador. » 

•De recobrar. — Se hará relación del hecho y se ofrecerá " 
inforníacion para acreditar: 1.* Que D. A. N. estaba en quie- 
4a y pacífica posesión de la finca... 2.° Que D. J. K. le ha des* 
pojado de ella, y por qué, medios, y terminará:— Suplico al 
Juzgado, que teniendo *por deducida esta demanda y pro- 
puesto el interdicto de recobrar, se sirva admitirme informa- 
ción sQbre los.extremos á que me he referido y, acreditados 
<pie sean, restituir á mi representado, en la posesión de la 
"heredad citada, condenando á ü. J. K. en las costas, devolu- 
ción de los frutos, indemnización de daños y perjuicios oca- 
sionados y que se originen hasta la terminación de estas di- 
ligencias, y á la pérdida de las labores y demás á que debe 
ser condenado como despojador, pues así procede en justi- 
cia que pido.— Fecha, firma de abogado y procurador. i—Si 
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se pídele sustancie el interdicto sin audiencia del despojan-* 
te, se dará fianza, según hemos dicho en la página 206. 

c De obra nueva.*— Se hará relación de los hechos y aplica- 
ción del derecho, y terminará: — Suplico al Juzgado, que ha- 
biendo por presentado este escrito con el poder y documen : 
tos que se acompañan, y por interpuesto el interdicto de 
obra nueva, se sirva mandar se suspenda la que está ejecu- 
tándose por orden de D. H. M. en el referido sitio, disponien- 
do se le haga saber, réquiriéndose á los maestros y opera- 
rios que la están ejecutando para que cesen inmediatamente 
en la obra bajo las penas correspondientes, mandando.se 
proceda en todo lo demás con arreglo á lo prevenido en la 
ley, condenando á D. H. M. al pago de todas las costas, pues 
así procede en justicia que pido.— Fecha.— Firma de abogado 
y procurador.» 

*De obra vieja.-— Después de hacerse relación del peligro 
que amenace por el estado ruinoso de la obra, . concluirá: — 
Suplico al Juzgado, que habiendo este por presentado con el 
poder y documentos que se acompañan, y por interpuesto el 
interdicto de obra vieja, se sirva pasar á inspeccionar por sí 
ó acompañado de un arquitecto la obra que denuncio, y de- 
cretar, en su consecuencia, las medidas urgentes y oportu- 
nas de precaución indispensables para su seguridad y para 
• evitar los riesgos que ofrece, compeliendo al dueño ó encar- 
gado á que las ejecute bajo apercibimiento de hacerlo de^ 
oficio y á su costa, todo lo cual procede en justicia que pido. 
—Fecha.— Firma de abogado y procurador.» 

XI. 

De los embargos preventivos. 

«AlJuzgado.— Don F. de T., en nombre de D. M. de T., en' 
virtud de poder bastante que en debida forma acompaño, 
ante el Juzgado como más haya lugar en derecho, parezco y 
digo: Que según se acredita por la escritura que acompaño,. 
D. J. K. adeuda á mi cuente la suma'de... pesetas, cuya can- 
tidad, por haber cumplido el plazo, ha debido satisfacer el 
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deudor, el cual, lejos de procurar cumplir su compromiso, 
» intenta marcharse vendiendo antes los muebles que posee 
y que debian responder de la deuda contraída, y conforme 
con lo dispuesto en el artículo 981 de la Ley de Enjuicia- 
miento civil.— Suplico al Juzgado, que teniendo éste por pre- 
sentadocon el poder, escritura de préstamo y demás docu- 
mentos que se acompañan, se sirva decretar el embargo pre- 
ventivo de los bienes muebles ó raíces que posea D. J. K., 
suficientes á responder de las... pesetas que adeuda á mi re- 
presentado, y hecho, se me entreguen los autos para deducir 
la correspondiente demanda ejecutiva, todo lo cual procede , 
en justicia que con costas pido.— Fecha.— Firma de abogado 
y procurador.» 

XII. 
Demanda ejecutiva. 

Se redacta como la ordinaria con los hechos y fundamen- 
tos de derecho pertinentes al contrato de préstamo, ó al que 
sea, y terminado, se pondrá: «En vista de ios hechos y funda- 
mentos de derecho aducidos, considerando que el documento 
. es ejecutivo, la deuda líquida y el plazo vencido, haciendo 
uso de la acción personal correspondiente,— Suplico ai Juz- 
gado se sirva mandar se despache ejecución contra los bie- 
nes de D. J.*K. por la suma de... pesetas que adeuda á mi 
cliente por los intereses devengados y que se devenguen, 
costas causadas y que se causaren hasta el total reintegro de 
la suma reclamada, protestando abonar en cuenta justos y le- 
gítimos pagos, pues así procede en justicia que pido.— Fe- # 
cha.— Firma de abogado y procurador.» 

Para dar fuerza ejecutiva á un documento privado, sea 
pagaré, letra, carta, etc., se presentará un escrito en la for- 
ma indicada en la página 380, para que el deudor reconozca * 
la firma; si no compareciere, se pedirá se le cite la segunda 
vez, y si tampoco compareciere, se pedirá se le cite la terce- 
ra con apercibimiento; pero podrá suprimirse la tercera cita- 
ción, y se le declarará confeso á solicitud del demandante, 
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si se protestó el docmnento-ó se hizo requerimieato por no- 
tario. . < 

Si no se tiene documento ninguno, se podrá preparar el 
juicio ejecutivo pidiendo se haga comparecer al deudor para 
que absuelva las posiciones que formulará el demandante, 
según queda dicho en ei formulario de la página 384; pero 
si el deudor no comparece ni á la segunda ni tercera cita- 
ción, no quedará al actor más remedio que acudir al juicio 
ordinario, pues para preparar el ejecutivo no se puede decla- 
rar confeso al deudor por no haber comparecido á absolver 
posiciones, lo que sí tiene lugar en el ordinario, como he- 
mos dicho en la página 385. 

XIII. 

De los recursos de casación. 

t Preparando el de infracción de %.— A la Sala de la Audien- 
cia.— D. F. L., en nombre de D. 5J. K., en el pleito seguido 
con D. H. R. sobre... digo: que se me ha notificado la senten- 
cir pronunciada por la Sala, en la que se condena á mi clien- 
te á... y como en dicho fallo, hablando con el respeto debi- 
do, existen infracciones de ley que perjudican á mi parte, 
me propongo interponer el recurso de casación por infrac- 
ción de ley, y— Suplico á la Sala se sirva mandar se me ex- 
pida testimonio de la sentencia pronunciada {y de la primera 
instancia si hubiere sido aceptada en todo 6 parte), para acudir 
al Tribunal Supremo interponiendoelrecurso.de casación 
por infracción de ley, todo lo cual procede en justicia que 
pido.— Fecha.— Firma de abogado* y procurador.» 

Si el litigante es pobre, en lugar de pedir se le entregue 
el testimonio, solicitará se envíen directamente por la Sala 
sentenciadora á la primera del Supremo, acudiendo el pobre 
personándose con un escrito y solicitando se le nombre abo- 
gado y procurador de oficio que interpongan el recurso. 

^Interponiendo el recurso por infracción de ley.—* A la Sala 
primera del Supremo.— D. F. L., en nombre de D. M. K. r en 
virtud de poder bastante que en debida forma acompaño, 
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ante la Sala, como- más, haya lugar en derecho, parezco y. 
digo:— Que entre D. H. R f y mi principal se ha seguido plei- 
to ante el Juzgado... y Audiencia de... sobre validez del tes- 
tamentó que en... otorgó D." J. 0. y por el cual instituyó he- 
redero á mi cliente como testimonio del aprecio que merecía 
á su difunta esposa. La Sala de lo civil de la Audiencia de... 
por sentenciada... ha declarado nulo el citado testamento, 
apoyándose en que no concurrió al acto un notario y sí sólo 
tres testigos vecinos, determinando, en su consecuencia?, que 
hahia lugar al abintestato; pero como dicho fallo infringe 
la ley, no queda-á mi cliente más recurso que el de casación, 
que interpongo con arreglo á lo prevenido en la ley de 18 
de Junio de 1870, citando como infringidos: 

1.° La voluntad de la testadora, que es ley en materia 
de sucesiones testamentarias. 

2.° La ley 1/, tít. XVIII, libro 10 de la Novísima Recopi- 
lación, según la cual vale el testamento otorgado ante tres 
testigos vecinos, én el caso de no haber notario ni cinco testi- 
gos en la localidad. . 

En visfa detestas razones; considerando que la sentencia 
cuyo testimonio acompaño es definitiva, y que se ha hecho 
el depósito que previeift la ley,— Suplico á la Sala, que te- 
niendo por interpuesto el recurso de casación por infracción 
de ley, se sirva admitírmelo, y en su dia casar y anular la 
sentencia pronunciada en... por la Sala de lo civil de... dic- 
tando, previos los trámites establecidos, nuevo fallo ajustado 
á la ley; todo lo cual procede en justicia que pido.— Fecha.— 
Firma de abogado y procurador, r 

€ Interponiendo el recurso por quebrantamiento de forma. — 
A la Sala de la Audiencia:— D. M. 0., en nombre de D. J. K., 
en el pleito seguido pon D. R< S. sobre... digo: Que se me ha 
notificado la sentencia pronunciada en... por la Sala, en la 
cual se condena ámi cliente á... En dicho fallo, hablando 
con el respeto debido, se comete una lamentable infracción 
de procedimiento, puesto que mi cliente no ha sido citado 
para sentencia definitiva en esta instancia, caso previsto en 
la regla 3.* del articulo 5.° ¿e la Ley sobre reforma de la ca- 
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• sacion civil, no habiendo sido posible pedir la subsanacion 
de la falta por el período del pleito jen que se cometió.— fio 
vista, pues, de que el recurso que interpongo llena todas Tas 
condiciones que exige el artículo 32 de la citada Jey,— ^Supli- 
co á la Sala se sirva admitirme el recurso de casación por 
quebrantamiento de forma que interpongo, remitiendo el 
pleito original ala Sala tercera del Supremo para que, sus- 
tanciado este recurso con arreglo' á derecho, se case y anule 
la sentencia pronunciada, y se.repongán estos autos al esta- 
do que tenían cuando se cometió la falta; todo lo cual pro- 
cede en justicia que pido.— Fecha y firma de abogado y pro- 
curador.» - 

XIV. 
Modelo para el inventario y avalúo. 

En el lugar oportuno hemos dicho cuál es el objeto del 
inventario; vamos á ocuparnos de su redacción, especial - 
. mente cuando no asiste escribano. 
' Pasados los nueve dias del fallecimiento de la persona de 
cuya sucesión se trata, se reunirán en la casa mortuoria to- 
dos los interesados, y conviniendo eá* hacer el inventario ex- 
trajudicialmente, lo verificarán en la forma que diremos- El 
avalúo se practica á la vez que el inventario, y para ello, ó 
se eligen de comuñ acuerdo peritos que asesoren á los inte- 
resados, ó éstos convienen en fijar precio á los objetos, se- 
gún vayan inventariándose, empleando en dichas diligen- 
cias, que suelen ser largas, papel de dos reales pliego, y la 
redacción del documento será la siguiente : 

«En Madrid, á veinte y seis de Abril de mil ochocientos 
setenta y seis, estando reunidos en la casa mortuoria de don 
Manuel Ruiz y López, calle de la Reina, número ocho, princi- - 
pal, su viuda dona Angela Diaz, sus hijos D. Vicente, doña 
Emilia, doña Luisa, D. Modesto Suarez, esposo de doña Emi- 
lia, y testigos que suscriben, convinieron todos en proceder 
sin intervención judicial á la liquidación y partición del cau- 
dal hereditario, y deseando segflir en el inventario el orden 
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que establece la Ley de Enjuiciamiento civil, la señora viuda. 

exhibe los bienes siguientes: 

*^» • 

* Metálico. 

Quinientas pesetas en monedas de cinco 500 

Cuatrocientas pesetas en billetes del Banco de Es- 
paña, 400 

Total 900 

„ Alhajas. 

Uq aderezo de oro y perlas , doscientas 200 

Una cadena de oro ? cincuenta 50 

Un reloj de oro, cincuenta.- 50 

Una docena tenedores de plata, valorada en cien pe- 
setas 100 

Una docena de cucharas del mismo metal, ciento.. 100 
Siguen de este modo detallándose las demás alha- 
jas que existan. ' 

Total 500 

Efectos públicos . 

Cuarenta títulos al portador -de la deuda interior 
consolidada del 3 por 100, cuyo valor efectivo, se- 
gún la cotización del dia, al. quince por ciento, 
suman novecientas pesetas 900 

Somovientes. * 
Un caballo de silla, valuado en pesetas — 800 

Frutos. 

Cincuenta arrobas de aceite, á diez pesetas arroba. . 500 ^ 
' "Cincuenta arrobas de vino tinto, á cinco pesetas ar- 
roba , 260 

Diez fanegas de trigo, á cinco pesetas ^. 50 



l 



Total 800 
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• Muebles. 

Una sillería de palo santo y damasco rosa, valuada , 

en ochocientas pesetas , ; 80O 

De este modo siguen detallándose los demás mue- 
bles, libros, ropas, etc. 

Raices. 

Una casa situada en Avila, calle de Peligros, núme- 
ro veinte, de dos pisos, fábrica de piedra y ladri- 
llo, cuya superficie es de doscientos metros cua- * 
drados, valuada en novecientas pesetas 900 

Siguen las demás fincas, expresando sus linderos, 
cabida, renta, servidumbre y censos, cuando exis- , 
tan. Es conveniente separar las rústicas de las ur- v 
bañas. 

Derechos y acciones. 

Un pagaré suscrito por D. Matías Creso, fecha 2 de 
Mayo de 1875, por la suma de cien pesetas que 
deberá abonar el año de su fecha , ... 10O 

Un censo sobre la casa de la calle del Saúco, núme- 
ro ochenta, cuyo capital, según escritura, es de 
seiscientas pesetas y produce cincuenta al año . . . 600 
Dos acciones de la sociedad titulada la Mina, 
cuyo valor es de cien pesetas cada una (1) 200 



Total 909 



Importa el total de los bienes inventariados, salvo arror ú 
omisión, la suma de cinco mil novecientas pesetas. 

Inventario, de papeles. 

La escritura de compra déla casa de la caHe de Peligros, 
número veinte. Otra del censo que tiene la casa de la calle 
del Saúco, número ochenta, según aparece en el ínvea-, 
tario. 

La carta de dote á favor de Doña Angela Diaz. 



(1) Guando los documentos de deuda y acciones se cotizan en Bolsa, 
* colocan en la partida de efectos públicos. 
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• 

El testamento otorgado por D. Manuel Ruiz. # 

Un libro de cuentas, etc., etc. 

Si todos los interesados están conformes con el inventa- . 
rio y avalúo, puede pasarse al período de liquidación y par- 
tición; pero si antes de esto desean la aprobacionjjudícáal del 
inventario, el albacea ó cualquiera de los interesados, lo pe- • 
dirá en un escrito redactado del modo siguiente: 

«Doña AngeJa Diaz, viuda de D. Manuel Ruiz, ante el Juz- 
gado como mejor proceda eo derecho, parezco y digo: Que 
por convenio de todos los interesados en la testamentaria de 
mi difunto esposo, hemos practicado el inventario y avalúa 
de los bienes existentes ai fallecimiento de' aquel, y para 
proceder á la liquidación y partición, 

Suplico al juzgado, que previa conformidad y rectificación 
de los interesados, se sirva aprobar, sin perjuicio de terce- 
ro, el inventario y avalúo que acompaño, pues así procede 
en justicia que pido. Madrid cuatro de Mayo año del sello*— 
Angela Diaz.* 

Si las diligencias de testamentaría ó abintestato tienen 
carácter judicial, entonces todas las solicitudes y escritos, 
irán firmados por abogado y procurador. Si los interesado* 
no se conforman con el inventario, lo impugnarán en la for- 
ma que dejamos indicado en ía página 239. 

XV. 
Formulario para las particiones. 

Las particiones ofrecen grandes dificultades, nacidas unas 
veces de la voluntad del testador y otras de los matrimonio* 
celebrados, ó del número y clase de los hijo/ 

Si las particiones se hacen judicialmente ha de celebrarse 
una junta, en la que los herédense pohdrán de acuerda 
para* el nombramiento de contadores^y éstos, examinando 
el inventario, avalúo, testamento y dem¿ papeles, proceder 
rán á hacer las cuentas, sujetándose á ioj principios que de- 
terminan la ley y que hemos dado^ conocer. 

Formado el cuerpo total de hacienda,«uyos datos los su- 
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"¿ministran el inventario y avalúo, se procede á sacar las ba- 
jas comunes, que son: los bienes de la mujer, los bienes del 
marido y deudas contraidas durante ei matrimonio; el restó • 
son gananciales, y de ellos se deducirá el lecbo cotidiano, < 
que se adjudica siempre el cónyuge sobreviviente. 

Después se forma el haber ,de cada cónyuge, añadiendo á ' 
su capital propio la mitad de gananciales qne le correspon- 
de, sacando del haber del marido, si éste es el fallecido* fes 
arras ofrecidas y ei importe del luto. Se detrae después el 
quinto del caudal que va á dividirse; de lo que queda, se «a- * 
ca el tercio para el mejorado, y lo demás se divide en tamas 
porciones igual'es como hijuelas haya que hacer, disminu- 
yendo el quinto por las bajas de entierro, funeral, misas, li- 
mosnas y legados. 

En el caso que nos sirve de modelo, hay que hacer las 
suposiciones siguientes: 

Primera. Sobre el capital de Doña AngelaJDiar.— Próximo 
á contraer matrimonio D. Manuel Ruiz, otorgó carta de pago 
y recibo de bienes que trajo al patrimonio su esposa Doña 
Angela Diaz, ^uyo importe asciende á la suma de quinientas 
pesetas, que se comprometió á devolver á la disolocion -del 
matrimonio. En el mismo documento ofreció D. Manuel en 
arras cien pesetas á Doña Angela, declarando que cabían^ 
la décima parte de los bienes libres que tenian, y medjaaite 
haber cabido entonces y caber ahora en ella, se abonarán, 
íntegramente con carácter de reservables. La Sra. Doña An- 
gela adquirió por herencia de su tio D. domingo Santo, la 
suma de quinientas pesetas, según consta del testamento 
otorgado por dicho señor, cuya suma recibió D. Manuel Ruiz, 
y debe por tanfo abonarse á Doña Angela Diaz la suma de 
mil cien pesetas como capital suyo puesto en la sociedad 
legal. ' . - . 

Segunda. Sobre el capital de D. Manuel Ruiz.— Al contraer 
matrimonio con D(jña Aqgela Diaz, dio el padre de D. Ma- 
nuel á este, la suma de quinientas pesetas como donación 
propter nupcias, seiun chista déla escritura firmada al efec- 
to. El mismo D. MJnuel nuiz, heredó de su tio D. Joaquin % 

■ 44 

'•* D,g,t¡zedby GoOgle ^^f 
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Rute, la suma de cuatrocientas pesetas, resultando, por tantof 
que el capital llevado al matrimonio por el difunto D. Manuel 
Rute, asciende^ novecientas pesetas que se abonarán ínte- 
gramente, por haber gananciales suficientes para pagar las 
deudas contraidas durante el matrimonio . 

Tercera. Sobre el testamento de D.Manuel Ruiz.— En el 
testamento otorgado por dicho señor, ordena que su entierro 
y funerales sean modestos, y se hagan las limosnas y sufra- 
gios por su alma que determinen los albaceas. Lega á Ü. An- 
tonio Rute el relój>de .oro, valuado en cien pe§etas; á Doña 
Brígida López, la Biblia ilustrada por Doró, valuada en vein- 
te; á D, Eduardo Ruiz, la cadena de oro, valuada en Veinte, 
y ¿Doña Isabel Ruteóla sortija de oro con sello, valuada en 
diez pesetas. Declaró la dote que habia llevado sujnujer, me- 
joró en tercio y quinto á su hija Doña Luisa, instituyendo 
por únicos y universales herederos á sus hijos D.. Vicente, 
Doña Emilia y Doña Luisa. • 

Con arreglo á todas las consideraciones expuestas, se pro- 
cede á formar el cuerpo de hacienda, liquidación y partición 
de la* herencia dejada por D. Manuel ftuiz en la forma si- 
guiente: 

Cuerpo de hacienda. 

Mil pesetas en que han sido valuadas las tierras in- , 

ventariadas 1000 

Quinientas en que han sido valuadas las casas .... 500 

Mil que importan los frutos 1000 

Asi sucesivamente se van especificando en grupos 
las diferentes clases de bienes que se hayan in- 
ventariado, y se suma el total que supondremos 
asciende á nueve mil pesetas 

Total . 9000 

Bajas comunes. 

Quinientas pesetas que importa la dote de doña An- 
gela Diaz 500 

Quinientas pesetas de la herencia que recibió doña 
Angela, según aparece en la primera .Suposición. 500 
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Trescientas pesetas que importan las deudas con- 
traídas durante el matrimonio, y que por estar sa- 
tisfechas no se detallan. ..... 300 

Quinientas pesetas que importa el capital llevado al 
matrimonio porD. Manuel Ruiz, más cuatrocien- 
tas que heredó 9U tio 900 

Total de bajas comunes. . . . 2200 

Resultan por tanto, gananciales, la diferencia entre 

el caudal inventariado y las bajas comunes, ó . 

sean ; , 6800 

Bajando doscientas pesetas del lecho cotidiano 206 

Quedan gananciales líquidos. 6600 

Su mitad , 3300 

Haber de D. Manuel Ruiz. 

Capital que llevó al matrimonio y herencia adquirida 900 
Mitad de ganancias .3300 



Total 4200 

Bajas de este haber. 

Por las arras ofrecidas á Doña Angela 100 

Por luto ordinario de la viuda 80» 



Total...., . 180 



Queda reducido el haber de D. Manuel Ruiz á 4020 

El quinto de esta suma es 804 

Queda para sacar el tercio. 3216 

Importa el tercio ., 1072 

Queda para las legítimas 2144 

Distribuida esta suma entre ios tres hijos de Don 

Manuel Ruiz ? corresponde á cada uno . . 714 

Asqiende el quinto de los bienes que forman el ha- 
ber de D. Manuel Ruiz, según hemos dicho, á 

ochocientas cuatro pesetas. 804 

Bajas del quinto. 

Los gastos de entierro, que según recibo, ascien- 
den á 10O 
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— ■ II. 

Los gastos de 'funeral, que importan . 80 

Las misas con las limosnas dispuestas por los alba- 

. ceas, en cumplimiento de la voluntad del difunto. 90 

El legado de D. Antonio Ruiz 100 

El Iegado.de Doña Brígida López : 20 

El legado de D. Eduardo Ruiz 20 

El legado de Doña Isabel Ruiz 10 



Importan estas rebajas.... 420 < 

Queda reducido el cfuinto á 384 

Esta suma de trescientas ochenta y cuatro pesetas, que 
es el residuo del quinto, unido al tercio se aplicará además 
de su legítima, á Doña Luisa Ruiz, á quien el testador ha me- 
jorado en tercio y quinto. Procede por tanto hacer el resu- 
men y liquidación de lo que toca á cada uno de los interesa- 
dos en esta partición por todos sus derechos. 

Haber de doña Angela Díaz. 

Por su dote ,. 500 

Por la herencia de su tio 500 

Por su mitad de gananciales 3300 

Por las arras ofrecidas 100 

Por el luto ordinario de la viuda ' 80 

Por el lecho cotidiano 200 

Total ; 4680 

Haber de Doña Luisa Ruiz. 

Por el resto del quinto •....; 384 

Por el tercio en que fué mejorada 1072 

Por su legítima ; . . .\ . . 714 

Total 2170 



Haber de D. Vicente Ruiz. 
por su legítima 714 
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Haber de dona Emilia Ruiz. ¡ „ 

Por su legítima 714 

Queda distribuido todo el caudal dejado al fallecimiento 
de D. Manuel Ruiz, y si alguna duda quedara, jtodria com- 
probarse la cuenta, sumando todas las partidas totalizadas, 
para saber si dan lo que aparece como cuerpo de hacienda, 
•en la forma siguiente: , 

Importe de las deudas. .' ". 300 

Haber de doña Angela Diaz • — . — 4680 

Haber de Doña Luisa Ruiz 2170 

Haber de D. Vicente Ruiz , 714 

Haber de doña Emilia Ruiz :'. . . t 714 

Entierro, misas, limosnas y legados 420 

Total , ' 8998 



Caudal inventariado * 9000 

Lo que falta, procede del fraccionamiento de sesenta y 
seis céntimos que hay en las legitimas* para cubrir todo él 
caudal, lo que se ha hecho para evitar gastos sin* fruto en 
apurar quebrantos, siendo una cantidad tan pequeña; pero 
cuando sean sumas de consideración, se procederá con exac- 
titud matemática, porque entonces podrían ser de entidad los 
perjuicios. 

XVI. 

Formulario de adjudicación. 

Practicada la liquidación y división en la forma indicada 
en el formulario anterior, procede hacer la adjudicación dé 
los bienes hereditarios, teniendo presente sobre esto, lo que 
hemos dicho en las páginas anteriores. Añadiremos á lo que 
entonces decíamos, que ai formar las hijuelas deben poner- 
se unidos todos los bienes de una misma clase, como inmue- 
bles, muebles, frutos, dinero y demás, con objeto de evitar 
confusiones lamentables. Guando las fincas tengan separa» 
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dos sus títulos de propiedad^ se expresará esta circunstancia 
en la partida correspondiente. 

& alguno de los herederos ha traido bienes á colación, su 
hijuela no ofrece ninguna dificultad, pero se diferencia de 
las demás, en que se debe anotar como primera partida la 
suma colacionada. 

Siguiendo en esta adjudicación la liquidación anterior,, 
procederemos á sacar las hijuelas en la forma siguiente^ 

Doña Ángela Diaz, por su dote, herencia, ganancia - 
tes, y demás que se detalla en la liquidación,' 
tiene un haber de 4680 pesetas, salvo error ú 
omisión. 

Adjudicación y pago. 

Se adjudican á Dona Angela Diaz, en pago de las 
cuatro mil seiscientas ochenta pesetas á que as- 
ciende su haber: 

i.° Dos fanegas de tierra de pan llevar, sitas en 
la villa de Getafe, cuyos linderos son: por el Nor- 
te, la carretera; por el Sur, tierras de D. Tomás 
Alonso; por el Oeste, con terrenos de D. Juan Ló- 
pez, y por el Este, con terrenos del mismo;: cu- 
yas fanegas se adquirieron durante el matrimo- 
nio por quinientas pesetas cada una y por igual 
'Suma aparecen valuadas en estas diligencias, . 
entregándose la escritura de compra* á la intere- 
sada, para que haga de ella el uso que conven- 
ga. Importan las dos fanegas mil pesetas 1000 

2.° Una casa en Avila, situada en la calle Nueva, 
número veinte, compuesta de pi§o bajo y prin- 
cipal, con sus accesorios y dependencias, cuya 
casa fué la que heredó Doña Angela de su tio, y 
ha sido valuada en quinientas pesetas 500 

3.° La sillería de la sala, valuada en cuatrocien- 
tas 400 

Se continúan señalando los demás bienes y metá- 
lico que se adjudiquen, poniendo el total de bie- 
nes adjudicados * 4680 

Haber de Doña Angela Diaz 4680 



Queda pagada 0000 
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Ascendiendo lo que por todos conceptos debe reci- 
bir Doña Angela Díaz á la suma de cuatro mil 
seiscientas ochenta pesetas, é importando dicha 
cantidad los bienes que se le han adjudicado, 
queda enteramente satisfecha de su haber 

Hijuela de doña Luisa Ruiz. 

Doña Luisa Ruiz, como heredera mejorada en ter- 
cio y quinto, por D. Manuel Ruiz, debe percibir 
por todos conceptos* la suma de dos mil ciento ' 
setenta pesetas 2170 

Se adjudican á doña Luisa Ruiz, ven su nombre, 
pc>r ser menor, á su señora madre doña Angela 
Diaz, en pago de su haber: 

I.° Dos fanegas de tierra, sitas en Avila, sus lin- 
deros son: {se expresan) cuyas fanegas están va- 
luadas en guientas pesetas cada una, según 
consta también en la escritura de compra, que 
se entregará á la representación legítima de la 
interesada. 

Importa la tierra adjudicada 100 

2.° Una mesa de comedor, valuada en cien pe- 
setas V 100 

3.* Trescientas pesetas en metálico 306 

Se continúa hasta adjudicar el total de 2170 

Saber de Doña Luisa Ruiz 2170 



Queda pagada 0000 



En la misma forma se irán haciendo las demás hijuelas, 
advirtiendo que así como la adjudicación hecha á Doña Lui- 
sa, lo ha sido á su madre, por ser aquella menor, del mismo 
modo la adjudicación y pago que hubiera que hacer á una 
mujer casada se baria á su marido, expresándolo así .en la 
diligencia. 

Concluidas todas las adjudicaciones se harán las declara- 
ciones precisas ó conyenientes; por ejemplo: 

1.* Se declara, que si aparecieren algunos otros bienes 
correspondientes á este caudal, se deberán tener por aumen- 
to de él, y se dividirán proporcionalmente entre las personas 
ú quienes habrían correspondido. 
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2í° Que si resultaren deudas ó responsabilidades contnf 
A cajjdal, que no se hayan satisfecho ó deducido, quedan to • 
dos los interesados obligados proporcioualmente al pago de 
ellas. 

3.° Que si alguna de las fincas adjudicadas resultare 
afecta á una carga ó no pertenecer á la testamentaría, aquel 
á quien se adjudicó deberá ser reintegrado por los demás, 
abonándose también los gastos, daños y perjuicios; pero de- 
berá seguir y defender el pleito que se suscite, .citando de 
eviccion á los demás interesados, pues de otro modo no ten- 
<lrá derecho el perjudicado para pedir el saneamiento, ó sea 
lá indemnización que decimos. 

4. # Que no se ha formado hijuela de deudas, por es- 
tar satisfechas, tanto las comunes, como las que son carga t 
del quinto. 

5.° J3e declara también, que las escrituras y demás docu- 
mentos de propiedad de las tincas, se entregarán á la perso- 
- na f á quien se h^yan adjudicado, para que con ellas pueda 
justificar su legitimidad. 

6.° Que los derechos de inventario, tasación, partición y 
testimonios de las adjudicaciones que se han de dar á los in- 
teresados, del mismo modo que el papel empleado y los de- 
más gastos que ocurran hasta la terminación de todo, no se 
han deducido; y así deberán tasarse y especificarse en la ta- 
sación, lo que á cada interesado toca satisfacer por su parte, 
y en proporción á la herencia que recibe. 

Si quedare algo sin dividir, á causa de estar en litigio 
ó* por otro motivo, se expresará en una declaración es- 
pecial. 

Las hijuelas de deudas han de formarse en cabeza del 
Viudo, viuda ó hijo mayor, poniendo primero los acreedores* 
# con expresión de la suma que tienen derecho á reclamar, y 
luego los bienes que se apliquetrpara su pago. 

Concluidas las particiones judiciales, se presentarán al 
juez para que las apj uebe, y después se entregarán á un no- 
tario. Las particiones extrajudiciales terminan, otorgando 
una escritura ante notario y testigos tpdos los interesados, y 
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lendrán derecho á pedir primeras copias de la escritura; pa- 
ro no segundas, que sólo podrán darse por orden del juez ó 
solicitud de todos los contrayentes. 

' xvn - 
Alimentos provisionales. 

«D. J. L\ y G., natural y vecino de esta Corte, casado, de 
oíicio zapatero, y habitante en... ante el juzgado, como me- 
jor haya lugar en derecho, parezco y digo: Que á consecuen- 
cia de una larga y peüosa enfermedad que ha consumido to- 
dos mis recursos, me encuentro en* la mayor necesidad y sin 
poder atender á mi subsistencia ni á la de mi mujer é hijo. 
En tan triste situación, he acudido á mi padre D. D . L. pi- 
diéndole los alimentos que necesito y que está obligado á 
darme por todas las leyes vigentes; pero se niega, fundándo- 
se en que contraje matrimonio contra su voluntad, y en vis- 
ta de esta negativa tengo que acudir á la- autoridad judicial 
implorando protección. 

Para cumplir con lo prevenido en la ley de Enjuiciamien- 
to civil, presento la partida de bautismo que me acredita hi- 
jo legitimo del citado D D. L., y una certificación de la Ad- 
ministración económica de esta provincia, por la que aparece 
que mi padre posee, sólo en fincas, un capital de doscientas 
mil pesetas, que producen próximamente diez mil de renta. 
Ofrezco además, información de testigos para probar que no 
poseo bienes ni me hallo en condicionen de poder trabajar, y 
que mi padre es persona acomodada. 

En cuya virtud, y fuadado en lo establecido etí la legisla- 
ción vigente, 

Suplico al juzgado, que habiendo por presentado e3te es- 
crito con los documentos que acompaño, se. sirva admitirme 
la información testifical que ofrezco, y en mérito á todo lo 
expuesto, ordenar á mi padre D. D. L., que me satisfaga por 
vía de alimentos provisionales y mensualidades adelantadas, 
ciento cincueuta pesetas, ó la suma que el juzgado considere 
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justa, teniendo en cuenta su fortuna y las necesidades 
del que suscribe.. Así procede en justicia que pido. Ma- 
drid./. J. L. y I. • 

XVIII. 

♦ Nombramiento de guardadores. 

■ , • « Tutor legitimo — D. M. R., vecino de esta Corte, habitante 
¿en... ante el juzgado como más haya lugar en derecho, pa- 
dezco y digo: Que doña I. R., hermana del exponente y viu- 
,da de D. L L<, falleció el dia dos del corriente, dejando en 
Wfándad á sus hijos D. J. y doña E. L. y R., ei primero de 
■ .'.seis años de edad y la segunda de cuatro, según se aeredita 
: ¡por las partidas del Registro civil que en debida forma 
.^acompaño; y corno doña I. R. murió sin otorgar testamento 
\*m codicüo, segunde acredita ppr la partida de defunción que 
^acompaño, no pudo designar tutor para sus hijo?, Jos cuales 
r * deben quedar sometidos á la tutela del pariente más próxi- 
mo, según expresamente lo dispone la ley; y para qué tenga 
. ' esto debido cumplimiento, 
, *,. Suplico al Juzgado se sirva tener por hecha la manifiesta- . 
1 cion que antecede, y en vista de los documentos que acom- 
paña, proceder á la elección de la persona que haya de en- 
cargarse de la tutela de los referidos huérfanos, pues así pro- 
cede en justicia que pido. Madrid, M. R.» 

«Nombramiento de curador para los bienes. — No habiendo 
, curador testamentario corresponde su nombramiento ai mis- 
mo menor, y lo hará por comparecencia ante el juez, bien 
expontáneamcnte, ya citado á instancia de parte ó de oficio, 
en la forma siguiente: 

En... á... ante el Sr... juez de primera instancia del dis- 
trito de... comparece D. J. G. y L , soltero, de esta vecindad, 
habitante en la calle de... y por ante mí dijo: -Que el dia 
veinte de Agosto de mil ochocientos setenta y cuatro, falleció 
supadre D/H. G., vecino que fué de esta Corte, según lo 
acredita con la certificación del Registro civil del distrito del 
Congreso que quedsíunida á estas diligencias, que qn ocho ' 
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¿el corriente mes y año falleció abintestato doña L. L., ma- 
dre del compareciente, según lo acredita también por la cer- 
tificación del Registro civil del distrito de Palacio, y oneon- 
trándosc libre de la patria potestad, necesita elegir curador 
que se encargue de la administración de sus bienes, para 
cuya elección tiene derecho por haber cumplido diez y ocho , 
años de edad, según k) acredita por la partida dé bautisra* 
que queda unida á estas diligencias, y usando de la automa- 
ción que las leyes le conceden, nombra curador para la ad- 
ministración de sus bienes á su tio D. T. L., de este comercio 
y vecindad, habitante en... rogando, al, señor Juez, se sirva 
habprle por nombrado, y discernirle el cargo, previos los re- 
quisitos legales. Así lo dijo y Arma con S. S., de lo que yo el 
escribano doy fé.—E. V.—J.G.—F.P» 

En vista de esta manifestación, el juez hará comparecer 
al nombrado, y después de aceptado el ca*go y prestacj* la 
correspondiente lianza, se le hará el discernimiento. ; 

XIX. 
Depósito de personas. 

Ds mujer casada.— Al Juzgado.— Doña I. L., vecina de esta 
Corte, habitante en... casada con D. J. F., al Juzgado con el 
respeto debido digo: Que intento entablar demanda de divor- 
cio, fundada en los malos tratamientos de que soy víctima y 
que se acreditarán oportunamente; pero como la conducta de 
mi esposo dá motivo para sospechar ejerza sobre mí coacción 
y estorbe mi libertad de defensa, Suplico al Juzgadq se sípra 
acordar mi depósito provisional en los términos qqe exprés* 
la ley, pues así procede en justicia que pido.— Fecha.— Finúa 
de la interesada.» 

«De myjer soltera.— k\ Juzgado. —Doña I. deS.,4e veinte y 
dos años de edad, natural y vecina de esta Corte, habitante 
en la calle de... al Juzgado, coij el respeto debido, expone: 
Que tiene dacfy la palabra de matrimonio á DJ. M., con 
quien sostiene relaciones desde hace cuatro añqs,. La expo- 
nente ha solicitado de su señor padre frl consejo necesario 
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para celebrar dicho enlace, pero siempre se le niega, amena- 
zándola para que desista de un casamiento que está resuelta 
á celebrar á todo trance; mas como pudieran llevarse á eje- 
cución las amenazas,- Suplico ai Juzgado se sirva constituir- 
me en depósito, en los términos que previenen los artículos 
,1305 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento civil, pues así 

procede en justicia.— Fecha y firma.» 
? 

XX. 

- Informaciones para dispensa de ley. 

De la dispensa de edad para administrar los bienes» — Esta 
es una de las llamadas gracias al sacar que concede el Rey, 
por causas especiales debidamente justificadas; y uno de 16s 
motivos que se alegan con más frecuencia, fcs $ propósito . 
de dedicarse al comercio el menor. La solicitud efue se dirija 
aj Rey "se redactará en términos parecidos á los siguientes: 

«Señor; D. Uafael García y López, natural y vecino de ésta, 
soltero, de veinte años de edad, á V. M., con el respeto debi- 
do, expone: 

Qué por muerte <}e sus, padres se encuentra emancipado, 
y teniendo edad suficiente y capital bastante, desea dedicar- 
se al tráfico mercantil, obteniendo antes la venia de edad 
que exige el artículo 4.° del Código de comercio. 

En virtud de estas consideraciones y calculando los bene- 
ficios que ha de obterier el recurrente, 

Suplica á V. M., que teniendo por presentado éfcte escrito 
con los documentos que se acompañan,, se digne disponed se 
expida la Real orden necesaria para que por el Juzgado cor- 
respondiente se practique la información testifical y el cote- 
jo de los documentos, concediendo en su dia al que suscribe 
autorización para administrar sus bienes. Es gracia que es- 
pera de V. M., cuya vida guarde Dios muchos años. —Madrid 
doce de Octubre de mil ochocientos setenta y seis.— A. L.R. P. 
de V. M.— Rafael Garda.» 

Esta solicitud se presenta en el Ministerio de Gracia y 
Justicia con las partidas de bautismo del interesado, de tíia- 



Digitized 



by Google 



422 procedí mi entos 



trimonio y definición de sus padres, exhibiendo la cédala 
personal para que se tome nota, sin cuyo requisito no se dará 
curso á la instancia. ^ 

Expedida la Real orden, se comunicará á la Audiencia 
para que ésta lo haga al Juzgado, y en todo lo demás se si- 
guen ios mismos trámites que hemos indicado en la' pági- 
na 289. . . 

XXI. 

Habilitación para comparecer en juicio. . 

«D. J. L. , vecino de esta Corte, de veinte y dos |años de edad r 
soltero, habitante en la calle de... antee! Juzgado, como mas 
haya lugar en derecho, parezcoy digo: que mi señor padre Don 
F.L. reside eo la Habana, á cuyo punto marchópara arreglar 
los asuntos relacionados con el fallecimiento de mi madre ocur- 
rido el dia veinte de Agosto del aüo anterior, y aprovechandp 
esta circunstancia mi vecino D. T.G.,ha empezado á levantar 
una pared que seguramente quitará luces i nuestra casa, con 
desprecio de la servidumbre establecida y que no Ignora el 
Sr. G. En esté conflicto, y considerando que no es posible espe- 
rar á que mi padre tenga noticia del hecho y envié poder á 
ninguna persona, porque dé esa tardará, vendrían grandes 
perjuicios que pueden evitarse hoy. Si se me habilita para 
comparecer enjuicio y con vista délo expuesloi-^Suplico al 
Juzgado se sirva admitir la información que ofrezco, y acre- 
ditados los«extremo3 referidos y concederme la habilitación 
que solicito, autorizándome para comparecer designando 
curador ad litem, pues así procede en justicia que pido. — Fe- 
cha.— Firma.» 

XXII. 

Información para. perpetua memoria. 

«Al Juzgado.— Don José López, natural y vecino de esta 
Corte, al Juzgado, con el respeto debido, expone: Que según 
aparece de la partida de bautismo que acompaña, sus verda- 
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cleros nombres son Pedro José, pero la costumbre de llamar* 
le desde pequeño con el segundo nombre, ha sido la causa 
de que se firmara siempre como lo hace en esta solicitud. Al 
ir ^.practicar las diligencias matrimoniales, se le ha adverti- 
do que río es posible proceder á la celebración de su casa- 
miento, mientras no practique la información necesaria, y 
para acreditar de un modo auténtico que Pedro José López, 
^es el mismo que firma con solo el nombre de José, Suplico al 
Juzgado se sirva admitírmela información que solicito, y pre- 
vio dictamen deJL Ministerio Fiscal, proceder al examen de 
los testigos que comparecerán oportunamente, y en vista de 
loque resultare, aprobar esta información, mandando se me 
expidan los testimonios que necesitare, pues así procede en 
justicia que pido.— Fecha.— José López.» 

/ XXIII. 

Del modo de elevar á escritura pública el testa- 
mento hecho de palabra. 

«Al Juzgado.— Dóff Manuel López, vecino de esta capital, 
ante el Juzgado, como mejor proceder en derecho, parezco y 
digp: Que el dia dos del corriente falleció en esta capital don 
José García, según acredita la partida de defunción que acom- 
paño, habiendo otorgado disposición testamentaria de pala- 
bra ante los cinco testigos D. Juan Ruiz, D. Tomás Jiménez, 
D. Joaquín Velasco, D. José Valdés y p. Garlos Quesada, to- 
dos vecinos, y como en dicha disposición se me nombra (he- 
redero, albacea, tutor), tengo derecho para pedir que se eleve 
á escritura pública dicha disposición, á fin de asegurar su 
eficacia y cumplimiento. En vista de lo manifestado.— Supli- 
co al Juzgado se sirva acordar comparezcan los expresados 
testigos á la presencia judicial y declaren cuál fué la última 
disposición testamentaria otorgada por b. José García, decla- 
rando testamento lo quede ellas resulte, mandando protoco- 
lizar este expediente, para que se tenga por escritura públi- 
ca, pues así procede en justicia que pido. Madrid diez de 
Abril de mil ochocientos setenta.— Manuel López.* 
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XXIV. 
De la apertura de testamentos cerrados. , . 

Al Juzgado.— D. C. S., vecino de ésta, -ante el Juzgado, co- 
mo mejor proceda, parezco y digo: Qhe el dia diez del corrien- 
te falleció D. J. de L., según acredita la partida de defunción 
que acompaño, habiendo otorgado con las formalidades de- 
bidas el testamento cerrado que presento, que me entrega 
para que lo custodiara hasta su muerte, y con el objeto de 
que se cumpla su última voluntad, —Suplico al Juzgado, que 
habiendo por presentados los adjuntos documentos, se sirva 
mandar se proceda á la apertura y protocolización de dicho 
testamento, disponiendo se me entregue testimonio del mis- 
mo para los usos que me convengan, pues así procede en 
justicia que pido.— Fecha.— Fima. 

XXV. 
De la venta de bienes de menores. 

t Al Juzgado.— D. J. L, vecino de esta Corte, habitante 
en... á nombre y como tutor de los huérfanos D. M. y 
D* C. J. y G , según se acredita por él testimonio de discer- 
nimiento que acompaño, ante el Juzgado como más haya lu- 
gar en derecho, parezco y digo: Que D ' I. G., madre de mis 
representados, tomó á préstamo de D. J. L. la suma de tres 
mil pesetas cbn el Interés de doce por ciento y término de 
dos años, que vencerán el dia veinte y ocho del corriente 
Aes, según consta de la copia.de la escritura que acompaño. 
Mis pupilos, como únicos herederos de su difunta madre, tie- 
nen qu^ pagar dicha deuda; pero 'como carecen de metálico, 
no queda otro recurso que proceder á la venta de una de las 
fincas heredadas por dichos menores, pues aun cuando el 
acreedor se acomodara á prorogar la escritura, seria ruinoso 
continuar pagando tan crecidos intereses. 

Supuesta, pues, la necesidad de vender bienes pertene- 
cientes á los huérfanos D. M. y D.* G. J. y 4 G., el que suscribe 
opina que debe enagenarse la casa que poseen dichos meno- 
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res en la cerretera de Aragón, número veinte, por ser la que* 
dá menos producto, necesitar grandes reparos y cubrir pró- 
ximamente el importe de la deuda que ha de pagarse. De lo 
dicho resulta la necesidad y utilidad de la enagenacion indi- 
cada, así: como el motivo de ésta, y el objeto á que ha de 
destinársela suma que se obtenga, y siendo indispensable * 

autorización judicial para proceder ala venta de la referida 
finca,— Suplico al Juzgado, que teniendo este escíito por pre- 
sentado con los documentos que acompaño, se sirva admitir 
la información testifical que ofrezco, y acreditadas la necesi- 
dad y utilidad de la yenta de la casa perteneciente á dichos 
menores, concederme autorización para enagenarla en pú- 
blica subasta, previo avalúo, y con las demás formalidades 
de Ley , pues así procede en justicia que pido.— Fecha. - * 
Firma.» 



Digitized by 



Google 



V 



Digiíized by VjOOQ IC 



A 



TERCERA PARTE. 

DE LOS PROCEDIMIENTOS CRIMINALES. 

I' 

j-J Escrito de querella. 

«Al Juzgado.— D. F. de T., en nombre de D. M. 0., en 

tud de poder bastante que en debida [forma acompaño, 

bte el Juzgado, como más haya lugar en derecho, parezco 

¡digo: — Que según acredita la carta que acompaño, D. J. K. 

i dirigido á mi cliente lastrases... cuyo carácter injurioso 

> podrá menos de reconocer el Juzgado. Antes de acudir en 

i forma que lo hago, he intentado sin efecto el acto de con- 

liacion, y acudo al Tribunal pidiendo justicia, y en nom- 

de mi principal, — Suplico al Juzgado, que teniendo por 

tesent^do éste con la carta, poder, certificación de haber 
tentado el acto de conciliación y demás documentos que se 
acompañan, y por deducida la oportuna querella criminal 
flor injuria, se sirva disponer se declare procesado á D. J. K., 
f denando constituya la fianza de... pesetas, procediendo en 
fcdo lo demás con arreglo á la ley, dándome traslado de las 
diligencias oportunamente, para formular, después de I03 
gamites de ley, la oportuna acusación, pues así procede en 
justicia que como antes pido— Fecha.— Firma de abogado, 
Irocurador y querellan te. » 

i 

. II. 

Escrito de denuncia. 

I D. F. de T., mayor 'de edad, vecino de... habitante en .., 
^egun cédula personal número... expedida por la alcaldía...,. 
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ante el Juzgado, como mejor, proceda, parezco y digo:— (j 
ayer al regresar á mi casa me encontré fracturadas las i 
raduras de mi mesa escritorio, habiendo desaparecida 
suma de... pesetas que teaia en metálico y billetes; y < 
el hecho tiene los caracteres del delito de robo (se detal 
indicando algunos dalos para el sumario), — Suplico al Ju 
so sirva tener por hecha la oportuna denuncia, con arr 
lo dispuesto en el artículo 161 de la Ley de Enjuiciainie 
criminal . — Fecha.— F . de T . » 



III. 
Calificación del delito. 

€Del Fiscal.— El Fiscal dice: 1.° Que el hecho de au 
constituye el delito de... 2.° Que aparece autor del mism^J 
cómplice... y encubridor... 3.° Que no hay á quien exigir i 
ponsabilidad civil subsidiaria. 4.* Que procede elevar 
causa á pienario. Y 5.° Que este ministerio se conforma ( 
las declaraciones prestadas por los testigos del sumarioj 
efecto de omitir su ratificación, renunciando á toda - 
prueba.— Fecha.— Firma del promotor.» 

<De la defensa.— D. F. de T., en nombre de G. Q.; en 1 
causa que contra el mismo se sigue por el supuestb 
de... ó evacuando el traslado que se me ha conferido, ante j 
Juzgado, en ía forma que más haya lugar en derecho, cofií 
parezco y digo: 1.° Que me he enterado de la calificación < 
fiscal. 2.° Que no me conformo con las declaraciones presl 
das en el sumario por los testigos D. M. 0; D. H. J. y R. S., | 
pido se ratifiquen, pudiendo evitarse la ratificación de 
demás, solicitando se reciba esta causa á prueba, y— St| 
plico al Juzgado, que teniendo por evacuada la comunic 
cion conferida, se sirva recibir esta causa á prueba, pues í _, 
procede en justicia que pido. 1.° Otrosí digo: Que para Ht* 
prueba que intento conviene comparezcan á prestar declar» 
don D... que vive en... D... que vive §n... y D... que vive.* 
los cuales serán examinados en el acto de la prueba por la¿' 
preguntas que formulará el abogado defensor dé mi clientef 
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Suplico al Juzgado §e sirva mandar seau citados los tcsti- , 

[>s referidos, señalando dia y ¿ora para la práctica de las 

|tadas pruebas, pues así procede en justicia que pido como ■ 

ites. 2.° Otrosí digo: Que para la prueba que intento copvie- 

! se traiga á la causa testimonio de la sentencia recaida en 

pleito,— y Suplico ai Juzgado se sirva dirigir exhorto al 

zgado de... para que remita, dentro del término de prueba, 

testimonio referido; pido justicia como antes.— Fecha.— 

trma de abogado y procurador . » 

'/? - IV. 

Escrito de acusación fiscal. 

•El fiscal dice: Que ha examinado con la atención que me- 
í la causa instruida contra... por... y del estudio minucio- 
¡Kle los hechos, resulta: (Se hará el extracto imparcial de los 
chos más culminantes que arrojen el sumario y las pruebas 
yacticadas; se analizará la participación de los procesados^ 
spues se apreciarán las circunstancias eximentes, atenuantes 
í agravantes cuando las hubiere.) En vista de todas las con- 
Ideraciones expuestas; teniendo presente lo que disponen 
|s artículos... del Código penal, este Ministerio opina y pide 
i Juzgado se sirva condenar á... á la pena de... con la acce- 
día de... y al pago de todas las costas y gastos del juicio. 
sjJ-Fecha.— -Firma. » 

. *■* • v. 

■ ;'■/ Escrito de defensa del procesado. ' 

í ^ «Don F. de T., en nombre de P. Q., en la causa que contra 

{M mismo se sigue por el supuesto delito de... evacuando el 
í Jjasíado conferido, digo: Que el Juzgado, obrando en justicia 
ha de servir absolver á mi cliente (ó imponerle una pena 
ferior, según los casos y lo que arroje el proceso) pues así 
'ocede por las razones que paso á exponer. {Se alegan, pero 
jífi" -£h cambiar los hechos, esplicando del mejor modo posible los 
r i. ^e perjudiquen al reo, impugnando la calificación del delito ó 
m 
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•^ • buscando la exención de responsabilidad ó atenuación cuam 

proceda.) En virtud de todas tes consideraciones alegadas,- 
Suplico al Juzgado se sirva fallar, como tengo solicitado, i 
ingreso de este escrito, absolviendo á... del delito que se] 
imputa, declaráudo las costas de oficio, pues así procede e 
^ justicia que pido.— Fecha.— Firma de abogado y p* w oci 

rador.» 

• . v,. '• ■ 

De los recursos de casación. ; " 

El de infracción de ley se prepara ante la Audiencia d< 
mismo modo que hemos indicado en la página 404 al trata 
del recurso de casación civil, siendo aplicable lo dicho re 
pecto á las sentencias de primera ó segunda instancia, yi 
procesado pobre. 

« interponiendo el recurso por infracción de ley. — A la Sal 
segunda del Supremo.— D. F. de T., en nombre de P. Q., e 
la causa que contra el mismo se sigue por el supuesto delil 
de... ante la Sala, como más haya lugar en derecho, compa 
rezco y digo: Que según acredita la sentencia adjunta, m ' 
cliente ha sido condenado á... pero como en dicho fallo 
ha infringido la ley, interpongo contra el mismo el recui 
de casación, apoyándome en las razones siguientes: {Se indi- 
can muy concretamente, sin discutir los hechos que deben acept 
tarse como vengan consignados en la sentencia. )■— El recursl 
que interpongo está autorizado en el caso 5.° del artícu- 
lo 798 de la Ley de Enjuiciamiento criminal, citando com* 
infringidos: 1.° El artículo 9.° del Código penal, que ensl 
párrafo 6.° establece como circunstancia atenuante* haber 
ejecutado el delito en estado de embriaguez, hecho aceptad! 
por la sentencia. 2.° La regla segunda del artículo 82 del Cóf* 
digo, según la cual, concurriendo en un delito circunstancial 
atenuante^ y ninguna agravante, se impondrá la penaén sí 
grado mínimo y no en el medio, como lo ha hecho la Salí 
sentenciadora.— En vista de todas estas razones,— Suplico f 
la Sala, que teniendo por interpuesto el recurso de casacioi 
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' infracción de ley contra la sentencia que en. .. pronunci6 - 
| Sala de lo eriminal de la Audiencia de... se sirva admi- 

aelo y en su dia casar y anular la referida sentencia, cuc- 
ado oti» ajustada á la ley, pues así procede en justicia que 
do.* 

*Por quebrantamiento He forma.— Se interpone ante la Au- 
enciadel mismo modo que hemos dicho en la página 405; 
ro en lugar de citar artículos de la Ley de Enjuiciamienta 

1, se citarán de la criminal, y én la súplica se pedirá tam- 
en lo mismo que decimos para lo civil. 
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Nuevamente nos encontramos frente* á frente del pnbli- 
|, solicitando su apoyo en pro de la publicación, que du- 
Irite 8 años consecutivos, venimos dando -á luz con el ma- 
|r éxito. 

El Almanaque Hispano-amekicano nos 
[evos sacrificios, y á su incesante mejora 
pecial preferencia, para que responda de 
putacion que goza esta casa editorial. 
En el año presente sale el Almanaque engalana! 
)bvos atractivos. 

Más de 50 viñetas originales debidas al lápiz del dis- 
, &qfeuido caricaturista Daniel Perea, y cerca de 40 compo- 
««¡iones en prosa y verso, escritas exclusivamente para 
esta publicación por los auto>es de más renombre, ofréce- 
les ahora al lector que encontrarán en ellas honesto solaz 
*j variado entretenimiento. / " 

En cuanto á nosotros, creeremos suficientemente re- 
compensado nuestro trabajo si obtenemos del publico aco- 
gida igual á la obtenida en jos años anteriores. 

Debemos ahora advertir para contestar á las preguntas 
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que de diferentes puntos se nos hacen, que, aunque poco*, 
quedan algunos ejemplares de los pasados años, para fox- 
mar colección, reuniendo así, por poco dinero, 8 volúmenes 
de lectura agradable y tan amena como variada , podiendo 
competir con muchas publicaciones cómicas que han ai* 
canzado reputación y a las que sin duda aventaja en origi- 
nalidad. 

Su precio es el de 4 rs. en toda la Península, y en Amé- 
rica el que fijen los señores Corresponsales eon arreglo al 
aumento que ocasionen los cambios. 



Derecho internacional público de Europa, por A.-G. Heff- 
ter, traducido por G'. Lizarraga; 32 y 36 rS* 

Estadios jurídicos y políticos, por Francisco Giner; 42 y 
44 rs. 

Estadios económicos y sociales, por Gumersindo Azcára- 
te; un tomo, 8.°, 40 y 42 rs. 

Estadios de literatura y arte, por Francisco Giner. Segas* 
da ediciou, corregida y considerablemente aumentada, de 
los Estudios literarios; un tomo, 8.° mayor, 42 y 44 rs. 

Precedí mientos civiles y criminales, con arreglo á 
las últimas disposiciones vigentes sobre la materia, ce» 
formularios, por D. Franciseo Lastres. Quinta ediciwa, 
corregida y aumentada; un tomo, 8.° mayor, 20 y Í4 es* 

Lecturas hechas en el Ateneo de Madrid y en el teatro de 
Jovellanos en 4877, por su autor D. José Zorrilla; 4 4 re. 

Exposición elemental teó rico-histórica del Derecho polí- 
tico, por D. Domingo Enrique Allér; un tomo, 8.° mayor, 
42y44rs. 

En Egipto. Yiaje á Oriente, por D. Antonio Bernal ¿e 
O'Reilly; un tomo, 8.°, 8 y 40 rs. 

Los Oradores griegos, por D. ArcadioRoda; 40 y 42 rs. 

Los Oradores latinos, por id., id. 

Economía política, por Allér; 40 y 42 rs. 

Doctrinas fundamentales reinantes, (Las) sobre el delito 

- y la pena en sus 'interiores contradicciones. Ensayo criti- ' 
co preparatorio pata la renovación del Derecho penal, 
por Carlos David y Augusto Roder, traducida del alema©, 
por Francisco Giner. Tercera edición, revisada y corre» 
gida por el autor, y aumentada con una -Memoria del 
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mismo sobre la reforma del sistema penal español; un >•- 
tomo, 8. ,J£y 44 rs. 

tratado teórico -práctico de taquigrafía, por D. G. Flores 
de Pando; 20 y 24 rs. * * 



EXTRACTO DEL CATALOGO. 

b*d. tEl) Novela escrita en inglés por Sir Walter Scott, 
y traducida libremente al castellano por D. Francisco 
Alejandro Fernef; 3 tomos, 8 °, 46 j t 48 rs. 

icultura. (La) Historia de D Cincinato Ajenjo y de sus 
esfuerzos y trabajos para mejorarla. Cuento escrito en 
francés por el Marqués de Travanet, y arreglado al espa- 
ñol por D. Pascual Asensio, profesor de Agricultura del 
Jardín Botánico; un tomo, 42.°, de 446 páginas, 8 rs. 
Jbum de la mujer. Colección de bellísimos trabajos de 
las principales escritoras españolas y de D. Juan Tomás 
Salyany, dedicado «al bello sexo; un tomo, 8.° mayor, 
.6 y 8 rs. 

lar con poca fortuna. Novela fantástica, en verso, por 
D. Gregorio Jlomero.Larrañaga; un tomo, 4.°, 46 y. 48 rs. 
lores de un torero, (Los) por Teófilo Gautier; un tomo, 
8.°, 6 rs. 

aores. (Los} Obra entretenida, por Eduardo López Bago, 
un tomo, 4.°, de lujo, 24 y 26 rs. 
atepasadps de Adán. (Los) Historia del hombre fósil, 
por Víctor Meunier, traducción de A. Garda Moreno; un 
tomo, 40 y 42 rs. 
[Apuntes bistórico-contemporáneos, por D. Enrique de 
Lazeu. 

Contiene:—!. De 48*27 áSan Carlos de la Rápita. His- 
toria del carlismo — 11. Carrera política de D. Juan de 
Borbon, como Pretendiente. — III. Causas que produje- 
ron la sumisión del -Pretendiente á la reina Doña Isa- 
bel II: venida de Amadeo de Sabóya: nueva guerra ci- 
vil, etc., etc ; 20 rs. 
[Arte cristiano (El) en España, por J. D. Passavant, direc- 
tor del Museo de Francfort, traducida directamente del 
alemán y anotada por Claudio Boutelou; un tomo, 8.°, 
44 rs. 
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▲ránzaau, leyenda escrita sobre tradiciones vasconga- 
das, por S. Man.teli, con un preliminar de R. Becerro de! 
Bengoa; un tomo, 4.°, 4í y 44 rs. . J 

Bocetos. Poesias por Tomás de Asensi, con un prólogo de i 
Fermin Herran; 4 rs. I 

Cartas (veintiséis) al señor -marañes de Valdegamas,en] 
contestación á los veintiséis capítulos de su ensayo sobre I 
•1 catolicismo, el liberalismo y el socialismo, por D. Ni- 
comedes M. Mateos; 4 y 5 rs. 

Cartas inéditas, por Sanz del Rio; un tomo, 8 y 9 rs. 

Casa mayor: juguete cómico, en un acto y en prosa, ori- 
ginal de D. José María Anguita y Saavedra; 4 rs. 

Ciencia de la religión, (La) por Máximo Müller, . profesor! 
de la Universidad de Oxford, versión castellana, con uní 
prólogo de García Moreno, doctor de Filosofía; un tomo,I 
8.°, 8y40rs. 

Clave del Derecho, (La) ó síntesis del Derecho roma 
conforme á los antiguos textos conocidos y los recien-j 
temente descubiertos, por M. Ortolam; traducida al c 
tellano por el doctor D. Fermin de la Puente y Ape 
chea, catedrático de Jurisprudencia en la Universidad Ü 
Sevilla: 4845; un tomo, 8.°, 8 y 9 rs. 

Colección de los artículos áeJLa Esperanza, sobre la I 
toria del reinado de Carlos III en España, donde se * 
cribe minuciosamente la expulsión de los Jesuítas, 
D. Antonio Ferrer del Rio. Tercera edición; un tomo, 4.°J 
8 rs. 1 

Colonización en la Historia, (La) por Rafael M. de Labra,;) 

Srofesor de Derecho internacional de la Institución libre»* 
e enseñanza de Madrid; 2 tomos, 8.*, «4 y 28 rs. ^ V 
Concepción de Murillo. (La) Novela histórica, original <&,; 

Federico Lafuente; 4 rs. *' •" 

Conferencias del padre Félix en la santa iglesia metro- >•- 

politana de Nuestra Señora de París, durante, la Guare** . '.< 

ma del año de 4868, traducidas por la redacción de £*'{-' * 

Esperanza;, k rs. ■ 

Corazón de un padre. (El) Novela por H. Balzae, traducciof - | 

de Ortega y Frías; 4 y 5 rs. 
Cruz de Quirós. (La) Leyendas nacionales, por D. Manuel 

Fernandez y González; 8 rs. # ** 

Cuatro estaciones. (Las) Poesías, por Eduardo Bustillosf 

44y46rs« 
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nestlon universitaria. Documentos coleccionados, ñor 
M. Ruiz de Quevedo, referentes á los profesores dimisio-, 
narios y suspensos. 
fí Gouzalez de Linares.— Calderón (D. Laureano).— Gi- 
ner (D. Francisco).— r Salmerón. — Azcárate.— Andrés 
Montalvo.—Castelar.— Montero Rios.— Figuerola.— Mo- 
ret.— Val.— Mesías.— Muro.— Várela de la Iglesia.— Cal- 
derón (D. Salvador).— Soler (D. Eduardo).— Giner (dbn 
Hermenegildo). Madrid, 4876; un tomo, 8 y 40 rs. % 
¡uestion Cabrera, (La) por D. José Indalecio Caso; un 
tomo, 8.°, 6 rs. 

Id., id.; un tomo, 4.°, de gran lujo» 42 rs. . 
e Madrid á Lisboa, (Impresiones de un viaje) por D. Nico- 
lás Diaz y Pérez; un tomo, 4.°, con el mapa de España y 
Portugal, 20 rs. 

erecho canónico, dividido en tres tratados por el doctor 
D. Nicolás del Paso y Delgado, rector de la Universidad 
de Granada; 2 tomos, 4.*, 84 y 88 rs. 
e¿echo público (El) y la Europa moderna, por el vizcon- 
f de de la Gueronniere, traducida al castellano por el con- 
de de Fabraquer, vizconde de San Javier, abogado; un 
tomo, 4.°, 24 y 28 rs. 

ialogos filosóficos, por Ernesto Renán, versión castella- 
na de Cbaves y Orgaz; 6 rs. , 
Lccionario razonado de legislación y jurisprudencia, por. 
, -< t D * Joaquín Escriche: nueva edición reformada y consi- 
t ~¿nf m \ derablemente aumentada por los doctores D. León Galin- 
^-¡¡jfr . do y de Vera y D. José Vicente y Caravantes: van publi- 
*%*£ \ cados 3 tomos y 9 entregas del 4.° y último; precio de lo 
™ » ^.publicado, 375 y 390 rs. 

f\¡" • diccionario gallego, el más completo ejn términos y acep- 
ÍÍ-. , * ciones de todo lo publicado hasta el diacon las voces 
• < ¿ "■ ./antiguas que figuran en códices, escrituras y documen- 
:■' * C? tos antiguos, etc., etc., por D. Juan Cuveiro Pinol; un 
'■■" - ^tomo, 4.", 20 y 22 rs. * 

Diccionario de agricultura teórico-práctica, económica, 
de medicina doméstica y veterinaria del abate Rozier, 
^traducido y aumentado por el Excmo. Sr. D. Juan Al- 
' varez Guerra; 43 tomos, 4.°, 460 y 200 rs. 
accionario de la jurisprudencia penal de España ó re- 
pertorio alfabético de la jurisprudencia establecida por 
Jos fallos del Tribunal Supremo de Justicia, decidiendo 



%%p~i 



Digitized by 



Google 



É&L;J 



_£¡£ 



^ 



— 6 — 

recorsos de casación 7 competencias en materia criminal* 
• con observaciones, notas para so mejor inteligencia, cua- 
dros de las penas fraccionadas y compuestas qne emplea 
el Código rigente, escalas gradúales, etc. etc., por don 
Marcelo Martínez Alcubilla, con -un apéndice; 4876; 34 

?f 26 rs. 
gesto romano-español, compuesto en. latín para uso de 
los juristas, porp. Joan Sala: traducido *1 castellano 7 
adicionado con las últimas variantes del Derecho nacio- 
nal, por los licenciados D. Pedro Lopes Claros y D. Fran- 
cisco Pábregas del Pilar, abogados del Colegio de Ma- 
drid; 3 tomos, 4.° mayor, 60 rs. 

Discursos históricos de la moy noble y muy leal ciudad de 
Murcia y su reino, con 453 escudos de armas que for- 
man el verdadero nobiliario, ppr Francisco Cáscales. 
Tercera edición; un tomo, folio, 70 y 74 rs. ♦ 

Doctor Lañuela. Episodios sacados de Jas Memorias iné- 
ditas de un tal Josef, por D. Antonio Ros de Olano; un 
tomo, 4.°, 4í rs. 

Documentos internacionales del reinado de doña Isabel U 
desde 4842 á 4S6S. Colección publicada de orden del se- 
ñor Ministro de Estado, con un discurso preliminar, por 
D. Florencio Janer; un tomo, 4.°, 40 rs. * 

t>on Quijote de la Mancha, compuesto por D. Miguel de 
Cervantes Saavedra; 2 tomos, 4.°, de gran lujo, de 540 
y 564 páginas, con 48 magnificas láminas en colores, 
60 y 64 rs. 
La misma, sin láminas, 30 y 34 rs. 

Ecos nacionales y cantares, con traducciones al portugués, 
alemán, inglés, italiano, catalán, gallego, polaco y pro- 
venza!, por Yentura Ruiz Aguilera. Quinta edición; un 
tomo, 4.°, 24 y Í8 rs. 

Estudios sobre la doctrina general de la ciencia. Condi- 
ciones fundamentales del conocimiento científico, por 
D. Vicente Calaboig y Carra; 4 y 5 rs. 

Elegías y armonías, rimas varias, con traducciones al 
francés, italiano, alemán, polaco y gallego, por Ventura 
Ruiz Aguilera. Tercera edición. Madrid, 4873; un tomo, 
4.°, 48.y ÍOrs. 

El espadín del Guardia de Corps. Cuento de antaño, -por 
Alfredo González Pitt; un tomo, 8.% 4 y 5 rs. 

El Self-governemént y la monarguía doctrinaria, por Gtt- 
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mersindo de Azcárate, ex-catedrático de la Universidad de 
Madrid y profesor en la Institución Ubre de enseñanza 
un tomo, 8.°, 44 y 46 rs. 
%¿: *£]& sacerdote, la mujer y la familia, por Michelet, traduc- 
\f¿? - cion de A. Abetla; un tomo, 8.°, 42 y 44 rs. 
¿- *. j Enfermedades de las mujeres, (Tratado elemental de las) 
": por el Dr. A. Elleaume, laureado por la Academia impe- 

>- ' rial de Medicina, fundador de la clínica de enfermedades 

■\ de la mujer, de París, traducido por D. Rafael Rodríguez 

Méndez; un tomo, 4.°, con grabados, 50 rs. 
Epagathas 6 los mártires de Lyon. Escenas de la vida 
cristiana en el siglo II, por Eduardo de Villeneuve; un 
'^ tomo, 8.°, 8 y 9rs. 

r Estadística, (Curso de) por D. Fáfcio de la. Rada y Delga- 

* •* do, doctor en Derecho civil y canónico y catedrático de 

* Derecho romano en la Universidad de Granada. Segunda 

edición; un tomo, 8.*, 46 rs.' 
Estafeta de Palacio. (La) Historia del último reinado, car- 
tas trascendentales, por D. Ildefonso Antonio Bermejo; 3 
tomos, 4.° mayor, 488 y 498 rs. 
. J Estudios sobre sistemas penitenciarios. Lecciones pro- 
nunciadas en el Ateneo- de Madrid, por Francisco Las- 
tres. Madrid, 4875; un tomo, 46 rs. 
\ Estudios prácticos administrativos, económicos y políti- 

cos, por D. Ventura Diaz, ex-consejero real; 2 tomos, 
4.% 40 rs. 
Filosofía de la guerra, por el marqués de Chambray, tra- 
ducida de la tercera edición, por D. Joaquín' Pérez de 
Rozas. Madrid; un tomo, 8.° mayor, 40 rs. 
Filosofía de las matemáticas y reflexiones pedagógicas 
sobré la enseñanza de esta asignatura, por J. M. Gon- 
ceiro Da Costa, traducción de D. Ramón Uermida $ouse- 
ro; 8 y 40 rs. 
Fisiología de las pasiones, por Ch. Letourneau; un tomo, 

8.° mayor, 40 y 4 i rs. 
Flores de invierno. Cuentos, leyendas y costumbres popu- 
lares, artículos, por Federico de Castro; 44 rs. 
Fragmentos filosóficos, por Ernesto Renán, versión cas- 
tellana de Chaves y Orgaz; un tomo, 81°, 6 rs. 
J Gramática parda. (La) Drama en cinco actos, en prosa, 
por D. José Galofre; 4 rs. 
- Granada y sus monumentos árabes, por D. José y D. Ma- 
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noel Oliver Hartado, individuos de numero de U Real 
Academia de la Historia; un tomo, 4.°, con planos, 48 y j 
52 rs. 

Grandes miserias. (Las) Historia de dos crimenes (dramas ¡ 
ocultos de Madrid), por Ernesto García Ladevese; 4 y 5 rs. 

Granos de arenas. Poesías deD. Luis Montoto, precedidas ¡ 
de dos cartas de D. Gonzalo Segovia y Ardizone y don i 
Ramón Campoamor; 8 y 4 rs. I 

Guia general ae España, ó sea descripción geográfica, es- j 
tadística,4>oUüca y administrativa, por D. Fernando Fer- ¡ 
nandez Bobadilla, abogado; un tomo, 4.°, 40 y 42 rs. 

Guia del plantelista ó instrucciones generales para el es- j 
tablecimiento y cultivo de planteles, por D. Vicente Can- 
del y Arandes. Valencia, 4876; un tomo, 8.°, con lámi- 
nas, 42 y 44 rs. 

Gola del contratista de obras y servicios públicos. Conde- j 
ne la legislación vigente en los contratos adroinistrati- 
. vos, con nota¿ y aclaraciones y el procedimiento conten? 
cioso que pueden originar, por Marcos y Bausa; un tomo» I 
42y44rs. I 

Gola de Barcelona. Metódica descripción de la capital del I 
principado de Cataluña y de sus alrededores, unidos á la I 
antigua población por medio del ensanche, por D. Caye-I 

* taño Cornet y Mas. Edición de 48*77, 40 y 42 rs. . I 

Plano ¡general de Barcelona de 4877. Comprende toda la I 
ciudad y pueblos contiguos desde el Llobregat al Besos [ 
y hasta las montañas vecinas; enlazados entre si y con I 
el casco antiguo por medio del ensanche.* Para la forma- 1 
cion de este plano general, se han tenido á la vista los I 
aprobados de Real Orden levantados, el del ensanche, I 

Sor D. Ildefonso Cerda, ingeniero, y el del casco añtigmol 
e la ciudad y la Barceloneta, por el arquitecto munici-j 
pal D. Miguel Garriga y Roca, y cuantos otros datos vi 
detalles éste ha proporcionado, sobre el estado actual | 
del ensanche, puerto, etc* En cartera, 28 y 30 rs. 

Hechicería rubia. (La) Drama parisién,, por _Javier del 
Montepin, traducida al castellano por Orteiza yBarinaga; j 
un tomo, 8.°, 8 y 40 rs. 3 

Historia y juicio crítico de la escuela poética sevillana en 
les siglos XVIII y XIX. Memoria escrita por D. „Angel 
Lasso de la Vega y Arguelles, premiada por la Real Aca- 
demia de Sevilla; 2 tomos, 4.°, 40 y 48 rs. 
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¿ ¿i Historia filosófica de la instrucción pública de España, ^"^ • 
desde das primitivos tiempos hasta el dia , por el licencia- 
do D. J." M. Sánchez de la Campa; 2 tomos, 4.*, 40 rs. .. 
Historia de la contrarevolucion de Inglaterra bajo Gar- 
los II y Jocobo II, escrita en francés por el ilustre Ar- 
mand Cairel; un tomo, 8.*, 8 y 9 rs. 
Hombre según la ciencia. (El) Su pasado, su presente, su 
porvenir, o sea ¿de dónde venimos? ¿quiénes somos? ¿á I f 
-i dónde vamos? por el Dr. Luis Büchner. Obra ilustrada 
' con numerosos grabados. Un tomo, 8.° mayor, 40 rs. 
< Idiomas de la América latina, (Los) por Félix C. y Lobron; 
*: 8 rs. . 

j Indios caribes. (Los) Memorias interesantes de Venezuela, 
-i por R. López Borreguero; 2 tomos, 8.°, 42 y 44 rs. 
** Jardinero (El) de los salones ó arte de cultivar las flores 
', en las habitaciones, en las ventanas y en los balcones, 
por Isabeau; versión del francés al castellano, por don 
j José Brun y Pages; un tomo, 8.°, con grabados, 4 y 42 rs. * 

i Jerasalen. La Semana Santa; apuntes histórico-religiosps v 

} de D. Antonio Bernal de O'Reilly; un tomo, 8.*, 8 rs. 
i Juicio critico del drama D. Francisco de Quevedo de don 
i E, Florentino -Sauz, por Fermiu Herranz; 2 y 3[ rs. 
fÁ Las faltas. Ensayo sobre los hechos que son objeto del 
[* libro III del Código penal de España, comentados y cla- 
sificados para facilitar su inteligencia y aplicación prác- 
tica, por D. Manuel Saleta y Jiménez, abogado del ilus- 
tre Colegio de Madrid: 4868; un tomo, 8.°, 8 rs. 
libro de las sátiras. Comprende: sátiras; la Arcadia mo- 
derna; grandezas de los pequeños; epigramas y letrillas; 
▼arias fábulas y moralejas, por Ventura Ruiz Aguilera: 
«egunda edición; un tomo, 4.°, 4 8 y 20 rs. 
Itibro de la vida (El) ó las revelaciones de un centenario 
sobre la longevidad, y los necesarios datos históricos y 
^estadísticos referentes á la extensión de la vida humana, 
con el resumen de los cálculos en que se fundan las 
probabilidades de mayor ó menor duración de la misma, 
y. los precedentes relativos á sus épocas criticas y á sus 
periodos naturales, orgánicos y sucesivos de existencia, 
por D. Luis Corsini. Madrid, 4876; un tomo, 8.*, 6 rs. 
,D ^f«; Manigua. (En la) Diario de mi cautiverio, por Antonio del 
Rosal, seguido del folleto Los Mambiss$; 42 y 44 rs. 
Manual de quintas, reformado en 4877, por D. Mauricio 
I 
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Aparicio, redactor de El Consultor de lo$ Ayuntamiento; 
un tomo, 4.°, 4*y 43 rs. • 

Manual de práctica forense, civil y criminal de España y 
sus provincias de las Antillas, por D. Santos Hidalgo, 
juez de primera instancia, cesante.— Obra de reconocida 
utilidad para los jueces* promotores fiscales», abogados, , 

{>rocuradores y demás personas que tengan negocios en ' 
os juzgados y tribunales; comprende la doctrina y for- 
mularios precisos desde que se acude al juez municipal 
hasta llegar al Tribunal Supremo de Justicia. La parte 
criminal contiene formularios para toda clase de causas 
y decidir las competencias, con arreglo á la ley provi- 
sional sobre reformas en el procedimiento para plantear 
el recurso de casación, etc. En este Manual están citados 
todos los artículos de la ley de Enjuiciamiento civil, los 
de la ley provisional sobre la organización del Poder ju- 
dicial y los de las demás legales disposiciones que tra- 
ían de sus facultades y atribucioues. También en la 
práctica criminal se citan los artículos del Código, los 
de la ley provisional reformada y los de varios decretos 
y disposiciones necesarias, y actualmente con aplicación 
a las provincias de Cuba y Puerto-Rico. Sexta edición. 
Madrid, 4876; un tomo, 4.*, 26 y 28 rs. 

Manual de la salud ó arte de curarse á sí-mismo las enfer- 
medades sin médico ni botica, por F. Y. Raspail. Madrid 
4877;8y9rs. 

Manual de las atribuciones de los alcaldes "en el gobierno 
político de los distritos municipales, por D. Fernun 
Abel la: contiene la explicación, la legislación y los for- 
mularios que necesitan saber los alcaldes para corregir 
las faltas, conservar el orden público, atender á la segu- 
ridad personal, al buen régimen, etc., etc.; un tomo, 4.*, 
20 y 22 rs ? 

Materialismo contemporáneo. (El) Contiene: —4.* La fi- 
losofía en Alemania después de HegeL— 2.° Exposición 
del sistema de Bücbner. — 3 ° Critica de 'este sistema. 
De la materia en general.— 4. # La materia y el movimien- 
to.— 5.° La materia y la vida.— 6.° Las generaciones ex- 
pontáneas. — 7.° La materia y el pensamiento. — 8.° El 
materialismo en Francia. M< Yiardot, por P. Janet, Tor- 
sión española del Dr. Aguilar y Lara, Valencia, 4877; un 
tomo, 8.°, 40 rs. 
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Memoria acerca del mosaico rqmano descubierto en la T 
heredad llamada jTorre de Belloch, sita en el llano de ^ m 
Gerona en 4876; un tomo con una grande lámina, 46 y 
48 rs. 

Memoria sobre la teoría y fabricación del acero en ge- 
neral y de su aplicación á las armas blancas, por los 
coroneles graduados capitanes de artillería D. Claudio , * - 
del Fraxno y D. Joaquín de Bouligny, profesor y ayudan- 8^* 
te de la clase de ciencias naturales del Colegio nació- ^^ 

* nal de Artillería; un tomo, 4.°, con 44 láminas, 24 rs. 

Memoria sobre el estado de la agricultura en Ja pro viu- 
da de Madrid y mejoras convenientes para su desar- 
rollo, por el ingeniero agrónomo D. Eduardo Abela y 
Sainz de Andino, precedida del informe redactado por el 
Sr. D. Carlos A. de Castro' y Franganillo, vocal de la! 
Junta provincial de Agricultura, Industria y Comercio. 
Madrid, 48*76; un tomo, 4.°, 24 rs. 

Memorias sobre las islas africanas de 'España, Fernán- ^ " 

do Póo y Annobou, premiadas por la Sociedad Económica 
Matritense, por D. José de Moros y Morellon, catedráti- 
co de Náutica, etc.; 6 rs. 

Ministros en España (Los) desde K 800 á 4869. Historia 
contemporánea, por uno que siendo español no cobra 
del presupuesto. Segunda edición; 3 tomos, 4.°, con lá- 
minas, 80 rs. 

Miscelánea americana: escritos publicados en la Amé- 
rica meridional sobre política, administración, filosofía, 
artes, literatura, costumbres, etc., por Luis Ricardo 
Fors. Madrid, 4872; un tomo, 8.°, 40 y 42 rs. 

Mujeres de la revolución, (Las) por J. Michelet, traducción 
y prólogo de D. Francisco Cañamaque; 40 y 42 rs. 

Mujeres sabias y mujeres estudiosas, por Monseñor Dn- 
panloup, obispo de Orleans, traducción de María de la 
Peña. Segunda edición; 4 y 5 rs. 

Mujer española. (La) Estudios acerca de su educación y 
sus facultades intelectuales, por la señora D. a María 
Concepción Jimeno, precedidos de una carta-prólogo del 
académico Excmo. Sr. D. Leopoldo Augusto de Cueto; 
un tomo, 4.°, 40 y 42 rs. 

Nacimiento de un pueblo, (El) por E. Pelletan, traducido 
por Esteban Hernández y Fernandez; un tomo, 4 y 42 rg. 

Novísima Ley de Enjuiciamiento civil y mercantil, auota- 
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di y concordada con numerosas disposiciones prácticas» 
reglas de jurisprudencia y sentencias del Tribunal. Su- 
premo, seguida de vanos apéndices, con la Instrucción < 
para la aplicación de la Ley en Cuba y Puerto -Rico, etc. 
Sétima edición, por D. Rómulo Moragas y Droz y D. Ju- 
lián María Pardo^Madrid, 487?; un tomo, 8.° mayor, 20 
y 24 rs. 

Obras inéditas, por Quintana, con un prólogo del señor 
Cañete; un tomo, 4.*, 40 y 44 rs. 

Odio de una mujer. (El) Novela de costumbres, por don 
Patrocinio de Diedma; 4 y 5 rs. 

Oro y oropel. Poemas, leyendas y poesías, por D. Vicente 
do Arana; un tomo, 8. 9 mayor, 46 y 48 rs. 

Osa de Andará. (La) Estudio psicológico, por Joaquín Juste 
y Garcés; i y 5 rs. 

Paginas sangrientas. Colección de romances, escritos so- 
bre episodios de la guerja civil, por Alejandro- Bemsia 
L Manuel Corchado, con los retratos de Cabrinety, cura 
mta Cruz, general Castillo, Moriones, marqués del 
Duero, Primo de Rivera, Scbmidt, subdito prusiano, cu- 
misionados carlistas, etc., etc.; un tomo, 4.°, 8 y 40 A. 

Paginas olvidadas, por Espronceda; un tomo, B. , 87 9 
reales. 

¡Para usted! Picadura literaria. Cuadro de costumbres, 
por Constantino Gil; 6 rs. 

Pepe-hlllo. Memorias de la España de pan y toros, por 
Julio Nombela; 2 tomos,\.°, con láminas, 40 rs. 

Piel de zapa, (La) por H. de Balzac, versión de D. Ramón 
Ortega y Frias; 2 tomos, 8.°, 8 y 40 rs. 

Pintura del amor conyugal, considerado en el -estado de 
matrimonio, por M. Venelte, doctor de medicina, cate- 
drático de Anatomía, traducida de la 87 edición por don 
Demetrio San Maitin; un tomo, 8.°, 42 y*44 rs. 

Plantación y cultivo de la caña de azúcar. Compilación 
délas memorias y artículos recientemente publicados 

. sobre esta materia en las provincias valencianas. Obser- 
vaciones prácticas; 5 rs. 

Poemas de lord Byron, con notas aclarativas, adiciones 
y comentarios; un tomo, 8.° mayor, 42 rs. 

Poesías de D. Gregorio Romero Larrañaga, publicadas 
bajo los auspicios del Liceo artístico y literario de Ma- 
drid; 4844; un tomo, 4. , 46 rs. 
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Pee«ia« de D. Francisco González Etípe; un tomo, 8.*, ' 

8 rs, 
Política de capa y espada, por Eugenio Selles; un tomo, 
8.% 40 y 42 r$. 
-^Wtefa utlMrtm. : ^MáBHaí' de) Esta obra comprende, en su 
mayor amputad, cuanto se relaciona con la policía do 
abastos, la urbana propiamente dicha, la de construc- 
ciones, la* obras municipales, etc., toda la legislación y 
la jurisprudencia dictada para el régimen de esos diver- 
sos ramos, gran número de reglamentos y bandos nue» 
tos de buen gobierno para regularizar todos los ser Ti- 
rios de la policía local, y como complemento un extenso 
Broyecto de ordenanzas municipales, por D. Fermín Ave- 
a. Madrid, 4877; un tomo, 4.°, 20 y 22 rs. 
Pótftomo el trasmigrado. Historia de un hombre que' re- 
sucitó en el cuerpo de su enemigo, por 'Alejandro Tapia 
y Rivera; 8 rs. 
Principios constitucionales aplicados al proyecto de ley 
i fundamental presentado á las Cortes por la Comisión 
nombrada al efecto, por D. Juan Donoso Cortés. Madrkj, 
: 4837; 4 rs. 

Problemas de la naturaleza, (Los) por Augusto Langel; un 
tomo, 8.* mayor, 8 ral 
, Pueblo andaluz, (El) sus tipos, sus costumbres, sus caá* 
tares, redactado en verso y prosa por la señora Fer-? 
nan-Caballero, y los Sres. D. José Zorrilla, D. E. Asque- 
rino, D. E. de Cisneros y otros; un tomo, 8.*, 8 y 
9rs. 
Recopilación de las leyes, reales órdenes y circulares de 
la contribución de inmuebles, cultivo y ganadería, por la 
^redacción de SI Consultor de los Ayuntamientos y de les 
Juzgados municipales; un tomó, 4. 5 , 42 y 4 3 rs. 
Recuerdos de Filipinas. Cosas, casos y usos de aquellas 
islas; vistos, tocados y contados, por Francisco Canamá- 
que, con un prólogo del Excmo. Sr. D. Patricio de la ES- 
cosura; un tomo, 8.°, 40 y 42 rs. 
Revolución. (La) precedida de la crítica de la misma, por 
Edgar Quine t, traducción de Mariano Blancb; 2 tobaos, 
4.°, 28 y 32 rs. 
V Roma subterránea. Novela escrita en francés por Carlos 
* Didier, traducida al castellano é ilustrada con 46 graba- 
dos; un tomo, 4.*, 8 rs. * 
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Haiiias (Us' de Sancho el Diablo, traducción de D. Jm» 

de Ariie; nn tomo, 8.°, t y 3 n. 
Saeardote, (El) U mujer y U familia, por 3, Micbefct 

traducción de A. U>eJU; «a-4o«o^4l t*. : 
ftallvitl». (El Guripa) Novela de costumbres, por Andrés 
Ruigomez; un tomo, 8.*, 6 y 7 rs. 

tetad de los niños. (La) Manual de higiene de los niños y 
•* ÉnVrtmírrrMr homeopático de las enfermedades dejos mis- 
una, para uso de las familias, por D. Juan Maña, médi- 
*c*-cirujano homeópata; 5 rs. 

$mtoá de las madres de familia. (La) Manual de higiene de 
las mujeres y tratamiento homeopático de las enferme- 
dades de las mismas durante la maternidad, para uso 
de las familias, por D. Juan Maná, médico-cirujano ho- 
meópata; 4 y 5 rs. 

Secreto del Doctor, (El) por Víctor Perceval, versión espa- 
ñola de Eduardo Saco, y el Viejecito de Batiguole?, por 
Emile Gaborian, traducido por Manuel Maria Fernandez 
y González; 6 y 7 rs. 

Siria y el Líbano, por D. Manuel J. Quintana; 46 y 48 rs. 

Teoría de la tentativa y de la complicidad, ó del grado en 
la tuerza física del delito; vertida al castellano, con pro- 
ÍQQ» y uoU»-p*r--&v V w snl e Remeto Ontoa* abogado; 
un tomo, 4.*, 24 y «8 rs. 

Torneo de Huesca (El) ó los hermanos, por Baldón» novela 
¿•heltere^ca del tiempo del rey D Pedro l de Aragón, ori- 
ginal de l). Tomás .Valls y Rodríguez; un tomo, 4.% 46 
y ¿0 rs. 

Tragedias catalanas, por Víctor Balaguer. 

Contiene: Muerte de Aníbal. — Saffo. — Coriolano.— • 
Somhra de César.— Fiesta de Tibulo.— Muerte de Nerón. 
—Ultima hora de Colon. — Tragedia de Ltivia; un tomo, 
42yHrs. 

Tratado de los sofismas, sacado de los manuscritos de Je- 
remías Benthan, por Dumont; 43 y H rs. 

Tratado dé la prueba en materia criminal, ó exposición 

-^ comparada de los principios en materia criminal y de sus 
diversas aplicaciones en Alemania, Francia, Inglaterra, 
etcétera, por C. J. A. Mittermaier, traducida al castellano 
con un apéndice sobre legislación criminal de España, 
relativa á la prueba: 4877; un tomo, 4.*, 24 y S8rs. 

TJn conde condenado. Novela de costumbres, original de 
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i* señorita D. a Margarita Yaoihalen; un tomo, 40 rg. 

Un millón de verda4$&. Revista política y social, en Terso» 
por, D. M. P..y G, ya* 1 cuaderno, jri 

Uttlisima recopilación de leyes figentes, gubftmaÜTas, 
administrativas y judiciales, por D. Antonio Martínez 
Aranda, licenciado en Derectíb civil y canónico j juex 
de primera instancia. Madrid, 4877; un tomo, 46 y 48 rs. 

Viaje al pais de Tos elefantes, por Luis Joco 1 lio t,. tradu- 
cido al castellano por el vizconde de San Javier; un tomo. 
8/, 4 y 5 rs. 

ftaje al fondo de mi tintero. Colección de cuentos y ar- 
tículos literarios, por D. Andrés Ruigomez; 4 y 5 rs. 

Vida íntima de los romanos, por J. Friedtaender; un,tomo, 
8.°, 40 y 42 rs. 

Vida militar y política de Cabrera, redactada por D. fiufrr 
naventura de Córdoba: la nías completa é ím parcial de 
cuántas se han escrito hasta el dia, con los retratos de 
los principales personajes, vista de ciudades, planos do 
batallas, cartas de Cabrera, etc , etc.; 4 tomos, 4. Q , 400 
reales. 

Esta~ casa servirá cuantos pedidos seje dirijan concer- 
nientes al ramo de librería, siempre que á los mismoVgfe 
leompañe su importe, dirigiéndose á Victoriano- £&*!•«£, 
Jacometrezo, núm. 72, librería, Madrid. ' 



BN PRENSA. 



Enciclopedia jurídica, por Ahrenst traducida por F. Gi- 
ner y A. 6. de Linares, y aumentada con notas y un es*r* 
tudio sobre la vida y obras del autor, por los mismos y 

' por G. de Azcárate. ' 

Los Oradores latinos, por Arcadio Roda. 
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EL DERECHO AL ALCAIDE DE TODOS. > 
JURISPRUDENCIA POPULAR, ? 

- . POll 

D. FRANCISCO LASTRES, ABOGADO. 



Esta obra tiene por objeto facilitar á todas las clases de 
k saciedad el conocimiento de las leyes que organiza la fa- 
milia, regulan la contratación y la propiedad, evitando los 
■tales* casi siempre irremediables, que ocasiona la igno- 
rancia del Derecho. 

La obra se dividirá en los tomos siguientes; 

£*U**dos: El matrimonio.— El testamento y la heren- 
ekrr»~£t a rre ndami ento y ci üp&ali uclu . — WTpSlria potes- 
tad. —La tutela y cúratela. — El préstamo.— La compra 
venta.; precio de cada tomo, 4 y 5 rs. 



EN PIENSA. 

LAS* SERVIDUMBRES. / 



PRÓXIMOS A PÜBUCARSE.* 

El dominio y la posesión.— Los modos de adquisición. 
-«Los censos y foros.— Las vinculaciones.— La donación 
y la prescripción.— La mejora, la reserva y el legado. — 
\M contratos en general.— La" hipoteca.— La sociedad.— 
£1 mandato y la fianza.— El depósito y la prenda. - 
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